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Este libro examina de manera comparativa algunos de los

principales cambios económicos, sociales y políticos que han
tenido lugar en México y Brasil en la época contemporánea.
Estos dos países han sido seleccionados no solo por compar­
tir elementos comunes en su historia, en su cultura o en sus

dimensiones y nivel relativo de desarrollo, sino también por
m importancia en el ámbito geográfico, geopolítico y econó­

mico, sobre todo por la influencia que ejercen en su entor-

110 regional.
Las nuevas formas de integración en el espacio regional

en las que participan ambos países -México como el socio
más débil en un Tratado de Libre Comercio de América del
Norte (TLCAN) que pretende expandirse, y Brasil como el so­

cio dominante de un Mercosur que atraviesa por severas difi­
cultades- constituyen un aspecto de primera importancia pa­
ra examinar las repercusiones internas que tienen en los cam­

[Jos social, económico y político. Esas diferentes trayectorias
Ie integración ayudan a explicar también las distintas posicio­
les que tiene cada país ante el Acuerdo de Libre Comercio de
as Américas (ALCA) que está impulsando Estados Unidos.

*Aunque nosotros redactamos la introducción, muchas de las ideas y
:le la forma derivan de las varias discusiones que tuvimos con los miembros
Iel equipo de investigación: Raquel Abrantes, Bruno Lautier, Jaime
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Además, los dos países han experimentado cambios impor­
tantes en sus regímenes políticos. El partido que estuvo en el

poder en México de manera ininterrumpida desde 1929, el PRI,
debió entregar el poder a Vicente Fox en 2000, el candidato del
Partido Acción Nacional (centro-derecha). Por su parte, Luis

Ignacio Lula en Brasil, el líder del Partido del Trabajo (izquier­
da) consiguió derrotar al candidato del gobierno saliente de
Fernando Herique Cardoso, quien había conseguido estabili­
zar la moneda y en su segundo período de gobierno realizó va­

rias reformas económicas con grandes costos sociales, especial­
mente en términos de empleo e ingreso de la población.

Aunque existen algunos estudios comparativos sobre
ciertos aspectos de estos países, el interés de este libro y su

originalidad estriban en que la comparación se realiza de
manera transversal, es interdisciplinaria, aprovecha la expe­
riencia de académicos de diversos países y cubre varios ejes
analíticos interrelacionados: el económico, el social, el polí­
tico, el espacial. El libro es resultado del esfuerzo de un equi­
po de investigadores de México, de Brasil y de Francia, quie­
nes de acuerdo con su especialidad, estudian de manera

comparativa aspectos relevantes de las transformaciones so­

ciales y políticas que están teniendo lugar en el marco de es­

ta nueva reinserción de cada país en la economía global.
La problemática general que sirve de tela de fondo a esta

comparación es la siguiente. México y Brasil, como los demás

países latinoamericanos, plantearon desde los años ochenta
del siglo xx la cuestión de la convergencia entre el crecimien­
to económico y el cambio político, o si se prefiere, entre el de­
sarrollo y la democracia. Para evaluar la relación entre estas

dos dinámicas, es necesario considerar que la globalización,
las diversas formas de integración regional e incluso el cambio
de modelo económico, de un modo de desarrollo "hacia
adentro" y protegido, como lo fueron los de estos países des­
de la Segunda Guerra Mundial hasta los años ochenta, a otro

volcado al exterior y competido, como lo fue México desde la
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segunda mitad de los ochenta y Brasil desde la segunda admi­
nistración de Cardoso, en los noventa, denotan una transfor­
mación más profunda y general que se inscribe en un cambio
de modelo de desarrollo, es decir, la transformación de un ré­

gimen de acumulación, de un paradigma tecnológico y de
una forma de regulación social. Todo esto significa el cambio
de una relación sistémica entre las formas económicas, socia­
les y políticas. Transformación que está, a su vez, profunda­
mente influida por las trayectorias históricas del régimen polí­
tico, por sus instituciones políticas y sociales, las cuales modifi­
can la forma en la cual la economía, el sistema político y social
se adaptan a la situación mundial actual. Una mutación que
pasa por los actores sociales, pero no tanto porque determine
su acción, sino porque modifica su capacidad de acción. Es es­

to lo que da sentido distinto al cambio en las funciones del Es­

tado, a las nuevas relaciones entre los distintos actores, los mo­

vimientos sociales y las instituciones, de los cuales se seleccio­
naron algunos para observarlos de manera privilegiada. Entre

ellos, el Estado, y algunos actores económicos y sociales: em­

presarios, sindicatos, profesionales de la salud.
En este marco general se ubica cada uno de los estudios

particulares, los cuales se han realizado como un esfuerzo

compartido entre analistas de distintas disciplinas: economis­

tas, sociólogos, politólogos, geógrafos, estudiosos de la salud,
para examinar actores, instituciones y problemas que afron­
tan estos dos grandes países de América Latina.

Las trayectorias de México y Brasil tienen dimensiones

divergentes y convergentes. En México, la Revolución y el ré­

gimen derivado de ella destruyeron las estructuras sociales
sobre las que se sustentaba el Estado porfirista, lo que obligó
al Estado a crear sus propias bases populares de apoyo, lo

que generó una relación de dependencia mutua, que even­

tualmente restó autonomía al Estado. Desde otra perspecti­
va, el régimen estuvo basado en una amplia alianza entre los
sectores populares y el Estado, lo que le permitió encuadrar
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a la sociedad civil en una estructura corporativa; eso se tradu­

jo en un amplio capital de legitimidad que le permitió regu­
lar los conflictos distributivos. Sin embargo, el hecho de que
el Estado mexicano estuviese basado sobre el pacto nacional­

popular de los años treinta yen la creación de bases popula­
res -tanto a través de la reforma agraria, como de la inter­
vención del Estado en la economía-, constituyó una "deu­
da" con sus bases de apoyo, lo que eventualmente limitó su

autonomía.
En contraste, el Estado brasileño se construyó ante las

fuerzas centrífugas que lo amenazaban -básicamente las oli­

garquías regionales- y se constituyó como administrador del
necesario equilibrio entre ellas. El Estado Nuevo intentó esca­

par de esta situación, creando un régimen nacional popular
que se apoyara, como el mexicano, sobre bases sociales pro­
pias. No obstante, a pesar de los intentos que hizo el gobier­
no de Getulio Vargas, en especial durante el Estado Nuevo,
no logró consolidar un régimen nacional-popular, por ejem­
plo a través del esfuerzo por crear un partido obrero, o del

apoyo campesino en un país donde no tuvo lugar ninguna re­

forma agraria. Por otra parte, los intentos de las dictaduras de

Vargas y de los militares por centralizar el poder, así como el

proceso de modernización económica llevado a cabo median­
te la inversión estatal, también sufrieron altibajos. De manera

paradójica, la relativa debilidad del Estado brasileño derivó
en una mayor autonomía en tanto no se vinculó de manera

estrecha con un régimen político determinado, ni estuvo ba­
sada en un pacto con sectores sociales específicos.

Desde la perspectiva de los actores sociales, frente al va­

cío político que se creó con la Revolución mexicana, la prio­
ridad para el Estado era institucionalizar el régimen político.
Para ello, el Estado se aseguró el apoyo político de los secto­

res populares y construyó un sistema que asegurara su capa­
cidad de "utilizarlos" como recurso político. Esto determinó

que mientras que el corporativismo mexicano adoptó un ca-
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campesinas cuasi-únicas, fuertemente politizadas e integra
das al PRI, en el caso brasileño, los distintos regímenes se pro
pusieron ejercer un estricto control de las demandas popula
res, más que utilizar al sindicalismo como recurso político
Esto dio lugar a un control más administrativo-burocráticc

que político y de tipo clientelista-localista en el Brasil, que Se'

reflejó en una regulación ejercida a través de agencias guber
namentales o vinculadas con el gobierno -que en el case

del sindicalismo fueron los tribunales del trabajo, que regían
la resolución de conflictos-, mientras el clientelismo fue
obra de notables locales o regionales.

Estas diferencias entre México y Brasil son abordadas
desde una triple dimensión en este libro; la económica, 12

geográfica y territorial, y la social, que incluye a los actores)
a las políticas sociales.

LOS MODELOS DE DESARROLLO

En el capítulo 1, "Mediaciones institucionales de regulación
social y dinámicas macroeconómicas: los casos de Brasil y Mé·

xico",Jaime Marques-Pereira y Bnmo Théret ofrecen un mar

co analítico amplio en el que pueden inscribirse otros traba.

jos. Estos investigadores observan las diferencias entre los re­

gímenes políticos de Brasil y México que influyen sobre sus

desempeños económicos. Una de las cuestiones más relevan­
tes que se plantean es la de averiguar si para el Estado brasi­

leño, en contraposición al mexicano, profundizar la indus­
trialización era la única forma de dotarse de una base social

que pudiese contrarrestar la fuerza de las oligarquías basada.'!
en la exportación de productos agrícolas, que en el caso me­

xicano habían sido destruidas por la Revolución y la reforma

agraria. También se interesan en examinar cómo los distintos
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men militar anti-popular que se instaura en 1964, se vieron

obligados a valerse de su desempeño económico para legiti­
marse. Finalmente, estos autores observan que el hecho de

que el Estado central haya tenido grandes dificultades para
construir la nación con base en un consenso social lo llevó a

reafirmar su independencia económica y el control nacional
de los capitales extranjeros como forma de reforzar su legiti­
midad como "representante" de la nación. La hipótesis que
los autores plantean en su trabajo es que esto tuvo como con­

secuencia que el alcance del modelo de sustitución de im­

portaciones fuera más profundo en Brasil y que la actual in­

tegración del país a la economía internacional se diera me­

diante la defensa de su núcleo industrial, controlando el

grado de apertura de su economía y tratando de constituir
un mercado común más que un área de libre comercio. En

cambio, en el caso mexicano, según los autores, el hecho de

que el régimen político se basara en una alianza con las cla­
ses populares que habían pactado y demandaban la redistri­
bución de los beneficios del desarrollo, obligó al Estado a sa­

crificar su desempeño económico con el objeto de preservar
la integridad del régimen político, con el resultado de que la
economía se subordinó al régimen político. Marques y Thé­
ret estudiarán el hecho de que el régimen político mexicano

haya tenido menor necesidad de afirmar su legitimidad in­
terna que de afianzar su legitimidad externa, lo que según
ellos, lo llevó a favorecer y abrirse más an te el capital extran­

jero durante ciertos momentos. Esto tendría como conse­

cuencia -nos lo dirán- una menor profundización del mo­

delo de sustitución de importaciones, que en lo esencial se

quedó en el nivel de bienes de consumo y de algunos bienes
intermedios. También influiría en que México escogiera in­

tegrarse al mercado internacional (que en este caso práctica­
mente significa al estadounidense) por medio de la apertura
indiscriminada de su economía que realizó antes de nego­
ciar la formación de un área de libre comercio.
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Otra de las ideas centrales que desarrollarán estos auto­

res tiene que ver con la política monetaria de ambos países,
y su efecto sobre la inflación. Quieren averiguar si la incapa­
cidad del Estado brasileño para controlar los conflictos dis­
tributivos en el seno de la sociedad tuvo como consecuencia

que su régimen monetario haya sido de alta inflación. Ellos

argumentarán que el Estado brasileño hizo de esta debilidad
una virtud en la medida en que mediante ese régimen privi­
legió el crecimiento sobre la estabilidad monetaria. En con­

traste, argumentarán que el régimen de partido único mexi­
cano que controló eficazmente a las fuerzas sociales y que ha
tenido mayor autonomía de decisión en el nivel económico

que el régimen militar brasileño -por ejemplo en la menor

presión social y política de declarar su deuda externa en mo­

ratoria, diríamos nosotros- hizo de la estabilidad de la mo­

neda el centro de su política económica. Esta estabilidad, se­

gún los autores, llegó a formar parte del pacto que constitu­

yó y preservó al régimen nacional-popular, en la medida en

que el tipo de cambio fijo se concibió como la forma de ase­

gurar la distribución de los beneficios a los sectores incorpo­
rados al régimen corporativo. Esta situación también tendría
como resultado que Brasil pudiera avanzar más en el proce­
so de sustitución de importaciones. Además, hizo que el Es­
tado mexicano mantuviera el modelo de economía orienta­
da hacia adentro hasta 1982, prácticamente sin cambios, a pe­
sar de que este modelo estaba prácticamente agotado desde
la década de los setenta. Esto no sólo dio lugar a las enormes

ineficiencias económicas que se reflejan en la crisis de 1982,
sino que llevó a la petrolización de la economía mexicana de
fines de los setenta. En contraste, desde que Brasil enfrentó
la crisis petrolera a mediados de los años setenta, se vio obli­

gado a abrir gradualmente su economía e invertir para mo­

dernizar su planta industrial.
El resultado es que México estaba peor preparado para

enfrentar la inevitable apertura de su economía y que con
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po radical del modelo neoliberal, muy cercano al que estaban
recetando los organismos internacionales. El modelo impues­
to en México ha sido tan radical, tanto en lo que se refiere �

la rapidez, como a la amplitud de la apertura, que incluso e

sector financiero, que en la mayoría de los países se mantie
ne protegido, en México fue liberalizado y en unos cuantos

años pasó casi completamente a manos de la banca extranje
ra. La imposición del cambio de modelo que iba en contra de
los intereses de los aliados del antiguo modelo -los sectore:

populares y los empresarios pequeños y medianos que depen
dían del Estado- se facilitó por el control corporativo sobre
las bases populares que los gobiernos de De la Madrid y Salí
nas de Cortari utilizaron. En cambio, en Brasil, a partir de lo:

setentas, el gobierno militar tenía aún menos capacidad de
controlar las demandas sociales que los anteriores gobiernos
De hecho, uno de los momentos en los que fue más crucial Sl

esfuerzo por legitimarse por la vía de la modernización de 1<
economía sucede en los setentas, cuando intenta una fuga ha
cía delante en su esfuerzo industrializador. En Brasil las insti
luciones de regulación de la fuerza de trabajo y el sistema po
lítico se transformaron profundamente, mientras que el mar

co institucional más rígido de México no sólo significó que la:
transformaciones en el régimen de acumulación fueran má:

profundas y sufriera más la estructura económica creada du
rante el periodo de sustitución de importaciones, sino qU(
también prolongó la transición política.

En el capítulo 2, "Crisis económica y cambio político er

Brasil y México: crítica de algunos intentos de análisis compa
rativo", Brasilio Sallum continúa con esta comparación am

plia. Para ello analiza de manera crítica los trabajos reciente:

que abordan el problema de las conexiones entre cambio eco

nómico y cambio político, en especial el libro de Stephen Hag
gard y Robert Kaufman, The Political Economy 01Democratic Tran
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J de Jaime Marques-Pereira y Bruno Théret presentado en

ste libro. SalIum sugiere un esquema interpretativo comple.
ientario al de los autores anteriores.

Sobre las interpretaciones de Haggard y Kaufrnan, Sao
um reconoce la pertinencia del análisis de los efectos de lél
risis económica sobre los regímenes autoritarios. El régi·
len autoritario tendrá mayor capacidad de resistencia al
ambio cuanto mayor sea la cohesión interna producida pOI
.1 organización política y cuanto mayor sea su control sobre
t sociedad. Sin embargo, para explicar la mayor resistencia
el régimen mexicano, Brasilio SalIum considerará en su tra­

ajo que es necesario agregar otros factores, además de las
istituciones que promueven la unificación de las élites y el
ontrol de la sociedad por el partido dominante. Entre estos

retores están las diferencias de legitimidad de los regímenes
las distintas oportunidades institucionales que se ofrecen
ara manifestar la oposición política y para la movilización

positora de las masas populares. El calendario político elec­
iral sería para Sallum uno de esos mecanismos instituciona­
.s que abren oportunidades para la oposición. En este con­

-xto, el calendario de las sucesiones presidenciales en los
os países jugó un papel diferente. En México la crisis y la

roratoria al pago de la deuda, así como la expropiación ban­
aria, ocurrieron al final del mandato de López Portillo, por
) que el calendario político era favorable al nuevo presiden­
: De la Madrid, mientras que la moratoria de Brasil y las me­

idas recesivas para combatirla tuvieron lugar a la mitad del
obierno del general-presidente joáo Figueiredo y ocurrie­
m en un momento en que en Brasil existía ya un movimien­
) de oposición fuerte. Otra de las críticas que dirigirá Sa­
um a Haggard y Kaufman se refiere a la interpretación de
causa de la rápida liberalización económica mexicana, en

mtraste con la brasileña, a partir del supuesto de la frag­
tentación del sistema partidario brasileño en los años
,hp11f� Pa ra S�lIl1m 1"11 1"1 C�SCl hr�silpñCl h ClIp."tió11 rp11lr�1



e rerrere menos a la coriesron uer sistema paruoano que a la

apidez y consistencia con que ocurre el proceso de conver­

ión de las élites dirigentes y del empresariado al reforrnisrnc

iberal; por lo mismo, advertirá que mientras las élites brasi
eúas no lo asimilaron, el reformismo liberal no pudo servil
-ficazmente de directriz para las políticas de gobierno.

Sallum considera que las diferencias institucionales entre

�rasil y México que presen tan Marques-Pereira y Théret cons

ituyen una buena descripción de los patrones de regulación
le las relaciones Estado-sociedad, sin embargo, desde su puno
o de vista no parece que las características institucionales
les tacadas por ellos estén vinculadas al tipo de legitimación
lue identifican, ni que las instituciones citadas hayan regula
lo de modo tan constante la historia de los dos países, sobre
odo a partir de la crisis de la deuda de 1982, cuando la capa
:idad de regulación perdió eficacia. Esto se debería a que st:

oase de sustentación sociopolítica entró en conflicto con

ellas. Sallum considera que los dilemas políticos que distin

�uen a México y Brasil contienen matices mucho mayore�
lue la simple disyuntiva de "distribuir versus crecer". Para él
�s importante responder a la pregunta de porqué la crisis eco

iórnica de 1982 llevó a la democratización en Brasil, mientra:

lue condujo a la liberalización económica en México. Une

oosible respuesta de la resistencia de México y la permeabili
Iad de Brasil a la democratización estaría dada por lo qm
.icurre en la esfera político-institucional. Cuando ocurrió 1;:
.risis de 1982 las masas populares de México estaban maniata
Ias por el control corporativo y la legitimidad política del ré

�imen era aún alta, mientras que Brasil ya había avanzade
nucho en una liberalización política que se transformó en Uf

oroccso de democratización.
En 10 que respecta a la liberación económica, Sallum su

�erirá en su trabajo que la raíz del comportamiento contra

-jo de Brasil respecto al de México hay que encontrarla en }¡;
�,..\mhln�rl¡;n rlp ":1ri ..� f�rt ... rp�· 1�� rrifprpllri�(;: in�titllrinn:;t
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les, los efectos producidos por la reacción inmediata de cada

gobierno frente a la crisis económica sobre sus coaliciones

sociopolíticas de sustentación, y las tendencias ideológicas
de los gobernantes. Para este autor, la expropiación bancaria de:

López Portillo rompió el pacto implícito de la coalición Esta
do-sector privado, mientras que en BrasilIa coalición socio­

política en que se apoyaba el régimen fue mucho menos

afectada, pues el peso recayó principalmente sobre las em­

presas estatales. Como advertirá Sallum, en Brasil se reivindi
caba sobre todo la reactivación del desarrollo y no un cam­

bio radical en su orientación, así como la transferencia de:
una parte de los costos de la crisis a los acreedores externos.

Por otra parte, la presión sobre las empresas estatales llevó a

una fuerte reacción de los trabajadores, la cual dio mayor im­

pulso a los movimientos populares y a la lucha parlamentaria
contra el régimen militar. , es decir, aumentó la demanda de
democratización política. Sallum mostrará en su texto que la
liberalización económica en Brasil solo se transformó en po­
lítica efectiva del Estado en los años noventa, a partir del go­
bierno de Fernando Collor de Melo.

I

LOS ACTORES ECONÓMICOS Y SOCIALES

En el libro se aborda la cuestión de la diversidad de las tra­

yectorias institucionales y su influencia sobre la capacidad de
los dos países para transformarse política y socialmente. En
el caso de México, se insistirá en que la subordinación del ré­

gimen económico al político tuvo como consecuencia una

débil constitución de actores sociales: entre ellos los sindica­
tos y los empresarios -ambos actores sociales débiles que
necesitaban el concurso del Estado para hacer valer sus inte­
reses. Por otra parte, el hecho de que el Estado haya sido el

garante del régimen político más que de su propia autono­

m ía l1pvó � (HIP pI Fst�r1n si!Tllipr� piprrif'nrln 1111 rnntrnl r1f'
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las organizaciones populares sobre las que se basaba el régi­
men. En Brasil, por el contrario, el Estado estuvo menos liga­
do a un tipo de régimen y era, entonces, menos dependien­
te de sus bases sociales, las que nunca logró organizar a la
manera como lo hizo el régimen político mexicano con los
sectores obreros y campesinos. Por ello, el Estado brasileño

pudo ejercer una mayor autonomía.
En el capítulo 3, "Trayectorias políticas e institucionales de

México y Brasil: el caso de las relaciones entre el Estado y el

sindicalismo", Ilán Bizberg examina cómo el espacio social en

México estuvo ocupado mayoritariamente por las organizacio­
nes subordinadas al Estado, lo que, a pesar del evidente des­

gaste del sector corporativo, tuvo como consecuencia que las

organizaciones sociales tuvieran poca influencia en la transi­
ción política, la cual estuvo en manos de los actores político­
electorales y dificultó y retrasó la transición hacia un régimen
democrático. En el caso brasileii.o, en contraste, Bizberg mos­

trará que los actores sociales han fortalecido su presencia tan­

to sobre la base de un proyecto económico autónomo, como

de la decidida oposición empresarial y sindical al antiguo régi­
men militar. Esto permitió que estos actores fueran cruciales

para asegurar la transición política y que en la actualidad esté

contribuyendo a la recomposición social y política mediante el
establecimiento de nuevas relaciones sociales.

Se podrá indagar sobre las razones históricas de este con­

traste. En México, el sindicalismo y el campesinado fueron

parte esencial del régimen, los cuales se controlaban con el

propósito de que sirvieran como recurso político. Esto tuvo

como consecuencia que el sindicalismo independiente tuvie­
ra mayores dificultades para organizarse. Por una parte, el
control estatal sobre los sindicatos fue más celosamente man­

tenido, al grado de que a pesar de que se sucedieron tres go­
biernos liberales en México desde 1982, ninguno de ellos
modificó la Ley Federal del Trabajo, aunque se hayan modi­
ficado los contratos colectivos y se haya desarrollado una am-
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plia flexibilización del trabajo. Por otra parte, Bizberg mues­

tra en su trabajo que en la medida en que en México el sin­
dicalismo ha sido mantenido como recurso político exclusi­
vo del régimen, se ha bloqueado por todos los medios la ex­

presión social independiente. Esto ha llevado a que el
sindicalismo de oposición se refugie en un corporativismo
de empresa. Por último, en diversos momentos de la historia
reciente del país ha habido varios intentos por parte del go­
bierno de renovar la relación con el sindicalismo, los cuales
a pesar de que fracasaron, lograron cooptar a algunos de los
más destacados dirigentes de la oposición, lo que ha despres­
tigiado a este tipo de sindicalismo.

Bizberg pondrá en claro que el sindicalismo en Brasil,
por contraste, logró escapar al control del Estado y consiguió
llevar a cabo acciones de oposición, incluso en contra del ré­

gimen militar, aprovechando el contexto de la liberalización

que éstos estaban promoviendo. Para que eso fuera posible
contribuyó en mucho el que el régimen militar ejerciera un

control más administrativo-burocrático que político sobre el
sindicalismo. Esto le permitió al nuevo sindicalismo tomar el
control de los sindicatos, organizarse a nivel de una confede­
ración nacional independiente y llegar incluso a fundar un

partido político que consiguió el poder en 2003.
Las diferencias entre las trayectorias del sindicalismo en

los dos países no se explican plenamente solo por la situa­
ción en la que se encontraba el actor sindical, sino por su re­

lación con su oponente, el empresariado. Hasta la actuali­

dad, en México, la relación obrero-patronal no ha sido direc­

ta, siempre ha sido mediada por el Estado. En Brasil, hubo
un cambio fundamental cuando el sindicalismo comenzó a

organizar acciones de huelga que no solo promovían mejo­
res condiciones de salario y de trabajo de los obreros sino

que cuestionaban la autoridad de los militares. Ante esta cir­

cunstancia, los empresarios aceptaron a los sindicatos como

interlocutores directos, tanto como vía para resolver los con-
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lictos que los involucraban directamente, como para demos­
rar su oposición al régimen militar. Se convirtieron de esta

nanera en aliados objetivos a favor de la transición.
En el capítulo 4, "Los dirigentes económicos de Brasil)

r1éxico en el cambio económico y la transición política. Notas
jara una comparación", Carlos Alba examina cómo el empre­
ariado brasileii.o comienza a oponerse el régimen militar por
a creciente intervención del Estado en la economía. Aunque
iabía muchos puntos en común con la situación mexicana, el

.rnpresariado brasileño veía mucho más claramente al Estadc
:omo un competidor, en la medida en que el grado de diversi
icación y complejidad industrial es mayor en Brasil. Además
�l modelo instaurado por los militares, con fuerte contenidc

-statista, entró en estancamiento y dejó de garantizar el crecí
niento del mercado que necesitaban los industriales. A pesaI
le que durante el sexenio de Echeverría los empresarios mexi
:anos fueron cada vez más recelosos de la intervención estatal
-ran mucho más dependientes de su acción económica. Sin

-mbargo, también ellos utilizaron instrumentos económicos)
iolúicos para ejercer presión sobre el régimen, especialmente
L través de la fuga de capitales y de la creación del Conseje
�oordinador Empresarial (1975).

Alba examina el importante papel desempeii.ado por los

-mpresarios durante la transición en ambos países, aunqm
ambién destaca sus diferencias. Por una parte, es bien cier
o que el empresariado brasileño nunca ha tenido el grade
le organización gremial al nivel nacional como el mexicano
o que se explicará no solo por la fortaleza del empresariade
nexicano, sino también por el carácter netamente polítice
lel corporativismo de este país, que incluía al empresariade
-n tanto que lo obligaba a afiliarse a organizaciones gremia
es aunque no estuviera integrado formalmente en el PRI. D(

a misma manera como se estimuló la organización centrali
.ada del sindicalismo y del campesinado, se promovió la 01'

r:llli7:lciñn dp lo" pmnrp":lrio" v dp"dp 1 Q�fl h:l"t:l 1 QQfl "p Ip.



INTRODUCCIÓN 25

obligó a pertenecer a las cámaras. Por otra parte, en este li­
bro se analiza si la relativa debilidad organizacional del em­

presariado brasileño puede explicarse también por las dife­
rencias y oposiciones regionales, y por el hecho de que en la
medida en que es un actor económico más independiente,
predominan sus intereses económicos más que los políticos,
lo que en la mayoría de las ocasiones resultaría más un fac­

tor de división que de unión.
Si en México y en Brasil hubo razones económicas en los

empresarios para oponerse al régimen, en aquel país preva­
lecieron las políticas. Su oposición surgió ante el desmedido

poder y el voluntarismo en la toma de decisiones que los

afectaban, como las expropiaciones de tierras en el estado de
Sonora y sobre todo la expropiación de la banca en 1982.

Esas serían las razones que los llevaron a la oposición y a la
militancia partidista desde el PAN. Sin embargo, aunque la in­

tervención política del empresariado fue un factor muy im­

portante en la transición, la "e1ectoralización" de su acción
también pudo influir como obstáculo a que llegaran a cues­

tionar el statu quo de las relaciones obrero-patronales, por
ejemplo la intervención estatal en estas relaciones o el cues­

tionamiento de las dirigencias tradicionales. Si en Brasil los

empresarios parecen estar más consolidados que los de Mé­
xico como actores económicos y sociales, no hay que olvidar

que algunos grupos de los mexicanos han tenido más capa­
cidad que los brasileños para transnacionalizarse y realizar
no solo exportaciones sino también inversiones productivas
en otros países, por ejemplo en los sectores de alimentos, be­

bidas, cemento, vidrio, productos metálicos y telecomunica­
ciones. Un tema que es necesario abordar en este análisis

comparativo es el que se refiere a los procesos de privatiza­
ción como parte de las reformas económicas que emprendie­
ron ambos países.
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BRASIL y MÉXICO EN PERSPECTIVA ESPACIAL Y SOCIAL

Las diferencias entre los regímenes políticos de México y
Brasil que se examinan en este libro también tienen conse­

cuencias sobre el ámbito geográfico y este, a su vez, influye
sobre aquellos. Esto abarca tanto al ámbito de la geografía
política que comprende las relaciones entre el poder central

y los poderes regionales y locales, donde Hélene Riviére
d'Arc sitúa su análisis, como al ámbito de la economía legal
y la ilegal que se desarrolla en sus márgenes, tal como lo exa­

minaJean Rivelois en su texto.

En el capítulo 5, "El municipio en primera línea: ¿Una alter­
nativa territorial? Contenido comparado de la descentralización
en Brasil y México", Hélene Riviére d'Arc, al referirse a la geo­
grafía política y a la relación entre los poderes, argumentará so­

bre el hecho de que la nación brasileña solo se construye de
manera muy parcial, lo que llevaría a la debilidad del centro

político federal frente a las regiones y contribuiría a que fraca­

sara el intento por instaurar un régimen político nacional-po­
pular duradero y conduciría al nacionalismo, al esfuerzo por
parte del Estado a apostar al desarrollo económico como for­
ma de construir la nación. De esta forma, Riviere d'Arc obser­
vará en la historia de BrasilIa alternancia entre tendencias ha­
cia la descentralización y hacia la centralización. En contras­

te, el régimen político del PRI será, para ella, la traducción de
un reforzamiento minucioso y continuo del poder central,
por lo menos desde el Porfiriato y la Revolución. De ahí que
en México el nacionalismo se exprese de manera más políti­
ca que económica. Por ese mismo hecho, la autora verá que
las regiones y la política local serán en Brasil un camino a la

política nacional, lo cual se refleja en los partidos políticos lo­

cales que se constituyen en canales hacia una carrera nacio­

nal, yen movimientos sociales como el de los sin tierra, MST,

que de locales pasan a ser nacionales. Esto marca un contras­

te para la autora, quien advertirá que en un país tan centra-
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lista como México, la política solo se hace a nivel nacional,
por medio de partidos nacionales y de las grandes corporacio­
nes nacionales. Ella reconocerá que aunque el movimiento
democratizador proviene en gran medida de las regiones, su

canal han sido los partidos nacionales. De la misma manera,

para la autora, los movimientos sociales locales tienen mayo­
res dificultades para impactar en el plano nacional; aunque
algunos como el zapatismo y el Barzón lo han logrado.

Riviere d'Arc aborda en su trabajo la mayor importancia
que tienen las regiones de Brasil respecto a las de México
frente al centro. Lo que ha dado lugar a que los estados en

aquel país tengan mucha mayor capacidad de cobrar im­

puestos que los de México, así como de contratar deuda en

el exterior, y de involucrarse en una "guerra fiscal" como for­
ma de competir para atraer las inversiones. En México quizá
el único caso de este tipo de comportamiento lo constituye
la región fronteriza del norte "contra" el resto del país, con

el programa maquilador que inicia en los años sesenta, el
cual deja de tener vigencia y se reformula con la entrada en

vigor del TLCAN.

Esta preeminencia de 10 regional en Brasil será vista por
Riviére d'Arc como un elemento que facilita el predominio
del c1ientelismo local frente al corporativismo nacional. Este
hecho prevalece aún hasta la actualidad y resiste las dinámi­
cas democratizadoras y modernizadoras que se dan a nivel
central. Por otra parte, la mayor fortaleza de los poderes re­

gionales frente al poder federal ha tenido como resultado
una mayor dinámica y autonomía a ese nivel. Aparte de los
movimientos sociales aludidos con anterioridad, la autora

destaca los esfuerzos de asociación público-privado, gobier­
nos locales o estatales y empresarios, iglesias y las ONG para
elaborar proyectos educativos, de salud y de lucha contra la

pobreza. Estos esfuerzos, en el caso mexicano, han quedado
casi exclusivamente en el nivel gubernamental y en general
en el federal. Esto ha conducido a que a pesar de que en am-
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bos casos se haya promovido la participación de las poblaciones
involucradas en los programas sociales en el contexto del re­

pliegue del Estado, en Brasil ha sido un poco más efectivo

que en el célebre caso mexicano de Solidaridad. En este ca­

so, la gran mayoría de los comités de solidaridad eran panta­
llas del poder gubernamental para manejar los recursos de
manera clientelista-localista, lo que fue una innovación polí­
tica mayor en México, donde la política clientelista se aplica­
ba por medio de las organizaciones nacionales corporativas y
de las distintas secretarias de Estado. De esta manera, Rivie­
re d'Arc observará que el proceso de descentralización por
el que pasó México en los últimos veinte años condujo más a

una desconcentración del Estado unitario que a un nuevo re­

parto de poderes; este proceso probablemente comenzará a

darse con el cambio del régimen priista.
A pesar de estas importantes diferencias en la trayectoria

de estos dos países, Riviere d'Arc analiza en su texto cómo en

ambos casos el proceso de descentralización inicia primero
como una política de tipo liberal, para luego ser retomada co­

mo un instrumento de desarrollo local, tanto por los poderes
políticos autóctonos, como por las agencias internacionales.
Por otra parte, en ambos países la descentralización fue utili­

zada, además, como una manera de legitimar el régimen po­
lítico en vigor. Una diferencia fundamental, sin embargo, es

que en México el discurso descentralizador se proponía legi­
timar al antiguo régimen y por tanto iba poco en el sentido
de otorgar mayor poder político a las regiones, mientras que
en Brasil legitimaba al régimen democrático y tenía con él
una relación de interacción que reforzaba ambos.

En el capítulo 6: "Droga, corrupción y metamorfosis políti­
cas",Jean Rivclois compara los casos de México y Brasil a par­
tir de una metodología que integra a los actores del centro y
la periferia a los sistemas políticos. La relación entre el Esta­
do y la droga Será uno de los temas centrales de su interés. Su

metodología lo lleva a observar ciertas prácticas, como la ca-



rrupción, el uso de la violencia mediante milicias privadas, y
ciertas estrategias empleadas por los actores políticos o eco­

nómicos, como las alianzas de las oligarquías locales. Tam­

bién examinará cómo las coordenadas geopolíticas y econó­
micas hacen que los narcotraficantes de cada país tracen ru­

tas distintas en el ámbito internacional: si los de México se

orientan hacia Estados Unidos con la facilidad que les brin­
da la larga frontera que los separa, los de Brasil lo harán ha­

cia Europa, pero a través de itinerarios de rodeo, como son

los pasos por el continente africano y por Rusia, donde de­
ben compartir sus ganancias con las mafias locales que sirven
de relevo. Jean Rivelois abordará también el problema de la
interacción entre la pobreza y el desarrollo de las actividades
subterráneas en los dos países, donde la naturaleza distinta
de sus regímenes políticos produce también una interacción
diversa entre estos y las actividades ilícitas.

Su hipótesis principal afirma que todos los estados con­

temporáneos, sean del norte o del sur, están constituidos so­

bre bases clientelistas de gobierno y de representación a par­
tir de una interacción social que se da entre el centro y la pe­
riferia de los sistemas políticos, la cual-según su enfoque­
por una parte integra las mafias al capitalismo mundial, y por
la otra permite que la criminalidad se introduzca en los siste­
mas políticos. En su trabajo, el autor buscará estudiar cómo
las actividades criminales se introducen en los sistemas polí­
ticos y cómo los propios actores de estas actividades crimina­
les adquieren una dimensión política cuando tienen la capa­
cidad de controlar territorios y poblaciones, más que a la co­

rrupción en sí misma. Para realizar su argumentación,
Rivelois parte del análisis de los sistemas políticos definidos
en un sentido amplio que incluye, según sus términos, lo ju­
rídico, lo económico, lo social, lo político y las connivencias
entre actores del centro y la periferia.



30 CARLOS ALBA VEGA E ILÁN BIZBERG

tráfico, el autor caracteriza a los sistemas políticos según cua­

tro criterios determinantes: la integración político-jurídica,
que incluye los modos de ejercicio del poder y del dominio

y aplicación del principio de soberanía limitada; la situación
económica y social, que comprende los regímenes de pro­
ducción, de acumulación y de redistribución; la posición
geopolítica, es decir, las relaciones internacionales, las cuales
abarcan tanto las alianzas regionales y la constitución de blo­

ques multinacionales que favorecen el transito de personas y
mercancías como las formas de dependencia y dominación
entre naciones, y las tensiones y conflictos internacionales; y
finalmente, la organización de los tráficos ilegales a partir de
los diversos tipos de integración entre los actores del centro

y de la periferia, 10 que Rivelois denomina "connivencias in­

ternacionales y afinidad de intereses entre actores legales e

ilegales dentro de las fronteras nacionales o a través de redes
transnacionales" .

Para el autor de este trabajo es necesario distinguir entre

economía subterránea o criminalidad e informalidad. La cri­
minalidad polariza al conjunto de actividades que caen en la
esfera de la ilegalidad: trabajo, familia, esparcimiento; toda la
vida social de los actores está fuera de las normas dominantes.
En cambio la informalidad tiene que ver con las actividades
ilícitas que se llevan a cabo fuera del marco reglamentario de
la actividad económica y confina la ilegalidad solo al ámbito
del trabajo, por transgredir las prescripciones jurídicas en tor­

no a la reglamentación laboral. Existe además otra diferencia
entre ambas: aunque las dos pueden beneficiarse de la tole­
rancia de los poderes públicos, la primera se sitúa en las már­

genes externas del sistema jurídico-político-económico,
mientras que la segunda se halla dentro de los límites inter­
nos de este y es complemento de la economía formal.

Rivclois postula como hipótesis que en Brasil la transi­
ción hacia un sistema pluralista es frenada por la preexistencia
de poderes regionales y locales fuertemente imbricados a los
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poderes criminales. Mientras que en el caso mexicano la
transición política corre el riesgo de ser frenada por el surgi­
miento de poderes regionales autónomos respecto al poder
central. El rechazo de las nuevas autoridades centrales a ne­

gociar con los representantes del poder criminal puede lle­
var a un recrudecimiento de la violencia interclánica, cuan­

do el rechazo a negociar desemboca en el encarcelamiento
de los responsables mafiosos que ya no tienen la capacidad de
controlar las relaciones entre los diversos clanes criminales a

través del reparto de territorios y actividades ilegales.
Para este autor la geografía está presente no solo en tér­

minos políticos, sino también en los sentidos de la geografía
de la economía ilegal. Advierte que en ambos países, aunque
en grados distintos, se ha dado el mismo fenómeno: una co­

rrupción que estaba integrada al mapa político institucional
del régimen mexicano y de los distintos regímenes por los

que pasó el Brasil, mediante la cual los actores instituciona­
les podían utilizar los recursos del Estado para transgredir la

ley. El régimen político nacional-popular establecido en Mé­
xico se propuso ocupar la totalidad de la geografía del poder,
organizando y cooptando a los actores sociales, con el fin de
utilizarlos como recurso político de movilización y legitima­
ción política. Esto le permitió también integrar lo que Rive­
lois llama los "márgenes" del sistema, que se dedican a accio­
nes de orden ilegal. De esta manera, el sistema político me­

xicano logró que los narcotraficantes y otras fuerzas que
llevaban a cabo acciones ilegales, actuaran dentro de los lí­
mites que el gobierno les imponía, cobrándoles una especie
de impuesto que utilizaba, al igual que el resto de los recur­

sos públicos, tanto para fines de inversión como para el enri­

quecimiento del personal político.
El Estado mexicano fue lo suficientemente fuerte para

evitar la infiltración del centro por los márgenes y así evitar
derivar hacia un estado mafioso. No obstante, esta última es

una tendencia que puede acelerarse como efecto de la alter-
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control que ejercía el sistema corporativo y la aparición de
fuerzas políticas enclavadas territorialmente. Estos dos pro·
cesos complementarios, reforzados por el retiro del Estadc
de la actividad económica y social y la descentralización, han
llevado al riesgo de que surjan mafias locales que apoyen <J

actores políticos en su afán de controlar un territorio deter­
minado. De hecho, actores políticos del antiguo régimen po­
drían verse tentados a entrar en este tipo de alianza par<J
mantenerse en el poder, lo que aumenta el riesgo de que SI::

avance hacia este escenario. En el caso de Brasil, en donde
no se logró instaurar un sistema político de control que per­
meara tanto a la sociedad, se estimuló un desarrollo regiona
mafioso, que significa la complicidad institucional entre ac­

tores políticos y actores criminales. Este proceso, para Rive­

lois, ha seguido creciendo en el Brasil democrático y Méxicc
corre el riesgo de avanzar en esta dirección en la medida en

que el fin del régimen priista significa una menor capacidac
de regulación de las actividades subterráneas.

ACTORES POLÍTICOS Y SOCIALES

Los modelos de desarrollo tienen también una vertiente de

política social que en este caso es abordada por Víctor Soria

Raquel Abrantes, Celia Almeida y Bruno Lautier.
En el capítulo 7, 'Transformaciones de la protección socia

en Brasil y México en un contexto de ajuste económico e inte

gración regional", Víctor M. Soria examina cómo en los año:

setenta, el régimen militar brasileño no sólo profundizó 1,
sustitución de importaciones sino que aumentó la cobertura
de la seguridad social. Con la transición de los ochenta, SI

cuestionó el modelo de seguridad social establecido por lo
militares en el que se privilegiaba al sector privado-hospitala
nn v pn pI r111P h::¡hí:;¡ t t ri rrpripntp rlpf'1rit pn pI (J'::¡"tn "nrbl '
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desviación de fondos hacia otro tipo de gastos. Esta crítica
dio lugar a las reformas incorporadas a la Constitución de
1988, en las cuales se pasó de un sistema particularista a otro

universal, redistributivo, además de que se expandió el alcan­
ce de la política social en la medida en que se incluyeron más
derechos sociales. A pesar de estas avanzadas reformas que se

consagraron en la Constitución brasileíia de 1988, Soria ana­

lizará cómo a partir de 1989 se produjo una especie de con­

tra-reforma conservadora que estancó los programas de po­
lítica social. Finalmente, el proceso de integración regional
en el que se ubica Brasil-el Mercosur- es un modelo en el

que existe una presión de las fuerzas sociales para empujar
hacia el establecimiento de criterios para elevar las condicio­
nes de seguridad social.

Para el caso mexicano, Soria plantea la hipótesis contra­

ria. Él advierte que, a partir de 1982, la política social centra­

lizada sufrió un fuerte retroceso: aunque se proclamó que el

objetivo del Sistema Nacional de Salud era ampliar la cober­
tura y mejorar los servicios, el gasto en salud y en seguridad
social bajó drásticamente durante el sexenio de De la Madrid
como consecuencia de las fuertes restricciones fiscales y el dé­
ficit en la cuenta corriente de la balanza de pagos. En los no­

venta, las reformas al sistema de política social irían en el sen­

tido de la privatización del sistema de salud y la focalización
en el combate a la pobreza. El autor advierte que en 1997 se

privatizó el sistema de pensiones y se propuso pasar las opera­
ciones de asistencia social a los estados. Soria postula que, en

el mediano plazo, este proyecto apunta a que el Estado se en­

cargue solamente del sector más pobre de la población, tan­

to en lo que se refiere a sus programas de ayuda, como Pro­

gresa -rebautizado en la administración de Vicente Fax co­

mo Oportunidades- como a través de las instituciones
clásicas, limitándolas a un paquete mínimo. Por su parte, se

liberaría completamente a otro sector, al núcleo ex corpora­
tivo, de la tutela del Estado; se le dejaría establecer una rela-
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ción directa con sus empresas para contratar sus servicios con

seguros y clínicas privadas. Finalmente, existiría un sector in­
termedio que tendría que conformarse con obtener servicios
de seguridad social de un nivel más bajo que el actual, en tan­

to que por una parte el Estado reduce su gasto y los cotizan­
tes de ingresos más elevados se han salido del sistema.

En el marco del TLCAN, un área de libre comercio domi­
nada por las grandes empresas transnacionales, es más difícil

para México la elaboración de una carta social hacia la que ha

pretendido orientarse el Mercosur, el cual sin embargo ha en­

trado en severas dificultades desde las crisis brasileña y argen­
tina. Pero esto, como 10 advertirá Soria, no solo depende de
una distinta dinámica de integración, sino de la existencia o

ausencia de fuerzas sociales, que están presentes en el caso

del Mercosur y ausentes en el caso del TLCAN. Esto quiere de­
cir que, en el futuro, los sindicatos y las ONG mexicanas, con

el apoyo de sus contrapartes canadienses pueden llegar a in­
fluir para poner un freno a la homogeneización hacia abajo
de las condiciones sociales de los trabajadores en el área.

En el capítulo 8, Teoría y práctica de las reformas de los sis­
temas de salud: los casos de Brasil y México, Raquel Abrantes y
Celia Almeida reflexionan sobre el lugar que la comunidad
de los especialistas está ocupando en las reformas contempo­
ráneas de los sistemas de salud pública. En ambos países los

investigadores en salud pública proyectaron su acción a par­
tir de un marco cognoscitivo para influir en las políticas pú­
blicas orientadas a la salud.

Las autoras examinan cómo en el caso de Brasil, desde
los años setenta del siglo xx, un grupo de médicos de iz­

quierda, en varios casos con vinculación política partidaria,
forjaron su identidad en torno al concepto de salud colecti­
va. En la década siguiente este grupo sería el protagonista
principal del "Movimiento por la reforma sanitaria", que se

opondría a la salud pública tradicional y que lucharía por el
control de sus espacios de reproducción y de formación de



recursos humanos. Se opusieron a la política de salud del ré·

gimen militar que buscaba privilegiar la privatización y la me­

dicalización de los problemas sociales. Lucharon contra

otras de las manifestaciones de esta política de salud, come

la centralización financiera y el control de las decisiones en

el ámbito federal, la fragmentación institucional, la ausencia
de participación social y política. Con la llegada de la Nueva

República (1985), sus miembros llegaron a ocupar cargos im­

portantes en todos los niveles de gobierno y lograron estable
cer un Sistema Único de Salud. Además, su propuesta alter
nativa de salud, basada en el principio de la salud como un

derecho de ciudadanía, logró llegar al ámbito de la Asam­
blea Nacional Constituyente (1987-1988), donde se inscribié
el derecho universal e igualitario a los servicios de salud en

la nueva Constitución de 1988.

En el caso mexicano, las autoras mostrarán cómo en el
contexto de las reformas económicas emprendidas después de
la crisis de la deuda de 1982, un grupo de médicos encabeza
dos por el doctor Soberón, algunos de ellos vinculados al PRI,

propuso una nueva concepción de salud pública en oposición
a las concepciones de las instituciones de formación de recuro

sos humanos en salud pública y de asistencia. Este mismo gru­
po creó en 1985 dos organizaciones: la Fundación Mexicana
de Salud y el Instituto Nacional de Salud Pública, vinculado a

la Secretaría de Salud, desde donde luchó por controlar las

políticas públicas en materia de salud y logró plasmar su pro
puesta en el programa de reforma del gobierno de Ernesto
Zedillo (1994-2000). Las investigadoras mostrarán cómo esta

corriente partía de planteamientos muy distintos y tenía otros

propósitos que el movimiento brasileño. Los especialistas en

salud de México buscaban lo que ellos consideraban que de­
bía ser un sistema de salud más moderno, descentralizado,
ágil, menos politizado -en el sentido de que consideraban

que estaba fuertemente influido por intereses corporativos)
rlipntpbn's- v rnr-nos pst;;¡tiz;;¡no. ron lln;;¡ rinn;;¡n:-tní;;¡ más rr-s-
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ponsable con relación a su salud, con más presencia del sector

privado y con una mayor participación del mercado como un

espacio perteneciente a la sociedad, productor de los recursos

y servicios y capaz de resolver las necesidades en salud. Para
ellos era urgente mejorar la calidad, el acceso, la equidad, el
uso racional de los recursos y la libre elección de servicios por
parte del paciente como consumidor.

Las preguntas centrales que guían a las investigadoras
son las siguientes: ¿Por qué la salud pública tradicional fue
criticada por los dos grupos? ¿Cuáles eran las características
fundamentales de la Salud Colectiva en Brasil y de la Nueva
Salud Pública de México, formuladas como campos técnico­
científicos innovadores? ¿Qué les permitió crecer y cambiar
el debate nacional? ¿Cuáles fueron las estrategias de estos

dos gmpos para influir en las agendas de las reformas del
sector salud en sus respectivos países? ¿Qué lecciones se pue­
den aprender de la actuación y contribución de estos dos

grupos de especialistas para las reformas en proceso en am­

bos países? Las autoras mostrarán que los profesionales e in­

vestigadores de la salud de los dos países fueron impulsados
por propósitos distintos; cada uno se ubicó en lugares diver­
sos del espectro ideológico y político, lo que se tradujo en

concepciones diferentes de la salud pública, de la reforma
necesaria y de la ciudadanía, así como también de las alian­
zas políticas necesarias para realizar sus proyectos. Sin em­

bargo, ambos grupos lograron construir propuestas de refor­
ma en los sistemas de salud de sus países.

El texto que podrá leerse en este libro ubica con claridad
los distintos proyectos técnico-científicos y políticos en sus

respectivos contextos y en sus relaciones de conflicto dentro
del sector salud, donde se confrontan ideas y posiciones res­

pecto a cómo enfrentar la desigualdad social que se manifies­
ta en las desigualdades frente a la enfermedad y la muerte, y

muy particularmente, cómo utilizar los sistemas de salud pa­
ra enfrentarlas.
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En el capítulo 9, "Las políticas sociales en México y Brasil

seguridad social, asistencia, ausencia", Bruno Lautier examina
la cuestión de las políticas sociales en los dos países desde otrc

ángulo. Nos dice que hay una especie de convergencia entre

México y Brasil, en el sentido de que en ambos -después de
1982 en el primero y al fin del régimen militar brasileño-e ls
cuestión social ha sido abordada desde una perspectiva aleja
da de lo político. En los países de América Latina en los qut
se desarrolló más el Estado de bienestar, entre ellos los do:

que considera este libro, la política social era la manera me

diante le cual se otorgaba a los individuos del país cierto gra
do de autonomía para convertirlos en ciudadanos. La ideé
central de ambos regímenes políticos nacional-populares eré

la de la integración, no sólo económica sino también socio

política, de convertirlos en ciudadanos.
Lautier propondrá varias hipótesis para tratar de explí

car las razones por las que esta política fracasó. En primer lu

gar, advertirá que no abarcó nunca a la mayoría de la pobla
ción sino a un núcleo reducido de ésta. Por otra parte, en

México pronto se convirtió en una forma de controlar poli
ticamente a los miembros de los sectores estratégicos, más

que una forma de otorgarles autonomía política. En Brasil e

planteamiento de otorgar ciudadanía a los individuos se de
sechó completamente una vez que llegaron los militares a

poder. A pesar de que la cuestión social se planteó muy da
ramente en términos políticos en la Constitución de 1988 -

donde se aceptaba que los individuos tenían no sólo dere
chos civiles y políticos, sino también sociales- en la práctica
fracasó rotundamente, como lo muestra el hecho de que la

mayoría de los programas sociales disminuyeron.
Lautier observará cómo, a partir de los aii.os ochenta y so

bretodo los noventa, se revierte la política social que se apli
caba desde los aii.os cuarenta, en la cual la asistencia a los po
bres era considerada como una cuestión residual, dirigida él
� � � e e e
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nización. Las políticas asistenciales son transformadas: pier­
den su carácter populista para ubicarse en un modelo de in­
tervención orientado hacia focos precisos de la sociedad, a

los cuales se les da el nombre genérico de pobres. Según
Lautier, a pesar de que este modelo asistencial intenta, for­

malmente, desvincular la cuestión social de la política, de he­

cho, no solo no termina con la pobreza sino que la reprodu­
ce, y con ello mantiene vivo el clientelismo. Por otra parte,
lejos de ser un instrumento para otorgar la autonomía que
permita a los individuos convertirse o mantenerse como ciu­

dadanos, se trata de la gestión de la no-ciudadanía de la ma­

yoría de la población.
Paradójicamente, lo que, según Lautier, es una de las ca­

racterísticas centrales de las políticas asistenciales neoliberales
es su uso netamente político, no sólo en los términos anterior­

mente mencionados de gestión de la no-ciudadanía, sino tam­

bién en cuanto que refuerzan comportamientos políticos no­

democráticos. El uso de los pobres, según él, se da en dos dis­
tintos niveles: primero, en el de la intimidación, es decir, el de
la justificación de una política de mantenimiento del orden
en un régimen formalmente democrático; segundo, en el de
una política de legitimación de un régimen por medio de su

cara social, de lucha contra la pobreza, aunque ésta sea muy
ineficaz. Lautier propone que tanto la práctica de la política
social populista, como la asistencial, que se aplica actualmen­

te, han sido ineficaces, aunque por distintas razones. A pesar
de que la política social haya estado vinculada a un proyecto
general ele modernización económica que implicaba un carác­
ter universalista tendiente a la homogeneización, en la prácti­
ca era una política social muy desigual y restrictiva. Lautier
examinará cómo su extensión estaba fraccionada y respondía
a presiones políticas de los grupos mejor organizados, que te­

nían la fuerza para demandar su inclusión. Por tal razón, en

ambos países hubo un núcleo protegido de trabajadores, so­

bre todo en ciertas ramas de actividad, bajo un esquema cor-
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porativo, lo que fortaleció principalmente a las dirigencias. Pa­
ra Lautier, mientras que el gobierno militar brasileño centrali­
zó los mecanismos de seguridad social destinados a este nú­

cleo, le retiraron la administración de los sindicatos y lo apli­
caron directamente, haciéndolo más extensivo. Por su parte,
en México este modelo pervivió hasta mediados de los ochen­
ta, lo que significa que el núcleo corporativo absorbía una

buena parte de los recursos del gobierno hasta muy reciente­
mente. Aunque a partir de principios de los ochenta este nú­
cleo comenzó a reducirse, no ha desaparecido, por lo que per­
siste la necesidad de un compromiso político con esta "médu­
la" de la clase asalariada. No obstante, este "compromiso"
significa ahora formas más descentralizadas de negociación
que han dado lugar a regímenes de protección social cada vez

más particulares y sistemas de retiro por capitalización en los
cuales hay diferencias muy importantes entre empresas.

Lautier advierte también la naturaleza contradictoria de
las actuales políticas asistenciales. Por una parte se encuen­

tran ante una paradoja: son políticas que pretenden atacar el

problema de la pobreza mediante la focalización, cuando en

nuestros países la pobreza es una cuestión generalizada, de
masas. Por otra parte, la división entre política social y asis­
tencia no logra cubrir a la totalidad de las poblaciones de es­

tos países. Hay una tierra de nadie persistente entre los inte­

grados al empleo y a la seguridad social y los pobres, que
abarca a pobres y a no pobres. y en esta tierra de nadie hay
gente excluida de la protección social, que si embargo traba­

ja. Esta cuestión obliga a los gobiernos a inventar nuevas for­
mas de atención, que se alejan de la ortodoxia del Banco

Mundial, como fue el caso de Solidaridad en la época de Sa­
linas de Cortari. Una política que no rompía con la política
social populista, pero que al mismo tiempo se alejaba de una

política puramente focalizada.
De esta manera, a pesar de algunas diferencias entre los

dos países, Lautier concluye que en ambos la evolución de



las pOllucas SOCIaleS nene un elemento Importante en co

mún: la despolitización de la cuestión social. Lo que se vin
eula con la cuestión fundamental de la legitimidad del nue

vo modelo económico y de los regímenes políticos dernocrá
ticos recién instalados en estos países.

Con el texto de Bruno Lautier termina esta comparaciór
de las diversas trayectorias de integración en el espacio regio
nal y en la economía global que han ocurrido en Brasil)
México desde la época del modelo de industrialización pOI
sustitución de importaciones hasta la actualidad. Se han exa

minado algunos de los principales cambios económicos, so

ciales, espaciales y políticos. Para ello se seleccionaron yana
lizaron de manera comparativa algunos actores, institucione:

y prohlemas.
Lo que nos propusimos los miembros del equipo de in

vestigación fue que mediante la interdisciplinariedad, así co

mo por medio de la comparación, pudiésemos arrojar luz ¡

b <;,¡tll�r¡ón p<;,nprifir� rlp 10<;, nn<;, n�i<;,p<;, np¡�mn<;, �llprtnr 1:



1.
MEDIACIONES INSTITUCIONALES DE REGULACIÓN

SOCIAL Y DINÁMICAS MACROECONÓMICAS:
LOS CASOS DE BRASIL Y MÉXICO

Jaime Marques-Pereira y Bruno Thérefl'

La oposición entre las trayectorias económicas y políticas de
Brasil y México se hizo evidente en los años ochenta, cuando la
crisis de la deuda sirvió de alguna manera como revelador de
tal situación. Sin embargo, esa divergencia empezó diez años

antes, cuando se detonó de manera casi simultánea en ambos

países una crisis endógena en el régimen de acumulación "ex­

cluyente", basado en la industrialización por substitución de

importaciones (ISI). En efecto, fue a principios de los arios se­

tenta cuando la ISI llegó a su límite por quedarse restringida a

los bienes de consumo durables cuyo mercado se concentraba
en las clases medias y altas en virtud de una estructura profun­
damente inequitativa de reparto del ingreso nacional. Para su­

perar lo que no era aún sino una crisis menor, fue necesario un

reacomodo del régimen de acumulación y fue entonces cuan­

do las diferencias entre los regímenes políticos y las formas ins­
titucionales de regulación, así como las mediaciones sociales
en que se apoyan, orientaron a cada país hacia opciones de po-

* Jaime Marques-Pereira (pereiraJaime@numericable.fr), economis­

ta especializado en temas latinoamericanos, es profesor e investigador en

la Universidad de Grenoble, Francia; Bruno Théret (theret@dauphine.fr),
economista, es director de investigación en el Centre Nacional de la Re­

cherche Scientifique (CNRS) y trabaja en el Institut Interdisciplinaire de
Recherche en Socio-économie (IRIS) en Francia.
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lítica económica radicalmente opuestas. En Brasil, el régimen
militar privilegió el crecimiento "a marcha forzada" por el lado
de la producción, extendiendo la ISI hacia los bienes de capi­
tal, sin modificar en nada la repartición de los ingresos. En Mé­

xico, el PRI prefirió, por el contrario, elevar la demanda, esta­

bleciendo una política de reparto más favorable a las clases po­
pulares -el "desarrollo compartido"-, sin preocuparse
mucho por reordenar la estructura productiva.

Sin embargo, las opciones elegidas fueron antitéticas, ni la
una ni la otra impidieron que la crisis de la ISI se agravara. Las

estrategias de política económica no atacaron sino una parte
del problema y multiplicaron los desequilibrios entre oferta y
demanda, solo postergando así, en ambos países, el inevitable
momento del ajuste entre producción y reparto. A decir ver­

dad, la coyuntura financiera internacional de abundancia de

capital para préstamos con tasas de interés reales negativas que
reinaba en ese momento, determinó en parte las decisiones to­

madas. En efecto, en Brasil facilitó que se recurriera al incre­
mento del endeudamiento externo para compensar la falta de
financiamiento interno que se hacía patente, dados los límites
a la expansión del mercado interno. En México, si bien el rit­
mo de crecimiento menguante de un sistema económico deja­
do en manos del Estado obligaba a financiar la nueva distribu­
ción del reparto, sangrando al sector público productivo, éste

podía refinanciarse fácilmente en los mercados internacionales
de capitales para compensar dichas mermas.

En tal escenario, el vuelco que experimenta la coyuntura
financiera internacional a principios de los ochenta sacó a la
luz los desequilibrios iniciales cada vez más acentuados (tras
un decenio completo durante el cual pudieron florecer) y
condujo a un nuevo revés en las coyunturas nacionales. A par­
tir de entonces, Brasil debe enfrentar la necesidad de superar
con sus propios recursos el desequilibrio económico resultan­
te de su inadecuada estructura de reparto de los ingresos, de­

sequilibrio que adopta la doble forma de un déficit democrá-
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tico frente al mundo laboral, en el orden político, y de la de­
valuación de las capacidades productivas del país, en el orden
económico. México, por su parte, vive un desequilibrio global
de naturaleza similar, aunque conducente a déficit políticos y
económicos que involucran esencialmente a otros actores: el
déficit de legitimidad del régimen político concierne sobre to­

do al capital privado y el déficit económico atañe en particu­
lar al financiamiento del sector público.

La reacción de cada país a estos dobles desafios será, esta

vez, más radical, pero igualmente opuesta: Brasil privilegia la de­
mocratización política y el ajuste externo, a costa de la libera­
ción económica y de un ajuste interno, mientras que México op­
ta por una alternativa política simétrica, consistente en procurar
el ajuste externo a partir de un ajuste interno logrado al movili­
zar los recursos de un sistema político corporativista inalterado.

Así, el Brasil de la "marcha forzada" se convierte en el Brasil de
la "hiperinflación rampante", fruto de transformaciones políti­
cas democráticas combinadas con un conservadurismo econó­

mico, en tanto que México, al privilegiar la conservación de su

sistema político, realiza una bifurcación económica con la inte­

gración al espacio norteamericano, que lo hace desplazarse del
"desarrollo compartido" al "consenso de Washington".

En los años noventa, con la estabilización monetaria subsi­

guiente al plan Real y la reorientación neoliberal de la política
económica, podría parecer que Brasil toma una trayectoria pa­
recida a la de México, conforme al modelo económico canóni­
co del "consenso de Washington". No obstante, también puede
considerarse que las diferencias entre las formas institucionales
nacionales de regulación que caracterizaron a los regímenes de
la ISI en los dos países son la causa de que ambos sigan siendo

hoy los dos polos que definen modalidades alternativas de inser­
ción internacional y que compiten en la construcción de las in­

tegraciones regionales. La alternativa entre el mercado común y
la zona de libre comercio que representan, respectivamente, el
Mercosur y el TLCAN, superan, en efecto, la oposición tradicio-
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ial entre los regímenes de acumulación de tipo ISI y de tipo ELC

expon lead growth, esta es la expresión consagrada en la literatu
a anglosajona que designa un padrón de crecimiento guiadc
ior las exportaciones). El Mercosur constituye para BrasilIa bao
e para aplicar una ISI revisada y ampliada regionalmente, en 13

lue el dinamismo del mercado interno y la competitividad ex

erna están vinculados. El TLCAN representa para México un ELC

.n gran medida deformado por una lógica de subcontratación
ntcrnacional (SI), que implica una dependencia económica es­

ructural unilateral frente a los Estados Unidos. Dadas las incer
idumbres relativas a la coyuntura financiera internacional, aún
10 se sabe con certeza si Brasil llegará a convertirse, por su diná
nica propia, en un verdadero polo de crecimiento a escala re

�onal, pero la misma duda se plantea sobre la posibilidad de:

lue México consiga sustentar un crecimiento equilibrado en e'

argo plazo dentro del marco de un régimen de ELG de tipo SI

:':1 reequilibrio de la cuenta corriente que este país se revela de
oendiente de la coyuntura de excepción que imperaba hasta
lace poco al norte del río Bravo y empieza ahora a revertirse.

La herencia de las formas institucionales de regulación de:
a época de la ISI determinó de manera distinta en Brasil y Mé
deo la forma de responder a los nuevos desafíos que enfrenta

·on en los años ochenta, a la vez por el agotamiento de sus re

�ímenes de acumulación y por los giros en el ambiente políti
:0 internacional y en la economía mundial (recomposiciór
.erritorial de los Estados, globalización financiera, liberaciór
Ie los intercambios y hegemonía ideológica del neoliberalis

no). El objetivo del presente trabajo se ubica a la vez por ade
ante y por detrás del análisis de esta dependencia de vías, qu<
iclaramos en un trabajo anterior. I Nuestro propósito ahora e�

I J. Marques-Pereira y B. Théret, "Regímenes políticos, mediacione:
.ocia les y trayectorias económicas. Algunas enseñanzas regulacionistas de
a divergencia entre las economías brasileña y mexicana desde los años se

enta", en Estudios Socioló/lÍcos. vol. XVII. núm. 50. 1999.1)1). 331-374.
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extraer algunas lecciones para la teoría del desarrollo en forma
de hipótesis teóricas generalizables a otros contextos naciona­

les sobre las relaciones entre regímenes políticos y regímenes
(económicos) de acumulación. Para tal fin, nos proponemos
identificar con más precisión las diferencias en el largo plazo
entre las formas del Estado y de las instituciones sociales y fi­
nancieras que se crearon en Brasil y México en la época de la
ISI y que representaron un marco limitan te, pero también sir­
vieron de base para las reformas y políticas económicas de los
años ochenta y noventa. El tema de las "formas" precisas de in­
teracción entre las evoluciones respectivas de los regímenes de
acumulación y de los regímenes políticos rara vez se plantea y
examina, aún cuando cada vez más observadores latinoameri­
canos consideran esencial redefinir las mediaciones institucio­
nales necesarias para garantizar una articulación virtuosa entre

los procesos de democratización política y de desarrollo econó­
mico. Tratar este tema implica romper con la idea práctica,
muy arraigada y, por ende, dificil de cuestionar, de un modelo
único de desarrollo latinoamericano.

Las particularidades nacionales de las trayectorias pasadas
de desarrollo y las formas institucionales relacionadas con

ellas, hicieron que las formas de agotamiento del antiguo mo­

do de crecimiento y las evoluciones de la crisis fueran diferen­
tes en cada contexto nacional. Es necesario derivar las conse­

cuencias de que la dialéctica actual de la apertura económica

y la democratización política se hayan así impuesto con moda­
lidades y ritmos diferentes en cada país. Esos encadenamien­
tos diversos deben ser esclarecidos, pues cada secuencia entre

recomposiciones sociopolíticas y reestructuraciones económi­
cas tiene repercusiones importantes sobre los cambios institu­
cionales y es susceptible de determinar un camino específico
de desarrollo. En otras palabras, para desentrañar la cuestión
de la dependencia de las trayectorias de crecimiento respecto
del camino anteriormente seguido por un país, es preciso ca­

racterizar antes con precisión, incluso tipologizar, las configu-
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raciones institucionales que están en el origen de dicha de­

pendencia. Ese es el propósito del presente trabajo.
Sin embargo, en el análisis de los fenómenos de depen­

dencia de sendero que revelan las trayectorias de desarrollo,
no debemos limitarnos a considerar tan solo el papel de las
instituciones económicas. Igualmente importante es, a este

respecto, la historia de larga duración que caracteriza la cons­

trucción del Estado y sus formas particulares en cada territo­

rio, en particular, en los casos de Brasil y México, pues los dos

países, inicialmente encaminados por la misma modalidad de
desarrollo, a partir de los años setenta apostaron a opciones
económicas antitéticas: el primero permaneció sobre una vía

que podemos calificar como "desde adentro", mientras que el

segundo la abandonó para seguir otra que aparecerá, a partir
de los afias ochenta, como resueltamente "hacia afuera'F: En

México, la naturaleza del régimen político permite preservar
las formas institucionales de mediación social heredadas del

pasado y utilizarlas para llevar a cabo una reorientación eco­

nómica radical, que resulta a la vez de presiones externas y de
necesidades internas de relegitimación. En Brasil, por el con­

trario, la situación inacabada del Estado-nación siempre ha li­
mitado la capacidad institucional de lo político para normar

las relaciones laborales y el reparto de la riqueza nacional. Las

élites no tenían en BrasilIa posibilidad de imponer, como en

México, compromisos institucionalizados en materia de con­

trol social que fueran establecidos antes de empujar al país al
mismo tipo de ajuste.

Para comprender mejor dichas evoluciones examinare­
mos con más detalle en este artículo la influencia que sobre
la dinámica macroeconómica ejercieron los regímenes polí­
ticos y las formas de la regulación social, los cuales permiten
una coevolución más o menos virtuosa (en el sentido de mu-

2 O. Sunkel (cornp.), El desarrollo desde adentro: un enfoque neoestructura­

lista para América Latina, México, Fondo de Cultura Económica, 1990.



tuamente autorreforzante) del Estado y de los mercados ca

pitalistas. El análisis comparativo de los contextos institucio
nales políticos y sociales de Brasil y México se realiza en tres

etapas. En primer lugar, exponemos el marco teórico que
nos lleva a subrayar la particularidad institucional de los ti­

pos nacionales de mediación social, para comprender la di.
ferencia entre las trayectorias de desarrollo adoptadas pOI
México y Brasil a partir de los años ochenta. A continuación,
especificamos esos tipos nacionales que, más allá de los datos
macroeconómicos convergentes, condujeron a que, en los
decenios de los cincuenta y sesenta, Brasil y México fueran

incluidos en esa misma categoría de países de industrializa
ción reciente (PIR), si bien las dos naciones se diferencian yCJ
desde esa época en cuanto a las formas institucionales que
brinda el marco de las regulaciones nacionales. Por último,
al integrar en la comparación los casos de Corea del Sur)
Taiwán, dos PIR con regímenes políticos diferentes -y cerca

nos, respectivamente, a los de Brasil y México-, pero que
comparten un mismo modo de crecimiento guiado por las

exportaciones (ELG), planteamos una serie de hipótesis teó­
ricas relativas, por una parte, a la relación entre el cambio en

el patrón de desarrollo y el grado de coherencia de la confi­

guración general de las formas institucionales de regulación
y, por la otra, la articulación institucional posible entre regí­
menes políticos y regímenes de acumulación.

PUNTO DE PARTIDA TEÓRICO:
IDENTIFICAR LA LÓGICA PROPIA DE LO POLÍTICO
COMO VARIABLE DEL DESARROLLO ECONÓMICO,

EN LUGAR DE DEDUCIR EL ESTADO A PARTIR DE LA ECONOMÍA

Nuestra perspectiva teórica consiste en tratar de discernir la
articulación económica de las formas institucionales y de los

- - - � -_.. - - .



48 JAIME MARQlIES-PEREIRA Y BRUNO THÉRET

tre lo político y lo económico a una derivación del primero a

partir del segundo. En este sentido, el presente trabajo remite
a una concepción de la regulación que se distancia de las teo­

rías tanto neoclásicas como marxista-keynesianas, las cuales
conciben al Estado ya sea como un instrumento que debe ser

necesariamente funcional a la acumulación del capital, o bien
como un comité directivo de la clase capitalista. El Estado no

es, de hecho, sino una forma entre otras de regulación del

conjunto; una forma institucional que, si bien específica, no es

necesariamente central." Aunque en ciertos periodos históri­
cos y ciertos espacios territoriales sea posible demostrar el pa­
pel fundamental que ha desempeñado el Estado en la regula­
ción y el crecimiento económico, no podría inferirse asimis­
mo que ese papel baste para definir su naturaleza o aun que
el mismo es forzosamente una de sus funciones constitutivas.

El precio que debió pagarse por ese distanciamiento res­

pecto del funcionalismo inherente a las economías políticas
clásica y neoclásica fue durante mucho tiempo el de una espe­
cie de banalización teórica del Estado en la regulación. Como
una forma canónica entre otras de la regulación, el Estado pu­
do así ser identificado con un simple factor ambiental e insti­
tucional del régimen de acumulación, lo que impidió elucidar
su alcance regulador específico con respecto al de otras for­
mas institucionales, también consideradas canónicas (la rela­

ción salarial, la moneda, la competencia y el tipo de inserción

internacional). Adoptamos aquí un enfoque regulacionista
ampliado, buscando diferenciar topológicamente y recompo­
ner esas diversas formas institucionales de acuerdo con una ar­

quitectura conceptual que destaque sus interdependencias, lo

que conduce a considerar la regulación económica en su di-

:1 B. Théret, "Política económica e regulacáo: lima abordagem topoló­
gica e autopoiética", en B. Théret y J. C. Souza Braga (comps.) , Regulacdo
economice e globaliza!;iio, Sao Paulo, Unicamp-lE, 1998; en francés, "L'effec­
tivité de la politique éconornique: de l'autopoiese des systérnes sociaux a

la lopologie du social", L'Année de la régulation, vol. 3, 1999.



ensión social, caracterizándose por el grado de coherenc

itre prácticas sociales que se manifiestan en tres niveles:

onómico, el político y el doméstico." De ahí el paso ind

.nsable que lleve del simple listado de las formas instituci
iles a un análisis teórico del lugar que ocupan y del pap
le desempeñan en el sistema socioeconómico por sus in1
cciones en el curso del desarrollo histórico.

A este respecto deben señalarse tres puntos en particul:
1 primer lugar, sobre la competencia entre las empresas
relación salarial, si se toma a esta última en el sentir

trecho de relación de movilización de la fuerza laboral
-terminación del salario, son formas estructurales que
.rivan a Priori de una lógica económica; se diferencian, e

nces, de otras formas canónicas que sí integran determin
mes inmediatas de orden político. Así, la moneda no pu
, equipararse a una institución determinada tan solo en

den económico, pues también es instrumento del fisc
.l financiamiento público y de las finanzas públicas. La m

.da es unidad territorial de cuenta y medio de recaudacié
cal. De esta forma, el régimen monetario no regula sólo 1
nciones económicas de la moneda tradicionalmente pri­
�iadas por los economistas (medio de circulación, de pa�
, deudas privadas y de reserva), sino que también, yant
le nada, regula sus funciones políticas, al hacerlas comp
iles con sus funciones económicas. De igual forma, es el

que el modo de inserción internacional de una econom

cional comprende formas institucionales cuyas dimensi
s de orden político son tan importantes como sus dime
mes propiamente económicas. Por último, el Estado c

esponde a un nivel de análisis diferente, por ser, como

4 B. Théret, Régimes économiques de l'ordre potitique. París, PUF, 1992;
éret, "To have or to be: on the problern of the interaction between S'

and econornv and its 'solidarist' rnode of rezulation". Econom» and :



misma ue un oruen ne pracucas �pol1uco-aommIS[raUVas ,
militares) que se ajustan a una lógica específica, opuesta er

el fondo a la lógica económica del capitalismo.
Estas puntualizaciones parten de las enseñanzas de la his

toria, muy larga en lo relativo a la génesis del Estado y de 1<

moneda, de los países capitalistas centrales. Pero también lar
nutren la historia y la sociología de América Latina. En efec

lo, es fácil observar que en ese subcontinente el Estado no e:

el simple producto de la economía o del capital (¿de cuál de
sus fracciones o componentes lo sería?) y que sus formas de
intervención en la economía incluso pudieron ser contraria:
al desarrollo capitalista (lo que es particularmente evidente
en el caso de Argentina). Sin embargo, ello no debe condu
rimos a proclamar la tesis neoliberal que hace del Estado Uf

factor contraproducente en esencia, pues América Latin:
muestra también que el Estado puede favorecer el crecimien
to económico, al llevar a su máximo grado la acumulación de

capital, y ello no sólo en la fase inicial. De esta manera, la pa
radoja para el enfoque económico consiste en que, desde e

punto de vista político -que es el adecuado en este caso­

la acumulación de capital es la que se instrumentaliza políti
camente en función de los objetivos propios de las clases do
minantes que presiden los destinos de los Estados. Esas rela
ciones ambivalentes entre el Estado y la economía no han si
do hasta ahora objeto de una reflexión sistemática, pese a

debate político que, desde hace tiempo, se ha polarizado so

bre el tema del papel que desempeña el Estado, ya sea que se

le considere la clave del desarrollo o que, por el contrario, se le

estigmatice como responsable del subdesarrollo.
La obra de Mathias y Salama" en que se interrogaba a la ve:

sobre los fundamentos económicos del Estado y sobre el pape

f¡ G. Mathias y P. Salarna, L'Etat surdéoeloppé: des métropoles au. Tiers MOTi
rlp P�r"íc;:. , .�"l nprru Ivprtp 1 Q��
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que había que atribuirle en el desarrollo del capitalismo en

América Latina, constituye en este sentido una excepción den­
tro de una literatura que, por lo general, no abordó el tema del
Estado sino desde el ángulo de la sociología política o de los
efectos de la política económica. Conscientes del carácter par­
ticularmente "anormal" del Estado latinoamericano, desde el

punto de vista de las tesis económicas convencionales, y críticos
con razón de las tesis estructuralistas que prevalecían entre las
élites desarrollistas, estos autores trataron de hacer de esa

"anormalidad" un rasgo característico de los países en vía de

desarrollo, lo que permitía conservar la tesis neomarxista de la
derivación del Estado a partir del capital en el caso de los paí­
ses en los que el capitalismo se desarrolló inicialmente. Según
estos autores, el Estado "subdesarrollado" de América Latina

no sería antes que nada el producto de un desarrollo capitalis­
ta interno, sino el instrumento de la internacionalización de la

lógica mercantilista, en el marco de una "economía mundial
constituida". De esta fOlma, si el Estado, en los países latinoa­

mericanos, es el vector de una monetarización-mercantiliza­
ción de las relaciones sociales impuesta desde el exterior a sa­

ciedades cuyo "trasfondo cultural" se opone a la lógica de la
acumulación mercantilista del capital, la deducción de las for­
mas de intervención económica del Estado no puede hacerse
si no es tomando en cuenta la mediación que constituye la or­

ganización de una economía-mundo jerarquizada y dominada

por los países capitalistas desarrollados. Ese tipo de análisis per­
mite hacer críticas pertinentes a la manera en que las teorías
tanto "endogenicistas" como "exogenicistas" del desarrollo tra­

tan al Estado. Pero dicho análisis resulta igualmente insatisfac­

torio, pues no sólo en el plano histórico caracteriza a los Esta­
dos latinoamericanos con rasgos que no les son realmente es­

pecíficos, pues también les son aplicables a los Estados

europeos en un pasado más lejano, sino también porque, en el

plano teórico, sigue estando demasiado impregnado de econo­

micismo y de funcionalismo, y no deja lugar a las característi-



la lógica del mercado como a la del capital y la deuda privada.
Partir de la autonomía de lo político frente a lo económi­

co nos parece un camino de investigación más fructífero,
aunque solo fuese porque es más acorde a los conocimientos

que han acumulado las ciencias sociales sobre el Estado y lo

político, las cuales los toman como objetos primeros de sus

investigaciones empíricas (historia, ciencia política, sociolo­

gía, derecho). Tal autonomía -que históricamente es, de

hecho, la autonomía que gana el orden económico frente al

político, más que a la inversa- no significa, empero, inde­

pendencia absoluta. Es, en efecto, inmediatamente relativa
al proceso histórico de diferenciación de esos órdenes, el
cual caracteriza el aumento de poder paralelo e interdepen­
diente del sistema mundial de los Estados territoriales nacio­

nales, de las formas nucleares de familia y del capitalismo a

escala mundial. Plantear la autonomía implica, entonces,

pensar simultáneamente la heteronomía sin considerarla co­

mo un dato, lo que conduce a reflexionar de manera dialéc­
tica y no funcionalista sobre las formas variadas de interde­

pendencia en la independencia del Estado y del capital.
Desde esta perspectiva, un enfoque regulacionista-institu­

cionalista resulta más apropiado que un enfoque deduccionis­

ta-Iormal, pues permite tomar en consideración el hecho de

que la relación del Estado con el desarrollo capitalista siempre
yen todas partes pasa por el establecimiento de todo un con­

junto de mediaciones sociales: la moneda, el derecho, la repre­
sentación política, la ideología, "la economía mundial consti
tuida" y el sistema de Estados, mediaciones que constituyen
precisamente el modo de regulación social. Ese tipo de enfo­

que permite, también, considerar que las formas del interven­
cionismo económico público, organizadas en esas instituciones

reguladoras, solo son válidas en ciertos periodos históricos,
mu-s las r1in;;Ímir::ls m-orsias r1p 10 pronómiro v 10 nolítiro O"t"nt"-
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junta y, por ende, sobre las instituciones que fueron construi­
das en un momento dado para garantizarlo. La elasticidad y
complementariedad-reemplazabilidad de los regímenes de
mediaciones pueden, es cierto, dentro de ciertos límites, hacer
tolerables las distancias entre las lógicas de lo político y lo eco­

nómico, pero cuando las tensiones se generalizan a la mayoría
de las mediaciones, se detona una crisis que impone una re­

composición del modo de regulación. Esta recomposición es la

que permite estabilizar nuevos regímenes de acumulación,
nuevos regímenes políticos y nuevos modos de desarrollo.

Desde el punto de vista analítico, la relación del Estado
con lo económico, en un momento dado, puede ser conside­
rada sin prejuzgar su carácter virtuoso o vicioso. Todo depen­
de de las relaciones que se hayan tejido entre ellos, es decir, de
las mediaciones que limiten la autonomía de las prácticas
económicas y de las prácticas políticas, y que establezcan las

reglas de un juego político-económico que podrá ser de su­

ma positiva, nula o negativa. Un enfoque semejante también

permite comprender el hecho de que configuraciones insti­
tucionales diferentes en dos países puedan dar lugar a trayec­
torias de crecimiento semejantes, cuando son regulatorias, y
también bifurcaciones, desde el momento en que dejan de
serlo por razones endógenas y/o por choques exógenos en

el ambiente de las regulaciones nacionales.
En lo que sigue de este trabajo nos centraremos en las tres

grandes mediaciones o formas institucionales de regulación
que pueden calificarse como primarias, en el sentido de que
son elementos básicos de la arquitectura de toda sociedad di­
ferenciada en la que coexisten Estado y mercados, a saber, las
formas instituidas del derecho, la moneda y el discurso:

- El régimen jurídico o cuasi-jurídico que estipula los de­
rechos y obligaciones de los individuos (su lugar en la to­

talidad-sociedad), garan tizando su representación social

y política, así como la transformación recíproca de los in-
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tereses privados y públicos; régimen que caracteriza a las
formas políticas estabilizadas de dominio social y que, en

consecuencia, conforma la relación salarial y, en térrni­

nos más generales, la puesta en marcha y las modalida
des de distribución de los ingresos.

- El régimen monetario que instituye la sociedad como co­

munidad de pago, a través de una unidad de cuenta

común y la emisión de medios de pago que garanticen la

posible transformación recíproca de las deudas públicas
y privadas; régimen que caracteriza, así, el modo de ad
ministración de las finanzas públicas y privadas y sus rela
ciones de interdependencia.

- El régimen discursivo de las ideas y creencias, que inserta a

la sociedad en una comunidad de valores, entre los cuales
la idea de nación ocupa un lugar de referencia; régimen
que conforma la negociación de la inserción internaciona

y el grado de apertura al exterior que prevalece en un país

BRASIL y MÉXICO EN LA ÉPOCA DE LA INDUSTRIALIZACIÓN
POR SUSTITUCiÓN DE IMPORTACIONES (lSI):

REGÍMENES DE ACUMULACIÓN IDÉNTICOS EN EL PLANO

MACROECONÓMICO, PERO CONFORMADOS A PARTIR DE

REGÍMENES POLÍTICOS Y DISPOSITIVOS INSTITUCIONALES

DE REGULACIÓN DIFERENTES Y OPUESTOS

.n el periodo 1945-1970, México y Brasil tuvieron tasas de creó
liento económico muy similares." Asimismo, desde el punto de:
ista del régimen de acumulación, se les consideró muy serne

mtes, dado que ambos aplicaron el mismo modelo de desarro
o basado en la ISI. Entre los países de industrialización reciente

PIR), México y Brasil son los arquetipos de una vía latinoameri
ana de desarrollo opuesta a la del oriente asiático, representa

ti v,;".P M"rnIlP<-Pprp;r" v Th';rpl nI> di rrr:Hir" I n� �79
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da en primer lugar por Corea del Sur y Taiwán, basada ésta en

el ELG.7 El desarrollo mediante la ISI dio lugar al surgimiento de

regímenes de acumulación llamados "excluyentes", que se sos­

tenían en los mercados intemos masivos, pero cuya extensión,
no obstante, seguía estando limitada a las clases medias," De es­

ta forma, tanto en México como en Brasil la ISI fue acompaña­
da de una distribución muy desigual de los ingresos generados
por el crecimiento, en la que de un tercio a casi la mitad de la

población no vio que su porción del ingreso nacional se eleva­
ra (en el mejor de los casos, durante algunos años mejoró lige­
ramente, pero en los siguientes volvió a reducirse)." Tales gra­
dos de desigualdad extrema de los ingresos marcan un contras­

te aún más radical entre estos dos países, por una parte, y Corea
del Sur y Taiwán, por la otra, en donde los niveles de desigual­
dad son, por el contrario, los más bajos del mundo. lO La ist Iatí­
noamericana fue, en efecto, paralela al mantenimiento de los

poderes agrarios patrimonialistas, aficionados a comportamien­
tos financieros rentistas (ausencia de una verdadera reforma

agraria), lo que contrasta con el ELG del oriente asiático, basa­
do, por el contrario, en la oposición a los grandes intereses ha­

cendarios, luego de la Segunda Guerra Mundial.

Pero, más allá de esas características comunes, Brasil y Mé­
xico divergen desde los inicios de la ISI en cuanto al marco ins­
titucional del régimen de acumulación y de la modalidad de re­

gulación. La diferencia radica, en primer lugar, en sus sistemas

políticos y en las formas de mediación que los vinculan a lo eco­

nómico, es decir, en esencia, en los regímenes de intermedia­
ción y de reconocimiento público de la estructura de los intere-

7 S. Haggard, Pathways from the Periphery. The Politics 01 Growth in the

Newly Industrializing Countries, Ithaca, Cornell University Press, 1990.
R Mathias y Salama, op. cit.
9 Haggard, op. cit.; T. Coutrot y M. Husson, Les destins du Tiers Monde:

analyse, bilan et perspectioes, París, Circa-Nathan, 1993; P. Salama y J. Valier,
Pauoretés et inegalités dans le Tiers Monde, París, La Découverte, 1994.

lO Haggard, op. cit.
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ses privados, así como en las estrategias monetaria y financiera

aplicadas a través de las políticas económicas e industriales. A es­

te respecto, es particularmente interesante constatar que la di­
ferencia entre Brasil y México en el orden político equivale a la

que separa a Corea del Sur de Taiwán. En efecto, por una par­
te, tanto en México como en Taiwán, el desde entonces ininte­

rrumpido dominio político de un partido político asimilado al
Estado -respectivamente, el Partido Revolucionario Institucio­
nal (PRI) y el Kuomintang (KMf)- se produjo a partir de pro­
cesos revolucionarios, mientras que, por otra parte, en Brasil y
en Corea del Sur el desarrollo industrial fue manejado por re­

gímenes militares dotados de una capacidad más débil para en­

cuadrar a la sociedad civil y, por ende, de menores facultades

para construir por medios políticos un consenso que regulara
los conflictos distributivos. En estos últimos, a falta de un "arre­

glo" de dichos conflictos que permitiera circunscribirlos ex ante

y, por tanto, aplicar políticas monetaristas estrictas, su "regula­
ción" se hizo mediante una concepción "estructuralista" de po­
lítica monetaria y presupuestal, que se tradujeron en un finan­
ciamiento muy inflacionario de la acumulación del capital, con

una amplia distribución de fondos "privilegiados" (créditos y
subvenciones) al sector privado.!' Por el contrario, los países
con partido único, cuyos gobiernos son a priori más autónomos
frente al capital privado, tanto financiero como industrial, pu­
dieron privilegiar la estabilidad monetaria y la disciplina presu­
puestal, por lo que la política industrial y la acumulación del ca­

pital pasaron por un control externo centralizado del sistema
bancario y de su política crediticia al sector privado, así como

por la puesta en marcha (por creación y/o nacionalización) de

grandes empresas públicas que, además, estaban en su mayoría
incorporadas al Estado a través del presupuesto. 12

11 Véase Marques-Pereira y Théret, op. cit., gráfica 2, p. 372.
12 Haggard, Lee y Maxfield (comps.), The Politics ofFinance in Deoelo­

fJi7lg Countries, Ithaca, Cornell University Press, 1993.



La autonomía entre regímenes políticos y regímenes de
icumulación que revela esta doble comparación, muestra

lue lo que debe ponerse en relación con la forma precisa del

-égimen político no es tanto el tipo de régimen de acumula­
.ión elegido para lograr un crecimiento sostenido, sino la in­
.ensidad del imperativo de legitimación que quiere obtener­
ie por medio de éste. En efecto, en todo régimen político
lue reviste un carácter autoritario-coercitivo, la legitimación
Iel Estado y la estabilidad en el poder de las clases dominan­
.es depende de una estrategia de crecimiento económico

.uerte, pero el propio imperativo de legitimación es de in­

.ensidad variable, según el contexto histórico, cultural y po­
ítico de cada país, aunque hayan elegido regímenes idénti­
:os de crecimiento económico. Esto conduce a plantear la

iipótesis de que es en los rasgos dominantes y distintivos de
a historia de su Estado y de su relación con la sociedad civil
londe radica la causa de la diferenciación de las trayectorias
nexicana y brasileña, en la cual se manifiesta desde su naci­

niento, a principios de los años setenta, una crisis del régi­
nen de acumulación excluyente propio de la segunda etapa
lel ISI, cuando se expande la producción de bienes durables
le consumo, y que esta crisis exige respuestas políticas. Bra­
iI muestra un voluntarismo estatal persistente en materia de
lesarrollo industrial, que lo empuja a completar la substitu­
:ión de importaciones en una "marcha forzada", implicando
lila inflación creciente por su extensión a una tercera fase,
:entrada en los bienes de producción. Dicho voluntarismo

eguirá afirmándose durante el decenio de los años ochenta,
iese a la crisis de la deuda. México, por el contrario, no obs­
ante la importancia de su sector público, que se expande en

os años setenta y hasta 1982,13 nunca disefió una verdadera

13 J. Hierro y AS. Krause, "El comportamiento del sector público en
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programación de su desarrollo industrial de conjunto, salvo
acaso al principio, durante las presidencias de Cárdenas y
Alemán. Parece así casi "natural" que la vía mexicana haya si­
do la de una reorientación completa de su modelo, en el sen­

tido de la apertura al mercado mundial.!"
De esta forma, la distancia que se abre entre México y

Brasil no hace sino revelar una diferencia mayor entre lo que
se puede llamar "preferencias nacionales de estructura", ins­
critas en el largo plazo e ilustradas por la discrepancia entre

los regímenes políticos, que se traduce sobre todo en las

prioridades antitéticas en materia de política económica en

los dos países. Así, el crecimiento a cualquier costo de Brasil es

una prioridad que se impone en virtud de un sistema de le­

gitimidad política más dependiente de los poderes sociales y
cuyo campo de acción política es ante todo local.!" lo que
manifiesta lo inacabado del propio Estado-nación, como raíz

ras núm. 69, Trimestre Económico); M. Basañez, El pulso de los sexenios. 20

años de crisis en México, México, Siglo XXI, 1991; C. Bazdresch y S. Lévy,
"Populism and economic policy in Mexico, 1970-1982", en R. Dornbush y
S. Edwards (cornps.), Tite Macroeconomics of Populism in Latin Ame,.ica, Chi­

cago, Chicago University Press, 1991; P. Aspe, El camino mexicano de la trans­

formación económica, México, Fondo de Cultura Económica, 1993.
14 Es cierto que el aumento considerable de la inversión pública en

los años setenta corresponde en parte a la puesta en marcha de "muchos

proyectos industriales ambiciosos, como el de un complejo siderúrgico, el

desarrollo de ocho puertos industriales y del centro petroquímico de La

Cangrejera", que ampliaron la capacidad productiva del país (Hierro y
Krause, op. cit., p. 207). Pero este esfuerzo estaba básicamente orientado a

incrementar la producción petrolera y no se respeta un plan industrial de

conjunto, destinado a "cerrar" el sistema productivo. Por el contrario, en

este mismo periodo es cuando las industrias maquiladoras empiezan a ex­

perirnentar su auge. Véase Hamilton de Moura FerreiraJr., "Restruturacáo
Industrial e Insercáo Internacional: a Liberalizacáo Conservadora no Mé­

xico, 1982-1992", tesis de doctorado, Campinas, Instituto de Economía,
Unicamp, 1994.

15 R. Faoro, Os Donas do Poder, Porto Alegre, Globo, 1958.
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de la alternancia en el largo plazo, de fases de militarización

y de liberación del régimen político. Las fases de dictadura
militar se explican por la exacerbación de las contradiccio­
nes regionales y de las oposiciones entre las diversas fracciones
de las clases dominantes, así como del conflicto capital-traba­
jo. Así, sólo un crecimiento económico que establezca en la
relación entre el Estado y la economía unjuego de suma po­
sitiva permite, en esos periodos, legitimar un régimen políti­
co y una gestión social autoritarios, al atenuar dichas contra­

dicciones, como ocurrió en la primera época de Vargas o du­
rante el "milagro económico" de los años setenta. Pero,
cuando deja de ser así, la presión por la democratización se

eleva y la política monetaria y presupuestal tiende a hacerse
más laxa, como lo muestran las gestiones de Kubitchek y
Goulart, así como los años de 1979 a 1994. La fuerte legitimi­
dad del régimen corporativista mexicano se basó, por el con­

trario, en su duración, y explica tanto lo que se ha llamado
el "desarrollo estabilizador" (crecimiento económico con ba­

jas tasas de inflación), que pudo ser llevado hasta el final de
la segunda fase de la ISI -bienes de consumo durables-, co­

mo el brutal ajuste interno de los alias ochenta. Fue en ese

escenario donde la crisis del modelo de desarrollo de princi­
pios de los alias setenta se manifestó esencialmente como

una crisis política que ha sido tratada como un problema de
distribución desigual de los recursos. De esta forma, a la es­

trategia del "crecimiento a marcha forzada" hacia la integra­
ción-cierre del sistema productivo brasileño, a costa de la

agudización de las desigualdades, se opuso la reorientación
mexicana hacia el "desarrollo compartido" de las rentas pe­
troleras y la subcontratación internacional.l''

In Ésta presenta la ventaja, por una parte, de ofrecer al capital nacio­

nal oportunidades de inversión alternativas a las creadas por la ¡SI y, por la

otra, de ser un motor de creación neta de empleos. Atenúa, así, la tensión

latente entre las élites del norte del país, que no se beneficiaron con la ISI,

y el poder central.
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:uando se focaliza el análisis sobre la oposición entre la prior
lad concedida al crecimiento económico o a la estabilidad P'
ítica. Sin embargo, en el plano empírico, una y otra remite
nás bien a combinaciones de rasgos generales de mayor o mi

ior fuerza. Enfatizar las diferencias con relación a las semeja:
tas es solo una condición metodológica de construcción de t

)OS ideales una vez que las primeras permiten percibir las fo
nas de organización y de regulación de la sociedad que �

:ontraponen. Así, se puede también comprender cómo en mi

nentos de crisis los rasgos dominantes de un modelo han sid

objeto de una tentativa de activación política en el marco di
)tro modelo y por qué esas políticas estaban destinadas al fr

.aso, pues eran incoherentes con las estructuras reales y el im

pnario social de las sociedades a las que estaban destinadas. A

)Currió con la tentativa de estabilización monetarista y de ca

oorativización de la sociedad que se puso en práctica en los PI
.neros años del régimen militar brasileño!", del mismo mod

lue con el sesgo populista de Echeverría en México, el cual j

.ialmcnte no duró sino un espacio que no rebasó su sexenio.
Examinaremos enseguida las diferencias entre las form:

nstitucionales de regulación social en Brasil y México, distii

�uiendo los tres grandes planos de mediación que se estrucn

.an, en el nivel jurídico, en las relaciones políticas entre acn

res sociales públicos y privados; en el nivel económico-mon

.ario, en las relaciones financieras entre esos mismos actore

17 La estrategia monetarista dura que iniciaron Otávio de Bulhóes

Roberto Campos fracasó (1964-1967) y pronto cedió el lugar al pragmat
no "desarrollista" de la pareja Delfim Netto-Ernane Calvéas. Por su part

�I proyecto de corporativización chocó con los poderes locales y, tambié
:Iesde los años setenta, con la indisciplina obrera. La debilidad estructur

:lelliberalismo económico en Brasil volvió a revelarse, en fecha muy recie

.e, CUándo, en reacción a la súbita aparición de un déficit comercial res,

.ante de la apertura, la duplicación de los impuestos de importación sob
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también está presente en México, pero se encuentra estrecha­
mente contenido por el poder central, dada la simbiosis que
existió entre las asociaciones profesionales y el partido único,
la cual abarca incluso a las asociaciones de barrios, a medida

que crece aquella parte de la población activa que vive de acti­
vidades informales y se halla al margen de los sindicatos."

Así, en los dos países, el régimen de acumulación descan­
sa en los tipos de relación de movilización de la población ac­

tiva y en los modos de representación de los intereses, que
presentan arreglos institucionales propios del clientelismo y
el corporativismo, inversamente polarizados. Por esto, la re­

lación salarial tuvo ahí una evolución a tal grado diferente

que podemos contrastar la gestión brasileña, más "libre", con

la gestión mexicana, más estatal de la mano de obra y del mer­

cado laboral. La productividad del trabajo en las ramas "for­
distas" de México se basó en procedimientos convencionales

que conferían a los sindicados ligados al régimen un lugar
importante en el funcionamiento de las grandes empresas
públicas y privadas. La indexación de los ingresos salariales a

la productividad fue ahí mucho más clara que en Brasil, país
en el que el arraigo de las relaciones de vasallaje del asalaria­
do frente a su empleador solo fue contrarrestado por una co­

dificación de las condiciones de trabajo, empleo y despido,
negociadas con los sindicatos.P Además, dicha codificación
solo empezó a reglamentar efectivamente las relaciones pro­
fesionales en los aI10s ochenta, justo en el momento en el

que en México la tendencia predominante era cuestionar los

logros sindicales del pasado." Considerando, además, la po-

21 1. Bizberg, "Les transformations du pouvoir politique au Mexique",
Cahiers internationaux de sociologie, vol. CVIl, 1999, pp. 429-455.

22 R. Cabannes, "Le travail et le syndicalisme entre corporatisme,
c1ientélisme et paternalisrne", multicopiado, ORSTOM, 1995.

2:1 Para más detalles sobre los modos de determinación de los salarios,
véase, en el caso de Brasil, J. Saboia, "Travail, revenu et pauvreté dan s les

années quatre-vingt", Problemes d'Amérique Latine, núm. 9, 1993; Y en el ca-



MEDIACIONES DE REGULACION SOCIAL o;

lítica monetaria restrictiva que prevalece en México, el sala
rio tuvo en este país un mayor peso que en Brasil sobre le
rentabilidad del sector productivo. La evolución comparad.
del salario mínimo real en ambos países deja ver un creci
miento más fuerte del salario de referencia en México hasu

principios de los años ochenta.P'
En cuanto a la protección social, si bien en ambas parte:

se afirma a lo largo del periodo una tendencia a la amplia
ción,25 cuyo principio se plantea abiertamente en los discur
sos oficiales como un imperativo de la legitimidad del Estado
e incluso como una dimensión fundamental de la construc

ción nacional, prevalece la misma oposición: la historia de l(
administración de los regímenes de protección social en am

bos países está marcada por dosis antagónicas de práctica:
clientelistas y corporativistas que condicionan el acceso de lo:
derechohabientes a las prestaciones.P" Dado que no podemo:
presentar aquí con detalle, sector por sector, dichas diferen
cias nos limitaremos a destacar aquellas que la literatura so

bre protección social señala a partir de la distinción clásica
en tre mecanismos de asistencia y de seguridad social.

Las formas de trabajo en México son menos marcada:

por la herencia colonial que en Brasil. Sin que éste haya que

so de México, E. Gutiérrez Garza, "L'accumulation du capital et le mouve

ment ouvrier au Mexique: 1950-60", tesis, Université de París VIII, 1987.
24 Véase Marques-Pereira y Théret, op. cit., gráfica 3, p. 373.
2.'i C. Mesa-Lago, "La reforma de la seguridad social y de las pensione:

en América Latina. Importancia y evaluación de las alternativas de prlvati
zación", serie Reformas de las Políticas Públicas, Santiago de Chile, CHAL

núm. 28, 1994.
26 Al respecto, sobre Brasil, véase M. Melo, "Anatomía do Fracasso

Interrnediacáo de Interesses e a Reforma das Políticas Sociais na Nova Re

publica", Dados, vol. 36, núrn.I, 1993; Y sobre México, V. Soria, "Les trans

formations en cours du systérne de protection sociale", en B. Lautier y J
Marques Pereira (comps.), Démocratisation et ajustement structurel: une campa
misan entre le Brésil el le Mexique, informe de investigación, Pa
rí" nu-nAI /IH�-AI IQQr;
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dado del todo saldado (como lo revelan, en primer lugar, la
cuestión indigenista -hasta la fecha no resuelta,- el carác­
ter limitado de la reforma agraria, e incluso las modalidades

caciquiles exacerbadas por el poder social) la Revolución de­

jó una huella en la constitución del Estado-nación que con­

trarresta esa herencia. Así, la legitimidad del Estado, mucho
antes que en Brasil, se planteó en términos de una cuestión
social que implicó de lleno al mundo indígena. Paralelamen­
te a la implementación de la reforma agraria (o en sustitu­
ción de su ampliación) se impuso la necesidad de que el po­
der central tomara a su cargo a los relegados de un sistema
de protección social construido, además, casi exclusivamen­
te sobre la base del seguro contra riesgos económicos de la
actividad asalariada. ASÍ, en el caso de México, y desde la pa­
cificación posrevolucionaria, la asistencia es objeto de una

política central del Estado, que se ha traducido en subsidios
a los productos básicos, precios de garantía a los pequeños
productores campesinos, y políticas sociales dirigidas, en pri­
mer lugar, a las poblaciones indígenas, pero que se amplia­
ron progresivamente a la ordenación de las zonas de inva­
sión urbana, hasta convertirse finalmente en una política sis­
temática de administración de la pobreza extrema.s? El
sistema de protección social, sin embargo, benefició sobre
todo a los trabajadores asalariados de las empresas privadas y
paraestatales, a los militares y a los burócratas gubernamen­
tales. Como lo revela su reforzamiento en los años setenta,
las políticas asistenciales centralizadas estructuran la relación
Estado-sociedad en México, de la misma forma en que el pe­
so de los sindicatos consagra la primacía del corporativismo
en el sistema político. Se trata, de hecho, de políticas que
surgen de una lógica de solidaridad nacional, más que de

asistencia, en el sentido liberal del término.

27 V. Brachet-Márquez, "Repenser la démocratie au Mexique", Cahiers
des Amériques latines, núm. 16, 1993.



En Brasil, por el contrario, con el "coronelisrno'?" que si­

gue reinando en el campo y el clientelismo que traduce su

transposición al mundo urbano, a través del desarrollo de las
actividades informales, la voluntad de poner en marcha una po­
lítica asistencial sistemática en el nivel de poder federal no se

manifestó antes del régimen militar del gobierno de Geisel

(1974-1979) con el segundo Plan Nacional de Desarrollo. En­

tonces se crearon administraciones nacionales destinadas a

abrir el acceso a la vivienda y a los servicios de salud a aquellas
familias que, no teniendo asalariados en su seno, no eran tamo

poco derechohabientes a las prestaciones basadas en cotizacio­
nes. Pero la centralización y unificación administrativa del siste­
ma de asistencia social no impidió la recomposición inmediata
de un uso clientelista del nuevo sisterna.t" De esta forma, las re­

laciones clientelistas que regulan la distribución de los bienes y
servicios de los programas de asistencia establecen un vínculo,
sobre todo en Brasil, entre las poblaciones marginalizadas y los

poderes locales, mientras que en México están directamente li­

gadas a la extensión de la capacidad de enmarcamiento del PRI,
en donde estuvieron ausentes las corporaciones profesionales.

Una diferencia mayor entre Brasil y México se impone
igualmente a la observación relativa al grado de universaliza­
ción de la seguridad social.t" En términos generales, la cober­
tura de la seguridad social está más desarrollada en Brasíl que

2R La palabra "coronelismo" caracteriza en Brasil el sistema de poder
propio de los latifundistas del Nordeste, designados desde la época colo­
nial como coroneles, en referencia al dominio casi militar que podían ejer­
cer sobre la población.

29 S. Draibe, M.H.G. de Castro y B. Azevedo, O Sistema de Protedio So­

cial no Brasil, vol. 1, Campinas, NEPP·UNICAMP, 1991; D.M. Guirnaráes, "As

Políticas Sociais no Brasil: urna AnáJise Histórica", en As Políticas Sociais no

Brasil, Cuaderno Técnico núm. 18, SESI, H193.
30 V. Soria, "Formes institutionnelles et mode de régulation. Le cas du
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en México, que arrancó con retardo en esta materia, pero ca­

si recuperó su atraso a principios de los años setenta (la pobla­
ción de derechohabientes representaba entonces un poco
más de un cuarto del total de la población, en ambos países),
lo que va aparejado con un aumento del gasto social más sig­
nificativo. �1 Por otra parte, el sistema mexicano de seguridad
social es completamente estatal y corporativizado, mientras

que el sistema brasileño está orientado hacia un universalismo
minimalista y se apoya mucho más en el sector privado para la

prestación de los servicios. Así, haciendo referencia a la litera­
tura usual sobre los modelos-tipo de Estado-providencia, po­
demos contrastar en forma resumida dos lógicas de protec­
ción social que prevalecen, respectivamente, en México y Bra­
sil. El sistema mexicano de protección social se compone de
un sistema de seguridad social de tipo "meritocrático-corpora­
tivista" estatalizado ("bismarquiano") cuya extensión limitada
al asalariado urbano se compensa con un sistema de asistencia
social nacional, igualmente centralizada. El sistema brasileño,
por el contrario, resulta de la combinación de un sistema de

seguridad social de tendencia universalista minimalista ("beve­
ridgiano"), por lo demás sumamen te fragmen tado, y de un sis­
tema asistencial clientelista descentralizado.V

31 No obstante, la brecha en la tendencia a la universalización se abre
de nuevo durante los dos decenios siguientes, de tal suerte que, a princi­
pios de los noventa, casi la totalidad de la población está oficialmente cu­

bierta en Brasil, mientras que más de la mitad sigue sin estarlo en México.

Es cierto qlle debe relativizarse el valor de estos datos en términos de de­
rechohabientes, en virtud de que los indicadores sanitarios y socioderno­

gráficos son menos confiables en Brasil que en México. Asimismo, dan tes­

timonio de las formas específicas que torna el marco institucional de regu­
lación en ambos países.

:12 Estas diferencias en los regímenes de protección social remiten,
igualmente, a variables socioculturales (papel protector de las estructuras

familiares y lugares respectivos de los valores culturales individualistas o

comunitaristas), así corno a las evoluciones sociodernográficas, pero no to­

caremos aquí estos aspectos.



tin. to economtco: estruaurausmo versus monetartsmo

en la gestión monetaria y financiera

Las diferencias en la gestión política de la población y la
nas de movilización de la mano de obra se encuentran

oién en las distintas formas económicas de administr,
Ie la moneda y del "estado de las finanzas" que impei
Jurante ese largo periodo en ambos países. El régimer
.ietario brasileño es estructuralmente de inflación ele
.0 que revela no sólo la incapacidad del Estado para res

.os conflictos distributivos en el seno de la sociedad -}
lue éstos resulten de la relación capital-trabajo o de la
oetencia entre fracciones del capital-, sino también e

te haya hecho de la necesidad virtud, al privilegiar el ,

niento sobre la estabilidad monetaria. Estos rasgos van

nano de una configuración del sistema monetario mu

�inal, dado que hasta 1964 Brasil no contaba con un b
.entral y, más adelante, dicho banco (el Bacen) no sól
lió compartir sus prerrogativas de autoridad monetari:
-l Banco do Brasil -apéndice bancario de la Tesoreri

nayor parte de su capital es propiedad del Estado)­
ambién con la banca comercial y la banca de desarrc
.a dualidad de las autoridades monetarias permitía q
�stado brasileño siguiera financiándose monetariamenl
III verdadero control, posibilidad de la que no se privó

Por su parte, el sistema bancario mexicano está m

nás "acabado", según los criterios contemporáneos de lé
lernidad bancaria. El banco central (Banco de México),

33 L. E. Arrnijo, "Brazilian politics and patterns offinancial regul
945-1991", en Haggard, Lee y Maxlield, op. cit.

34 Antes de 1964, el Estado brasileño se financiaba directamen
nedio del Banco do Brasil, y después de esa fecha, mediante el enla

iresupuesto monetario y la cuenta de este banco al Bacen, el cual le (
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do desde la época de entre guerras (1925), desempeña una

función importante como limitador de la emisión de mone­

da, tanto de la Tesorería como de la banca comercial. Aquí
también el régimen monetario refleja una situación específi­
ca en lo relativo a la solución de los conflictos distributivos y
de las modalidades de financiamiento de la industrialización.
Las modalidades corporativistas de administración de la fuer­
za laboral permiten, mediante el establecimiento de pactos
sociales, regular jurídicamente y de manera coercitiva, sin
una escalada inflacionaria, los conflictos de repartición entre

capital y trabajo." El control del sistema bancario y una alian­
za sobre una base monetarista entre el banco central y la Te­
sorería permiten, gracias a la imposición a los bancos comer­

ciales privados de reservas obligatorias sobre sus depósitos, li­
mitar la expansión del crédito privado, a la vez que se

centraliza el financiamiento de la inversión.P"
Acorde con la diferencia entre los regímenes de emisión

monetaria, se observa también una oposición en las relacio­
nes público-privado en materia de financiamiento: hasta la
bifurcación de las trayectorias que ocurre a principio de los

setenta, mientras que México privilegia un control estatal di­
recto de la acumulación del capital productivo y deja un lu­

gar más amplio al sector financiero privado, Brasil, por el

contrario, prefiere un capital financiero público fuerte y da
más margen al sector productivo privado.F En los años se­

tenta se presenta una inversión momentánea de las posturas

:151. Roxborough, "La inflación y los pactos sociales en Brasil yen Mé­

xico", Faro Internacional; vol. XXXlI(2), octubre-diciembre de 1991, pp.
165-198.

36 S. Maxfield, "The politics ofMexican financial policy", en Haggard,
Lee y Maxfield, op. cit., pp. 230-258.

37 Sobre el lug-ar respectivo de los recursos financieros que en México
controlan las instituciones financieras públicas y privadas, véase Maxfield, op.
cit. Para el caso de Brasil, véase R. W. Goldsmith, Brasil 1850-1984: Desenuoloi­

mento Financeiro sob um Século de Inflaoio, Sao Paulo, Harper & Row, 1986.
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de ambos países respecto de esta situación: el sector público
productivo se desarrolla con más rapidez en Brasil que en .

México, el cual es rebasado en este punto, pese al auge que
vive entonces Pemex, la empresa nacional de explotación pe­
trolera; en cuanto al sector bancario, se observa simétrica­

mente en Brasil el desarrollo de los bancos comerciales pri­
vados, que contrasta con el mayor control del sector privado
que se instituye entonces en México y que culmina con la na­

cionalización del sistema bancario en ¡9S2.3H
La simetría en las estrategias se encuentra, por otro lado,

en los estilos de política de financiamiento de la agricultura
que impera en ambos países. La reforma agraria en México

otorgó a la pequeña producción mercantil agrícola mucha

mayor importancia que en Brasil, aunque el peso político del

campesinado no fue suficiente para promover una política de
modernización activa. Asimismo, desde los años setenta, la

agricultura mexicana ya no permite eludir la restricción exter­

na ni bajar el costo de reproducción de la mano de obra urba­

na, por lo que participa así, como factor de primer orden, en

la desestabilización del régimen de acumulación.t" En Brasil,
por el contrario, la agricultura vive en esos mismos años una

acelerada modernización apoyada por el Estado, y el desarro­
llo agrícola participa del crecimiento global en el contexto de
la consecución de un sistema industrial nacional casi comple­
to, que entonces se emprende.

Por último, las diferencias entre los sistemas monetarios

y financieros se notan en las estructuras fiscales. Mientras

�!l Dichas redefiniciones continuaron en los años ochenta, con nuevos

giros estratégicos: en México prevalece desde entonces, para fines de ajus­
te interno, una liberación-privatización generalizada, tanto del sector pro­
ductivo como del financiero, mientras que la resistencia de la inversión

pública y el apoyo estatal al sector exportador se reafirma en Brasil, en el
contexto de un ajuste limitado de la balanza exterior.

39J. Aboites, Industrialización y desarrollo agrícola en México, México, Ed.
Plaza Valdés/uAM, 1989.
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que en México la mayor parte de los recursos netos del sec­

tor público industrial genera ingresos para el presupuesto
del Estado y casi no se aplica a fines productívos.t" en Brasil
las transferencias Estado-industria operan básicamente en

sentido inverso, mediante la redistribución de los fondos pú­
blicos hacia la inversión privada, lo que se hace en gran par­
te mediante exenciones (gastos fiscales) y privilegios fiscales.

Con todo, en ambos países los niveles de los recursos públi­
cos y los modos de administración del fisco son bastante pareci­
dos, lo que refleja su afinidad en 10 que se refiere a la desigual­
dad de los ingresos y de los patrimonios. El impuesto sobre el in­

greso ocupa en ambos casos un lugar mínimo y es objeto de un

considerable nivel de evasión y fraude por parte de las clases más

adineradas, que de hecho quedan así prácticamente exentas."
Los impuestos sobre los productos son los que generan la mayor
parte de los recursos presupuestales, y los ingresos que obtiene
el Estado mexicano de su sector industrial pueden equipararse
a este tipo de impuesto. En cuanto al lugar respectivo que ocu­

pan en ambos países las cotizaciones y el gasto social, puede con­

siderarse que éstos también reflejan las diferencias que señala­
mos en relación con la administración pública de las poblacio­
nes y los modos de movilización de la fuerza de trabajo.

Un último punto que cabe señalar, dado que repercute de
manera considerable en la dinámica presupuestal y el régimen
monetario, es el papel diferente que desempeña el federalismo
en ambos países. Al federalismo fiscal formal que prevalece en

México desde la Revolución, la cual inaugura un proceso inin­

terrumpido hasta los años setenta de monopolización del con­

trol de los recursos fiscales por parte del Estado federal.f se

40 Basáñez, O/J. cit.; Bazdresch y Lévy, op. cit.; Aspe, op. cit.
41 No será sino hasta finales de los años ochenta en México y princi­

pios de los noventa en Brasil cuando se realice un verdadero esfuerzo pa­
ra reducir la magnitud de dicha "evasión".

42 M. Astud i 110 Moya, El federalismo y la coordinación impositiva en Méxi­

co, México, UNAM-IE, 1999.
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opone el federalismo real y problemático que subsiste en

Brasil, incluso en las fases de dictadura militar, en el que la
distribución del poder de control de los fondos públicos en­

tre las diversas entidades de la federación constituye un fac­
tor estructural característico de su régimen político.t"

En resumen, la primacía que concedió México a la estabi­
lidad monetaria, incluso a costa del crecimiento, se ha contra­

puesto, a lo largo del tiempo, a la opción brasileña de favore­
cer el crecimiento, a expensas de la estabilidad monetaria. Es­

ta oposición refleja, en el plano económico, la diferencia
entre las formas de legitimación que caracterizan a los regí­
menes políticos de ambos países, los cuales no pueden enton­

ces seguirse asimilando a la categoría única de regímenes au­

toritarios o populistas, como generalmente se hace." Los re­

gímenes de partido único, que controlan de cerca las fuerzas

sociales internas y las integran al sistema político a través de
mediaciones corporativistas, están dotadas de más autonomía
de decisión, en el nivel económico, que los regímenes milita­
res. Estos últimos, por el contrario, se ven llevados a privile­
giar una vía económica de integración de los diversos grupos
de interés y deben para ello manipular constantemente la re­

distribución de los recursos públicos, en formas diferentes y
combinadas de tipo "universalista-minímalista-fragmentado"
y/o "patrimonialista-clien telista".

H Rui de Britto Alvares Affonso, "El federalismo en Brasil ante el nue­

vo orden internacional", en C. Alba, 1. Bizberg y Héléne Riviére d'Are

(eom ps.), Las regiones ante In globalización. Competitividad territorial _r recompo­
sición sociopolítica, México, Centro de Estudios Internacionales, El Colegio
de México/ CEMCA/ORSTOM, 1998; L. Sola y E. Kugelmas, "Statecraft, eco­

nornie liberalization and demoeraey. The case of Brasil in comparative
perspective", ponencia presentada en la reunión anual de la Latín Ameri­

ca Studies Association, Guadalajara, México, 1997.
44 Dornbush y Edwards, op. cit.
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En lo simbólico: nacionalismo económico
versus nacionalismo político en la gestión de la competencia

entre capitales y el modo de inserción internacional

Queda por vincular esos rasgos internos con los tipos de in­
serción de las dos naciones en e! orden internacional. Con­
viene antes recordar que en e! contexto general propio de
los países dependientes, la relación de las élites nacionales
con e! exterior es fundadora, en el sentido que hace de la
forma de adhesión al régimen de las relaciones internaciona­
les un compromiso determinado por la historia de cada Es­

tado-nación hasta nuestros días. De ello resulta que e! tema

de la soberanía de! poder público se plantea primero en e!
nivel de la política exterior cuya modalidad de gestión, por
ende, circunscribe de manera esencial el ámbito de la políti­
ca económica. Para ilustrar esta característica fundamental
basta recordar que durante mucho tiempo la política econó­
mica en América Latina estuvo limitada a un régimen de ti­

po de cambio y a un régimen aduanal. La cuestión de una in­
tervención económica sostenida por parte de! Estado susten­

tando la acumulación no se planteó sino a partir de los años

cuarenta, una vez que, después de la guerra se concluyó en

favor de la substitución de importaciones de bienes de con­

sumo corriente y que la prosecución de la industrialización

exigía inversiones en los sectores más estructuran tes, los de

producción de bienes durables de consumo.

En ese contexto, e! marco institucional de la acumulación
se diferencia, en primer lugar, en función de las formas de
alianza que imperan en cada país entre e! capital privado na­

cional, el Estado y el capital extranjero. Sin embargo, no debe
establecerse una relación determinista entre un sistema espe­
cífico de alianzas de clases y gmpos sociales, propio de un ré­

gimen político, y un tipo de régimen de acumulación, como

lo indica claramente la semejanza ya señalada, en lo que se re­

fiere a sus regímenes políticos, entre Brasil y Corea del Sur,
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por una parte, y México y Taiwán, por la otra, dos pares de paí­
ses por lo demás heterogéneos desde el punto de vista de las
formas de acumulación del capital. En Brasil y Corea del Sur,
en efecto, se observa un mismo tipo de dependencia de los re­

gímenes militares frente al capitalismo privado y dicha depen­
dencia se compensa, por una parte, mediante la división entre

el capital financiero y el capital industrial, y por la otra, me­

diante una escasa organización colectiva de sus intereses res­

pectivos. Esto también contrasta tajantemente con la fusión y la

organización centralizada de esos intereses en los otros dos paí­
ses, controlados hasta muy recientemente por partidos únicos.
Es natural, entonces, que el lugar que ocupa el capital extran­

jero sea diferente en los dos tipos de régimen político, dado

que en el sistema general de legitimación del poder del Estado
la política exterior no ocupa un lugar idéntico en ambos casos.

De esta manera, las relaciones entre las élites económicas y
políticas, nacionales y extranjeras, se establecen con relativa in­

dependencia de las formas específicas que adoptan la acumu­

lación del capital y el crecimiento del producto nacional. En
los sistemas políticos cuyas élites tienen poca capacidad para
construir la nación con base en un consenso social, lo que los
lleva a la militarización de la sociedad cuando dicha capacidad
se reduce casi a cero, tras agotarse el crecimiento, la reafirma­

ción de la independencia económica y el control nacional de
los capitales extranjeros tienden a prevalecer por dos razones:

refuerzan la legitimidad del poder central, al autorizar la entra­

da en escena del nacionalismo económico; y son la consecuen­

cia inmediata de la "indisciplina" monetaria y presupuestal in­

terna, que disuade la oferta espontánea de capitales extranje­
ros y requiere para atraerlos de políticas públicas particulares
que les abran mercados específicos y/o les garanticen posibili­
dades de lucro. Los regímenes con partido único, por el con­

trario, tienen menos necesidad de reforzar su legitimidad in­
terna de esa manera y se preocupan más por su legitimidad en

el exterior (sobre todo frente a los Estados Unidos). En el mar-



[) de su estrategia de control político centralizado del c

rivado nacional, tienden a dejar entrar (y salir) más Iibre
� al capital extranjero, con el fin tanto de reducir su d
encia política respecto de los capitalistas nacionales, cor

utrir el financiamiento del sector productivo del Estadc
Por último, de manera del todo paralela a las difere

ue se encuentran entre las formas institucionales ya me

adas, las modalidades de administración del equilibrio
ior y los tipos de cambio son también diferentes en B

1éxico. Así, el primero ha privilegiado políticas de conu

:icto de la inversión extranjera y, correlativamente, po
.e cambio flexibles, mientras que el segundo ha optad
olíticas de mayor apertura y libertad para los capitales e

eros y, junto con ellas, una política de fijación de la �

ambio." El hecho de que encontremos el mismo tipo d4
ición al comparar los casos de Corea del Sur y Taiwárr'"
ra el origen esencialmente político de dicha disparidad y
-osibilidad de reducirla a una diferencia del papel que d

leila el sector exportador en el régimen de acumulaciór
De hecho, en materia de relaciones internacional:

livergencias en las formas institucionales de regulacu
�rasil y México pueden ser remitidas a las singularidad
racionalismo que impera en cada país y, por tanto, a l.
[las discursivas particulares mediante las cuales se mar

:lea de nación como vínculo social. Así, el nacionalism
ileño es, antes que nada, de orden económico y ha l
lel desarrollo industrial autónomo el pilar de la ideolo:
'1 seguridad nacional. La política exterior puede, ente

n tanto compensación, equipararse a la de los Estado
los (lo ilustra el chantaje diplomático que se empleó e

e la Segunda Guerra Mundial para obtener la tecnoloi

4" A. Maddison et al., La economía política M la pobreza, la equidna
imiento: Brasil y México, México, Fondo de Cultura Económica, 199

46 Haugarcl. ot). cit.; Haguard. Lee y Maxfield, 0/1. cit.
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iderurgia a cambio de no seguir apoyando a las pon
Eje). Por el contrario, el nacionalismo mexicano (

que nada, de orden político y cultural, y ha hecho
oaís uno de los principales portavoces del tercerrm

antiimperialista. Sin embargo, esto no le impidió a

:apital extranjero (sobre todo, estadounidense), sii

der subordinarlo a una planeación industrial de

zo, como lo hizo Brasil (por ejemplo, la reserva de n

que se mantuvo en el país durante los años ochent
in de construir una informática nacional). Hasta e

)S noventa, todavía permanecía una preocupación e

a de política industrial que permitía al mismo tiernj
cimiento de las exportaciones y una substitución c

taciones. Las particularidades de cada país, bien a

en la fase de la ISI, han sido ciertamente sometidas
eba muy difícil a partir de los arios ochenta, por 1:
1 de la así llamada "globalización", pero puede co

.e que aún hoy se siguen evidenciando en esos me

-rentes de integración regional que constituyen el lv

y el TLCAN.

COHERENCIA GLOBAL DE LAS FORMAS INSTITUCIONAL

Y CAMBIOS EN LAS MODALIDADES DE CRECIMIENTO:

\LGUNAS HIPÓTESIS PARA UNA TEORÍA DEL DESARROLl

QUE INTEGRA LAS MEDIACIONES SOCIALES

Y LOS REGÍMENES POLÍTICOS

el cuadro sinóptico que se presenta en las siguienn
1S, se han agrupado las principales oposiciones qw
lOS de señalar en relación con las mediaciones socia
sil y México. De esta manera, con base en los mo

puestos, disponemos de una representación en tr

rsiones de dos tipos ideales polarizados de configur
as forrnas i nsriruriorralr-s r]p rpP"lI);.¡cifm sorial
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.os ti/JOS ideales de configuracián institucionai
de las mediaciones sociales

nensiones que nos sirven para caracterizar
ales brasileña y mexicana en la época de té
oendientes y ortogonales la una respecto (

.n, en efecto, a tres niveles separados de la \

le las prácticas politicojurídicas (corporatii
:le las prácticas económico-monetarias (me
ista) y el de las prácticas ideológico-discui
I político-nacionalismo económico). Dichr

influyan mutuamente -lo que se traduce

rreglo en formas institucionales- no se sr

itro y no mantienen relaciones funcionale
-llos. Queda así abierta la posibilidad de qu
bal de las formas institucionales de regul
e como escasa, o incluso nula en tiempos e

contrario, puede calificarse de tipo ideal
estructurado- un modo de regulación e
encia social fuerte, lo que es el caso de los
tados. En efecto, acabamos de ver que er

10 político reclamaba una política econé

la", que hacía de la necesidad virtud: un c

:onduce a una política de inflación elevad
lo demás favorable a un crecimiento fuer

�itimidad de un régimen político (virtud)
.íonalismo económico que lleva a dar pr
:rno sobre el interno, condición de la ind
nica nacional. También vimos que, en el (

irporativismo estatal era congruente con t

rica de tipo monetarista y liberal frente a

ts, política que a su vez es acorde al estrecl

�ran parte del sector productivo, por el cu

:¡nri�mlpnto npl F'i:.:t�r1í't "11P �npn�fír:. rprllrl
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corresponden a los tipos ideales brasileño y mexicano, y dos

posiciones suplementarias situadas entre esos dos polos.'?
JO. Así, en primer lugar, entre el clientelismo elevado al ran­

go de una institución constitutiva del Esrado'" y el corporativis­
mo estatal, se distinguen dos grados de corporativismo que remi­
ten a lo que en la vasta literatura especializada se conoce, respec­
tivamente, como pluralismo y neocorporativismo. El primero es

el tipo ideal de la democracia liberal a la americana --en la cual
la intermediación de los intereses, concebidos como estricta­
mente individuales- se hace simultáneamente a través del siste­
ma electoral, que pone en competencia a los partidos políticos,
ya través del cabildeo ante los representantes elegidos de esos

partidos; el segundo corresponde al tipo ideal de la socialdemo­
cracia a la sueca, en la cual los intereses se conciben como inte­
reses de gmpos organizados y el orden político los toma en cuen­

ta mediante la representación electoral, vía el sistema de parti­
dos, y mediante la integración de los representantes de las

organizaciones sociales al aparato administrativo del Estado.
Puede así considerarse que el pluralismo es una forma institucio­
nal intermedia entre el clientelismo, al cual se asemeja por la ato-

47 Para más detalles sobre ese tipo de representación "estructural" de
los modos de regulación, véase B. Théret, "Méthodologie des comparai­
sons internationales, approches de l'effet sociétal et de la régulation: fon­

dcrnents pour une lecture structuralisle des systernes nationaux de protec­
tion sociale'', L'Année de la régulation, vol. 1, 1997, pp. 163-228. Este autor

muestra que el sistema de representación política se inserta en el espacio
jurídico de mediación entre los órdenes, mientras que el de la protección
social se establece en el espacio monetario.

4X y considerado en esta representación relativista (es decir, en térmi-
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mización de los intereses sociales que organiza, y el neocorpora­
tivismo socialdemócrata, del cual es cercano por el juego del ca­

bildeo. Asimismo, el neocorporativismo es una forma interme­
dia entre el pluralismo, con el que comparte el sistema de com­

petencia electoral y de representación política, y el

corporativismo estatal, del que toma el modo de integración al
Estado por mediación de las organizaciones sindicales y profesio­
nales.

2°. De la misma forma, en cuanto a la gestión de la mone­

da y de las finanzas, pueden introducirse entre el estructuralis­
mo y el monetarismo dos grados intermediosr'" un "keynesia­
nismo estructural" o "social" a la europea, que no se limita a la

gestión activa de la moneda, sino que también otorga al Esta­
do un papel de intermediación financiera en el contexto de
una planificación de la inversión infraestructural y social; un

"keynesianismo comercial" o "liberal" a la americana que, en

efecto, se limita a la gestión pública de la moneda, destinada
a regularizar el ciclo de negocios, independientemente de

cualquier política de las estructuras.?'' El keynesianismo es­

tructural es, sin duda, una forma institucional intermedia entre

el estructuralismo, con el que comparte la intervención finan­

ciera sobre las estructuras económicas, y el keynesianismo co­

mercial, al cual se asemeja en cuanto a las formas de regula­
ción monetaria; este último es, a su vez, una forma intermedia

49 Siguiendo con esta representación relativista, el estructuralisrno es

el grado cero del monetarismo, en la medida en que somete por entero la
emisión de moneda a los planes y demandas del Estado, mientras que el
monetarismo puro prohíbe, por el contrario, todo financiamiento mone­

tario a este último.
50 Tornarnos estos calificativos del keynesianismo de la sociología históri­

ca estadounidense, que los acuñó para definir el tipo de política económica

que predominó en los Estados Unidos durante el periodo de entre guerras,
tras la reacción del Partido Republicano contra toda política tendiente a com­

pletar el sistema estadounidense de seguridad social en la línea del Neto DeaL
Véase Théret, "Méthodologie des comparaisons internationales ... ", op. cit.
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entre el keynesianismo estructural y el monetarismo puro, con

el que tiene en común el rechazo a la gestión política del aho

rro, propia del keynesianismo estructural y del estructuralis

mo, pero del que se separa por su aceptación del financia­
miento monetario a las operaciones del tesoro público con el
fin de emparejar el ciclo macroeconómico coyuntural.

3°.Por último, en el nivel de la representación de la uní
dad y la soberanía nacional, podemos también introducir dos

grados entre el nacionalismo de tipo puramente económicc

(al que le interesa menos una identificación política anclada
en la tradición histórica o en el arraigamiento cultural, que 1;;
soberanía sustentada en el poder económico) yel nacionalis
mo político (el cual, por el contrario, poseedor de una identi­
dad cultural establecida desde mucho tiempo atrás y manteni­
da por medio del discurso, se ocupa menos de los riesgos qU(
entraña la apertura económica)."! Estos grados intermedios s(

relacionan con la integración regional, ya sea a un mercadc
común o a una zona de libre comercio. La integración a ur

mercado común, que puede llegar hasta la integración mone

taria, corresponde al relajamiento del encierro económicc

propio del nacionalismo económico y al aislamiento politice
con respecto a su cosmopolitismo. Dicha integración conlleva

por una parte, una pérdida de la soberanía económica de jure
pero también, por la otra, una ganancia política, pues equiva
le a la proyección del nacionalismo económico a una escala re

:'1 En esta representación relativista, el nacionalismo económico es e

grado cero del nacionalismo, en cuanto que este último alcanza su grade
máximo cuando la nación se vive como asimilada al Estado, el cual no e

entonces sino la forma de su realización. Cuando más, el nacionalismo po
lítico puede admitir la apertura económica total, el internacionalismo eco

nómico, a condición de que se preserve la soberanía monetaria (es el ca

so de los pequeños países desarrollados, muy extrovertidos y con un Esta
do unitario). A la inversa, el nacionalismo económico tiende fácilmente

hacia el cosmopolitismo y el multiculturalismo (como ocurre con los gran
,.-h�ti:. n�"líti:.p� rnnfinpnt�ll-''':' v ron lIn .;:ilil:.tpnl':l noli"t;rn ,-lp fnrnl';t, fprlp.r':l1\
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gional más amplia y, por tanto, a la recuperación deJacto de la
autonomía (en cuanto al margen de maniobra de la política
económica). La integración a una zona de libre comercio es

una posición simétrica: preserva la soberanía política de jure
mejor que la participación en un mercado común a la vez que
da a la apertura económica una dimensión institucional inter­
nacional que limita las posibilidades de apertura en todas di­

recciones, a la que teóricamente conduce el nacionalismo po­
lítico. Dado que esta limitación es aún más fuerte en un mer­

cado común, la participación en una zona de libre comercio

corresponde, por tanto, a un grado de nacionalismo (político)
intermedio entre el nacionalismo puro de tipo cultural y la in­

tegración a un mercado común, de la misma forma en que es­

ta última constituye una situación intermedia entre la zona de
libre comercio y el nacionalismo económico "cosmopolita" y
multicul turalista.

Dependencia de sendero y coherencia de las instituciones

Las diversas formas intermedias que pueden así introducirse
en los ejes representativos de las tres mediaciones sociales pri­
marias de regulación de las sociedades contemporáneas remi­

ten a los modelos de referencia de los estadios más avanzados
de desarrollo, tanto en términos de producción por cabeza
como del control democrático del Estado. Estos niveles de de­
sarrollo están muy correlacionados con la extensión de la asa­

larización, que acompaña a la mayor diferenciación de los ór­
denes económico, político y doméstico que impera en esas so­

ciedades.V Es ajeno al propósito de este trabajo examinar la

52 Es por ello que, aunque las califiquemos aquí como intermedias, pue­
den muy bien considerarse, a la inversa, como centrales y puntos focales en

una perspectiva de evolución social, en la que las regulaciones cliente lista y
corporativista aparecen €ntollces como periféricas y/o más tradicionales.
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coherencia de las diversas configuraciones institucionales que
se pueden esbozar a partir de la combinación de las tres cate­

gorías de mediaciones de regulación social que acabamos de

presentar. Pero, en cambio, sí debemos examinar cómo la red
analítica así construida permite concebir, tanto en el caso de
Brasil como en el de México, trayectorias institucionales co­

herentes y formas de innovaciones políticas compatibles a la
vez con su apertura externa y su herencia institucional inter­
na. En la siguiente gráfica hemos trazado una evolución de

este tipo para cada uno de los dos países.
Dichas trayectorias se construyen tomando como dato de

partida la apertura económica observadas" y haciendo inter­
venir las dos fuerzas que limitan la innovación institucional,
a saber, la fuerza de la dependencia de sendero y la de la co­

herencia de la configuración institucional general. La de­

pendencia de sendero implica que el desplazamiento sobre
los ejes se vea restringido a un solo grado a la vez. La fuerza

de la coherencia de las mediaciones debe hacer posible de­
terminar la calidad de la transición institucional efectuada y,
por tanto, la probabilidad del surgimiento de tensiones que
empujen a cambios institucionales ulteriores.v'

."'1 Sin embargo, la apertura exterior, tanto de Brasil como de México,
no es en ahsoluto producto de una necesidad de orden económico im­

puesta desde el exterior, sino que tiene su origen en la imposibilidad o el

rechazo de las clases dominantes a adoptar la otra solución a la crisis en­

dógena de la ISI, que habría consistido en llevar a cabo una importante re­

distribución de los ingresos, capaz de redinamizar la ISI a escala nacional.
Estos países, en efecto, considerando su gran tamaño geográfico y demo­

gráfico, tienen enormes rezagos de demanda aún en espera de prospec­
ción. En tales circunstancias, la apertura externa aparece como la búsque­
da de una salida a la crisis de la ISI, más sencilla que aquella que implica­
ba la redistribución del ingreso nacional y una reforma fiscal drástica.

,,4 Se observará que las evoluciones modeladas van, a la vez, en el sen­

tido de un acercamiento entre los modos de regulación de los dos países,
en relación con su diversidad inicial, pero que siempre conservan una di­
ferencia fundamental en sus modos de regulación.
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mercados actúa en el sentido de transformar las políticas estruc­

turalistas en keynesianismo estructural (fin del monopolio del
Estado sobre la emisión de moneda, privatizaciones y constitu­

ción de una autoridad monetaria única, pero subsistencia de la
intermediación financiera pública y del control de las tasas de

cambio) y no en keynesianismo liberal o en monetarismo.
En México, la integración preferencial en la economía nor­

teamericana, acorde con el nacionalismo político, es de tipo zo­

na de libre comercio, la cual no implica, en el plano simbólico,
pérdidas tan grandes de soberanía política como la participa­
ción en un mercado común, sobre todo en materia monetaria.
Este tipo de regionalización es, además, congruente con una re­

ducción del grado de monetarismo destinada a compensar, por
medio de las tasas de cambio, las disparidades en la productivi­
dad y la inflación entre los países participantes. Por último, la
liberación asociada a una apertura ahora institucionalizada im­

plica, lógicamente, la disminución del corporativismo estatal y
su transformación en neocorporativismo (preservación del pa­
pel de los sindicatos en el Estado, pero reivindicación democrá­
tica del sistema de representación política partidista).

Sin embargo, no podrían asimilarse estas trayectorias ins­

titucionales, en gran medida deductivas, a las evoluciones que
realmente siguieron o seguirán los dos países en cuestión. Es­

te ejercicio es válido sobre todo porque pone el acento en evo­

luciones lógicamente compatibles con una dependencia de
sendero institucional y conducente a una mayor coherencia
entre las mediaciones sociales, lo que parece ser una condi­
ción de su estabilidad, incluso de su viabilidad. Pero, en la

práctica, la historia no es necesariamente lógica y "razonable",
sobre todo en los periodos de crisis, en los que el desasosiego

del siglo xx. Véase T. Skocpol, Protecting Soldiers and Mothers: The Polítical

Origins ofSocial Polic» in the United States, Cambridge, Mass. y Londres, Har­

varel University Press, 1992; y del mismo autor, Social Policy in the United Sta­

tes, Princeton, Princeton University Press, 1995.
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de los pueblos libera la iniciativa de las élites y permite inno­
vaciones políticas concebidas desde lo alto (de manera hipo­
tético-deductiva) y/o simplemente importadas por la presión
de las agencias internacionales, lo que hace que por lo gene­
ral estén poco articuladas desde el punto de vista institucional

y poco ancladas en las realidades sociales. Las "terapias de cho­

que" y los planes de ajuste, basados en recetas universales pe­
ro poco adaptados a los contextos locales, pueden de esta ma­

nera llevar más al agravamiento de la crisis y a la descomposi­
ción de los sistemas sociales que a su recomposición y a la

mejoría de su capacidad para reiniciar con un desarrollo equi­
librado. Tal fue el caso de la tentativa de Salinas de Gortari, en

México, de pasar bruscamente de un Estado corporativista a

un Estado clientelista, al mismo tiempo que se instituía el

lLCAN, política que vació al Estado de gran parte de su sustan­

cia y que fue más propicia al desarrollo de la violencia política
que a la estabilización del nuevo régimen de acumulación "ha­
cia afuera'V" Lo mismo en el caso de Brasil, en donde ciertos
excesos monetaristas y una apertura inicial brutal e indiscrimi­

nada, de tipo librecambista, fueron golpes asestados a la cohe­
rencia de la estructura productiva del país.

Los fracasos patentes de esos experimentos y su ilegitimi­
dad dejaron ver que era difícil forzar a un cuerpo social a sal­
tar de un solo tranco varios grados en las formas de media­

ción, pues los requisitos conjuntos de la coherencia general
de los cambios institucionales tienden a llevarlos, tarde o

temprano, a reorientar su trayectoria en una dirección más
acorde con su dependencia de sendero. Sin embargo, ésta
no basta por sí sola para suscitar innovaciones que permitan
al cambio institucional responder necesariamente a los nue­

vos retos (crisis endógena e impactos externos), asegurando
así el mantenimiento de la cohesión social. El cambio solo lo
hará si los actores políticos adoptan estrategias de innova-

56 Bizberg, op. cit.
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mexicana de regulación y de aquellas que separan a Corea
del Sur de Taiwán, nos aporta también una enseñanza en el

plano teórico. La semejanza entre los regímenes políticos y
las mediaciones sociales de Brasil y Corea del Sur, por una

parte, y de México y Taiwán, por la otra, muestra en primer
lugar que diversas configuraciones sociales pueden sustentar

un mismo régimen de acumulación y que, a la inversa, distin­
tos regímenes de acumulación pueden inscribirse en contextos

institucionales afines. Lo que, por deducción, permite soste­

ner que un cambio de régimen de acumulación no implica
necesariamente un cambio de régimen político, o que un

cambio de régimen político puede ir de la mano de la conti­
nuidad de un régimen de acumulación.

Por su parte, la divergencia entre las trayectorias econó­
micas de Brasil y México en los años ochenta y noventa mues­

tra que la resistencia de un mismo régimen de acumulación
ante la crisis difiere en cada país, dado que las configuracio­
nes institucionales nacionales no presentan los mismos pun­
tos frágiles frente a los cambios en su ambiente externo. Así,
parecería que en Brasil el núcleo duro del régimen de acu­

mulación resistiera al cambio en la coyuntura internacional

y que la adaptación a dicho cambio radicara esencialmente
en las transformaciones institucionales de regulación y la ac­

ción de cierta flexibilidad del sistema político, mientras que,
a la inversa, en México la resistencia del marco institucional
de regulación y del régimen político parece tan fuerte que el

impacto externo no puede ya ser absorbido sino por la mu­

tación del régimen de acumulación. Esta diferencia de reac­

ción indica que, desde el punto de vista económico, ciertos

regímenes políticos y configuraciones institucionales de un

mismo régimen de acumulación son más coherentes y "vir­
tuosos" que otros, en el sentido de que resisten mejor los im-

- � - - - -
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gunta sobre la coherencia estructural de los regímenes polí­
tico y económico de una sociedad, la autonomía respectiva
de éstos, que es revelada por la comparación de los PIR lati­
noamericanos y del oriente asiático, debe ser relativizada con

base en lo que enseñan las evoluciones de esos diversos PIR

durante la crisis y bajo el efecto de un impacto externo.

Esta serie de observaciones conduce, entonces, a plantear
la hipótesis de que, en las sociedades capitalistas dependien­
tes, con sistemas políticos no democráticos, los regímenes po­
líticos que alternan fases de liberación y de militarización son

más coherentes con regímenes de acumulación de tipo ISI,
mientras que los regímenes con partido único lo son con regí­
menes económicos de tipo ELG (véase el cuadro siguiente).

Correlaciones del régimen económico y el régimen político en los PIR

RÉGIMEN POLÍTICO

Régimen con alternancia Régimen con partido único

de ruilitarización y liberación de origen revolucionario

Z 8 ISI Brasil México
I-LJ :E (arrruinico) (no armónico)
�'O

,� � ELG Corea del Sur Talwán

¡;j (no armónico) (armónico)

En primer lugar, parece que el nacionalismo económico de
un régimen político clientelista y con tendencia militarista, basa­
do en políticas monetarias e industriales estructuralistas , es más
favorable (y está ligado) al desarrollo del mercado interno y de
un capitalismo nacional que el nacionalismo esencialmente po­
lítico-cultural de un régimen corporativista con partido único, el
cual no puede sino temer la autonomización en la sociedad de
los actores económicos que podrían fomentar la impugnación
política del orden social establecido y que, en consecuencia,
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la idea de que politics matters de manera verdaderamen
mordial. En efecto, ¿no es acaso la forma del régimen P
la que en ese gnlpo de países aparece como fundament
una parte, de trayectorias económicas convergentes pes4
diferencias históricas, geográficas y sociológicas radie

por la otra, de trayectorias divergentes pese a los rasgos
l;COS, geográficos y sociológicos comunesi''"

Esta idea de la importancia, incluso la primacía, de
lítica (y, por tanto, de los sistemas de ideas que la cond
como factor del cambio no implica, empero, la negad
la influencia de las orientaciones del cambio en la exter

ración de las estructuras, resultado de una acumulaci

capas geológicas de instituciones ocultas y retrabajadas I

ma permanente por los clima" sociales, las intemperies
cas y las catástrofes históricas. De la misma forma en qu
te un capital vivo, el trabajo actual, y un capital mue

trabajo cristalizado en el sistema de máquinas y los e

mientos profesionales disponibles, existe también una

ca viva y otra política muerta, cristalizada, objetivada
instituciones. El curso de la historia presente es el res

de la combinación de esas dos formas de política: la p
viva y las instituciones, en donde los comportamientos,
nes e ideas políticas son, ellos mismos, estructurados

largo tiempo durante el cual se constituye el imagina
cada sociedad. Lo que significa que en las evoluciones

les, de las que aún no podemos saber si se inscribirán
deramente en el largo plazo tal cual se presentan I

acción política parece no poder vencer todas las inerci

!iR Existen, en efecto, diferencias geográficas y demográficas co

bles entre los dos gmpos de países. Brasil y México son países contii

con alrededor de 8.5 y 2 millones de km' de extensión, respectivar
cuyas poblaciones pasaron, entre 1960 y 1992, de 72 a 154 millones
a 85 millones. En contraste, Corea del Sur y Taiwán tienen una Sil

cercana a los 100 mil y 36 mil km', respectivamente, y poblaciones I

,-¡pron � pn ,.�p mismo n,.r¡oelo� el,. 2�� :l 44 mifloru-s v ele- 11 :l 21 mili
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tibIe de favorecer algunas de ellas a expensas de otras y pro
poner nuevas combinaciones, nuevas ponderaciones. y ah
radica la coherencia de esas nuevas combinaciones, productc
de la dialéctica entre innovación e instituciones, que es en úl
lima instancia una condición para su estabilización.

Esto es, en todo caso, lo que revela el análisis en térmi
nos de coherencia social de lo político y de lo economice

aplicado a los cuatro PIR aquí considerados. Muestra, en efec

to, por una parte, que la innovación política tiene más cabi
da para expresarse en la medida en que la coherencia social de
las estructuras es menos segura, como si la política estuviera
de alguna manera guiada secretamente por la búsqueda de
dicha coherencia, y por la otra, que la innovación ataca pri­
mero a los eslabones más frágiles de la configuración gene·
ral de lo social. Así, Corea del Sur aparece como el país más
abierto a las transformaciones sociales (cambio económicc
en los años setenta y democratización en los ochenta), tantc

en razón de la flexibilidad de su sistema político como de lél

poca coherencia entre su régimen de acumulación y ese siso
tema político. Taiwán, por el contrario, aparece como el país
más conservador de los cuatro (persistencia en el ser econó­
mico y político). El caso mexicano ilustra, por su parte, una

situación en la que el mantenimiento del régimen políticc
prevaleció sobre el del régimen económico, y las formas de
acumulación del capital deben, por tanto, soportar la mayOI
parte de los impactos externos, y el PRI (partido-Estado), en

el poder hasta el 2000, se vio conducido, en el nuevo contex­

to internacional de los años ochenta, a un giro completo de
su estrategia económica, en un sentido más coherente con su

sistema político. Brasil, por último, parece más conservador

(de sus estructuras largas) que México y Corea del Sur, pue�
al responder mediante la flexibilidad institucional a las con­

tradicciones económicas de su régimen de acumulación, de
.. . . . .. ... . ..
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impactos externos por medio de transformaciones políticas
orientadas en el sentido de la democratización, se limita a ac­

tivar una flexibilidad que caracteriza desde hace tiempo su

sistema político. Desde el punto de vista de la persistencia en

el ser, es entonces muy semejante a Taiwán.
A partir de estas observaciones sobre los márgenes de ac­

ción política frente a las inercias institucionales, puede dedu­
cirse también que las posibilidades de éxito de las estrategias
de adaptación al nuevo contexto mundial que adoptaron Bra­
sil y México no son idénticas, dado que la magnitud de los

riesgos a los que se expone uno y otro no es de la misma es­

cala. Así, la trayectoria mexicana no permite consolidar un

crecimiento exportador comparable al de Taiwán, en la me­

dida en que el contexto internacional actual de liberación de
los intercambios y de las finanzas es muy diferente a aquel so­

bre el que se construyó el éxito económico de Taiwán. Es, por
tanto, normal que México no haya mostrado en los últimos
veinte años un mejor desempeño siguiendo la vía del desarro­
llo basado en el ELG, que el que tuvo en los años setenta, en

el marco de la ISI. A esas observaciones hay que añadir que el
contexto interno mexicano en materia de desigualdades so­

ciales es del todo diferente a la situación taiwanesa, aunque
cabe pensar que la nueva estrategia liberal adoptada sea via­

ble en el régimen político incambiado y/o sin un apoyo fir­
me del Estado estadounidense, el cual, por otra parte, dife­
rencia aún más a México de Taiwán, dado que este último

construyó su régimen de ELG en un contexto de ruptura de
sus relaciones con los Estados Unidos. La acumulación del ca­

pital en México se orienta menos en los hechos hacia un ré­

gimen de ELG capaz de fortalecer el nacionalismo político del

país, que hacia un régimen de subcontratación integrada
(RSI) al espacio económico estadounidense, 10 que implica
una dependencia estrecha frente a ese poderoso vecino.t''

59 FcrreiraJr., 0IJ. cit.
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La trayectoria de Brasil muestra, por el contrario, que su

potencial de crecimiento sigue estando en la prolongación
de la ISI. Los márgenes de maniobra gubernamental son más

grandes, aunque por ese hecho --e independientemente del
futuro que pueda tener el Mercosur-Ias élites dirigentes se

hallan confrontadas al lacerante problema de los obstáculos
a la expansión del mercado interno. De esta forma, no pue­
de excluirse la posibilidad de que las élites brasileñas vayan a

alinearse bajo el estandarte del ALeA (Acuerdo de Libre Co­
mercio de las Américas), que actualmente se negocia, ha­
ciendo suyo el sueño de una integración internacional a la
mexicana. La incertidumbre respecto a la trayectoria de Bra­
sil es alimentada por la falta de consenso en el seno del go­
bierno sobre la forma de desanudar el vínculo entre estabili­
dad monetaria interna y financiamiento externo, y por el he­
cho de que el actual retorno de la confianza financiera no es

en absoluto una prueba de viabilidad --económica y políti­
ca- de la recomposición productiva y patrimonial realizada

por el gobierno de Cardoso.
El pragmatismo tradicional de la acción gubernamental

en Brasil puede muy bien constituir la salida al conflicto en­

tre las concepciones desarrollista y liberal del mismo modo

que en las frustradas tentativas "monetaristas" del pasado. En

los atlas 1964-1967, después que los militares tomaron esa op­
ción, que se tradujo básicamente en la creación del Bacen,
pronto regresaron a un estructuralismo acusado.!" La bús­

queda del control centralizado de la moneda por parte del
Estado federal, que hoy ocupa el foco de la agenda guberna­
mental, no debe interpretarse necesariamente como la ex­

presión de la voluntad de aplicar una política monetaria pu­
ramente restrictiva, sino que también puede verse como la

condición necesaria de una relativa estabilidad monetaria."!

60 Véase la nota 17.
61 Sola y Kugelmas, op. cit.
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En efecto, la estabilización monetaria en Brasil lleva la mar­

ca de un keynesianismo estructural que va aparejado a una

exigencia de modernización del Estado y de la renovación
del pacto federal. El paso del clientelismo puro al pluralismo
político (una mejoría del sistema de partidos) debería resul­
tar decisivo en ese plano.

Aunque el presidente Cardoso utilizó la concepción fun­
damentalista del liberalismo como un recurso político nece­

sario para imponer su voluntad de terminar con la era Var­

gas, parecería que, desde finales de 1996, ya nadie cree real­
mente en las virtudes de la política monetaria como medio

para conseguir el equilibrio de las finanzas públicas/" Solo

los grandes operadores del mercado fingen creer en ellas
con el fin de promover la venta en las licitaciones internacio­
nales de los florones privados y públicos del sistema produc­
tivo brasileño. La crisis financiera de 1998-1999 y la devalua­
ción subsiguiente del real, sin reactivación de la inflación,
aparece desde ese punto de vista como un incidente saluda­

ble, que corrigió los desvíos monetaristas del periodo prece­
dente del gobierno de Cardoso. Sin embargo, la nueva mo­

dalidad de regulación no habría de estabilizarse hasta que las
tasas de interés regresaran a un nivel razonable y se consi­

guiera una repartición de los ingresos más favorable para el
desarrollo del mercado interno.

Dado que un enfoque institucionalista en términos de

dependencia de sendero no podría ser reducido a un deter­
minismo histórico, sería imposible dar una respuesta defini­
tiva a la pregunta sobre el grado de irreversibilidad de la

divergencia entre las trayectorias de desarrollo a partir de

regímenes económicos en un principio semejantes. La re­

presentación ortonormada de la interacción entre las varie­
dades de las dinámicas monetarias, las recomposiciones del

ti2 B. Sallurn, "O Brasil sob Cardoso: Neoliberalismo e Desenvolvirnen­

tismo", Tempo Social, Universidad de Sao Paulo (en prensa).
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arreglo de los intereses económicos y las redefiniciones del

ejercicio de la soberanía, permite, sin embargo, identificar
los riesgos específicos que corre cada una de esas trayecto­
rias. Al riesgo de paralización de la regulación política en

México, por la degeneración mafiosa y la insurrección arma­

da en los territorios "no competitivos" y de los que no se ha
hecho cargo el neocorporativismo (el México comercial­
mente inútil), se opone el riesgo económico de Brasil inhe­
rente a su vulnerabilidad financiera, la cual se expresa en un

desequilibrio externo y un endeudamiento público muy ele­
vados. De esta forma, las autoridades monetarias brasileñas
se hallan en una situación en la que no pueden garantizar
una cierta estabilidad monetaria y responder, a la vez, al ries­

go financiero de sistema (asegurando su función de presta­
mista de último recurso) si no es con la colaboración de las
instituciones financieras internacionales. Ahora bien, dicho

apoyo no está garantizado en virtud de que Brasil sigue de

Jacto en una trayectoria autónoma de desarrollo; no tiene si­

quiera la evidencia de la garantía que México ofrece por sus

vínculos privilegiados con la primera potencia financiera
del mundo. Por ello, el riesgo de Brasil aparece muy alto a

los ojos de los operadores del mercado, de lo que resultan
las tasas de interés que se mantienen en niveles elevados y
que dificultan la posibilidad de obtener las ganancias de

competitividad necesarias para hacer ceder la presión ma­

crofinanciera, que permite el incremento en el régimen de
la acumulación productiva.

CONCLUSIÓN

De lo anterior se desprende que la antigua oposición entre

modelos de desarrollo de tipo ISla ELG del que partimos, se

plantea nuevamente por la afirmación de nuevas modalidades
alternativas de inserción internacional, las cuales descansan, la
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la otra, en la integración a cadenas de producción globaliza-
das en la que la subcontratación internacional, de tipo maqui­
la, no es sino una opción entre otras.6:1 Brasil y México, que
además son, en América Latina, los principales polos de las
formas de organización supranacional que corresponden a

esos dos nuevos modelos, el Mercosur y el TLCAN, se orientan,
respectivamente, hacia regímenes económicos que no reto­

man exactamente la antigua divergencia ISI/ELG.
En efecto, si por una parte el ELG mexicano es más bien,

dicho con propiedad, un régimen de subcontratación inter­

nacional, por la otra, la ISI brasileii.a, considerada en su confi­

guración institucional general, también llegó manifiesta­
mente a su límite, de lo cual es prueba la pérdida de autonomía
del país en el plano monetario. Si bien sigue dependiendo
del potencial de expansión de su mercado interno, así sea

tan solo para mantener dentro de límites aceptables, a los

ojos de los operadores financieros, el ciclo de la actividad y,
por tanto, los fundamentales, ahora también Brasil debe ins­
titucionalizar nuevos compromisos financieros que puedan
garantizar cierta estabilidad monetaria. Mantener esa estabi­

lidad, sin perder un grado considerable de independencia
frente a los organismos monetarios internacionales, requiere
sobre todo de la creación de instituciones públicas y privadas
que sean capaces, por lo menos, de garantizar de manera en­

dógena la intermediación financiera del potencial de ahorro

que genera la actividad.v' Podría, además, suponerse que el

capital financiero brasíleii.o tiene hoy socios extranjeros ca-

mJ. Marques-Pereira, "Competitividad del subdesarrollo y flexibilidad del

trabajo: el caso del norte de México", en Alba, Bizberg y Riviére d'Arc op. cü.
04 A menos que se suponga que las ganancias financieras de la clase

media brasileña sean la fuente de una demanda efectiva, a la americana,
lo cual es difícilmente concebible, considerando las elevadas tasas de inte­
rés que limitan el crédito al consumo,
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mos que se confirma la hipótesis de que la reconstrucción
del Estado y de su capacidad de regulación en el nivel fede
ral sí han avanzado bajo el gobierno de Cardoso.!" no tantc

por el hecho de que las reformas estructurales de obediencia
neoliberal sean capaces de poner fin a la herencia clientelis
ta y corporativista, sino por una especie de efecto de engan·
che de los gastos sociales de dichas políticas, que han terrni
nado por malgastar el apoyo del que gozaban en un princi­
pio, cuando estaban asociadas a una estabilización
monetaria generadora de efectos de riqueza ampliamente
redistribuidos.

Sin embargo, queda por ver si podrá imponerse la visión
alternativa de las élites gobernantes, que Brasilio Sallum lla­
ma "liberal-desarrollistas'U" Sus representantes en el gobier­
no, apoyados por algunos economistas en boga, artífices del
crecimiento brasileño del pasado, ciertamente lograron que
se aprobara una administración más pragmática del régimen
aduanal y que se oficializara, además, la idea de una política
de cadenas productivas. Pero, ¿serán capaces de encontrar

una salida al dilema que plantea la apertura internacional
entre preservación del nacionalismo económico y pérdida
de autonomía en la política monetaria, dilema que implica

65 Maria da Conceicáo Tavares nos recuerda que "las finanzas rentis­
tas y la especulación siempre han presidido, de manera caótica e inorgáni­
ca, a la acumulación del capital en ese país [ ... ] rasgo estructural del carác­
ter 'asociado' de nuestra burguesía nacional, siempre dependiente de las

finanzas públicas y de favores del Estado, y que utiliza como mejor le pa­
rece, a través de 'nuestras' autoridades monetarias, la inconvertibilidad di

[acto de la moneda brasileña." Véase M. Tavares, "Império, Território e

Dinheiro", en J. L. Fiori (comp.), Estados e Moedas no Desenvolvimento das

Na,oes, Petrópolis, Vozes, 1999, p. 476.
fió Sola v Kucelmas. ot). cit.
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1 confrontación de intereses que la acción gubernamental
le "resolver" para legitimarse en una sociedad en la que e:
ado no dispone de recursos de organización corporatívís
como ocurrió en México? Pues, lo que la corriente estruc

alista calificaba, desde principios de los años noventa, co

I un equilibrio macroeconómico del fondo del pOZO,6!! -la nece

ad de frenar el potencial de crecimiento en virtud de la
al libertad otorgada a los mercados para fijar las tasas de:

�o de la deuda-, sigue teniendo más actualidad que nun

en Brasil, aún cuando las previsiones financieras permi
, por ahora, un relajamiento -muy relativo- de las tasas

interés. Salir de un "equilibrio" semejante implica decisio
i políticas que remiten a un "keynesianismo estructural" )
las que no puede excluirse que se tomen.v" así sea tan so

oara preservar una legitimidad nuevamente menoscabada
r la necesidad de redefinir el pacto federal y la desapari
n del efecto de riqueza de la estabilización monetaria.?"

AA J. Fanelli, R. Frenkel y G. Rozenwurcel, "Crecimiento y reforma es

.tural en América Latina", en J. Ros (comp.), La edad de Plomo del desa

�o latinoamericano, México, Fondo de Cultura Económica, 1993 (Lectu
núm. 77, El Trimestre Económico).

ti!! En fecha reciente, Maria da Conceicáo Tavares (op. cit.) recordó
mucho acierto, que Wall Street no tiene la capacidad de coordinaciór

os acreedores que tenía la City bajo el régimen del patrón oro, y que fue

-l morneuto de su derrumbe cuando Vargas consiguió imponer el finan

niento de la industrialización brasileña. Cualquiera que sea la coyuntu
nternacional, la renegociación de la deuda que muy posiblemente ha

de ocurrir tarde o temprano, en caso de una nueva crisis financiera

rá de politizar el debate sobre una moratoria. El control monetario pOI
le del poder federal ha obligado a los gobernantes de los estados a acep
sin chistar la disminución de las utilidades que distribuían a sus cliente
1 la hora en que los efectos legitimantes de la política económica sim
nente se esfumaron. Esta cuestión del federalismo presupuestal está er

úcleo del funcionamiento del sistema de salud y de los regímenes de

siones, por lo que constituye un tema electoral crucial.
7(1 La relación estrecha entre el estado de las creencias financieras y 1,

ti m irlarl n()lítir�_ C1IIP _"-P h�s,� pn I�s, rpnrps,pnf:;u·jnnps, nrpil()nlin�ntp.�
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A decir verdad, como ya lo sugerimos, un giro político se

mejante no tendría nada de nuevo en la historia brasileña
Sin embargo, la historia nunca se repite exactamente igual)
en el contexto internacional actual, la verdadera solución de
dilema brasileño se encuentra en la integración monetari,
del Mercosur. Lo mismo que para el caso de Europa, una mo

neda única parece en efecto indispensable para restaurar 1;

posibilidad de que las finanzas públicas sean capaces de sus

tentar políticas industriales y políticas de ingresos. Esta pers
pectiva supone, es cierto, una evolución del debate politice
que ponga a la luz la relación entre las cuestiones sociales y 1:
soberanía monetaria de los Estados, haciendo entender a 1:

opinión pública que la autonomía de la política monetaria e

condición para la existencia de un círculo virtuoso entre un:

repartición más equitativa de la riqueza y un crecimiento eco

nómico durable. Aclarar la interacción entre la repartición:
la inserción internacional representa el reto político por ex

celencia de la discusión sobre la soberanía monetaria."
La magnitud del riesgo propiamente financiero que im

plica, en el caso de Brasil, la reducción de un potencial de

en materia de política económica, explica el incremento geométrico de 1;

inflación durante tres decenios, hasta la desinflación de los últimos cincr
años. (Véase]. Marques-Pereira, "Crises financieres et régulation politiqui
en Amérique latine", en G. Couffignal, cornp., L'état de l'Amérique latine, Pa

rís, IHEAL/La documentation francaise, 2000). También nos lleva a plan
tear la hipótesis de que la legitimidad gubernamental ya no es actualrnen
te en Brasil sino una legitimidad hasta cierto punto "por omisión", que
descansa, por una parte, en la descomposición de los colectivos de traba

jo en la reestructuración productiva generada por el Plan Real y, por 1;

otra, en la falta de una tematización política, por parte de los economistas
de los aspectos sociales de la soberanía monetaria.

71 Un desarrollo más amplio de este tema se encuentra en]. Marques
Pereira, "Soberanía monetaria, legitimidad política y sociedad salarial: 1<

que está en juego en el Mercosur a la luz de la construcción europea", Prc

blemas del desarrollo, Revista Latinoamericana de Economía, n° 121, abril-junic
2000, vol. 31, UNAM, Instituto de Investigaciones Económicas, México.
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crecimiento que sigue basándose en la expansión del merca­

do interno, aún ampliado a la escala del Mercosur, depende,
entonces, del escenario político. En lo que se refiere al largo
plazo, en el esquema analítico que aquí hemos propuesto,
nos inclinamos a considerar que, en Brasil, el sistema políti­
co habría de ofrecer menos resistencia a la reorganización
de la configuración institucional general, que en el caso de
México. Para este último se plantea, en efecto, la cuestión de
saber si la reorientación del régimen de acumulación es o no

irreversible. Si, por una parte, la integración del sistema pro­
ductivo al gran mercado norteamericano se explica por la re­

sistencia que hubo al cambio de su sistema político, por la

otra, la irrupción de la violencia conforma asimismo un ries­

go de desplome del país. Las dificultades que a la fecha en­

cuentra el neocorporativismo para garantizar un mínimo de
cohesión social ya dan muestra de la realidad de tal posibili­
dad, no sólo en partes del territorio nacional que no sacan

provecho del modelo exportador, sino también en el norte

del país, en donde éste se concentra pero en donde prospe­
ran por otra parte las mafias del narcotráfico que hallan, con

la concentración de la riqueza acentuada por el nuevo régi­
men económico, un terreno fértil para florecer.

En este sentido, la conclusión que se impone en el plano
normativo de este análisis comparativo de la acción, en el lar­

go plazo, de las mediaciones institucionales de la regulación,
es que la reducción de las desigualdades sociales constituye,
tanto en un caso como en el otro, una condiciónfundamen­
tal de desarrollo.

[Traducción de Lorena Murillo S.]



2.
CRISIS ECONÓMICA y CAMBIO POLÍTICO

EN BRASIL Y MÉXICO:
CRÍTICA DE ALGUNOS INTENTOS

DE ANÁLISIS COMPARATIVO*

Brasilio Sallumfr. **

Las relaciones entre el cambio político y el económico son

enigmas aún no solucionados por las ciencias sociales. Me pro­
pongo discutir aquí algunos aspectos de esas cuestiones, exami­

nando, en términos comparativos, algunas de las transforma­
ciones ocurridas en México y en Brasil en las últimas décadas.

La elección se explica por haber experimentado ambos

países procesos de cambio particularmente interesantes desde
la perspectiva del tema en pauta. Después de décadas de con­

trol de los dos países por parte de Estados autoritarios, inter­
vencionistas y proteccionistas, cada uno de ellos experimentó
transformaciones políticas profundas, aunque con ritmos y se­

cuencias muy diversas. Durante la década de 1980, México co-

•

Este artículo no hubiera sido escrito sin la ayuda de más de una de­
cena de científicos sociales mexicanos que entrevisté en enero y febrero de

1999, cuando fui investigador visitante del Instituto de Investigaciones So­
ciales de la UNAM. Agradezco a los colegas mexicanos la excelente acogida
del J1S-UNAM y al Capes-srrr: que financiaron mi estadía en México. Agra­
dezco de manera especial a Carlos Alba, I1án Bizberg y Adrián Gurza por
sus muy valiosas observaciones a la primera versión de este texto. No obs­
tante, la responsabilidad de él es totalmente mía.

** Brasilio SallumJr. (brasallueeusp.br). Departamento de Sociología
de la Universidad de Sao Paulo, Brasil.
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menzó a liberar su economía y a abrirla al exterior, mientras

que Brasil mantuvo un padrón de relaciones Estado-mercado

muy similar al que había venido observando. Por otro lado, la
democratización política avanzó bastante en Brasil, al tiempo
que en México los cambios en esa área fueron relativamente

pequeños. De hecho, el régimen militar brasileño, surgido del

golpe militar de 1964, inició en 1974 un proceso bastante inten­
so de liberalización política que culminó con la elección direc­
ta de varios gobernadores de la oposición en 1982. Menos de
tres aii.os después, al inicio de 1985, la oposición política, en

alianza con una fracción de la base parlamentaria del régimen
militar, venció en las elecciones presidenciales realizadas según
las normas electorales del propio régimen. El gobierno civil to­

mó posesión ese mismo año y convocó a un Congreso Consti­

tuyente que elaboró y aprobó en 1988 una nueva Constitución
democrática, bajo cuyas reglas fue electo en elecciones presi­
denciales directas un presidente civil, Fernando Collor de Me­
lo. En México, por el contrario, a pesar del avance que signifi­
có la liberalización política iniciada con la reforma electoral de

1977, el PRI continuó controlando las redes del poder. Llegada
la década de 1990, Brasil inició y profundizó su proceso de libe­
ración económica, mientras que México se democratizaba po­
líticamente al grado de presenciar, a fines de la década, la pri­
mera alternancia de partido en el poder en setenta aii.os, con

la elección de Vicente Fox a la presidencia de la República.
La explicación de las causas de esos cambios y de las di­

ferencias en ritmos y secuencias que presentan es una tarea

en extremo compleja, y que seguramente extrapolaría los lí­
mites de un artículo, no obstante haya habido ya iniciativas

para lograr la solución del rompecabezas. Lo que me pro­
pongo aquí es dar continuidad al trabajo iniciado por otros

investigadores, reconstituyendo críticamente la trayectoria
que siguieron y sugiriendo algunas hipótesis alternativas pa­
ra explicar los fenómenos investigados. Para eso, analizo dos

trabajos recientes que trataron de enfrentar el problema de
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nar por lo menos parte del rompecabezas aquí enunciado,
los dos trabajos lo hacen obedeciendo a orientaciones meto­

dológicas diversas, aunque se relacionen en forma amplia a

lo que se ha venido llamando en las ciencias sociales de ins­
titucionalismo. Eso permitirá discutir no sólo las explicacio­
nes que emergen a la luz de los procesos de cambio social
ocurridos en los dos países, sino también ciertas limitaciones
de los institucionalismos que practican en el análisis de los

procesos de crisis y cambio.
Este artículo consta de tres partes. Las dos primeras las

desarrollo en diálogo con los trabajos mencionados, estable­
ciendo las bases que me permitan esbozar en la última, de
manera más sistemática, algunas hipótesis alternativas para
el rompecabezas antes formulado.

1

El estudio de Haggard y Kaufman examina diversas cuestiones

y abarca 12 países de "ingreso medio". Aquí sólo considerare­

mos el análisis de los problemas que involucran directamente
la comparación entre Brasil y México. El primer problema se

refiere a los efectos de la crisis económica de los años ochen­

ta, y de los esfuerzos para enfrentarla, en un contexto de con­

tinuidad o no de los regímenes políticos autoritarios. En otras

I Me refiero al libro de Stephen Haggard y Robert Kaufman, The Po­

litical Economy ofDemocratic Transitions, Princeton, N. J., Princeton Univer­

sity Press, 1995, y al artículo de Jaime Marques-Pereira y Bruno Théret,
"Régimes Politiques, Médiations Sociales et Trajectoires Économiques - A

propos de la bifurcation des économies brésilienne et mexicaine depuis
les années 1970", en R. Boyer, L. Miotti y C. Quenan, Trajectoires nationales
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oalahras, los autores se interesan en descubrir la razón por la
.ual la llamada crisis de la deuda externa habría provocado al­
eraciones políticas tan distintas en diferentes regímenes auto­

itarios, llevando unos a transformarse más -y otros menos­

-n democracias. El segundo problema trata del modo en que
as instituciones políticas democráticas o en proceso de demo­

.ratización (particularmente los sistemas de partido) afectan

as posibilidades de realización de reformas económicas orien­
adas al mercado. Después examinaré en detalle el modo en

lue esas dos cuestiones son analizadas.
Para Haggard y Kaufman, la crisis económica puede pro­

locar cambios en los regímenes autoritarios e impulsarlos
lacia la democracia. La crisis, afirman, produce cambios en

a adjudicación habitual de recursos económicos para los

�rupos de apoyo y de oposición a los regímenes autoritarios,
r tiende a provocar cambios en su conducta política: los gru­
:lOS em prcsariales privados optan por retirar su apoyo al ré­

�imen y los sectores populares y de clase media deciden in­
.ensificar sus actividades de protesta. Con eso, aseguran los

autores, las divisiones internas existentes en las élites políti­
cas y militares tienden a acentuarse.

Sin embargo, de acuerdo con Haggard y Kaufman, estos

:ambios no son suficientes para alejar los gobiernos autorita­
-ios o para transformar sus regímenes en democracias. Que
eso suceda o no -de acuerdo con su hipótesis- dependerá
:undamentalmente de las características institucionales de
los regímenes autoritarios de cada país.

Los autores distinguen tres categorías de casos, diferencia­
das por patrones institucionales distintos y que, en función de

eso, presentan formas diversas de cambio político cuando su­

fren el impacto de crisis económicas. Una de esas categorías
agrupa a los países sometidos a regímenes autoritarios domi­
nados por militares cuyas instituciones no favorecen la cohesión lÚ

las élites dirigentes. Se incluyen en esta clase Argentina, Bolivia,
Rr::lsiL Pf'ní_ I"'te. Fn I"'SOS GISOS_ las rl ivisicme-s i nrra-élire anrnen-



tan los costos de la represión respecto a los que disiente

gobierno no consigue controlar las deserciones de los gr
económicos de apoyo ni las protestas de las masas. Por es

mino, el régimen no logra ajustarse a la crisis y entra en o

so. Los gohernantes abandonan el poder sin poder influ
la construcción del nuevo régimen democrático.

Otra categoría engloba a los países sometidos a reg
nes autoritarios dominados por militares cuyas institucion
vorecen la cohesión de las élites dirigentes y reducen su [accio.
mo. Los autores incluyen en esa categoría a Chile yaC
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las élites gobernantes durante la crisis económica de

principio de los años 80. Se trataría, sin embargo, de un fac­
tor adicional, de un refuerzo. La preocupación central de 101

autores, tanto en el examen del caso chileno como en el aná
lisis de los demás países, es identificar los mecanismos insti

tucionales, especialmente los relativos a la organización del po
der autoritario, que puedan explicar la mayor o menor cohe
sión interna de las élites gobernantes, cohesión que -en Sl

entender- redundaría de manera concomitante en una ma

yor capacidad para controlar las presiones en pro del cam

bio, ya sea del régimen o de sus políticas. Para los autores

cuanto mayor sea la unidad interna de la élite gobernante;
mayor capacidad tenga para captar apoyos en la sociedad
más condiciones tendrá un gobierno autoritario para superal
la crisis económica y mantener el proceso de cambio politice
bajo control. Como lo inverso también es verdadero, se com

prendería por qué México se encuentra en uno de los polo:
de la variación concomitante mientras que en el otro se en

cucntran Brasil y varios países de organización política seme

jante,
El segundo problema enfrentado por Haggard y Kauf

man se refiere al éxito con que fueron adoptadas las refor
mas económicas orientadas al mercado en los países recien
tcmente democratizados o en proceso de democratización
Ellos admiten que la eficacia de las políticas adoptadas de

pendió también de la gravedad de los desequilibrios enfren

tados por los gobiernos. Sin embargo, al aislar este factor, en

cuentran la explicación para el mayor o menor éxito en e

manejo macroeconómico de la crisis y para la adopción de
reformas económicas liberalizan tes en las diferencias exis
tentcs entre las formas de organización política. Adviértase

que encuentran la explicación en la misma dimensión de 1:
vida social que les había permitido explicar los diferentes im
n::lrtn" np h rri"i" prnl1ómir::l "nhrp In" rpo-ímpl1p" ::Illtnrit:::l
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recién llegados a la democracia o en proceso de democrati­

zación, el elemento clave de la organización política es el sis­

tema partidario. De manera que mientras más permite el siste­
ma de partidos disciplinar las fuerzas políticas en una direc­
ción determinada, más rápidas y más profundas tienden a ser

las reformas liberalizan tes. Lo contrario también sería verda­
dero. Para Haggard y Kaufman, las variables clave para expli­
car estos resultados serían la mayor o menor fragmentación par­
tidista combinada con una polarización más o menos intensa del sis­
tema. Son múltiples las combinaciones posibles entre las

variables, pero el caso peor sería el de Brasil (junto con Bo­
livia y Perú), donde un sistema partidista fragmentado ha­
bría impedido la estabilización y las reformas liberales en el

primer gobierno democrático posterior al régimen autorita­
rio. En Brasil, la fragmentación constante y la polarización
habrían llevado a la elección de un outsider en 1989 para la

presidencia de la República (Fernando Collor) sin el adecua­
do soporte parlamentario. Aunque Collor haya iniciado un

programa de reformas, la inestabilidad macroeconómica se

mantuvo y el presidente fue derribado por causa de su

implicación en un escándalo de corrupción.
En contraposición al caso brasileño, México, con su régi­

men de partido dominante, es señalado como el ejemplo en

términos de estabilización económica y reformas liberales.

Según Haggard y Kaufman, "si sistemas partidistas fragmen­
tados y polarizados producen incentivos que minan la posibi­
lidad de políticas estables, el proceso de decisión política en

los regímenes de partido dominante puede ser más coheren­
te. Un partido dominante centralizado proporciona a las élites

políticas la independencia necesaria para promulgar medi­
das antipopulares, pero también les otorga los medios orga­
nizativos para construir las bases de apoyo político organiza­
do que son cruciales para mantener las reformas a lo largo
del tiempo" (p. 268). De esa manera, fue un régimen de par­
tido dominante, en el que el Partido Revolucionario Institu-
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regímenes autoritarios no aprovechan su amplia capacidad
de ejercer la autoridad para convertirse en predadores de las

sociedades, en vez de hacerse reformistas o bien aislarse de
ellas y fosilizarse. Aunque reconocen que no existe una res­

puesta teórica para el problema, los autores identifican di­
versas características de la organización política que afecta­
rían la capacidad de los gobiernos para actuar positivamente
en busca de la solución de las crisis y de la construcción de

estrategias económicas coherentes. Esas características in­

cluirían el hecho de que los regímenes de partido dominan­
te tendrían una ventaja, sobre los regímenes militares, con­

sistente en su arsenal de medios organizativos para movilizar

y cooptar apoyo social. Además de eso, para poder explotar
esa ventaja los regímenes de partido dominante dispondrían
de una autoridad ejecutiva concentrada y algunos controles
sobre ella, tales como la delegación de la gestión económica
a equipos de tecnócratas y la existencia de un sector privado
independien te.

Tomadas en conjunto, las explicaciones para el timing y
la profundidad de los cambios políticos ocurridos en Brasil y
México a partir de la crisis económica de inicio de los años
80 pueden ser resumidas de la siguiente manera: en Brasil, la
democratización política avanzó mucho más rápido que en

México porque su régimen disponía de una organización po­
lítica que producía una cohesión entre las elites dirigentes
mucho menor que la producida por el régimen político me­

xicano, y que era por eso más susceptible a las presiones de­
rivadas de la crisis económica; al contrario, después de la cri.



dista menos Iragrnentado y polarizado que el de Brasil, 1\

xico pudo implementar con mayor rapidez programas el

nómicos consistentes y sostenidos de estabilización y de
forma liberal.

El cotejo entre las explicaciones dadas y los cambios I
líticos de México y Brasil permite adelantar las siguientes (

servaciones críticas:

1) A primera vista, el análisis de los efectos de la cri
económica sobre los regímenes autoritarios parece adeci
do. Partiendo de la ruptura de las bases socioeconómicas

apoyo del régimen autoritario, es razonable suponer que
te sea tanto más resistente al cambio cuanto mayor sea la 4

hesión interna producida por su organización política
cuanto mayor sea su control sobre la sociedad.

De hecho, el régimen autoritario mexicano parecía rr

cohesionado que el brasileño pues durante el momento rr

agudo de la crisis de la deuda externa la política mexicana
encontraba dominada casi completamente por el PRI q
además de que unificaba buena parte de la elite política n

xicana tenía un gran control sobre las masas populares, pr
:ipalmente a través de mecanismos corporativos. En contr

le, en Brasil el partido oficial del régimen militar-autoritai

(Partido Democrático Social, PDS), en noviembre de 1982
había perdido las elecciones de gobernadores y de congre�
:as federales y con ello el control sobre los principales es

:los de la Federación y enfrentaba una oposición modera
oero numerosa y aguerrida en el Congreso Nacional.

Sin embargo, para explicar la mayor resistencia del ré
nen mexicano en relación con el brasileño habría que agre�
otros factores además de las instituciones que promueven
.mificación de la elite yel control de la sociedad por el partí.
iominante. Es preciso considerar también las diferencias de

�timidad de los regímenes (lo que se abordará más adelanl
1 las rJisfint::Js ormrrnrrirlarles i nsriturirmales rn ir- SP ofrpcí::Jn I
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ra manifestar la oposición política y para la movilización oposi­
tora de las masas populares.i El calendario político y electoral

constituye uno de esos mecanismos institucionales que, si bien
de manera limitada, abren periódicamente oportunidades pa­
ra la manifestación legal de la insatisfacción política.

En el caso en consideración, las fechas centrales a ser

consideradas son las de la sucesión presidencial. Mientras

que en México la moratoria de la deuda externa se dio en

agosto de 1982 -último año del sexenio del presidente Ló­

pez Portillo y ya con Miguel de la Madrid como presidente
electo-, en Brasil fue declarada en diciembre de 1982, en la
mitad del mandato del general-presidente joáo Figueiredo y
a poco más de dos años de la elección de su sucesor. Además
de eso, en septiembre de 1982, antes por tanto de la toma de

posesión de De la Madrid, López Portillo decretó la expro­
piación de la banca para intentar frenar la fuga de capitales,
lo que provocó una gran conmoción en los medios empresa­
riales, al afectar a la fracción hegemónica de los empresarios,
la financiera. Eso quiere decir que en México, la crisis eco­

nómica podía ser atribuida en su totalidad al presidente que
terminaba su mandato. Por su parte, Miguel de la Madrid

aparecía como el depositario de las esperanzas de supera­
ción del problema, y sufriría tan sólo el desgaste político re­

sultante de las medidas de combate a la crisis que adoptó du­
rante su propio mandato. En México, además de que la opo­
sición era demasiado débil para convertir la insatisfacción

popular en un desafío inmediato al régimen autoritario, el
calendario político daba a Miguel de la Madrid seis años pa­
ra superar la crisis antes de que una nueva elección presiden­
cial permitiese la manifestación política del conjunto de la

población. En pocas palabras, una regla institucional no re-

2 De acuerdo con Sidney Tarrow, Potuer in Movement - Social Movements,
Collectiue Action and Polities, Cambridge, Mass., Cambridge UniversiLy Press,
1994, capítulos 4 y 5.



iacronaua a la correston ne lOS regImenes SIno a la reracroi

entre éstos y el conjunto de los ciudadanos -el calendario pe
lítico- parece haber contribuido para que el régimen de pal
tido dominante mexicano resistiera mejor el impacto inm(
diato de la crisis económica que el régimen militar brasileño

En Brasil, por el contrario, el gobierno de Figueiredo
el régimen militar acabaron sufriendo un doble impacto, pr
mero por haber conducido el país a la crisis económica,
después por tener que adoptar las medidas recesivas e inflé
cionarias que creyeron necesarias para combatirla. Además
en contraste con México, la oposición política brasileña er

ya suficientemente fuerte para capitalizar en su propio bene
ficio el impacto de las políticas de combate a la crisis torna

das por el gobierno. De hecho, aparte de los partidos políti
cos que ofrecían una considerable resistencia a las iniciativa
económicas del gobierno en el Congreso nacional, los gobei
nadores vinculados a la oposición promovieron decenas di
manifestaciones políticas, realizadas entre enero y marzo di

1984, movilizando a cerca de 5 millones de personas para exi

gil' elecciones directas para Presidente de la República. A pe
sar de que estas manifestaciones -la "Campaña de la Direc
tas"- no tuvieron la fuerza para provocar el cambio de l:
forma de la elección presidencial establecida por la Constitu
ción autoritaria de 1967, sí contribuyeron a dividir la basi

parlamentaría del régimen, permitiendo COn ello que la opo
sición lograra llegar a la victoria con la elección de Tancredr
Neves en el Colegio Electoral, en enero de 1985.

Los eventos ligados a la elección presidencial mexican:
de 1988 permiten reforzar el argumento anterior. Aunque ne

quepa aquí una historia detallada del periodo presidencial di

Miguel de la Madrid, no hay duda que durante su gestión e

Partido Acción Nacional (PAN) creció notablemente a pesa
de los intentos por frenar su avance. Además, la gestión eco

nómica y tecnocrática de su gobierno llevó a la mptura al in
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tica (PRD). El PAN captó parte del apoyo empresarial y de cla­
se media, lo que le permitió mejorar su desempeño electoral,
en especial en el norte del país y en las zonas urbanas. La ex­

propiación de los bancos implementada en 1982 y la devalua­
ción tuvieron un papel muy importante pues produjeron
oleadas de malestar, desconfianza y hasta oposición en secto­

res importantes del ernpresariado." El PRD surgió de la alian­
za entre una disidencia de izquierda del PRI, formalizada en

1987,4 y algunos partidos de izquierda. Esta alianza captó el
voto de sectores populares que antes respaldaban al PRI pero
que se apartaron de éste tanto por causa de pérdidas en sala­
rios y en subsidios ocasionadas por la política económica de

Miguel de la Madrid, como por la reducción de los recursos

político-económicos que recibían a cambio de su vinculación
al partido oficial." Ese vaciamiento del PRI, tanto en favor de
la derecha como de la izquierda, provocó la "casi derrota"
electoral en las elecciones presidenciales de 1988.6 La derro-

J Francisco Valdés Ugalde, "De la nacionalización de la banca a la refor­

ma del Estado: los empresarios y el nuevo orden mexicano", en María Lore­

na Cook, Kevin Middlebrook yJuan Molinar Horcasitas (eds.) , Las dimensio­
nes políticas de la reestructuración económica, México, Cal y Arena, 1996. Una vi­
sión de conjunto ele la acción colectiva de los empresarios en México se

encuentra en Ricardo Tirado, "México: From the Political Call for Collecti

ve Action lo a Proposal for Free Market Economic Reform", en Franciscc
Durand y Eduardo Silva (ed.), Organized Business, Economic Change, and Demo

crary in Latín Ameri,ca, Coral Gables, Fla., North-South Center Press, 1998.
4 Luis Javier Garrido, La ruptura. La corriente democrática dei nu, Méxi­

co, Grijalbo, 1993.
� Sobre la volación de los trabajadores de los sindicatos tradicional
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ta, dígase de paso, fue evitada -según gran parte de los ob­
servadores políticos- por medio de procedimientos fraudu­

lentos, hechos posibles por la inexistencia de un sistema inde­

pendiente de control tanto de la votación como del escruti­
nio de los votos." La conservación del PRI en el poder se

debió, pues, al hecho de que el gobierno tenía el control del

proceso electoral más que a las instituciones político-partida­
rias que favorecían la cohesión de las élites dirigentes.

De esa manera, la famosa cohesión del régimen de parti­
do dominante mexicano no fue suficiente para evitar -des­

pués de seis años de gestión reccsiva de la crisis combinada
con un giro liberal en la cconomÍa- que sus bases políticas
de sustentación se erosionaran al punto de obligar al gobier­
no a emplear mecanismos fraudulentos contra los adversa­
rios en el afán de preservarlo.

El caso mexicano indica -yeso supone una restricción
adicional a las hipótesis de Haggard y Kaufman- que en un

régimen autoritario o en proceso de democratización ni si­

quiera un alto grado de fraccionamiento de las élites políticas
puede ser suficiente para producir un cambio político, inclu­
sive después de una crisis tan violenta como la de 1982, en la
medida en que el gobierno puede mantenerse, al menos du­
rante un tiempo, por medio de la fuerza y/o del fraude.

2) El análisis de Haggard y Kaufman sobre las causas de la

rápida liberalización económica mexicana, en contraste con la
resistencia brasileña por adoptar reformas similares, muestra

todavía más fragilidad. Es verdad que el sistema partidario bra­
sileño de la década de los años 80 era más fragmentado que el
mexicano y tal vez más polarizado. Pero no se puede deducir
tan fácilmente de esa comparación la diferencia del timing de
los procesos de liberalización en ambos países.

La explicación de Haggard y Kaufman hace suponer que las

7 Véase Pablo González Casanova (coord.), Segundo informe sobre la de­
mocracia: México el 6 de julio de 1988, México, Siglo XXI, 1990.
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reformas liberales y el "ajuste macroeconómico" son cuestiones
indiscutibles --y que los gobiernos, O por lo menos los jefes de

gobierno- asimilaron esa visión después de la crisis, dejandc
tan sólo como único problema la disciplina de las fuerzas polí­
ticas aliadas de los gobiernos deseosos de liberalizar sus países.

Ahora bien, la historia política de México y Brasil no pero
mite esa inferencia. En primer lugar, el sistema partidaric
con el que contaba el presidente José Sarney (1985-1990) en

Brasil estaba lejos de ser fragmentado. Después de las elec
ciones de 1986, el partido del presidente de la República, el
Partido del Movimiento Democrático Brasileño (PMDB),
obtuvo casi todos los gobernadores de los estados y más de 1<J
mitad del Congreso Nacional. Por el contrario, la oposición
de izquierda con base popular obtuvo un poco más del 10% de
los legisladores federales y ningún gobernador de estado". E!

cierto que el sistema partidario fue perdiendo consistencia G

lo largo del tiempo y que en las elecciones presidenciales de
1989 los candidatos de los principales partidos (el PMDB Y ei
Partido del Frente Liberal, PFL) , tuvieron votaciones muy re

ducidas. Pero lo que explica la pérdida de consistencia de 1"
base parlamentaria del gobierno era, precisamente, la difi

cultad de llegar al consenso que Haggard y Kaufman dan pOI
sentado que existía. De hecho, los dirigentes políticos brasi

leños, en vez de adoptar de manera automática el reformis
mo liberal, se dividieron profundamente en torno a cuále:
serían los procedimientos más adecuados para salir de la cri
siso Oscilaron entre programas heterodoxos y ortodoxos de

estabilización monetaria y sólo al final del gobierno de Sar

ney parecieron inclinarse por las salidas liberales a la crisis
Si bien en el seno del gobierno había divergencias y oscila

� En 1986 el PMDB obtuvo el 53.4 de los diputados y su principal alis

do, el Partido del Frente Liberal, 24.2%. En la misma época, sólo si inclu

mos a los 5 partidos de oposición de izquierda (PDT, PT, PSB, pe do B e peB
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ciones con respecto al liberalismo, en el Congreso la orien­
tación dominante era nacional-desarollista, lo que se mate­

rializó jurídicamente en la Constitución de 1988. En lo que
se refiere al empresariado, sus asociaciones comenzaron a

defender políticas más cercanas al liberalismo solo a partir
de la segunda mitad del gobierno de Sarney.

Así, el caso brasileño muestra que la cuestión central se

refiere menos a la cohesión del sistema partidario que a la ra­

pidez y consistencia con que ocurre el proceso de conversión

de las élites dirigentes y del empresariado al reformismo li­
beral. Mientras las élites brasileñas no lo asimilaron, el refor­

mismo liberal no pudo servir eficazmente de directriz para
las políticas del gobierno.

El examen de las condiciones de formulación, adopción y
ejecución del Plan Real, que estabilizó la moneda en 1994 y pro­
fundizó el proceso de liberalización de la economía brasileña,
confirma este razonamiento. El plan fue adoptado por una

alianza de partidos políticos de centro y derecha al interior de
un sistema partidario mucho más fragmentado y polarizado
que el que predominó en el periodo anterior, durante el gobier­
no de Samey. Sin embargo, el plan expresaba una perspectiva
político-ideológica liberal que para entonces se había vuelto ya
mayoritaria entre las élites políticas brasileñas'', Aun así, fue fun­
damental para su éxito el que el mecanismo de estabilización

que se adoptó no haya traído consigo restricciones a los salarios.
Al contrario, produjo un aumento real de los salarios por causa

de la estabilización repentina de los precios. 10

9 En 1995, los tres partidos que apoyaron la elección de Cardoso su­

maban 35,4% de la Cámara de Diputados. Los acuerdo llevados a cabo

por el presidente electo con varios otros partidos permitieron formar

una mayoría de 75,8% depurados. Los 5 partidos de izquierda contaban

con el 21,3% de los diputados.
10 Sobre las condiciones sociopolíticas de la implantación del Plan

Real, véase Brasilio SallumJr., "Brasil bajo Cardoso: neoliberalismo y desa­

rrollismo", en Foro Internacional, Vol. XL, octubre-diciembre, 2000, núm. 4.
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Hay que agregar que por más que la perspectiva econó­
mica privatizan te e internacionalizante sólo se haya tornado
dominante entre las élites en los años 90, la difusión del libe­
ralismo en el plano social ya era importante desde la segun­
da mitad de la década anterior cuando comenzaba a deter­
minar las formas de pensar del empresariado y de la clase

media, principalmente. Eso indica que, en regímenes demo­

cráticos, el avance de ideas que servirán para conformar po­
líticas tiende a ser un proceso muy complejo que no envuel­
ve tan sólo a la esfera política (ni se limita al ámbito nacio­

nal). De cualquier manera, lo que se desea subrayar aquí es

que en ambientes democráticos la mayor o menor fragmen­
tación o polarización del sistema partidario tiende a tener un

peso menor en la explicación de la adopción exitosa de un

programa liberal de reformas económicas.
El caso mexicano confirma la pertinencia de las restriccio­

nes ya hechas a la argumentación de Haggard y Kaufman. El as­

censo de Miguel de la Madrid a la presidencia de la República
significó un giro en dirección a la ortodoxia económica y a la

perspectiva liberal. Su gobierno no sólo tenía afinidades con la

ortodoxia, sino que trató de recuperar la simpatía empresarial
-sacudida por la nacionalización de los bancos- con una re­

tórica y una política favorables a la iniciativa privada. Aun aSÍ,
solamente llevó el ajuste macroeconómico ortodoxo hasta sus

últimas consecuencias porque estaba convencido de la solidez
del dominio que tenía sobre el PRI, de la cohesión interna del

partido y del control que éste ejercía sobre las masas populares.
No obstante, los cálculos del gobierno estaban, en parte, equi­
vocados. En primer lugar, el partido perdió apoyos importan­
tes. Una parte considerable del empresariado hizo oídos sor­

dos a las tentativas de reconciliación del gobierno, y, al contra­

rio, respaldó el crecimiento del PAN a través de la Coparmex en

diferentes estados de la República, partido que acabó postulan­
do en 1988 a Manuel Clouthier, un líder empresarial que había
vivido la expropiación bancaria siendo líder del Consejo Coor-



dinador Empresarial, como candidato a la presidencia de l<l

República. Por otro lado, el ajuste macroeconómico iniciade
en 1982 y las reformas liberales implementadas a partir de una

fuerte apertura económica en 1985 no pudieron ser afrontados

por el PRI sin que sobreviniera una ruptura del ala izquierda)
de los sectores más afectados por la crisis y las reformas. La po
lítica recesiva y el inicio de la liberalización -además de I�

posibilidades de su continuidad en caso de que Carlos Salinas
fuera escogido y elegido por el PRI para ser el próximo presi
dente-, provocaron el fortalecimiento de la disidencia de izo

quierda y el lanzamiento de la candidatura de Cuauhtérnoc
Cárdenas a la presidencia, en alianza con algunos partidos de

izquierda. Como ya vimos, esta alianza político-electoral de izo

quierda contó con el apoyo de una parte del movimiento sin­
dical y popular y de clases medias tradicionalmente priistas.

En segundo lugar, las presiones financieras externas, la

búsqueda de un acercamiento con el empresariado, y la cri­
sis económica interna -manifestada en un aumento de la
inflación a tres dígitos- llevaron al gobierno de Miguel de
la Madrid a acoplar la candidatura de su secretario de Pro­

gramación y Presupuesto, Carlos Salinas, a una estrategia de
concertación entre Estado, representantes de los sectores

obrero y campesino del PRI y de los empresarios destinada a

mantener la liberalización de la economía, aunque ahora
añadiendo la estabilización de precios y salarios: el Pacto de
Solidaridad Económica (PSE). En otras palabras, me parece
una hipótesis razonable localizar en el desgaste del régimen
V del PRI la causa de la importancia que tuvo el PSE como un

soporte político adicional para la política económica y para
el candidato a la presidencia del gobierno de Miguel de la
Madrid. 11 Por si fuera poco, después de su discutible victoria,

11 Como se sabe, el Pacto sólo fue posible por el control del sindicalismo

oor parte del Estado, así como por el carácter centralizado de las organizacio­
,ps prnnrps::¡rialps mpxicana�. Estos nos p)pmpntos no exisrfan pn Brasil.



os Salinas, además de renovar el Pacto -con el nornbn
"lacto para la Estabilidad Económica y el Crecimienu

;E) 12, buscó conquistar la legitimidad por diversas for

, (una de las más importantes fue un programa social fc
:ado de compensación a los sectores pobres, el Program:
ional de Solidaridad. Este último programa, en vez di
zarse en la vieja maquinaria del PRI, de hecho la hacía:
ado y pretendía mantener una relación directa entre e

.idente y los beneficiados, con la pretensión de legítima
stituir al propio PRI. Lo que serviría para reformar al pal
y adaptarlo a un ambiente político más competitivo.l"

3) Por último, hay que señalar una ausencia sorprender
n el estudio emprendido por Haggard y Kaufman sobr
ransiciones a la democracia. Los autores enfocan las ce

iones entre crisis económica y democratización, invest
cuidadosamente las condiciones políticas de la liberal
ón económica pero no examinan las relaciones entre 1
.s económica y ese proceso de liberalización. Ahora bier
ralización económica y democratización política so

lalidades distintas de cambio político. Por eso, una ir

igación sobre la posible secuencia a ser observada o n

'e ambos procesos en los países afectados por una crisi
nómica tan violenta como la de 1982 podría decir much
.e las conexiones entre cambio económico y cambio pe
o.

Ninguna de estas objeciones niega la tesis general de lo

ires, de acuerdo con la cual institutions mauer, ni pone el

de juicio la contribución que el libro hace para supera

12 Una exposición técnica de los planos puede ser consultada en PI

\spe Armella, El camino mexicano de la transformación económica, Méx

ando ele Cultura Económica, 1993. Para una análisis ele la relación el

I gobierno y los empresarios en el marco del PSE, véase Elvira Conche
órn IIP7._ El oran. acuerrln - onhiernn '\) embresarins en. In modernirnrió
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los análisis de las transiciones políticas que daban un peso ex­

cesivo a los actores, como los que predominaron en los años
80. Los autores muestran también que las oscilaciones bruscas
de la economía pueden efectivamente, en ciertas circunstan­
cias, impulsar el cambio político. Lo que se pone en duda

aquí es el carácter primordial que los autores otorgan a cier­
tas instituciones políticas como si fuesen "circunstancias" que
pueden explicar tanto la conversión de la crisis económica en

cambio político como la puesta en marcha más o menos rápi­
da de los programas de liberalización de la economía. En

efecto, como se ha mostrado, las instituciones políticas pro­
ductoras de mayor o menor cohesión entre las élites dirigen­
tes y control sobre la sociedad tienen un peso considerable­
mente menor del que les atribuyen Haggard y Kaufinan.

De hecho, hay otras características institucionales y socia­
les que deben ser tomadas en cuenta para explicar el cambio
o permanencia del régimen político, en particular aquellas
que favorecen o dificultan la movilización de los sectores opo­
sitores y la mayor o menor cohesión de las élites en tomo a

cierta orientación económica. De esta manera, cuando la opo­
sición no encuentra oportunidades satisfactorias de moviliza­

ción, la ausencia de hendiduras visibles entre las élites dirigen­
tes no constituye una buena prueba de su cohesión. Por otro

lado, los gobiernos tienden a debilitarse políticamente aun si
cuentan con sistemas de partidos poco fragmentados o de par­
tido dominante cuando existen divisiones profundas entre las
élites en lo que respecta a su orientación política o económica.

II

El trabajo de Jaime Marques-Pereira y Bruno Théret es una

comparación directa de los casos de México y Brasil. Su pro­
blema central es explicar las divergencias de orientación eco-
"'. . '" '" '" '" "" '" '" ""



122 BRASILIa SALLUM.lR.

patrón de desarrollo anterior era muy similar. Su perspectiva
teórica es regulacionista, es decir, adoptan una variante insti­

tucionalista del marxismo, que enfatiza la importancia de los

marcos institucionales -económicas, sociales y políticos­
en el funcionamiento de la vida económica, y que entiende

que las otras dimensiones de la vida social -política, cultura

y sociedad- tienen lógicas propias de operación, que no se

deducen de la economía.

De acuerdo con los autores, hasta 1970 México y Brasil

tuvieron en común la misma estrategia de desarrollo, la in­

dustrialización por substitución de importaciones (ISI), y una

extraordinaria desigualdad social heredada del periodo colo­

nial. La raíz de la divergencia en las trayectorias de los dos

países a partir de 1970 estaría, según Marques-Pereira y Thé­

ret, en la mayor o menor legitimidad de sus Estados y en las

formas distintas de articulación institucional entre Estado y
sociedad. Como consecuencia de las diferencias de legitimi­
dad, su estabilidad política dependería en mayor o menor me­

dida de su desempeúo económico, esto es, del crecimiento.

El Estado mexicano, surgido de una revolución con gran

participación popular, tendría por eso una gran legitimidad
y una alta capacidad de articularse con una sociedad civil (en
un país con un relativo grado de integración nacional). Por

el contrario, el Estado brasileño, sin origen revolucionario,

padecería de bajos niveles de legitimidad y poca capacidad
de encuadramiento político de una sociedad civil por lo de­
más marcada por la falta de integración nacional. Esas dife­

rencias se habrían expresado en modos distintos de regula­
ción social, es decir, en patrones distintos de vinculación en­

tre política y economía -patrones divergentes de política
fiscal y monetaria, de vinculación entre grupos sociales y el

Estado, de relación con el orden mundial, etc.

De esa manera, la alta dosis de legitimidad política del Es­

tado mexicano habría tornado poco relevante para su estabili­

dad la legitimidad derivada del crecimiento económico. Por
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eso, desde los años 40 hasta finales de los años 60, aunque hu­
biera habido un crecimiento continuo de la producción na­

cional, la política económica del Estado mexicano fue "mone­
tarista" y su objetivo básico fue el equilibrio de las cuentas pú­
blicas y la estabilidad monetaria. Otra dimensión del control
estricto del Estado sobre la sociedad era el sistema corporati­
vo, por medio del cual el Partido Revolucionario Institucional

organizaba las diversas categorías de trabajadores (campesi­
nos, asalariados urbanos y autónomos). A través de ese sistema
se canalizaban las demandas y se distribuían recursos de todo

tipo, inclusive empleos (por un lado, los sindicatos se vincula­
ban al PRI, y por el otro funcionaban con un sistema de dosed­

shop que permitía que intermediaran todas las relaciones de

trabajo). Los autores sustentan, además, que el Estado Mexi­

cano, por causa de sus fundamentos revolucionarios, adoptó
como su ideología básica el nacionalismo político y cultural,
pero no el económico. En contrapunto con eso, el déficit de

legitimidad política del Estado brasileño y lo incompleto de la
nación habrían hecho del crecimiento de la economía un ele­
mento clave para su legitimidad. Por eso, la política económi­
ca característica del Estado brasileño habría sido el "estructu­

ralismo", cuya característica central era hacer prioritario el
crecimiento económico y, en aras de eso, mantener una cierta
tolerancia fiscal y monetaria que convirtió a la inflación en un

rasgo endémico de la economía. Para Marques-Pereira y Thé­

ret, el carácter crónico de la inflación es indicativo de la inca­

pacidad del Estado de encuadrar previamente el conflicto dis­
tributivo entre los varios segmentos de las élites dominantes y
los sectores dominados. La inflación es una manera de hacer­
lo ex post, con menores costos políticos.

Esta característica general de la relación entre el Estado

y la sociedad en Brasil sería confirmada por la variante clien­
telista en que se vinculan los varios segmentos sociales y el Es­
tado. El clientelismo expresaría tanto la fragmentación de las
élites en el plano social como la incapacidad del Estado de ar-
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ticularlas. Sin embargo, clientelismo y corporativismo no se­

rían de manera alguna excluyentes, ya sea en México o en

Brasil. Para los autores, lo que de hecho sucede es que en

México el dominio de la variante corporativa significa que la
distribución de los recursos y la canalización de las deman­
das de la clientela se subordinan a la organización estatal­

partidaria corporativa. La diferencia con Brasil es que allí las

corporaciones nunca tuvieron una posición central en la dis­
tribución de los recursos públicos. Por último, el nacionalis­

mo, definido en términos económicos, ha sido la orientación

ideológica dominante en lo que respecta a las relaciones de
ese país con el exterior, reforzando el papel del crecimiento
económico como la base de legitimación del Estado.

En síntesis, para Marques-Pereira y Théret, Brasil y Méxi­

co, aun siendo sociedades marcadas por una extrema desi­

gualdad y habiendo sido moldeadas por la misma estrategia
de desarrollo (ISI), contrastan por el tipo de Estado y de insti­
tuciones sociales: Brasil experimentaba déficit de legitimidad
y empleaba el estructuralismo, el clientelismo y el nacionalis­
mo económico como instrumentos de regulación social; en

contraste, México disponía de amplia legitimidad política y re­

curría al monetarismo, al corporativismo y al nacionalismo po­
lítico y cultural como instrumentos de regulación social.

El argumento básico de Marques-Pereira y Théret sostie­
ne que de los años 70 en adelante, las trayectorias mexicana

y brasileña resultaron de la acción de sus respectivos patro­
nes institucionales, y de las disponibilidades de recursos a

partir del momento en que sus economías entraron en crisis
al alcanzar el techo de la fase de industrialización de bienes
de consumo durables.

En México, aunque las manifestaciones estudiantiles de
1968 y los movimientos guerrilleros de principio de la década
de 1970 hayan sido, en la óptica de los autores, expresiones de
la crisis de la industrialización substitutiva, las élites locales in­

terpretaron tales procesos como ingredientes de una crisis



meramente pOlluca. /"\SI, para corn.rarrestar esta cnSIS, y el

especial para revertir la tendencia de la izquierda a abandc
nar el PRI, se echó mano de la gran disponibilidad de recui

sos originados por el alza de los precios del petróleo y de 1

superoferta de préstamos internacionales que le siguió par
distribuir ingreso, sobre todo entre las clases populares. D

esa manera, se dejó atrás el "desarrollo estabilizador", es de
cir la cuidadosa gestión económica mantenida entre los año
de 1940 y 1970, periodo a cuyo término vio la luz lo que s

conoció como el "desarrollo compartido". Por otro lado, de.
de el punto de vista económico, los mexicanos habían apr(
vechado la bonanza de préstamos internacionales de lo
años 70 para desarrollar un proyecto más liberal de integré:
ción al mercado mundial, expandiendo la producción de p(
tróleo y dando inicio a la industria maquiladora para aumen

tar la oferta de empleos.
De acuerdo con los autores, en la década de los 80, de!

pués de la crisis de la deuda, las élites mexicanas siguieroi
actuando con confianza en la legitimidad que la Revoluciói
había legado y en la capacidad de articulación del PRI y de la

corporaciones bajo su control. Por eso impusieron un ajust
económico brutal a la sociedad como medio para superar l:

crisis, con consecuencias extremadamente negativas para lo

trabajadores, que perdieron empleos e ingreso. Además, ce

mo en los viejos tiempos del "desarrollo estabilizador", die
ron prioridad al ajuste maeroeconómico interno (ajuste fis

cal), esperando con eso alcanzar un ajuste en la balanza d:

pagos. Al mismo tiempo, intensificaron el giro liberal e intei
nacionalizan te que habían iniciado en los aii.os 70, con el ol:

jeto de reconquistar el apoyo empresarial que había dismi
nuido con la crisis y la nacionalización de los bancos. Así, ;

partir de 1985 dieron inicio a la apertura comercial, a las pri
vatizaciones y, ya en los años 90, integraron el país al TLCAN

En Brasil, la respuesta gubernamental a la crisis indus
r ria l rle inicios rle los afios 70 v a b crisis riolftir:a nnr ella mi



�mada íue aprovechar la superoterta ínternacronat de capi­
ales para intensificar la industrialización, esto es, para ex­

xmdir la industria de bienes de capital. El déficit de legitimi­
lad política derivado de la naturaleza incompleta del Estado­
-'¡ación había impuesto la búsqueda del crecimiento a

.ualquier precio, el "desarrollo a marchas forzadas", destina­
lo a completar el sistema industrial, "cerrarlo" en términos

racionales, inclusive a expensas del aumento de la desigual­
Iad social. A'IÍ, a diferencia de México, la crisis del régimen
Ie acumulación excluyente (fase de substitución de importa
:iones de bienes durables de consumo) había sido enfrenta·
la en Brasil con un esfuerzo mayor de crecimiento para
:ompensar el déficit de legitimidad política.

En los años 80, ese déficit impidió que las élites dirigen­
.es brasileñas dieran prioridad al ajuste económico interne
:omo vía de salida para la crisis. Trataron, por el contrario,
le evitar sus consecuencias, social y políticamente nefastas,
.odavía más porque no tenían un control razonable de las
nasas. Por eso, la prioridad se dirigió al ajuste de la balanza
le pagos y del comercio exterior. Como resultado del esfuer­

ro de ajuste del sector externo y de la relativa protección que
¡e concedió al aparato productivo, los impulsos inflaciona.
rios se intensificaron, en señal de la agudización de los con­

lictos distributivos y de la debilidad política del Estado. La

respuesta brasileña a la crisis fue consistente con la baja legi
.imidad política de su Estado, con la búsqueda del creci­
miento económico y con el nacionalismo económico.

Aunque no haga justicia al vigor y a la complejidad del

trabajo analizado, esta breve exposición permite hacer las si­

guientes observaciones:

1) Las respuestas de política económica dadas por Brasi

y México en las décadas de 70 y 80 no parecen ser muy con

sistentes con la hipótesis que vincula mayor o menor legiti
rrrirlnrl nnlílií<l <l la h,Ísrlllen<l más O menos intensa del crecí
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miento económico. O mejor, solamente las respuestas dadas
en la década de 1980 parecen adecuadas. La amplia legitimi­
dad y el control político del Estado mexicano sobre las orga­
nizaciones sociales dieron suficiente seguridad a los gober­
nantes para realizar políticas económicas ortodoxas y recesi­

vas. De la misma manera, el Estado brasileño se vio en la

obligación de evitar un exceso de oposición política de "los
de abajo" por causa de su baja legitimidad política. Sin em­

bargo, ¿por qué, entonces, según los autores, Brasil exacerbó
las tensiones sociales durante la década de 1970 al tratar de
intensificar su industrialización, en lugar de usar los recursos

disponibles para reducir las tensiones sociales y políticas, por
medio de un programa de desarrollo más fácil, tal como el
reivindicado por el empresariado? ¿Y México? ¿Por qué en

los años 70 sus élites no confiaron en la legitimidad y el con­

trol político del Estado para profundizar la industrialización
con mayores recursos en vez de distribuirlos? En fin, en la

década de 1970, Brasil y México no parecen haber manteni­
do opciones coherentes con sus instituciones. Además, llega
a ser sorprendente que en la década de 1980, cuando mayo­
res eran los aprietos económicos de las economías brasileña

y mexicana como resultado de la interrupción casi completa
de los flujos externos de financiamiento, las instituciones bá­

sicas, según Marques-Pereira y Théret, hayan operado con ta­

maña eficacia

2) La tentativa de vincular política económica y, más am­

pliamente, las instituciones que articulan al Estado y la socie­

dad a la fuerza y/o debilidad de la legitimidad de los estados
mexicano y brasileño fue capaz de producir hipótesis expli­
cativas audaces y estimulantes.

Sin embargo, la manera como los autores emplean el con­

cepto de legitimidad política se presta a equívocos. Aunque se

trate de un concepto de significado muy variable, por lo ge­
neral se refiere a la correspondencia entre cierta forma de

ejercer el poder o de alcanzarlo y los valores predominantes
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ener orígenes revolucionarios y, au

que sean consideradas políticamenl
:le un Estado fundado por una revoh
1S creencias predominantes en la soc

Estado mexicano no debe ser cons

or su origen revolucionario, sino P'
ponden a los valores "de la revolució

nacionalismo, en la medida en que
la aspiración dominante. Aun cuan:

lucha precisión al respecto, cabe ac

:s "revolucionarios" se encuentre la o

distribuir una parte de la riqueza na:

-s. De esa manera, la distribución de .

iexicano era parte -solamente parl
trato" revolucionario, y su Iegitimida
oién una conexión con la economÍ

·ecimiento económico y la expansió
de los mecanismos de legitimación e

porque éste tuviera un déficit de lq
,orque ellos constituían la materializ

arrollista, creencia dominante en la
lo menos de los años 40 en adelanl
ue eran parte de los mecanismos de
rtir de la Segunda Guerra Mundial,
.mocrático se difundió ampliamente
y, por eso, se convirtió en un elemen
ta legitimidad a los gobernantes. Ine
ilitar que promovió el golpe de 196'

iocráticos, no importa con qué gra,
stificación para romper el orden co:

, el ideario democrático, encarnado

.ompetitivo, sólo parece haber juga
después de la reforma electoral de

-



iara el regImen la CrISIS econormca y la pOlluca ortonoxa Q(

.stabilización.!" Antes de estos momentos, las elecciones, ade
nás de permitir renovar los cuadros políticos del régimen
uncionaban sobre todo como un mecanismo que el Estadc

-mpleaba para identificar los focos de resistencia al ejercicic
le su poder, para eventualmente diluirlos, y para obtener de
as masas populares la confirmación periódica de la legitimi
lad del PRI como el partido de la Revolución+LSe puede de
ir además que las elecciones también eran una fuente de le

�itimidad del régimen hacia el extranjero pues demostrabar

lue el país no era gobernado por una dictadura.

3) Aunque no sea posible reconstruir aquí paso a paso lo:

rgumentos de Marques-Pereira y Théret, es perceptible que:
medida que avanzan en el texto van abandonando las hipó

esis iniciales e insertando, cada vez más, las instituciones er:

1 contexto de las luchas sociopolíticas, de las cuales, en efec

o, hacen parte. Sin embargo, esa operación ocurre sin que S(

dviertan sus consecuencias teóricas. Así, cuando resulta difí
il mostrar que las instituciones permiten "deducir" conduc

as, los autores pasan a destacar la manera como las circuns
ancias históricas hacen que las instituciones sean interpreta·
las de un modo o del otro. Por ejemplo: Marques-Pereira )
"héret subrayan, como ya se señaló, que la guerrilla de los
.ños 70 en México hizo que la crisis económica fuera percibí
la como política, lo que habría reorientado provisionalmen
e la acción del gobierno hacia la distribución, al contrario de

14 De acuerdo con Kevin Middlebrook, "Liberalizacáo política num re

ime autoritário", en G. O'Donnel, P. Schmitter y L. Whitehead (eds.)
'ransi(oes do regime autoritário - Amhica Latina, Sao Paulo, Ed. Vértice, 1988

15 La caracterización es sumaria. Análisis bastante matizados de la!
lecciones mexicanas durante el periodo referido pueden ser encontrada!
n Adrián Gurza Lavalle, "A longa transicáo: eleicóes e regime político nc

léxico", en Novos Estudos Cebrap, núm. 58, Sao Paulo, 2000, y en Silvia Gó­
iez Tagle, La transición inconclusa - Treinta años de elecciones en México, Mé­
iro FI r.olpO'io dp Mp"iro Iqq7 r"n� 1 v 9



le la Revolución de 1910. Yaún más, los procesos sociales más

implios que atraviesan las sociedades pasan a ser tomados co­

no desafíos al conjunto de las instituciones de cada sociedad
un que eso adquiera cualquier expresión teórica. El proceso
fe democratización brasileño, por ejemplo, impuso ciertas
.ondiciones al funcionamiento de las instituciones. Éstas no

'iabrian funcionado en la década de los 80 como lo hicieron
en la de los 70. Eso es verdad. Pero habría que reelaborar la
.eoría para incorporar esa diferencia.

III

n análisis comparado abre grandes perspectivas para la ex­

olicación de semejanzas y divergencias entre procesos histó­
-¡cos de países distintos. Sin embargo, la comparación es un

nétodo de difícil manejo, aunque inspire muchas veces la
:reencia vana de que los científicos sociales pueden reprodu­
.ir con éxito los procedimientos empleados tan eficazmente
oor los científicos de la naturaleza en sus laboratorios.

Los dos intentos comparativos que examiné son muy dis
.intos pero no necesariamente excluyentes. Me parece que
os resultados son menos fructíferos cuando se usa, como le
.iacen Haggard y Kaufman, un método de análisis que simu

.a la correlación estadística, pero con un número de casos in­
suficiente para ese fin. La esperanza de encontrar una varia
ole que correlacione los casos inhibe la consideración de las
:liferencias cualitativas entre los países seleccionados sin la

recompensa de la seguridad que un número de casos estadís
.icarnentc significativo puede proporcionar. Aun así, no ha)
:luda de que estudios como el de Haggard y Kaufman son

oositivos desde el punto de vista científico, pues producen
.onocimiento nuevo, además de estimular investizaciones
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adicionales. Ya mencionamos algunas de sus contribuciones.
De cualquier modo, parece más ventajoso estudiar dos o

tres casos cuidadosamente escogidos con el objeto de exami­
nar hipótesis causales específicas, como lo hacen Marques­
Pereira y Théret. Al proceder de esa manera se tiene la opor­
tunidad de examinar las diferencias cualitativas que vinculan
más de una esfera social y elaborar un cuadro más complejo
de los casos escogidos.

La selección cuidadosa de los casos es tanto más impor­
tante porque las sociedades nacionales -los "casos" en cues­

tión-, además de ser portadoras de variadas características

"internas", ocupan posiciones muy diferenciadas en un siste­
ma social de sociedades bastante jerarquizado. Esto ofrece

oportunidades e impone condicionantes estratégicos bastan­
te diversos para cada una de ellas en cada etapa de desarro­
llo del sistema mundial. Si este contexto, o su alteración, fue­
ran considerados relevantes en la explicación de los cambios

políticos investigados -como es el caso de este artículo-,
entonces la opción metodológica de Haggard y Kaufman no

se ajusta adecuadamente, pues allí las sociedades son trata­

das como unidades aisladas.
De cualquier manera, las dos formas de institucionalis­

mo podrían ganar mucho en caso de que insertaran las ins­
tituciones que enfocan en la praxis histórica, esto es, en el

proceso de reproducción y transformación no sólo del siste­
ma mundial sino de cada una de las sociedades. Esto sería

posible porque, si bien las instituciones dominan por lo ge­
neral la vida social regulando su proceso de reproducción,
ellas pierden su capacidad de regulación en los momentos

de crisis, son rebasadas y destruidas, por lo menos en parte,
por la dinámica ya sea del sistema como un todo o de cada
sociedad. Nacen así otras formas de sociedad, estructuradas
de modo distinto y reguladas por instituciones nuevas o mo­

dificadas.
Dentro de esta perspectiva, sugiero a continuación un es-



ema interpretativo distinto para los cambios políticos ocurrí­

s en Brasil y México desde los años 70, aunque dicho esque-
1 esté sostenido por los textos antes discutidos. De hecho, el

lucma debe ser visto como un complemento a las evaluado­
s críticas efectuadas con anterioridad. De sobra está decir
e las sugerencias presentadas no deben ser tomadas sino co­

) hipótesis a ser o no confirmadas en futuras investigaciones.
a) El cuadro de las diferencias institucionales entre Brasil )­

éxico, diseñado por Marques-Pereira y Théret, constituye de
mera general una buena descripción de los patrones tradi­
males de regulación de las relaciones Estado-sociedad en los
IS países. Sin embargo, no parece que las características insti­
cionales destacadas por ellos estén vinculadas al tipo de legi­
[ladón que identifican -principalmente político, de un la-

1, y económico, del otro-- ni que las instituciones citadas ha­

II regulado de modo tan constante la historia de los dos
ises. Por el contrario, tanto en México como en Brasil el pe­
Ido de vigencia de esas instituciones y de los estados que las

iifican se inicia en los años 30 y se prolonga hasta la crisis de
deuda externa de los años 80, aunque sea necesario recono­

r que ya en los años 70 su funcionamiento había sufrido al­
.n trastorno. Cada uno de esos estados materializa distintas
aliciones sociopolíticas. Podríamos llamarlos, de manera sin

jea, Estado posrevolucionario mexicano y Estado varguista."
partir de la crisis económica de 1982, el conjunto de las insti

ciones comenzó a perder su capacidad de regulación, pue�

16 El término Estado varguista hace referencia a Getúlio Vargas, políti
que encabezó el movimiento cívico-militar de 1930 y gobernó Brasil des

ese año hasta 1945 y, posteriormente, entre 1950 y 1954, año en que se

itó la vida. Bajo su mando se conformaron las características básicas de
ado que, a lo largo de diversos regímenes políticos, perduró en Brasil has
la década de 1980. Aunque Lázaro Cárdenas haya sido la figura política
IS importante en la consolidación institucional del Estado moderno mexi

10, sería muy parcial y poco adecuado denominar al Estado posrevolucio
rio como Estado cardenista, por analogía con el Estado varguista.
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ase de sustentación sociopolítica entró en conflicto COIl

, lo que inició un periodo de transición política más o me

acelerado --democratización política en Brasil y liberaliza
económica en México. Eso significa que en la década de:
los cuadros institucionales anteriores perdieron capad

de regular la dinámica social.'?
) Los estados mexicano y brasileño tenían, de hecho,
ntos modos de regulación, de acuerdo con las ideologías
iinantes en cada una de las sociedades. No haré aquí un

nen de los valores predominantes en México y Brasil. Se­
nsensato siquiera pretenderlo en el ámbito de este artf

. y sin haber realizado una investigación específica al res

o. Cabe resaltar, sin embargo, que inclusive cuando la bi­

�rafía disponible permite identificar elementos comunes

; dos países, como el nacionalismo y el industrialismo,
, aparecen en combinaciones y tonalidades muy distin­

Marques-Pereira y Théret lo notaron a propósito del na­

alismo, como lo mostré anteriormente. Aun cuando ha­
ruchos componentes importantes a considerar en la de­
rinación de esas diferencias (las distintas posiciones
iolíticas, por ejemplo), destaco aquí uno inevitable para
quier sociólogo: la relación de cada Estado con las masas

llares. En México, el Estado moderno nació de una in­
ección victoriosa que tuvo una fuerte participación po­
r, que si bien afectó a la antigua oligarquía latifundista,
.uestionó en lo fundamental el desarrollo del capitalis­
Ya fue dicho incluso que la Revolución mexicana y el Es-

posrevolucionario fueron, ante todo, populistas.!" En

7 Un excelente análisis de las diferentes reacciones de los países latí­
.ericanos frente a la crisis de 1929 y a la depresión de los años 30 y,
riormente, en relación a la crisis de los años 80, puede ser consulta­
I Angus Maddison, Ttoo Crisis: Latin Amenca and Asia, 1929-38 ano

1983, París, OECD, 1985.
8 Véase Arnaldo Córdoba, La formación del poder político en México, Mé­
Era. 1972.
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ncabezado por facciones de las élites civiles oligárquicas, si­
nadas en la periferia del poder político, contra un Estado li­

.eral-oligárquico. La coalición sociopolítica que comandó
ste Estado tenía raíces materiales muy diversificadas y tuvo

amo expresión ideológica el desarrollismo en sus varias

cepciones. La participación popular en este pacto político
ue siempre subalterna, como la de un socio residual del creo

imiento económico -por medio del crecimiento del ern­

,leo- y de un actor político dependiente. Las masas rurales

iempre estuvieron excluidas del pacto desarrollista.

e) Las diferencias en el peso político de las masas popula
es en la constitución y reproducción del Estado moderno en

1éxico y en Brasil produjeron formas muy distintas de ejercí­
io del poder y, por lo tanto, de vinculación de su legitimidad
on la economía. Mientras que la reproducción de la legitimí
lad política del Estado mexicano implicaba perpetuar 1<1
reencia en su naturaleza revolucionaria basada en el pacto re­

listributivo y en el nacionalismo, en Brasil la cuestión clave
uc siempre crecer de forma a asegurar la existencia de opor·
unidades de enriquecimiento para todos los segmentos de las
lases propietarias, y de participación en el crecimien to del in­

.reso, sobre todo a través del empleo, para las masas urbanas
Es por eso que en México la preservación de la legitimi

lad y de la fuerza política del Estado envolvió siempre la dis
ribución de recursos materiales para la base de la sociedad)
'ara los sectores medios, haciendo uso de recursos públicos
omo de préstamos externos. Eso fue sustentado por el Esta
lo posrevolueionario en casi todas las épocas, especialmente <1

iartir del periodo del "desarrollo estabilizador". Los recursos

listribuidos podían ser subsidios alimentarios, de vivienda, fi

iancieros, precios de bienes y servicios públicos, recursos rela
ionados con el uso de la tierra (reforma agraria), urbanos.
:te. De esa manera, la dimensión económica de la legitimidad
lnlítir� clpl Fst�elo mpYir�no pstllVO h�s�el� h�st� h r-risis elt'
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los años 80 en la distribución de recursos, a través sobre todo de
mecanismos clientelares y corporativos administrados por el
Partido Revolucionario Institucional, fundido con el Estado."

En Brasil, por lo contrario, como subrayan Marques-Pe­
reira y Théret, la fragilidad del sector popular siempre difi­
cultó ajustes ex ante, dada la fuerza política que eso otorgaba
a las varias fracciones de la clase propietaria frente al Estado.
Esa relativa debilidad del Estado hizo de la política de creci­
miento económico acelerado un aspecto importante de su

legitimación política frente a las clases propietarias, así como

la expansión del empleo fue la vía por medio de la cual se

materializaba la participación popular en el crecimiento. La
inflación permitía reajustes ex post de la distribución de la ri­

queza generada y, en especial, resultaba un mecanismo

usual, aunque no reconocido, para limitar el aumento de

participación de "los de abajo" en los incrementos del ingre­
so. En síntesis, las legitimidades políticas de los estados me­

xicano y brasileño tuvieron bases económicas de sustenta­

ción muy diversas en función de las diferencias de posición
del sector popular en la vida política de cada uno de los paí­
ses -por un lado, distribución continua pero parsimoniosa
de propiedades y medios de vida y, por el otro, crecimiento
económico continuo y expansión del empleo.

d) Una de las consecuencias clave de esa redefinición de
las relaciones entre economía y legitimidad política es que el
cambio de las circunstancias internacionales en los años seten­

ta -el choque del petróleo y la expansión extraordinaria de
la disponibilidad de recursos internacionales-, aun cuando
afectó a México y Brasil en modos diferentes, no provocó, por
lo menos hasta las moratorias de 1982, ninguna alteración ra­

dical en sus patrones básicos de reproducción política.

19 No hay novedad en esto. Recuérdese la definición sintética de Esta­

do posrevolucionario mexicano proporcionada por Octavio Paz en El ogro
[ilantropico.



-ntes de las exportaciones de petróleo y de préstamos inte

cionales, el Estado expandió de manera impresionante 1

lítica de distribución, por medio del otorgamiento de su

ios al campo, la industria y al consumo, o por la ampliacié
cepcional de la inversión y del empleo público. La abu
ncia de recursos permitió el intento por parte del gobierr
revitalizar el modelo de sustitución de importaciones ql

había agotado, pero sobre el cual estaba basada gran par
la legitimidad del régimen político. Con ello el Estado p
ampliar la participación de los sectores populares, de 1

ses medias y del empresariado en el tesoro público.s"
En lo que se refiere a Brasil, a pesar del gran aumen

1 costo de las importaciones de petróleo, la abundancia (

éstarnos internacionales a bajo costo permitió manten

as positivas de crecimiento del PIB, por medio de una p
.ca de "profundización" industrial, esto es, de desarrol
los sectores de insumas industriales y de bienes de capin

ta política, materializada en el Segundo Plan Nacional (

.sarrollo, lanzado en 1974, aun cuando contrariara a bu

parte del empresariado industrial, que deseaba un ere:

ento más "horizontal", hizo posible expandir el ingreso (

clases populares por medio de una política de aumen

11 de los salarios menores, contrario a lo que afirman M,
es-Pereira y Théret."' Esta breve descripción muestra, ad

211 Para un examen del crecimiento de la masa y de la distribución'
recursos estatales en México durante el periodo del llamado "desari

compartido", véase Angus Maddison and Associates, Brazil and Mexi
? political econom» of poverty, equity, and growth, publicado para el Ban

mdial, Oxford, Oxford University Press, 1992, pp. 154-160.
21 Véase Antonio B. Castro y Francisco P. de Souza, A economia brasi

em. marcha forzada, Rio de janeiro, Paz e Terra, 1985, y J. R. Wells, "B

and post-73 crisis and the International Econorny", en R. Thorp y
ritehead (eds.), Inflation and Stabilization in Latin America. Londres. M;
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más, que los dilemas políticos que distinguen a México y Bra­
sil significaron sutilezas mucho mayores que la simple dis­

yuntiva "distribuir versus crecer". Se trata también de distin­

guir entre formas de crecimiento y, como ya indicamos, for­

mas de distribución. Esto tornaría e] análisis menos rígido y
permitiría captar disputas y alternancias al interior de las
coaliciones de sustentación de cada uno de los Estados.

e) A partir de 1982, la crisis de la deuda externa hizo que
los Estados mexicano y brasileíio perdieran sus condiciones
materiales de reproducción. De hecho, las propias condicio­
nes materiales que daban sustento económico a su legitima­
ción política se contrajeron brutalmente. Como se verá, las
consecuencias políticas de ello serán muy diferentes para
México y para Brasil. De cualquier manera, a partir de las
moratorias de agosto y diciembre de 1982, tanto los que con­

trolaban e] timón de] Estado como las asociaciones y corrien­

tes empresariales, de clase media y de trabajadores -que
ocupaban diversas posiciones al interior de la coalición polí­
tica dominante y entre los dominados- pasaron a actuar de
maneras que tendieron a divergir de su patrón usual de com­

portamiento. La reducción drástica de recursos y las oscila­
ciones de la coyuntura dificultaron responder a las expecta­
tivas habituales de los varios segmentos sociales por parte de
los gobiernos en turno. En México, e] Estado osciló brusca­
mente entre una política de corte populista radical, con la

expropiación de la banca, y una "contrarrevolucionaria", ba­
sada en una reorientación del régimen de acumulación favo­
rable a los empresarios y en detrimento de los ingresos de los
asalariados. En Brasil, el Estado osciló entre penalizar a las

empresas estatales y a los asalariados, en un primer momen­

to, durante el régimen militar, e imponer restricciones a las

grandes empresas privadas, después del fin del régimen mi­
litar en 1985. Esos movimientos abruptos de los que mante­

nían e] timón del Estado y las consecuentes reacciones de los

grupos afectados tendieron a romper tanto la fuerza de las
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instituciones reguladoras de la relación Estado-sociedad co­

mo la fuerza de las instituciones que antes preservaban la
unidad de las élites dirigentes.P

f) La crisis económica de 1982 impulsó, pues, cambios

políticos tanto en México como en Brasil. La cuestión crucial
es, entonces, explicar por qué, desde el principio, el cambio
se dio en una dirección en Brasil y en otra en México. ¿Por
qué democratización política en el primero y liberalización
económica en el segundo?

Es muy probable que la explicación de la resistencia de
México y de la permeabilidad de Brasil a la democratización
se encuentre, en parte, en la esfera político-institucional. De

hecho, cuando explotó la crisis de 1982, las masas populares
mexicanas, además de que por una parte estaban maniatadas

por los controles corporativos y por la creencia en la legitimi­
dad del régimen, todavía no habían pasado por un proceso
de liberalización política tal que hubiese convertido a las
elecciones en un juego competitivo que diera credibilidad a

los partidos colocados a la izquierda del PRI. Como ya lo he­
mos mencionado, hasta ese momento las elecciones seguían
siendo un mecanismo de reiteración del carácter revolucio­
nario del PRI Y de incorporación de los focos de insatisfac­
ción existentes. Sólo a partir de las elecciones de 1988, seis
años después de la crisis de la deuda y de gestión económica
ortodoxa y recesiva, aparecieron las condiciones institucio­
nales favorables a la manifestación política de descontento
de las masas populares y de la clase media, a pesar de que la
liberalización política no hubiese avanzado lo suficiente pa­
ra garantizar una competencia electoral justa.

2� Para visiones de conjunto de las transformaciones políticas ocurri­

das en México y Brasil después de la crisis de 1982, véase M. Cook, K. Mid­

debook yJ. Molinar, "Las dimensiones políticas del ajuste: actores, tiempos
y coaliciones", en M. L. Cook, K. Middlebrook y J. Molinar, (eds.), OIJ. cit.;
véase también Brasilia Sallum Jr., Labirintos - Dos generais a Nova República,
Sao Paulo, Sociologia/Hucitec, 1996, caps. 2, 3 Y 4.



r.n nrasu, por el contrano, la uneranzacion pOlluca ya na

bía avanzado de manera considerable cuando el gobierno de
claró la moratoria de la deuda externa y la oposición contaba
con el respaldo electoral de las masas populares y de las clases

medias, especialmente en las áreas más urbanizadas del país
donde los controles clientelistas eran muy débiles. Aun así, e

régimen militar brasileño contaba con una mayoría parlamen­
taria estrecha, pero que imaginaba suficiente para vencer en 1<1
elección indirecta de presidente de la República, prevista paf<l
enero de 1985 23. En efecto, el régimen militar brasileño pre
tendió seguir legitimándose mediante el manejo eficiente de la

gestión económica y con la promesa de conducir al país, con

lentitud pero con seguridad, hacia la democracia. Esto últimc

implicaba mantener restricciones a la participación popular
en la elección de presidente de la República". El agravamientc
de la recesión económica, a raíz de la moratoria de 1982, volvié
irrealizables tales pretensiones de conservación del régimen. A

pesar de que la política de "ajuste" en Brasil fue más modera­
da que aquella aplicada en México (ajuste externo en vez de:

ajuste fiscal), en la medida en que incidía sobre un terreno Yél
preparado por el cambio político iniciado en la década del 70,
tuvo como efecto ampliar la oposición popular, empresarial)
de la clase media hacia el régimen. Lo que provocó, a su vez, la

ruptura de su base parlamentaria y el hecho de que los gober­
nadores de los partidos de oposición movilizaran a millones de:

personas en favor de la participación popular directa en la eleo
ción de presidente. Aunque fueron derrotados en la demanda
de cambio de la regla electoral, la presión popular fue tan fuer-

23 El Colegio Electoral destinado a elegir al presidente de la Repúbli
ca estaba constituido por los miembros del Congreso Nacional y por repre·
sentantes de las Asambleas Legislativas de los estados de la federación.

24 Un cuadro sintético del proceso de liberalización brasileño se en­

cuentra en Bolívar Larnounier, "Apontamentos sobre a questáo dcmocrá­
:ica brasileira", en Alain Rouquié, Bolívar Larnounier y Jorge Shvarzer
rorO") r.nm.n ren.asrem ns r!pmnrrfldn< S;io Pa n lo . Rr,,�ílípn�p. IQR1)



e que la oposición, aliada con los disidentes del propio régi
nen, terminó por triunfar en la elección indirecta de 1985.

De esta manera, el mayor o menor grado de liberaliza
:ión política, las diferencias en el tipo de legitimidad, así ce

no las características político-institucionales de los regíme
les autoritarios (inclusive las partidarias) parecen explica
Jorqué la crisis de 1982 obligó apenas a una mayor liberaliza
:ión política en México (reformas electorales, cambio del sis
ema partidista con el surgimiento de un partido autónomc
le izquierda), mientras que en Brasil transformó la liberali
:ación política en un proceso de democratización 25.

En lo relacionado con la liberalización económica, sugie
'0 que la raíz del comportamiento contrario de Brasil COI

'especto a México está en la combinación de varios factores
as diferencias institucionales, los efectos producidos por 1
'eacción inmediata de ambos gobiernos frente a la debacl
-conórnica sobre sus coaliciones sociopolíticas de sustenté

:ión, y las tendencias ideológicas de los gobernantes. Míen
ras el gobierno mexicano, al expropiar el sistema bancaric

'ompió el pacto implícito que vinculaba su Estado al secta

irivado de la coalición sociopolítica que 10 apoyaba, el gc
iierno brasileño afectó la suya de forma mucho menos bn:

al, pues trató de reconvertir la economía para producir sal
los de comercio exterior, sobre todo por medio de restric
:iones impuestas a la rentabilidad de las empresas estatales
1 los rendimientos de los asalariados (aunque en menor es

:ala que en México). La oposición empresarial creada por 1
niciativa del gobierno mexicano estimuló la oposición part
lista liberal (del PAN) Y produjo el clima propicio para qu
a perspectiva antiestatista y las ideas neoliberales, que impe

25 Sobre el proceso de liberalización mexicano, consultar Jorge Alce

.er, "Las recientes reformas electorales en México: perspectivas para un

:lemocracia piuripartidista real", en Riordan Roett y Guadalupe Paz (eds.
El desafío de la reforma institucional en México, México, Siglo XXI, 1996.
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raban particularmente en Estados Unidos y en Inglaterra, así
como en las agencias económicas multilaterales desde finales
de los años 70, fueron asimiladas con mucha facilidad. De es­

ta manera, aunque el PRI no hubiera reconquistado la con­

fianza de los empresarios, por lo menos hasta la toma de po­
sesión del presidente Salinas de Cortari, el ideario económi­
co liberal predominante en el gobierno de Miguel de la
Madrid encontró menos resistencia, e inclusive se granjeó un

franco apoyo, en buena parte del empresariado.
Por el contrario, la acción del gobierno brasileño no lle­

gó a traumatizar al empresariado local, pues el peso recayó
principalmente sobre las empresas estatales. Por eso, la reac­

ción de los círculos empresariales privados a la política del

gobierno fue de oposición, sí, pero en modalidades mucho
menos acentuadas que en México: en Brasil se reivindicaba
sobre todo la reactivación del desarrollo -y no un cambio
radical en su orientación- y la transferencia a los acreedo­
res externos de una parte del costo de la crisis. En compen­
sación, la presión sobre las empresas estatales provocó una

reacción inusitada de sus trabajadores, que dio mayor impul­
so a los movimientos populares y a la lucha parlamentaria
contra el régimen militar, esto es, aumentó la demanda de
democratización política. Después del régimen militar, du­
rante la primera parte del primer gobierno civil (1985-90), el
desarrollismo era la ideología dominante. En Brasil, además,
el antiestatismo sólo adquirió fuerza entre las clases propie­
tarias a partir de 1986, cuando el Plan Cruzado inició una lar­

ga lista de experimentos antiinflacionarios heterodoxos que
incluían la quiebra de contratos mercantiles, y que tornaron

a los empresarios ya la clase media cada vez más proclives a

la liberalización económica. La falta de sintonía entre el go­
bierno, la coalición de apoyo parlamentario y la coalición so­

ciopolítica explica porque en Brasil las presiones externas en

favor de las políticas liberales, semejantes a las que se ejercie­
ron sobre México, no fueron asimiladas de la misma forma.
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Como ya lo subrayé, en la primera parte de este artículo, la
liberalización económica sólo se transformó en política efec­
tiva del Estado brasileño en los años 90, a partir del gobierno
de Fernando Collor.

Reconozco que los argumentos e hipótesis esbozados
hasta aquí son muy sumarios y no se refieren específicamen­
te a la segunda fase de cambios políticos ocurridos en Méxi­
co y en Brasil, cuando los movimientos se invierten y predo­
mina la liberalización económica en Brasil y la democratiza­
ción política en México. Sin embargo, espero que, aun así,
ellos indiquen la posibilidad de construir una explicación
más rigurosa de las diferencias en los cambios políticos acon­

tecidos en México y Brasil a partir de los años 70 de las que
han estado hasta ahora disponibles -sin las cuales, por otro

lado, hay que reiterarlo-, cualquier avance analítico que se

haya obtenido aquí habría sido imposible. De cualquier ma­

nera, con toda certeza volveré a la cuestión propuesta al ini­
cio porque el rompecabezas presentado parece lejos de estar

concluido. Es demasiado complicado para ser resuelto sin un

largo trabajo de investigación, y suficientemente intrigante
para que el esfuerzo valga la pena.

[Traducción de Guillermo Palacios]
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ÉXICO y BRASIL: EL CASO DE LAS RELACIONES
ENTRE EL ESTADO y EL SINDICALISMO

Ilán Bizberg'

ÉXITO DE ESTABLECER UN RÉGIMEN NACIONAL-POPULAR

DURADERO EN MÉXICO Y EL FRACASO EN BRASIL

le las principales características que asemejan a los dos
es el hecho de que en ambos se instauró un régimen

tal-popular; caracterizado como un régimen de alianza
los sectores populares y el Estado, en el cual el Estadc
le la función de principal agente de desarrollo y de in­
ión económica y social de los sectores populares. No

ite, mientras que el régimen político mexicano adoptó
irácter desde el sexenio cardenista (1934-1940) Y lo con­

hasta 1982, Brasil adoptó este régimen a partir de la se­

l presidencia de Vargas en 1951, y sólo lo mantuvo has­

'olpe de estado militar de 1964.

Estado mexicano contemporáneo surge en el vacío

lan@colmex.mx) Centro de Estudios Internacionales, de El
I de México . Agradezco al Consejo Nacional de Ciencia }
>gía de México el apoyo financiero dado al proyecto del que surge
rbajo, También agradezco los comentarios que hicieron a este

mis colegas del proyecto Brasil-México: Héléne Riviere d'Arc,
larques-Pereira, Bruno Théret,Jean Rivelois, Bruno Lautier, Carlos
·í.... tnr �ori� v Rr�c:.ilin ��lIl1nl A n�nipl ppr�lIt lp �HJT�rlp7rn Q.l1'l



uento, y en espeCIal luego oe la rerorma agrana carnernsra

1 oligarquía terrateniente fue destruida para todo efecto pe
tico. A diferencia de Brasil, el Estado que surge de la Revc
ición no necesita apoyarse en una oligarquía contra otra, si
o que logra crear sus propias bases sociales de apoyo políti
o. Primero desarma a los grupos locales y regionales qw
an adquirido fuerza durante la Revolución y en 1929 crea e

artido de Estado para asegurar que los conflictos entre ello
� resuelvan de manera institucional. Después crea una bas

rbana, que gira primordialmente en torno a los trabajade
es de las empresas estatales y del aparato de administraciói
ubernamental. Además, con la Reforma agraria crea un sec

)r campesino totalmente dependiente de él. Finalmente, el

�38 se funda el Partido de la Revolución Mexicana, que agn
a a las organizaciones populares que van a ser fundamenté
�s para la movilización y el control de las fuerzas populares
s en ese momento que se establece un régimen político ba
ido en una alianza nacional-popular según la cual el Estad.
o sólo se ocuparía de modernizar al país sino que tomarí
1 lugar que el capital extranjero tenía en el modelo porfiri:
1 y sustituiría a una burguesía inexistente para desarrollar 1
conorrua.

Además de este principio nacional, el pacto tenía Ul

rincipio popular en tanto que pretendía un desarrollo qu
rcluyera eventualmente a la mayor parte de la población e:

1 proceso de modernización. El pacto se basó en el repart.
rasivo de tierras y de recursos económicos al campo, así ce

10 en el apoyo a los sindicatos en su lucha por firmar cor

ratos colectivos con las empresas nacionales y extranjera
.ara conseguir aumentos salariales y mejores condiciones l<
orales. Fue cristalizado en organizaciones populares nacic

ales, en especial la CTM y la CNC, que sirvieron como base
.c apoyo al Estado modernizador. En el gobierno que sigui
1 e1p r.�relpn::ls pI e1p Ávih r.::Im::lrhn pn lQ4� SP pynirliA 1
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Ley del Seguro Social, que creó los servicios de salud y de

pensiones del Instituto Mexicano del Seguro Social.
A partir de 1946 se dio un giro en la política de desarro­

llo del Estado mexicano. La inversión estatal se dirigió más al

apoyo de los empresarios, que al sector social. Por ejemplo,
se invirtió en obras de infraestructura agraria en el Noroeste
del país, más que en las zonas dominadas por la economía

ejidal, además de que se restringió el crédito a ese sector.

Además, la política económica de crear riqueza antes de dis­
tribuirla significó un descenso en los salarios reales. Para lo­

grar estos propósitos, durante el gobierno de Miguel Alemán

(1946-1952) se purgaron a las organizaciones sociales de los

dirigentes comunistas primero, y de los líderes más auténti­
cos e independientes surgidos durante el cardenismo des­

pués, al tiempo que se imponían dirigentes afines al gobierno.
�

Podemos considerar que a partir de este momento con-

cluyó la primera etapa del modelo nacional-popular, en la
cual las organizaciones populares apoyaban al gobierno por­
que éste seguía un proyecto con el cual estaban de acuerdo.
Esto no significó, sin embargo, un cambio en la naturaleza del

régimen, porque el pacto populista había logrado crear el mar­

co institucional por medio del cual podía reproducirse el ré­

gimen y ser utilizado por gobiernos menos favorables e inclu­
so opuestos a los intereses populares. Esto fue posible en la
medida en que el pacto había sido establecido mediante un

proceso de institucionalización desde arriba, que significó
que la sociedad ocupara una posición subordinada. El Estado
acumuló atribuciones que le permitieron intervenir en los
asuntos internos de las organizaciones populares, así como

en las relaciones entre éstas y otros actores; entre otras me­

diante la Ley Federal del Trabajo de 1931 y la Ley Agraria de

1934, que fueron ratificadas por el gobierno de Cárdenas.
La respuesta a las purgas alemanistas y a los ajustes en el mo­

delo económico aplicado en ese sexenio y que extendieron sus

efectos hasta el gobierno de Adolfo Ruiz Cortines, fue una fuer-
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te movilización popular, tanto sindical como agraria, a mediados
de los años cincuenta. Pero a diferencia de lo que sucedió en

Brasil en 1964, donde el régimen fue sustituido por un régimen
militar antipopular, el régimen político mexicano logró mante­

nerse. En primer lugar, estaba asentado sobre un proceso revo­

lucionario que le permitió construir un aparato institucional e

ideológico mucho más profundamente enraizado. Por otra par­
te, el gobierno de López Mateos que se enfrentó a las moviliza­
ciones populares logró modificar el carácter del régimen sin
cambiar su naturaleza, al pacto nacional-popular siguió un pac­
to corporativo I

, que mantenía la fachada del pacto original.
El gobierno de López Mateos puso en marcha medidas

que aparentaban mantener viva la naturaleza original del pac­
to, pero que en la práctica abandonaban su principio univer­

sal-nacional, en tanto que distribuía recursos y creaba institu­
ciones que favorecían a los sectores sociales más estratégicos
en términos económicos y políticos, excluyendo a los demás.
Creó el Instituto de Seguridad Social de los Trabajadores al
Servicio del Estado para asegurar a estos trabajadores servicios
de salud y de retiro de mayor calidad, mejoró considerable­
mente las condiciones salariales y laborales de los ferrocarrile­

ros, petroleros y electricistas, y repartió un número considera­
ble de tierras en las regiones del país que se habían caracteri­
zado por el mayor número de movilizaciones.

No fue sino hasta después de la crisis financiera de 1982

que el Estado abandonó su papel de agente de desarrollo y de­
sechó la ideología popular surgida de la Revolución mexicana.

A partir de 1986 el gobierno de De la Madrid impone la aper­
tura de la economía mexicana, mientras que durante el g<r
bierno ele Salinas de Cortari se abandona el principio nacio-

I Se entiende este t.érmino en el sentido clásico de corporativismo
estatal de Sch rnitter (1979), asociado a un sistema político autoritario que
fomenta la organización centralizada y jerarquizada reconocida por el Es­
tado de los agentes sociales.
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nal del proyecto original orientándose hacia una alianza con

los capitales extranjeros y en primer lugar con los norteameri­

canos, a través del Tratado de Libre Comercio de América del
Norte. A pesar de que el gobierno tuvo que aceptar las presio­
nes sociales en el sentido de liberalizar el régimen, tampoco
cambia su naturaleza. Por medio del programa Solidaridad el

gobierno de Salinas intenta de nueva cuenta modificar el ca­

rácter del régimen, para mantener su naturaleza. El gobierno
de Salinas intenta darle un carácter clientelista al tiempo que
preserva su naturaleza. Es por ello que a pesar de que rechaza
la ideología y el proyecto del régimen nacional popular, inten­
ta refuncionalizar los mecanismos autoritarios-corporativos
que de él emanaban. Yen efecto, mediante su capacidad de
control de las organizaciones populares el Estado logró no só­
lo imponer el cambio del modelo económico, el desmantela­
miento de las últimas instituciones del régimen nacional-po­
pular, tales como el Instituto Mexicano de Seguridad Social

(hasta la actualidad sólo en lo que corresponde a las pensio­
nes) y la Compañía Nacional de Subsistencias Populares (Co­
nasupo), sino la reestructuración de las empresas, la flexibili­
zación del trabajo, los cambios al artículo 27 de la Constitu­
ción que significaron el fin de la Reforma Agraria y permitían
la venta de los ejidos. (Bizberg, 1999)

En contraste, Brasil pasó por varios regímenes de natura­

leza distinta, desde el levantamiento de Vargas de 1930. Entre
1930 y 1937 fue una dictadura casi personal, a pesar de que,
después de la promulgación de la nueva Constitución en

1934, Vargas fue electo como presidente de manera indirec­
ta. Entre 1937 y hasta 1945, con el Estado Nuevo, se estable­
ció un régimen autoritario-corporativo. Entre 1950 y 1964 se

trató de un régimen nacional-popular, mientras que entre

1964 y 1985 fue un régimen militar antipopular.
Vargas tomó el poder por medio de un levantamiento ar­

mado en contra de los resultados en los que perdió las elec­
ciones de 1930 contraJulio Prestes, el favorito del presidente



en runciones vvasnmgton LUlZ r'ererra ue oouza que consme­

ró como fraudulentos. El contexto en el que se dio esta rebe­
lión del ex gobernador de Río Grande do Sul en contra de
las oligarquías de Sao Paulo y de Minas Gerais, que se habían
alternado la presidencia durante la primera República fue la
crisis mundial de 1929, que afectó de manera muy fuerte al

café, el principal producto de exportación de Brasil, y que se

tradujo en una crisis de la oligarquía basada en él (Loewens­
tein, 1942, pp.16-17). Getulio Vargas se apoyó en un sector de
la oligarquía tradicional (el del Nordeste y el de Rio Grande
do Sul), en los sectores militares de bajo rango que habían

protagonizado varias rebeliones en los años veinte en contra

la estructura elitista del ejército (los "tenentes"), y en los sec­

tores urbanos de Sao Paulo y la propia Minas (Fausto, 1995,

p.183). A pesar de que a partir del triunfo de la Revolución

varguista se haya dejado a un lado a las viejas oligarquías la­
tifundistas, el hecho de haberse apoyado en ellas impidió
que Vargas pudiera desmantelar las estructuras tradicionales
de dominación; y que entre otras no haya habido en ese país
una Reforma Agraria (Touraine, 1989) sino hasta la actualidad.

No obstante, hubo importantes cambios en la forma en la

que se organizó el poder del gobierno federal. Por una parte
se procedió a la centralización del poder, especialmente du­
rante el Estado Nuevo (de 1937 a 1945). Por otra parte, Vargas
se apoyó en una élite científica y tecnocrática y, especialmen­
te después de la abortada rebelión en su contra de los secto­

res oligárquicos, en 1932, sustituyó a la oligarquía terratenien­
te como base social tradicional del Estado por los trabajado­
res urbanos, las clases medias y a una nueva clase empresarial
orien tada hacia la industrialización (Bresser Pereira, 1984,
p.16). Estos dos hechos le permitieron construir un Estado
con la suficiente autonomía para actuar como agente modero

nizador, la que eventualmente se expresó en su capacidad pa­
ra industrializar al país y para aplicar una política social orien.
tada a integrar social y políticamente a las clases populares
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en especial a la clase obrera; en parte para contrarrestar el po­
der de la oligarquía del café (Fausto, op. cit.) Finalmente, la

diversidad de las fuerzas sociales que apoyaron a Vargas llevó
a que fuese en nombre del Estado y no de una clase social es­

pecífica que interviniera en la economía como agente princi­
pal de industrialización. (Touraine, 1989)

Getulio Vargas impuso un gobierno autoritario que disol­
vió todas las asambleas regionales e impuso interventores di­
rectamente subordinados a él en todas las provincias. A pe­
sar de que en 1934 Vargas fue electo de manera indirecta por
la asamblea, al acercarse las elecciones de 1937 las canceló

bajo el pretexto de un complot comunista y se mantuvo en el

poder hasta 1945. Durante ese periodo, la organización sin­
dical fue estimulada, aunque mantenida bajo estricto control

por el gobierno. Por otra parte, aunque las huelgas fueron

prohibidas, Vargas tomó varias medidas favorables a la clase
obrera. Finalmente, ante la inminencia de las elecciones de

1945, Vargas promovió la creación de dos partidos políticos
con el objeto de agrupar sus bases de apoyo, lo que marcó de
manera clara la intención de convertir al régimen del Estado
Nuevo en un régimen nacional-popular.

La constitución del Partido Demócrata Social (PDS) se

llevó a cabo con la ayuda de los interventores, con los que el

varguismo sustituyó a los gobernadores de los Estados, lo que
dio lugar a una afiliación clientelista, aunque de corte pluri­
clasista. Por su parte, el Partido Brasileño de los Trabajado­
res (PTB) fue creado por intermedio del Ministerio del Tra­

bajo, promoviéndose la afiliación obrera. Con estos dos par­
tidos, el varguismo no sólo pretendía llevar a la presidencia
al sucesor de Vargas, sino crear una base permanente de apo­
yo al régimen (Souza, 1990, pp.105-116) Y establecer un régi­
men nacional popular. No obstante, esto no fue logrado has­
ta el retorno de Vargas en 1950, en la medida en que el go­
bierno del primer presidente electo después del Estado

Nuevo, con la ayuda de estos nuevos partidos, el general Du-
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tra, estableció una política económica liberal, reduciendo la
intervención del Estado y la regulación que había sido adop­
tada bajo el Estado Nuevo e intervino para desarticular a los
sindicatos contrarios a su orientación, bajo el manto de la

guerra fría (Fausto, op. cit., pp.220-223). No obstante, gracias
al apoyo del PSD y del PTB Vargas pudo retornar al poder en

las elecciones de 1950, luego de cinco años de estar fuera de
él (Fausto, op. cit.).

Vargas continuó con la tradición de los gobiernos brasi­
leños de gobernar manteniendo un equilibrio entre todas las
fuerzas sociales. En parte porque aunque se apoyó sobre las
clases populares, básicamente las urbanas, las oligarquías tra­

dicionales conservaron parte de su poder, lo que 10 obligó
además a renunciar a la reforma agraria. El hecho de que el

gobierno de Joao Goulart amenazara con romper este equi­
librio y favorecer más directamente a las clases populares (al
grado de que se le acusaba de querer implantar una Repúbli­
ca sindicalista), generó una reacción antipopular que condu­

jo al golpe militar de 1964.

El gobierno militar va a desechar el modelo nacional-po­
pular para acen tuar el carácter industrializador y moderniza­
dor del Estado, que ya había sido aplicado durante el Estado
Nuevo y sobretodo durante la presidencia de Juscelino Ku­

bitschek (1956-60). No obstante, a diferencia del régimen na­

cional-popular, el militar dará absoluta prioridad al proyecto
económico, reprimiendo las demandas sociales. No obstan­

te, para ello no requerirá destruir el aparato corporativo que
había establecido el Estado Nuevo, sino que lo utilizará de
una manera similar a la forma en que los gobiernos posterio­
res al de Cárdenas, especialmente el de Miguel Alemán,
hicieron uso del marco institucional establecido por el pacto
nacional-popular para establecer sobre las organizaciones
populares un estricto control y darle al régimen un carácter

corporativo. Una de las diferencias con el caso mexicano es

que el régimen militar brasileño hará desaparecer los partí-



:los varguistas, mientras que el régimen mexicano manten

:irá al PRI sin cambios.
De esta manera, aunque en un momento de su trayecto

ia los regímenes de México y de Brasil fueron ambos nacio

aal-populares, sus caminos se desviaron definitivamente COl�

�I golpe militar de 1964. El régimen que se instaura a partii
Ie ese momento es un régimen antipopular, que sólo tenía
-n común con el mexicano la forma corporativa de organi·
tación del sindicalismo. Incluso en el sexenio salinista, cuan

Io se abandonó el proyecto nacional-popular se mantuvie
�on el discurso, los ritos y en especial los mecanismos corpo·
.ativos que emanaban de este régimen.

y esto establece una diferencia fundamental entre los dOI
oaíses. Es cierto que la característica fundamental de los dos

�randes países de América Latina es la constitución, en am

lOS, de Estados relativamente autónomos con respecto a sus

)ligarquías que les permitió actuar como agente de desarro

lo; algo que no puede ser en absoluto generalizado al resto de
\mérica Latina. No obstante, en el caso brasileño, esta auto

iomía tiene sus raíces en los procesos de centralización, ante

as fuertes tendencias centrífugas provenientes de las burgue­
.ías regionales durante el Imperio y la dictadura de Vargas
'antes y durante el Estado Nuevo). De la misma manera, los

�obiernos militares de 1964 a 1984 centralizan el poder ante

os movimientos de autonomía que provienen de las clases po
rulares urbanas que emergen durante el Estado Nuevo y el ré­

r.men nacional popular (Love, 1993 y Touraine, 1992). En el
:aso mexicano, la Revolución destruyó el poder político de la

iligarquía terrateniente y permitió la creación de un Estado
ustentado en un partido, y apoyado en la organización corpo­
ativa de los sectores populares e incluso empresariales.

¿Pero cómo logró el régimen político mexicano su per­
nanencia y su flexibilidad? Como lo veremos enseguida, por
nedio de la eficaz creación de una base social propia que
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omo causa su incapacidad de establecer una base social du
adera. Pero esto último define las diferencias entre los d01
stados: en el caso mexicano el Estado se estableció de ma

era poco autónoma con respecto al régimen político, une

elación en la cual el Estado, el PRI Y las organizaciones socia
�s dependían mutuamente. Esto otorgó poca capacidad a

.stado para desarrollar políticas económicas y sociales autó
omas. En contraste, el hecho de que el Estado brasileño ha

a sido autónomo del régimen político implicó que éste po
.ía desarrollar sus políticas con mayor libertad.

2. EL SINDICALISMO COMO RECURSO POLÍTICO FRENTE

AL SINDICALISMO COMO INSTRUMENTO DE CONTROL SOCIAL

1. pesar de que en apariencia el marco institucional en el que
e desenvuelve la relación entre el Estado y el sindicalismo er

os dos países es muy parecido, al grado de que la gran mayo
ía de los autores se refieren tanto a México como a Brasil ca

110 sistemas corporativos de organización sindical, existen dife
encias muy profundas que provienen de la distinta naturalez,
le los regímenes políticos mexicano y brasileño. Las similitu
les se refieren al marco institucional en el que surge el sindi
alismo en ambos países, mientras que las diferencias apuntar
lacia el lugar que ocupó el sindicalismo en un régimen que nc

ambió de naturaleza sino hasta fines del año 2000, en tantr

[ue la posición del sindicalismo en Brasil varió en relación a lo
listintos regímenes que se sucedieron en ese país.

El sistema corporativo brasileño inicia con el decreto Val

;uista de marzo de 1931, mediante el cual, después de la victo
ia de la Alianza Liberal de Vargas, se creó el Ministerio de Tra

,ajo, de Industria y de Comercio y otorgó a las asociaciones sin
licales el derecho de defender" ...conjuntamente con el gobierno'
:1 Ministerio riel Trabaio. los intereses ecorrórnicos. iurfdicos
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de salud y culturales de todos los trabajadores que ejercen prc
fesiones idénticas, similares o conexas."2 Los sindicatos debía]
ser reconocidos por el Ministerio del Trabajo y para ello nece

sitaban presentar las actas de creación, una lista de miembro

y copias de los estatutos (Rodrigues; 1966, p. 159).
En 1937 se expide una carta que prohíbe la huelga, "po

ser un recurso antisocial". En 1940 fue decretado el impuesu
sindical; por medio del cual se deduce un día de salario anua

a todos los trabajadores sin importar si están o no sindicaliza

dos, y el sistema de unidad sindical; según el cual en cada uni

dad geográfica existe un único sindicato que representa a ca

da categoría específica de obreros. La "Consolidación de la

Leyes del Trabajo" de 1943, reunió todas las leyes y decreto

dispersos elaborados anteriormente (SandovaI1993; p.10).
Una de las características más importantes del sindicalis

mo brasileño es el principio de unidad sindical mencionad.

arriba, que impide que puedan reunirse sindicatos de una mis
ma región si pertenecen a distintas ramas de actividad, o qw
se agrupen sindicatos de la misma rama de actividad que estéi
en distintas regiones. De hecho, este principio significó qw
en muchas empresas trabajadores de distintas ocupacione
(por ejemplo transporte y producción) pertenecieran a distin
los sindicatos (Malloy, 1979, p. 58) Este principio aseguró 1;

dispersión sindical y facilitó que el gobierno ejerciera un con

trol sobre el sindicalismo, a través de gmpos estrechos con in
tereses creados, más que por medio de asociaciones con un in
terés nacional. Esta política es muy usual en prácticamente to

das las instituciones políticas brasileñas (entre otras el sistem:
de partidos), en la medida en que el control se ejerce en el ni
vel local o regional (Kingstone, p. 1999, p. 137).

La otra característica básica del corporativismo brasilefir
fue el impuesto sindical, mediante el cual se otorgaban la:
�110t�" "inrlir�lp" � 1"" "inrlir�to" rpronorirlo" ."in ron"irlpr�·
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la proporción de sindicalizados que cubrían, 10 que 10 hacía

depender más del reconocimiento del Estado que de la capa­
cidad de organización. Esto permitió e incluso estimuló un

modelo basado sobre un bajo nivel de participación y movili­
zación, y que incluso estimuló una baja tasa de sindicalización

(Sandoval, op. cit., p 12). Esto tuvo, además, como consecuen­

cia la débil implantación de los sindicatos brasileños al inte­

rior de las empresas: en la gran mayoría de las empresas, aun

de las más grandes, no había delegados sindicales ni negocia­
ción colectiva. Esto comenzó a revertirse a partir de las huel­

gas del final del régimen militar que inició el proceso de im­

plantación del sindicalismo brasileño en las empresas, en es­

pecial en las más grandes de la zona del ABe de Sao Paulo.
Estos dos elementos característicos del corporativismo

brasileiio que promovían el control y la desmovilización por
parte de dirigencias sindicales poco representativas, conocidas
como "pelegos", eran complementados por un tercer elemen­
to, la política social, que se dirigía a cooptar de manera selec­

tiva a algunos sectores obreros en un proceso calificado como

"inclusión selectiva" (Malloy.]., 1979, p. 56). El sistema de segu­
ridad social replicó el sistema de organización del sindicalis­
mo, yen esa medida dividió y puso a competir a unos sectores

obreros contra otros (ibid., p.69). Por otra parte, la estructura

administrativa de los fondos de seguridad social establecidos
básicamente en los años treinta, permitieron la intervención
de los sindicatos, lo que los convirtió en una importante fuen­
te de poder para los dirigentes sindicales. Esta estructura, a di­
ferencia del modelo mexicano más centralizado y concentra­

do en manos del Estado, implicaba un potencial importante
de autonomía para los sindicatos (ibid., p. 73).

Esta autonomía comenzó a desarrollarse a partir de que
el gobierno de Goulart en 1960 estableció una estructura tri­

partita para administrar los institutos de seguridad social.
Los dirigentes obreros llegaron a controlar varios de ellos, lo

que les dio una capacidad de control político parecida en la



forma a la que se estableció en Argentina con el peronismc
(Erickson, op. cit., p. 32). Esto impulsó a que uno de los po
cos cambios que llevara a cabo el gobierno militar a la estruc

tura corporativa fuera concentrar los fondos sociales. El
1966 el gobierno militar unificó la mayoría de estos instituto:
en uno solo y reemplazó su estructura tripartita por una di

rigencia nominada por el gobierno (Malloy, J., 1979, p.33)
Esto significó que el sindicalismo brasileño tuviera relativa
mente poco tiempo para incrementar el nivel de sindicaliza
ción y de participación en torno a su capacidad de otorga:
beneficios sociales a los trabajadores. No obstante, duró e

tiempo suficiente para fortalecer el carácter "externo" (a la:

empresas) del sindicalismo brasileño, que mencionamos an

teriormente,
En contraste, en el caso de México las relaciones industria

les surgen con base en una sola ley de alcance nacional: la Le)
Federal del Trabajo de 1931. Esto hace del proceso mexicanc
un caso claramente más centralizado y premeditado. En la Le)
Federal del Trabajo se encuentra la totalidad del aparato de
control sindical que regula el carácter del sindicalismo, su re

gistro, el derecho de negociación colectiva, a las huelgas, as

como las facultades de intervención del gobierno.
En este caso, el Estado también se aseguró de que se pro

dujera la dispersión sindical, la que se llevó a cabo mediante
la existencia casi generalizada del sindicalismo de empresa
Pero, a diferencia de Brasil, el sindicalismo por empresa me

xicano implicó una fuerte implantación a nivel de las fábri
caso El sindicalismo mexicano requería la sindicalización
efectiva de los trabajadores, en parte porque las contribucio
nes sindicales dependían del número de obreros sindicaliza
dos. Lo que además era garantizado por la existencia de la
cláusula de exclusión, que establecía que sólo se podía con­

tratar a trabajadores que pertenecieran al sindicato y que si
eran expulsados de este perdían su empleo. Además, sólo se

nprmltl".l rJlIP pvi�tipr'.ll 1In �Alr... �inrl'¡r":litn pon r"llrl'::l pmnrp'-'!-:I
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Pero lo que mejor explica las diferencias entre los dos ti­

pos de sindicalismo y, en especial, de la forma como se ejer­
ció el control sobre el sindicalismo en México y en Brasil es el

lugar que ocupa en el régimen político. Como vimos en la

primera parte, el régimen mexicano conservó su naturaleza a

través del tiempo, a pesar de haber modificado el carácter de
la alianza entre el sindicalismo y el Estado. Esto implicó que
el sindicalismo en México cumpliera un papel predominante­
mente político. En Brasil, por el contrario, se intenta estable­
cer al sindicalismo como una base de apoyo al régimen a tra­

vés del PTB, sólo a partir de 1945, cuando Vargas intenta dar­
le el giro nacional-popular. De hecho, este carácter solamente
se logra a partir de su retorno en 1950 y dura hasta el golpe
militar de 1964. Además, el PTB no logra constituirse en un

partido netamente obrero, ni de la envergadura del PRI.

La Ley Federal del Trabajo mexicana no impedía que los
sindicatos formaran parte de algún partido. Esto era, sin lu­

gar a dudas, porque el gran artífice de la Ley Federal del Tra­

bajo de 1931, Plutarco Elías Calles, el hombre fuerte de la

época, había tenido a un partido obrero, el Partido Laboris­

ta, basado en la Confederación Regional Obrera Mexicana

(CROM), como su principal aliado durante su gobierno. A pe­
sar de que el partido que se crea en 1929 no incorpora a los
obreros como sector, esto se produce en 1938 cuando se

transforma en Partido de la Revolución Mexicana. A este

partido se incorporan los sindicatos en bloque, por medio de
la CTM. En contraste, el decreto varguísta de 1934 prohibía

.

cualquier intervención política en el sindicalismo. Esta pro­
hibición fue reafirmada al final del periodo del Estado Nue­

vo, en la Consolidación de las Leyes del Trabajo de 1943,
cuando se relegalizaron los partidos políticos (Erickson,
1977, p. 35) Esta prohibición fue levantada en los hechos
cuando se creó al PTB desde el Ministerio del Trabajo. No

obstante, esto demuestra cómo en Brasil el corporativismo
sindical ha sido primordialmente un mecanismo de control
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de las demandas obreras, a excepción del relativamente cor­

to periodo de régimen nacional-popular (de 1950 a 1964).
Todo ello apunta hacia la característica fundamental de la

relación entre el Estado y el sindicalismo en México, al hecho
de que éste ha sido básicamente un recurso político del Esta­
do para apuntalar el régimen político. De esta manera,
además de corporativa, que es la forma institucional que
adopta el sindicalismo en México, la relación entre el sindica­
lismo y el Estado se define por ser política. De ahí deriva otra

de las diferencias institucionales fundamentales del sindicalis­
mo en los dos países: mientras que en México no se podía
permitir la libertad sindical, lo que fue asegurado median te la
cláusula de exclusión, que obliga a los trabajadores a pertene­
cer al sindicato que existe en su empresa, en Brasil siempre
ha existido esta libertad. El carácter político de la relación en­

tre el sindicalismo y el Estado en México requería más que el
control sobre las demandas obreras, el régimen nacional-po­
pular necesitaba tener la capacidad de su movilización.

Para ello, el Estado mexicano requería un control efecti­
vo de los obreros, por lo menos de aquellos que estaban ubi­
cados en los sectores estratégicos de la economía. Es por ello

que se introdujeron las relaciones c1ientelistas en el seno

mismq de las empresas. Esto significó la existencia de delega­
dos sindicales al interior de las fábricas, contratos colectivos

muy detallados, que obligaban la negociación continua con

los sindicatos de las condiciones cotidianas de trabajo y labo­
rales. Se fomentó, además, un elevado control sobre la asig­
nación de prestaciones, los ascensos en la jerarquía ocupa­
cional y sobre las relaciones cotidianas de trabajo por parte
del aparato sindical en la mayoría de las grandes y medianas

empresas del país. Todo ello con el objeto de que el sindica­
to tuviera la posibilidad de premiar a los obreros que le eran

fieles y de castigar a los disidentes. La lealtad de los obreros
en los sindicatos más estratégicos era asegurada con amplios
privilegios, mientras que se retribuía a los dirigentes su capa-
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cidad de control con puestos políticos y otros beneficios eco­

nomicos.

En el caso de Brasil, a excepción del intento varguista de
hacer del PTB (y del PSD) la base política del régimen, el con­

trol sobre las demandas obreras fue la característica que do­
minó la relación entre el sindicalismo y el Estado. Esto requi­
rió dotar al Estado de la capacidad administrativa de regular
al sindicalismo. Para ello se otorgó al Estado la facultad de
decidir a cual sindicato se registraba: 10 que eh principio de­
bía suceder cuando un sindicato demostraba que agrupaba
la tercera parte de los trabajadores de una rama en un terri­
torio determinado -en términos generales, el municipio.
Pero la facultad de decisión del Ministerio iba mucho más

allá, ya que tenía la capacidad de reconocer a un sindicato,
aún con menos miembros. Podía, además intervenir directa­
mente en el sindicato y nombrar a un interventor o a una

junta administradora, 10 que no sucede en México. Por otra

parte, los Tribunales de Justicia (tripartitas) sustituían a la
contratación colectiva bilateral, tomando todas las decisio­
nes referidas a aumentos salariales y cambios en las condicio­
nes de trabajo o laborales, teniendo en cuenta "el interés pú­
blico por encima de los intereses de clase y personales".
(Erickson, op. cit., p. 32 Y Dombois y Pries, 1999, p. 235)

Aunque Vargas y Coulart intentaron utilizar al sindicalis­
mo como recurso de apoyo político, no lograron consolidar­
lo. Lo que sí se logró y perduró a través de los distintos regí­
menes políticos por los que transitó Brasil de 1930 a 1985, fue
la estructura de control sindical. Esta estructura corporativa
no sólo fue recuperada por los militares, sino que ha mante­

nido algunos elementos hasta la actualidad, en gran medida

porque conviene tanto a los sindicatos independientes como

a los tradicionales (Boito, 1991). La persistencia del corpora­
tivismo sindical a través de los distintos regímenes políticos y
en especial del militar se explica por su eficacia para contro­

lar las demandas obreras. Lo que a su vez era funcional para
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un régimen que, como plantean Marques-Pereira y Théret

(2001), tenía un déficit de legitimidad que intentaba acre­

centar mediante su desempeño económico. Yen efecto, en­

tre 1967 y 1973 e] gobierno militar logró imprimir un acelera­
do crecimiento a la economía brasileña, con base en la pro­
fundización de la sustitución de importaciones y una

creciente intervención estatal; lo que se conoció como el mi­

lagro brasileño.
En resumen, e] sindicalismo mexicano es consustancial

al régimen político, en la medida en que este último estuvo

fundado en la alianza entre Estado y clases populares. Esto

significa, a su vez, que la acción de] Estado está limitada por
la relación con los sectores populares, entre ellos de manera

primordial con e] sindicalismo. De esta manera, el Estado
mexicano estuvo, hasta 1982, obligado a mantener un nivel
de distribución de la riqueza hacia los sectores populares
que limitó su autonomía en el campo económico. La natura­

leza durablemente nacional-popular del régimen mexicano

y de la relación entre e] Estado y e] sindicalismo significó
mantener al sindicalismo como uno de los principales bene­
ficiarios de las medidas económicas. Esto prolongó en Méxi­
co e] carácter populista de las relaciones entre el Estado y el
sindicalismo más allá de 10 que podía dar la economía, 10

que se tradujo en que los últimos dos sexenios nacional-po­
pulares, el de Echeverría y el de López Portillo, hayan tenido
un comportamiento económico errático.

Por el contrario, en tanto que en Brasil el régimen polí­
tico cambió varias veces de naturaleza, e] Estado ha tenido

mayor autonomía para modificar su relación con el sindica­

lismo, 10 que le ha dado un mayor margen para imponer
cambios más radicales en la política económica y social. A pe­
sar de que el régimen militar que se instauró en 1964 repri­
mió a los sindicatos más poderosos y activos con el objeto de

cambiar sus dirigencias, siguió utilizando los mecanismos de
control sindical establecidos por los gobiernos anteriores,
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permitió que los sindicatos continuaran gestionando nor­

malmente muchos de los asuntos sindicales, e incluso fomen­
tó que los trabajadores siguieran sindicalizándose. También

prefirió restringir fuertemente el derecho de huelga, refor­
zando los controles existentes más que declarando ilegales
las huelgas o destruyendo a los sindicatos, como hicieron o

trataron de hacer otros regímenes militares en otros países
(Erickson, op. cit., pp.157-159).

No obstante, el gobierno militar sí desmanteló la partici­
pación de los sindicatos en las agencias publicas de seguri­
dad social y de servicios médicos (ibid.) También restringió
los mecanismos de distribución de recursos y beneficios so­

ciales. Una de las primeras medidas tomadas por el gobierno
de Castelo Branco fue sustituir el sistema de estabilidad en el

empleo, administrado principalmente por los sindicatos, por
un sistema centralizado e individualizado: el "Fundo de Ga­
rantía per tempo de Servico" (el FGTS). A partir de ese mo­

mento, los empleadores depositaban e18% de los salarios en

un fondo que reemplazaba las indemnizaciones obligatorias
que existían en la vieja legislación. (Simoes, 1986, pp.49-56).

De esta manera, en la medida en que el corporativismo
en Brasil fue más un control social que político y estuvo

orientado a restringir las demandas obreras y la acción sindi­
cal más que a movilizar a los sindicatos, pudo ser adoptado
tanto por los regímenes nacional-populares como por los mi­
litares. Por otro lado, esto dio una mayor autonomía al Esta­

do, 10 que a su vez permitió que la economía brasileña se

profundizara más que la mexicana en su modelo de sustitu­
ción de importaciones. El costo de ésto para el Brasil fue una

mayor inequidad en la distribución del ingreso, que persiste
hasta la actualidad a pesar de que los dos países se han acer­

cado mucho en este aspecto a partir de 1982.
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3. TRAYECTORIAS SINDICALES

a. La acción sindical: independencia sindical
contra intento de neocorporatioismo

Las huelgas de 1978 a 1980 que dieron lugar al nuevo sindicalis­
mo se presentaron en algunas de las empresas de punta de la re­

gión ABC de Sao Paulo que estaban aplicando las tecnologías
más avanzadas, novedosas formas de organización del trabajo y
que contaban con una nueva generación de obreros. Este sindi­
calismo se caracterizaba por una práctica muy distinta a la de los
sindicatos tradicionales en la medida en que se desarrolló fun­
damentalmente a nivel de planta, ponía un gran interés en la

organización de las bases sindicales y promovía un estrecho con­

tacto entre ellas y la dirección. Pugnaba por una revisión sustan­

tiva de la legislación existente que permitiera que los sindicatos
fueran creados y tuvieran el derecho de negociar directamente
con los empresarios sin intervención del Estado, y que se resta­

bleciera el derecho de huelga (Keck, M., 1989, p. 260).
Esto fue lo que alentó a estos sindicatos -por primera vez

en la década- a arriesgarse a adoptar una acción militante,
aún bajo el riesgo de la represión gubernamental. Los movi­
mientos de huelga de 1978-1979 comenzaron con el descubri­
miento de la DIESSE (una asociación independiente de investi­

gación financiada por los sindicatos) de una diferencia entre

sus cálculos y aquellos del gobierno, concerniente al costo de
la vida de 1973, sobre la cual se computó la indexación de los
salarios. Mientras que el gobierno había calculado la inflación
en 15.5%, la DIESSE había encontrado que era de 34.1%. Con
estos resultados, los trabajadores de la industria automotriz y
de la metalurgia lanzaron una campaña para recuperar la pér­
dida. Aunque el gobierno rechazó considerar la demanda y el
tribunal del trabajo se negó a convocar a los empresarios para
negociar, la campaña por la recuperación salarial logró des­

pertar la identidad sindical (Keck, op. cit.).



Con las huelgas de 1978-79, así como las de 1980, los sindica

se dieron cuenta de lo importante que era la organización a

erior de las fábricas, al tiempo que los trabajadores comenza

1 a ver a sus sindicatos como organizaciones que podían ex

:sar las demandas que surgían de sus lugares de trabajo. Estr
nenzó a revertir el carácter "de puerta de fábrica" del sindi

ismo brasileño (Siqueira Neto y de Oliveira, 1996, p. 320)
:dominantemente orientado a otorgar servicios sociale

.ickson, o/J. cit., p. 37). Cabe recordar el hecho de que en 1:

nsolidación de las Leyes Laborales de 1943 no se adoptó 1:
iresentación sindical a nivel del local del trabajo, ni la nego
ción colectiva, sino la solución jurisdiccional obligatoria d.
conflictos ele trabajo (Siqueira Neto, 1996, p. 338).
El auge del nuevo sindicalismo significó que durante lo

)s ochenta aumentara muy considerablemente la organiza
n de los sindicatos a nivel ele las plantas, lo que a su vez mc

icó la orientación de los sindicatos hacia demandas relativa
1 regulación obrera en el lugar de trabajo, la seguridad el

empleo y, finalmente, al reconocimiento de la representa
n sindical a nivel de las plantas (Keck, op. cit., p. 268). A ta

nto que la CUT logró incluso que en la Constitución de 198

estableciera que en las empresas de más de 200 empleado
De elegirse un representante para negociar con los emplea
res. En algunos pocos casos, en especial en grandes empn
automotrices de la región del ABC en las que estaba mu

.iva la Central Única de los Trabajadores (la CUT), la repn
nación sindical se estableció bajo la forma de una comisiói
fábrica electa por los trabajadores (Moreira Cardoso, 199!

22). No obstante, los sindicatos de la mayoría de las peqUt
s y medianas empresas no han logrado organizarse ni eje]
-la suficiente presión para extender esta forma de represer
:ión (Rodríguez, 1.].,1997, p. 35).

Otra característica del nuevo sindicalismo es que se impc
al interior de la estructura sindical existente. Los diriger

. rlp1 nllPvo <:inrlir�1i<:mo romo T .1Ih pnf�ti7�ron <:11 rprh:



RELACIONES ENTRE EL ESTADO y EL SINDICALISMO 163

zo a crear sindicatos paralelos e insistieron en usar los mecanis­
mos existentes, básicamente las asambleas, para transformar las
estructuras corporativas. Una de las grandes debilidades del
sindicalismo brasileño, su falta de inserción en las empresas,
fue lo que permitió que el nuevo sindicalismo se desarrollara al
interior de los viejos sindicatos (Keck, 1986, p. 107), lo que fue
mucho más difícil en el caso mexicano.

El resultado es que, por lo menos hasta 1996, el sindicalis­
mo brasileño se fortaleció. En 1988 existían 2 461 sindica tos de

empleados en el medio urbano y 2 732 en el medio rural. Si
consideramos tanto empleados como empleadores (como se

acostumbra en las estadísticas brasileñas) en 1988 teníamos
9 118 sindicatos (4 635 en el sector urbano, 4831 en el sector

rural (Rodríguez, L. 1992, p. 25). Unos años más tarde, hacia

1996, el número de sindicatos casi se duplicó: llegó a un total
de 15972, de los cuales 10 779 son urbanos y 5 193 son rurales

(de nuevo contando tanto a los sindicatos de empleados co­

mo de empleadores) (Oliveira Santos, 1997, p. 269).
Al tiempo que los obreros se organizaban a nivel de las

fábricas para tomar el control de sus sindicatos, se dio un

proceso a nivel nacional. Hasta 1983, cuando surge la Central
Única de los Trabajadores (CUT), la Conferencia Nacional de
la Clase Trabajadora (la Conclat) agrupaba a prácticamente
toda la oposición sindical. A partir de la creación de la CUT

el sindicalismo brasileño se divide en tres principales tenden­
cias. La CUT agrupó a los llamados auténticos, una nueva ge­
neración de sindicalistas que no eran dirigentes, ni tenían fi­
liación partidaria y que militaron, como Lula, al interior de
la estructura sindical oficial. La característica fundamental
de esta corriente fue su decisión de enfrentarse, por medio
de huelgas, tanto a los gobiernos militares, como a las políti­
cas económicas de los primeros gobiernos civiles (Rodrí­
guez, L. 1992, p. 29 Y Keck, 1989, p. 277). Proponía, por otra

parte, una reforma a la legislación laboral con el objeto de
eliminar la totalidad de las estructuras corporativas, para res-
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tringir el poder normativo de los tribunales de trabajo para
que la solución de los conflictos colectivos de trabajo fuera
voluntaria y no obligatoria, eliminar las contribuciones sindi­
cales obligatorias, fomentar la implantación de comisiones

para la solución de conflictos laborales en los centros de tra­

bajo y la negociación colectiva, entre otras (de Souza Keller,
op. cit., p. 39).

En 1986, de cara a la CUT se crea la CGT, que se definió
como un "sindicalismo de resultados". Esta central se forma
con base en la corriente "Unidad Sindical" de la primera
Conelat de 1981 y con algunos de los dirigentes de los anti­

guos sindicatos. Esta central propone ser pragmática y opo­
nerse al sindicalismo de contestación que promueve la CUT.

La CGT se opone a un cambio radical de las leyes laborales en

la Constitución de 1988, entre otras rechaza cambiar la uni­
dad sindical por el pluralismo y eliminar el impuesto sindi­
cal. Propone, además, el avance paulatino en las condiciones
salariales y laborales.

Unos años después, en 1991, de una escisión de la CGT se

crea Fuerza Sindical, la que rápidamente se convierte en la

segunda central sindical del país. Esta nueva confederación
se concibe a sí misma como la alternativa entre la propuesta
conservadora de la CGT y el radicalismo y filiación partidaria
de la CUT. Recibe el apoyo del gobierno de Collar de Mello,
recupera la divisa del sindicalismo de resultados y postula
que acepta la modernización y las privatizaciones, así como

la idea de un Estado mínimo, la desregulación de la econo­

mía y la apertura de las fronteras (Oliveira Santos, 1997, p. 91).
Por otra parte, en coincidencia con la CUT, plantea la repre­
sentación sindical en las empresas y la eliminación de la in­

tervención del Estado en las negociaciones colectivas. Su ba­
se de apoyo principal es el Sindicato de Trabajadores Meta­

lúrgicos de Sao Paulo (Rodríguez, 1992, pp. 42).
Ante la aparición de un sindicalismo abierto a la moder­

nización de la economía y con un apoyo del gobierno de Co-
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r, la CUT modificó su postura. A partir de su quinto Con

.so de 1994, gana la tendencia más conciliadora con el ern­

-sariado y el gobierno, una corriente que propone un sin­
alismo de propuestas (Oliveira Santos, 1997, p. 75). Es es­

corriente la que impulsó la negociación de las cámaras
toriales con los empresarios y con el gobierno, y la que ha
uido la política de acuerdos bilaterales de reestructura­

n de las empresas sin la presencia del gobierno. Han in­
so promovido propuestas conjuntas de empresarios y sin­
atos para cuestiones más generales, como fue el caso de la
forma Constitucional referida a la tributación (DIESSE, va­

s números).
De esta manera, a pesar del fortalecimiento del sindica­

[10 brasileño, éste se encuentra fuertemente dividido. y,
efecto, estas divisiones impidieron que hubiera una pos­
a común durante las discusiones que llevaron a la promul­
:ión de la Constitución de 1988. Fue esto lo que hizo fra­

ar las negociaciones hacia la Constitución, entre la CUT, el
rierno y los empresarios (básicamente la FIESP). De tal for-

que, a pesar de que se incluyeron importantes reformas
la nueva Constitución (muchas de ellas propuestas por la

r) referidas a las condiciones de trabajo, a pagos especia­
para toda una serie de labores, participación en las utili­
les de la empresa, reducción de la jornada de trabajo (de
1 44 horas), extensión de la cobertura del salario mínimo,
1 nueva cláusula de indemnización, no se modificaron al­
lOS de los elementos centrales de la estructura corporati­
Algunos autores consideran que

"

... e1 proceso constitu­

nal fue una oportunidad perdida para una ruptura defini­
. con el pasado corporativista, la conservación de las
tituciones centrales de la estructura corporativa represen­
la victoria de los sectores sindicales más comprometidos
1 el viejo sistema -las federaciones nacionales oficiales, la
l' y el sindicalismo de resultados- en alianza con los lobbyj
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deran que existe una cultura de sindicalismo de Estado, aún
entre las corrientes sindicales más identificadas con el nuevo

sindicalismo (Boito, A., 1991). Al grado de que muchos auto­

res ven en estos residuos el obstáculo más importante para el
desarrollo del sindicalismo brasileño (Comin, 1994). El go­
bierno ha seguido controlando los aumentos salariales y con

ello protegiendo al empresariado. Ha sido posible que mu­

chos empresarios sigan despidiendo a los sindicalistas com­

bativos, a pesar de que la seguridad en el empleo de los mi­
litantes debía estar garantizada por medio de los comités de

empresa. Además, según un autor, el número de comités de

empresa en San Bernardo había descendido de su punto
más alto en 1980, de 18 en 1 200 empresas, a siete u ocho en

1988 (Payne, 1991, p. 232).
En el México de los años setenta también se dio un am­

plio movimiento de disidencia sindical. Las condiciones es­

tructurales en las que surgió el movimiento de independen­
cia sindical en el sexenio de Echeverría (1970-1976) fueron

similares a las mencionadas para el caso brasileño. El movi­
miento se produjo en los sectores de punta, como la indus­
tria automotriz y la metalúrgica, que para los años setenta se

había convertido en una industria de intensidad de capital
muy elevada, de gran concentración de trabajadores por em­

presa, donde la productividad era muy alta y donde había
una nueva generación de obreros con mayores niveles de
educación. Estos cambios transformaron radicalmente las re­

laciones de trabajo a las cuales estaba acostumbrado el sindi­
calismo oficialista, estrechamente vinculado con la adminis­
tración empresarial (Camacho, 1975 y Middlebrook, 1989).
Esta situación dio lugar a un amplio movimiento de desafilia­
ción de los sindicatos automotrices y de otras ramas de pun­
ta de las grandes centrales.

La Unidad Obrera Independiente, que llegó a organizar
a muchos de estos sindicatos, agrupó a más de 300 000 traba­

jadores. Dirigida por un abogado laboral, Juan Ortega Are-
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�una consigna política, ya sea del gobierno o de algún parti
:lo político. Esta estrategia le dio la posibilidad de su indepen
:lencia, pero no le permitió constituirse en una alternativa
riable al sindicalismo oficialista. Además, la condenó a la de

iaparición cuando el gobierno siguiente, el de López Portillo

ejos de permitir la desafiliación de los sindicatos de las cen

:rales oficialistas, utilizó todos los medios para impedirla
\.demás, su política organizacional era limitada; no se propo
lía agrupar orgánicamente a los sindicatos, nunca intenté

-eorganizar a sus sindicatos en sindicatos nacionales de indus
.ria. Esta postura la llevó a negar su apoyo a la Tendencia De
nocrática del SUTERM, así como a tener conflictos con otra:

organizaciones independientes como el Frente Auténtico de

[rabajo. Este último, incluso acusaba a la UOl de recibir apo
10 del gobierno y de ser "oo. una nueva forma de dispersión
lel movimiento obrero" (AguiJar García, j., 1982, p. 88). D(

lecho, a diferencia de Brasil, en el caso mexicano los sindica
os claves del movimiento de los setenta nunca fueron inde
oendientes del gobierno; contaron con el apoyo del gobierne
le Echeverría, que los promovía con el objeto de renovar 1<1
ilianza entre el sindicalismo y el Estado. Esto se reflejó en el

lecho de que el gobierno permitió e inclusive estimuló la de
afiliación sindical de las grandes centrales oficialistas. Esto le
rizo por medio de la Secretaría del Trabajo que, como hemos

lescrito, tiene la facultad de otorgar o negar los registros a los
indicatos. Había un acuerdo tácito entre el gobierno de
�cheverría y algunos de los principales dirigentes de la oposi
:ión a la hegemonía de la CTM, entre ellos Rafael Galván, di

.igente del actor más importante del movimiento, 1<1
endencia democrática del SUTERM yJuan Ortega Arenas, di

igente de la Unión Obrera Independiente, para sustituir a

os viejos dirigentes oficialistas y restablecer la alianza que se

enía con la Confederación de Trabajadores de México (la
-:TM) (Cómez Tal!le. 1980).
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La relación con el gobierno significó, en última instan­

cia, que el movimiento de autonomía sindical no pudiera
transformar el control del Estado sobre el sindicalismo. Lo

que, a su vez, permitió al gobierno de López Portillo desman­
telar paulatinamente prácticamente todos los sindicatos in­

dependien tes, muchos de los cuales regresaron al seno del
oficialismo. La cercanía con el poder, la intención de cam­

biar al sindicalismo con base en un acuerdo desde arriba,
con el presidente, impidió que el movimiento se consolidara
como una oposición al régimen.

En sus orígenes, la recientemente creada Unión Nacional
de Trabajadores (UNT) cometió el mismo error estratégico. El

antecedente directo de la central autónoma más importante
de la actualidad fue la Federación de Sindicatos de Bienes y
Servicios (Fesebs), que surge en torno a dos sindicatos autóno­
mos : el sindicato de telefonistas, cuyo dirigente, Francisco

Hemández]uárez, había tomado el poder en la ola de sindica­
lismo independiente de mediados de los setenta y el Sindicato

Mexicano de Electricistas (SME). El sindicato de telefonistas se

había caracterizado por una actitud combativa en contra de la

política de contención salarial de los gobiernos de López Por­
tillo y de De la Madrid, que fijaban un porcentaje de aumento

salarial menor al de la inflación esperada en el año y que llevó
a pérdidas muy considerables del poder adquisitivo de los sala­
rios. Entre 1978 y 1988 el sindicato de telefonistas estalla cuatro

huelgas que el Estado anuló por medio de la requisa de la em­

presa. Por su parte, el SME ha sido uno de los sindicatos con ma­

yor tradición democrática y de independencia del gobierno
desde 1916, año en el que declara una huelga general en la ciu­
dad de México contra el gobierno de Carranza.

A pesar de esta actitud combativa, el sindicato de telefonis­
tas llega a un acuerdo con el gobierno de Salinas. La base del
acuerdo era preservar al sindicato y los empleos ante la priva­
tización de la empresa en 1990. Este acuerdo se tradujo en la
creación de una central, la Fesebs, que debía expresar el apo-
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yo del sindicalismo a la política de modernización de la econo­

mía. Con esa base renació, tanto entre los dirigentes de la Fe­
sebs como en el gobierno de Salinas, la idea de renovar al sin­

dicalismo ligado al Estado. Se intentaría sustituir el corporati­
vismo político por un tipo de neocorporativismo con una

lógica más social y económica, concentrado al nivel micro", La
idea de la Fesebs era, como en los setenta, intentar sustituir el

liderazgo de las grandes centrales oficialistas y acceder a la cú­

pula del sindicalismo por medio de acuerdos desde arriba. Por

parte del gobierno la intención era cubrir el vacío de repre­
sentación que iba a significar el debilitamiento inevitable del
sindicalismo en el mediano plazo por el cambio del modelo
económico y la descomposición del régimen. Pretendía, ade­
más, encontrar el apoyo de una corriente sindical para su pro­
yecto de modernización de la economía, al que se oponían
(calladamente) los sindicatos oficialistas en tanto que la aper­
tura económica golpeaba sus intereses y los mecanismos en los

que basaba su control clientelar. Necesitaba el apoyo a una po­
lítica que iba a flexibilizar las relaciones laborales y reducir los

privilegios de los sindicatos de las empresas estatales.
Este proyecto de sustitución del sindicalismo oficialista fra­

casó por la crisis económica y política en la que terminó el se­

xenio de Salinas. No obstante, el acercamiento con el gobier­
no tuvo como consecuencia el debilitamiento del frente que
significaba la Fesebs, que se tradujo en la división del movi­
miento para crear la Unión Nacional de Trabajadores (uNr)4

3 Se eliminaba, por ejemplo, el control sobre el voto de los trabajadores.
Un voto que era cada vez más dificil de controlar en la medida en que las elec­
ciones eran más competitivas y mejor vigiladas, lo que hacía prácticamente im­

practicables las formas de presión directa y de extorsión sobre los trabajadores.
4 La primera central sindical que se crea después del Congreso del

Trabajo en 1966 y una de las pocas que surgen por iniciativa propia, sin el

apoyo del gobierno, desde el cardenismo no incluye a dos sindicatos muy
poderosos que estaban o eran cercanos a la Fesebs: el SME y el sindicato de

trabajadores de la Educación, el SNTE.
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acercamiento al gobierno de Salinas y la Fesebs.

En Brasil surgió un nuevo sindicalismo independiente
sindicalismo subordinado al Estado, lo que obligó al viejo sÍJ
calismo a renovarse. Además, se dio un giro de la acción sil
cal hacia el interior de las empresas, al grado de que inclusr

logró modificar la legislación. En contraste, en México el sil
calismo concentró su lucha en la independencia de las gran
centrales sindicales, sin verdaderamente cuestionar su relac
de subordinación con el Estado. Intentó llevar a cabo una

ción totalmente contradictoria: hacerse autónomo del Est
con el apoyo del gobierno. Es cierto que esta paradoja se d
en parte a la existencia de un estrecho control del Estado so

el sindicalismo, que hace muy difícil la existencia de sindic,

independientes. Pero se debe en parte también a la politizac
de origen del sindicalismo mexicano, que lo lleva a caer el

tentación de apoyarse en acuerdos cupulares para llegar al
der en vez de hacerlo desde abajo,

b. Las relaciones industriales: unilateralismo

y corporativismo de empresa contra concertación

y corporativismo por rama

En el caso de México, el nuevo modelo económico cara

rizado por la apertura de la economía, la liberalización p
tica y, finalmente, la transición han puesto fin a la subordi
ción política del sindicalismo. No obstante, el hecho de e

el Estado aún preserve los mecanismos corporativos le

permitido imponer el nuevo modelo económico mediant
flcxibilización unilateral, en la mayoría de las empresas,
como la des-sindicalización", de una manera similar a la e

5 Como se ha descrito en numerosos estudios sobre la industria
nllil,;;ulílr� I�<.:. t�IíO::l<';' rh.. c;:.inrlir:lli7:lrión pon .-::Ioe;:. nl1PV:l1íO: rpCT1()nplíO: m:lflllil"
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anteriormente imponía la sindicalización y la atribución de
instrumentos clientelistas a los sindicatos. En un amplio sec­

tor de la industria, del comercio y de los servicios" se está im­

poniendo un modelo que puede llamarse "maquilador". En
este modelo se sustituye al sindicalismo por la participación
de los trabajadores en nuevas formas de organización del tra­

bajo, mediante las cuales se pretenden resolver los conflictos
laborales en tanto están relacionadas con el proceso de pro­
ducción más que como conflictos de intereses o de clase. Al
mismo tiempo, este modelo se basa, por lo menos parcial­
mente, en la existencia de un sindicalismo de protección".
Este modelo está siendo implementado en las regiones del

No.roeste, región en la que, antes del boom maquilador de los

ochenta, no existía una tradición sindical, ni siquiera indus­

trial, y donde la rotación tan alta del personal hace poco úti­
l al sindicalismo a los ojos de los trabajadores.

En los sectores y regiones en los que hubo una elevada
tasa de sindicalización se ha estado imponiendo la flexibili­
zación unilateral de los contratos colectivos. Se eliminó la

mayor parte de las cláusulas que permitían a los sindicatos
intervenir en las decisiones que se tomaban en torno a los
cambios al interior de la empresa ya la organización cotidia­
na del trabajo. Es notable, además, cómo en la gran mayoría
de estas empresas se han incrementado las tareas que se ha­
cen fuera de ellas por empresas contratistas que no tienen
sindicatos (Bouzas y de la Garza, 1998). Todo esto ha debili-

Tijuana y Ciudadjuárez, son mucho menores que lo que ha sido la norma

para ese tipo de empresas grandes y en la industria manufacturera (Wi­
lIiams y Passé-Smith, 1992).

fj Estos últimos dos sectores siempre estuvieron poco sindicalizados.
7 El sindicalismo de protección se refiere al hecho de que se negocia

un contrato colectivo "bajo la mesa" con alguna central sindical oficialista,
pero que no se da a conocer a los obreros más que cuando éstos preten­
den sindicalizarse, lo que les impide hacerlo en tanto que en México sólo
se permite un sindicato por empresa.



taco (le manera Imponante al smcncausmo, tanto el oncians­

la como el autónomo.

Aunque es cierto que algunos sindicatos herederos del
movimiento sindical de los años setenta, ubicados en las em­

presas de punta han intentado resistirse a esta forma de Ile­
var a cabo la reestructuración de la economía a nivel de sus

empresas, no ha habido un movimiento concertado para
oponerse a ella. Entre éstos se encuentran el infructuoso in­

Lento del sindicato de la Siderúrgica Lázaro Cárdenas-Las
Truchas (Sicartsa), y los más exitosos de los sindicatos de la

Empresa Luz y Fuerza del Centro (SME), Teléfonos de Méxi­

co, las aerolíneas y la Volkswagen de México.
Uno de los sindicatos que mejor representó esta corrien­

te fue el de telefonistas. A partir del cambio de modelo eco

nómico, el Sindicato de Telefonistas de la República Mexica

na cambió el terreno de su acción e inicia un proceso de in­
novación de la acción sindical que se aleja de la tradición
sindical mexicana en la medida en que deja la lucha exclusi
varnente centrada en las cuestiones económicas para intere­
sarse por las demandas en torno a la producción. Dejó de lle
var a cabo movimientos en contra de la política salarial del go
bierno y se concentró en una lucha por modificar las
condiciones específicas en su empresa. Comienza defendien­
do su contrato colectivo de trabajo ante la intención de la ern

presa de flexibilizarlo. Finalmente acepta la reestructuración
de la empresa y las modificaciones a las condiciones colectivas
de los trabajadores a cambio de conservar los empleos, au­

mentar las retribuciones de los trabajadores por vías distinta!
a la del incremento directo del salario y preservar la fuerza)
capacidad de acción del sindicato. La clave de la posición de
este sindicato fue que aceptó la necesidad de modernizar 1;;

empresa con la condición de que se compensen las conse­

cuencias de esta transformación sobre los trabajadores.
Este cambio en la postura del sindicato también se nego

ció a cambio de oue éste Ioorase obtener un mavor noder de



uecision soore las merimas tomauas por la empresa para C(

lificar a los trabajadores, sobre cómo aumentar la product
vidad, la calidad, la introducción de nuevas formas de org<
nización del trabajo, e incluso sobre algunas cuestiones f
nancieras. El momento culminante de este cambio fue 1

negociación del contrato colectivo de trabajo de 1986, cuar

do se pactó la cláusula 193, que estableció la obligación de 1

empresa de informar al sindicato sobre sus proyectos d
transformación tecnológica y la creación de una Comisiói
Mixta de Productividad, que en cierta medida aceptaba UI

principio de corresponsabilidad del sindicato en el desarrc
110 de la empresa. Aunque ante la perspectiva de privatiza
ción de Teléfonos de México en 1989 se redujo de maner

importante el alcance de esta cláusula y de la comisión, m

se eliminó el reconocimiento de interlocución del sindicate

algo que se venía cuestionando en la mayoría de las empn:
sas del país con la f1exibilización unilateral (Xelhuantzi Lé

pez, 1989).
Esta política del STRM ha logrado establecerse como es

trategia de la Unión Nacional de Trabajadores (UNT). Yel

efecto, la Unión Nacional de Trabajadores, como antes l

Fesebs, ha dirigido su acción hacia la negociación de los con

tratos colectivos de sus sindicatos miembros. y en este terre

no ha sido bastante exitosa al mejorar las condiciones de lo

trabajadores de algunos de los sindicatos de las empresas d.

punta del país. Sus principales logros han sido, como 14

ejemplifica el sindicato telefonista, un mejor reparto de lo
beneficios económicos que provienen de los aumentos d.

productividad y la preservación de parte de la capacidad d,

regulación sindical.
No obstante, la UNT no parece tener mucho que decir;

sindicatos en ramas en declive. Es cierto que defiende eficaz
mente a los trabajadores de las empresas que están lograndr
incorporarse exitosamente al proceso de globalización, mu

rhos op pilos pn los si nrlir-atos rn rr- tr;:¡oirion;¡lmpntp Ira n tr-n i
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parece tener mucho que ofrecer a los sindicatos de empresa�
y sectores que no lo están logrando, ni a los trabajadores que
nunca se beneficiaron del Estado de bienestar a la mexicana.
Menos aún a los trabajadores no sindicalizados, a los del seco

tor informal ya los desempleados. Es probable que esta haya
sido la razón más profunda de su incapacidad de ampliar su

afiliación y su influencia. Un ejemplo de ello es que a pesal
de sus programa inicial la UNT no ha logrado llevar a cabo ac­

ciones significativas de rechazo a la política económica ni re­

basar el ámbito netamente sindical.
En contraste, el sindicalismo en Brasil logró, a partir de

una lucha en las empresas de pun ta del ABC de Sao Paulo
no sólo agrupar a los sindicatos de estas empresas, sino tam

bién a sindicatos de sectores tradicionales e incluso rurales"
Además la CUT, que es la central emblemática del nuevo sin­

dicalismo, ha logrado rebasar el ámbito puramente sindical
como lo demuestra el hecho de que fundó un partido que se

ha convertido en la segunda fuerza política a nivel naciona

y la primera en muchas localidades, incluyendo la ciudad de
Sao Paulo y la de Rio Grande do Su]'

y en efecto, una de las consecuencias más importante:
de las huelgas de 1977-1979 fue que obligaron a la negocia
ción directa entre los asalariados y los empresarios (Keck, op
cit., p. 285). Con ello comenzó a revertirse la característica

preponderante de las relaciones industriales del Brasil qm
privilegia la intervención del Estado sobre la autonomía sin

dical y el unilateralismo de los empresarios sobre la partici
pación de los trabajadores (Siqueira Neto, op. cit., p. 337). Es
to permitió que los sindicatos encontraran nuevas formas de
defender a los trabajadores a pesar del adverso panoram¡

8 De hecho, el 15% de los efectivos de Fuerza Sindical y de la CUT es

tá en la industria, 22% en los servicios, 37% son rurales y 25% están en e

sector núblico IOliveira Santos. 1997. n. 260).
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económico. Ejemplo de esto fueron las cámaras sectoriales

que se asemejan a las formas de negociación que los sindica
tos telefonista y de Volkswagen en México han establecidc
con sus empresas, aunque en el caso brasileño no concier
nen a una sola empresa, sino a toda una rama.

La más importante de las cámaras sectoriales fue la de la
industria automotriz, iniciada en marzo de 1992. A los sindi
catos se les garantizó la recuperación de las pérdidas salaria.
les anteriores, la reposición mensual integral de la inflación

y el mantenimiento del nivel de empleo durante un año. El
Estado redujo los impuestos a los automóviles nuevos, mien.
tras que los empresarios sacrificaron su margen de ganancia.
El resultado fue que los consumidores se beneficiaron de 1<1

baja del precio de los automóviles y que el aumento signifi
cativo de las ventas redundó en ganancias para los empresa·
rios. Los acuerdos incluían, además, convenios relativos a 1<1

inversión, producción y reestructuración industrial, asocia­
das a la modernización de las relaciones de trabajo (De Sou
za Keller, 1994, p. 39).

Los tres primeros gobiernos civiles, entre fines del go­
bierno de Sarney y el inicio del de Collar de Mello fomenta­
ron estas cámaras sectoriales. Aunque en un principio la CUI

se opuso a ellas, el hecho de que Fuerza Sindical las apoyara
desde el inicio la obligó a cambiar su postura. Además, la cri­
sis por la que pasa la industria automotriz a principios de los
años noventa llevó a la corriente lidereada por Vicente Pau­
lo da Silva, o Vicentino, a convencer a la CUT de aceptarlas
luego de un intenso debate interno (Diniz, O/J, cit., pp. 72-74

Y entrevista con Vicentino, Brasilia, nov. 1994).
El cambio en las relaciones entre el actor sindical y em­

presarial que significaron las cámaras sectoriales llegó al

punto de que se las viera como el modelo que permitiera
avanzar desde abajo hacia un pacto social nacional referido
tanto a la política económica como a la de ingresos, como su­

rp,-l". 1"11 ::tIO'llnns ll::lísps ,-11" F.llrnll::t C'p11tr::l1 v ,-Ipl Nrrrt e- v (111f"
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algunos autores brasileños pensaban equivocadamente que
sucedía en México (Diniz, op. cit.). Más realistamen te, a dife­
rencia de lo que sucedía en México, donde los Pactos Econó­
micos que se establecen desde 1987 fueron imposiciones gu­
bernamentales avaladas por los sindicatos oficialistas y don­
de los sindicatos autónomos sólo tenían la capacidad de

negociar acuerdos neocorporativos de empresa, en Brasil se

planteó la posibilidad de establecer un neocorporativismo a

nivel medio, o de rama (Scott, 1994).
Algunos autores interpretan estos acuerdos como rema­

nentes del antiguo corporativismo. No obstante, desestiman los
cambios tan profundos que han ocurrido a nivel de la organi­
zación sindical y empresarial, en la estrategia de los actores e

incluso en el sistema de relaciones industriales. Es necesario
considerar que los protagonistas de estas negociaciones son

actores representativos, lo que contradice la experiencia corpo­
rativa tradicional (De Souza Keller, 1994). Por otra parte, la pro­
pia estructura de unicidad sindical que se mantuvo en la Cons­
titución de 1988 contribuyó a la creación de agentes de nego­
ciación más unificados de lo que hubieran sido de haberse
instaurado un sistema puramente pluralista, que tuviera sindi­
catos compitiendo entre ellos por la misma representación, o

una estructura organizacional por empresa que llevara a la ato­

mización, como la que existe en México". El punto es que en

una situación de mayor democracia asociativa y de representa­
tividad de los sindicatos, algunos principios de la estructura or­

ganizativa de la época autoritaria pueden haber sido refuncio­
nalizados democráticamente (Scott, 1994, pp. 21-22).

No obstante, a pesar de que en 1992 existían 29 cámaras
sectoriales en distintas ramas de actividad, pocas de ellas fue­
ron tan activas como la de la industria automotriz. Esto se de-

� De hecho, este es lino de los argumentos que llevaron a que los pro­
pios sindicatos no hayan pugnado por la desaparición completa del siste­
ma corporativo.
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bió a que las condiciones de las ramas en la que se estable­
cieron los acuerdos exitosos eran muy particulares, en la me­

dida en que se trataba de sectores (como el automotriz) que
tienen todas las condiciones para expandirse tanto en fun­
ción del mercado interno, como externo, y donde un pacto
de este tipo significa beneficios tanto para los empresarios
como para los trabajadores. Fue mucho más difícil estable­
cerlo en sectores en los que no existían tales condiciones,
sectores en declive, por ejemplo. De ahí surge una crítica más
centrada hacia este tipo de acuerdos, que los ve como un

acuerdo corporativo, io en la medida en que se beneficia a un

sector limitado de trabajadores y empresarios, así como a los
consumidores de un cierto tipo de producto, pero se perju­
dica al resto de la población ya que el Estado tiene que ceder
una parte de su recaudación (Diniz, op. cit.).

Desde su inicio, el gobierno de Fernando Enrique Cardo­
so lleva a cabo medidas unilaterales que implican el abandono

por parte del Estado de los esquemas de negociación tripartita
que dieron lugar a las cámaras sectoriales y que las vacían de to­

do contenido (Leite el al., 1996, p. 103). No obstante, aunque
para todo efecto práctico las cámaras sectoriales hayan dejado
de existir, el mero hecho de que hayan logrado establecerse re­

fleja un cambio substancial en la estrategia de los actores invo­
lucrados en el sistema brasileño de relaciones industriales

(Dombois y Pries, 1999, pp. 291-298). Este cambio se traduce
tanto en el abandono por parte de la CUT de la práctica defen­
siva-reivindicativa de los años ochenta por una estrategia de na­

turaleza más propositiva, como por una mayor disposición de
los empresarios a aceptar a los sindicatos como interlocutores

yel principio de la negociación colectiva de trabajo.
Más allá de las cámaras sectoriales, esta llueva relación se

refleja en los actuales acuerdos de reestructuración negocia-

111 Corporativo en el sentido de que beneficia a un grupo reducido de
la sociedad en detrimento del colectivo.
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atos cláusulas relativas a la transmisión de informaciói

specto a cambios tecnológicos y organizacionales. Ade
e que en varios casos se han llegado a acuerdos ter

.s a homogenizar los salarios en la industria, para regl:

.reación de grupos de trabajo al interior de las plantas
mo para crear comisiones permanentes que analice:
nsferencias de actividades a empresas exteriores de sei

(outsourcing) (DIESSE, Boletim núm. 168, marzo d

)p. 18-20 Y Leite el al., op. cit., pp. 104-106))
) obstante, existen signos contrarios. Entre ellos dests

[ue muchos autores consideran como la propuesta err

'ial más generalizada sobre legislación laboral que de
: un modelo de negociación no regulado jurídicamer
.haza cualquier forma de negociación centralizada
ne que ésta se lleve a cabo por empresa. Postula, ade

[ue se mantenga el poder normativo del Estado a travé
tribunales del trabajo (Leite el al., 1996, p. 107).

� esta manera, a pesar de que tanto en Brasil como e

o se están aplicando políticas neoliberales que debil
eficacia del sindicalismo para defender los intereses d

.bajadores ante las reestructuraciones de las empresa:
iferencias importantes entre los dos casos. Es patent
la atomización de la organización del sindicalismo me

) aunada a la capacidad de control del Estado han in

) la des-sindicalización yel debilitamiento generalizad
idicalismo. La gran mayoría de los sindicatos están ha
oresente bajo el control de las centrales ex oficialista

ceptaron pasivamente las medidas gubernamentale
porque eran propuestas por gobiernos emanados de s

o partido, como porque no tienen representatividad.
1 contraste, en Brasil se dio un amplio movimiento sind
tónomo que logró llegar a acuerdos que defendían a 1<

- . - - - --
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dos también mostraron la existencia en este país de un sector

empresarial más moderno y consolidado que le permitió acep­
tar al sindicalismo como interlocutor directo sin intervención
del gobierno. De hecho, ante la fortaleza de los actores sociales,
el Estado brasileño ha tenido que adoptar, en ocasiones, políti­
cas públicas que no hubiera aplicado unilateralmente. En con­

traste, en el caso mexicano, las políticas, así como los supuestos
pactos tripartitas eran imposiciones por parte del Estado.

c. Sindicalismo y política: representatividad política de lo social
contra transición política sin representatividad social

El auge del sindicalismo, a partir de las huelgas de 1977-78,
contribuyó de manera fundamental al proceso de transición
en Brasil. El que las huelgas hayan estallado y que se haya ne­

gociado de manera directa entre sindicatos y empresarios
fue un hecho que puso en entredicho la autoridad del régi­
men autoritario, aunque estuviera en vías de liberalización.
Asimismo fue crucial que el sindicalismo haya logrado orga­
nizarse de manera independiente del Estado, lo que demos­
tró la autonomía de la sociedad civil.

También los empresarios brasileños fueron un actor im­

portante de la transición. Cardoso plantea que lo que desper­
tó la oposición de los empresarios, que habían apoyado a los
distintos regímenes militares, fue el hecho de que la adminis­
tración Geisel haya propuesto continuar el milagro económi­
co por la vía de un nuevo modelo de acumulación basado en

los bienes de capital y los productos de base, que dependería
fuertemente de la expansión de las empresas estatales" (Car-

11 Aparentemente no fue la crisis económica lo que decidió la oposi­
ción empresarial, ya que cuando los empresarios comenzaron a ejercer
presión sobre los militares, la economía mostraba de nuevo un crecimien­
to considerable.
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doso 1988, p. 143). Es en este contexto en el cual los empresa­
rios brasileños descubren la democracia. Su concepción estu­

vo basada sobre una idea que expresaron los líderes empresa­
riales de la FIESP en un documento elaborado en 1978: "Es un

hecho que un régimen político fuerte tiende a intervenir en

la economía y que, a su vez, esto refuerza el régimen y condu­
ce a la consolidación de un estado tecnocrático fuerte. Es cor­

ta la vía que va de este punto a la instauración de un poder ar­

bitrario". Los empresarios exigían un equilibrio en el sistema

tripartita de desarrollo, argumentaban que las empresas esta­

tales no estaban controladas por la sociedad y que las empre­
sas extranjeras no estaban sometidas a reglas de conducta cla­
ras. Según este mismo documento, sólo un régimen democrá­
tico podía asegurar estas metas (ibid., p. 145).

De esta manera, el empresaríado y el sindicalismo se con­

virtieron, en cierta medida, en aliados "objetivos" en contra

del régimen militar. Esto tuvo como consecuencia que cuan­

do los empresarios se enfrentaron con las huelgas de fines de
los setenta no solicitaron el apoyo del gobierno y accedieron
a negociar. Así, los empresarios no sólo aceptaban la legitimi­
dad de los conflictos sindicales y a los sindicatos como inter­

locutores, sino que desafiaban además la autoridad de los mi­

litares y su control sobre la sociedad aceptando un acto ile­

gal. Lo que contribuyó a ubicar a las relaciones industriales
como uno de los terrenos privilegiados de la lucha en contra

de los militares.
Otra de las formas en la que se fortaleció la sociedad ci­

vil fue la capacidad que mostró el sindicalismo, específica­
mente la CUT, de traducirse políticamente. No obstante, la li­

ga entre el Partido de los Trabajadores y la CUT no es direc­
ta, como lo es en el caso de los partidos socialdemócratas

europeos. En primer lugar, al momento de la creación del PT

la vinculación entre el sindicalismo y los partidos estaba ex­

presamente prohibida por la CLT, que todavía estaba en vigor
(Keck, 1986, p. 441). Por otra parte, el PT no surge exclusiva-



mente como imciauva uei sector oorero, SIlla que tamo

intervienen grupos de la Iglesia y de la clase media, a tal g
do que algunos autores, como Leoncio M. Rodríguez, COI

deran que por su composición es un partido de clases med

(Soares D'Araujo, 1992, pp. 62-63).
Por otra parte, la fundación del Partido de los Trabaja­

res es anterior a la creación de la CUT, aunque ambas se

creaciones de la misma corriente sindical, los llamados"
ténticos". El PT, cuyo dirigente emblemático y actual pn
dente de la República es Luis Ignacio da Silva, Lula, se Cl

en 1979, en el contexto de la ola de huelgas que involucrar
1 más de tres millones de trabajadores. El que este mr

miento no consiguiera mejoras significativas a nivel local
la todos los huelguistas convenció a los dirigentes sindica
fe que era necesario que el sindicalismo participara al ni

fe la política nacional. La función del partido era la de cn

.ma situación más favorable para el sindicalismo, mient

lue la función de éste seguía siendo defender las demanc
aborales (Keck, 1986, p. 443).

Y en efecto, una de las principales características del
es que surge del seno de una corriente sindical que se di
lía apartidista. Esto implicaba que el partido no tenía COI

objetivo el poder, sino cambiar el contexto político para
.indicalismo. A pesar de este inicio ambiguo para un parti
oolitico, el PT modificó su postura cuando comenzó a gaI
rarias de las ciudades más importantes de Brasil (Soares d

.aujo, 1992, pp. 62-63).
En contraste, existen límites tanto "culturales", como

�anizacionales para que el empresariado brasileño def
ma postura política. La ambigua postura del empresaria
mte la democracia se hizo evidente con la posición q
rdoptó ante la huelga de 1980. Cuando, en esta última, el I

risterio del Trabajo prohibió la negociación directa en

:indicatos y empresarios, ningún empresario protestó a pe:
11" (lIIP pn 1 q7R h::lhí::ln ::Icpnt::lno pI nrincinio nI" h I1pO"n.r
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ción obrero-patronal directa. Por el contrario, los empresa­
rios se hicieron a un lado para dejar al Estado declarar ilega­
les las huelgas e intervenir los sindicatos para imponer nue­

vas direcciones. Desde ese momento, el sector privado co­

menzó a concebir al gobierno de Figueiredo como una

barrera necesaria para contener la acción de masas que ame­

nazaba con transferir la presión a favor de la liberalización
de la esfera política a la social (Cardoso, 1988, p. 149).

Por otra parte, el nivel organizacional del empresariado
brasileño sigue siendo relativamente débil si lo comparamos
con el mexicano, que está centralizado desde que se organi­
zó en contra de las políticas de Luis Echeverría (Ross Schnei­

der, 1995; Boschi, 1997 y Alba Vega, 2001). Esta relativa debi­
lidad organizativa combinada con su incapacidad para defi­
nirse políticamente podría, teóricamente, llevar a los

empresarios a considerar que las elecciones, la democracia

formal, amenaza sus intereses, y empujarlos de nueva cuenta

hacia posturas autoritarias.
En contraste, en México, tanto el sindicalismo, como el

empresariado se han mantenido como actores sociales débi­
les. En lo que respecta al actor sindical, esto es en parte con­

secuencia de que el partido del viejo régimen, el PRI, conti­
núa controlando a la mayor parte de los sindicatos. Parte de
la explicación de cómo se ha mantenido el control del sindi­
calismo oficialista es que el Estado ha preservado las faculta­
des que le permiten mantener el control administrativo so­

bre el sindicalismo; la Ley Federal del Trabajo no ha sido mo­

dificada y, por tanto, existen importantes obstáculos para
desafiliarse de un sindicato y adherirse a otro.

Pero la razón quizá más importante que ha impedido el
crecimiento del sindicalismo de oposición a pesar de la falta
de reprcsentatividad del sindicalismo ex oficialista es el he­
cho de que los movimientos más autónomos del sindicalismo

siempre se han visto tentados a recurrir a una relación con el

gobierno. Lo vimos con el caso del movimiento de indepen-
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dencia sindical de los setenta, así como con el de la Fesebs.

y, en efecto, dos de los dirigentes más prominentes de la

UNT, el de los telefonistas y el del Sindicato del Instituto Me­
xicano del Seguro Social, pertenecen al PRI. Está además el
hecho ya mencionado de que a pesar de que esta central ha
demostrado una notable capacidad de defender a sus sindi­
catos ubicados en las empresas de punta del país, que son las
más beneficiadas por la apertura de la economía, ha mostra­

do ser incapaz de representar a los sectores tradicionales que
están sufriendo la apertura.

Pero el régimen que se estableció en México no sólo su­

bordinó el sindicalismo al Estado, sino que hizo lo mismo
con los empresarios. Hasta antes de la apertura, los empresa­
rios mexicanos dependían del Estado de dos distintas mane­

ras: económica y políticamente. En tanto principal agente de

desarrollo, el Estado se encargaba de estimular el desarrollo
económico y construir una economía cerrada para proteger­
los de la competencia internacional. Por otra parte, el Esta­
do se encargaba de crear un clima de paz social favorable a

las inversiones, básicamente mediante el control de los acto­

res populares que podían significarle un desafio a los empre­
sarios, en especial el sindicalismo (Alba Vega, 20(0).

Si en Brasil el empresariado se pasa a la oposición ante la

perspectiva de que el gobierno militar expandiera su inter­
vención en la economía, en México el empresariado hace 10

propio básicamente ante un evento de orden político, en el
cual se manifiesta su dependencia del Estado. Aunque, des­
de mediados de los años setenta los empresarios mexicanos
comenzaron a presionar con el objeto de afirmar su autono­

mía económica del gobierno, ante la expropiación del siste­
ma bancario en 1982 el empresariado se percata que su vul­
nerabilidad es ante todo política. Sobre todo porque el acto

expropiatorio contrastaba con el hecho de que el gobierno
de López Portillo había desmantelado el sindicalismo inde­

pendiente y frenado las invasiones de tierras que tanto ha-
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bían preocupado a los empresarios en el sexenio anterior.
Fue esto lo que empujó a los empresarios a intervenir direc­
tamente en política, básicamente a través del Partido Acción

Nacional, más que a fortalecer sus organizaciones y su capa­
cidad como actores sociales. Es esto lo que finalmente deter­
minó que el empresariado pugnara por la liberalización po­
lítica del régimen, sin cuestionar el corporativismo. De he­
cho, en tanto este le seguía siendo útil, continuó aceptando
el control que el Estado ejercía sobre las relaciones obrero­

patronales.
En Brasil ha habido un importante progreso en lo que se

refiere a la implantación del sindicalismo en las empresas, la

organización de una poderosa central independiente del Es­

tado y la fundación de un partido que establece el vínculo
entre el sistema partidista y el sistema social. Además, el he­
cho de que las relaciones industriales se convirtieran en uno

de los terrenos privilegiados de la lucha en contra del anti­

guo régimen tuvo como consecuencia que la democratiza­
ción del sistema de relaciones industriales coincidiera con la
del régimen político. Esto significó, como dice Cardoso, que
tanto el Estado como la sociedad civil fueran mutuamente

reforzados en el proceso (Cardoso, op. cit.).
En contraste, aunque en México los empresarios también

emergen como actores de la democratización, no lo hacen en

el terreno social, ni por medio de sus organizaciones sectoria­
les. Participan directamente en la política, incorporándose y
creando la corriente que va a triunfar en las elecciones presi­
denciales del 2 de julio del 2000, que llevó a Vicente Fox a la

presidencia. Por su parte, el sindicalismo, dominado por las
centrales priistas, estuvo prácticamente ausente de la transi­

ción. Esto tiene como consecuencia que las relaciones indus­
triales no se hayan democratizado a la par del régimen. Lo

que también conlleva a que, con excepción del PRI, los otros

partidos prácticamente no tengan una vinculación con el sin­
dicalismo. Además, en vista de que la relación del PRI con el
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sindicalismo ha sido de control, podemos afirmar que en el
caso mexicano no existe una traducción política del sindica­

lismo y en general de otros sectores sociales, o lo que es lo

mismo, que el sistema de partidos en México se encuentra

prácticamente desvinculado de la sociedad.

CONCLUSIONES: AUTONOMÍA ESTATAL

CONTRA SUBORDINACIÓN ESTATAL ANTE EL RÉGIMEN

El que en México, la Revolución y el régimen revolucionario
efectivamente destruyeran las estructuras sociales sobre las

que se asentaba el Estado porfirista, llevó a que el Estado me­

xicano se viera obligado a crear sus propias bases de apoyo.
El Estado mexicano que nace a partir del fin de la Revolu­
ción y el régimen político que surge primero con el pacto en­

tre las élites revolucionarias con la creación del PNR y luego
con el pacto con las clases populares durante el cardenismo,
lleva a que se establezca una relación de dependencia mutua

entre Estado y régimen político. Esto eventualmente le resta

autonomía al Estado, que de esta manera se vuelve "garante"
del régimen político.

En contraste, el Estado brasileño fue instituido frente a las

oligarquías regionales, cuyas fuerzas centrífugas siempre lo
amenazaron. Su autonomía fue erigida por la centralización
del poder durante el Imperio, las dictaduras de Vargas y las

militares, así como por el proceso de modernización econó­
mica llevado a cabo fundamentalmente con la inversión esta­

tal. Estos procesos se llevaron a cabo mediante una suerte de

equilibrio que establecía el Estado entre las distintas fuerzas

regionales. El Estado Nuevo intentó escapar a esta situación

creando un régimen nacional popular que, como el mexica­

no, generara sus propias bases sociales de sustentación. No obs­

tante, el Estado brasileño fracasó en su propósito de consoli­
dar un régimen nacional-popular. Esto da lugar a una para-
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doja: la debilidad del Estado brasileño y la inestabilidad del

régimen político le dieron una mayor autonomía, en tanto

no estaba vinculado ni a un régimen político ni a un pacto
con sectores sociales específicos.

Desde la perspectiva de su relación con los actores socia­

les, frente al vacío político que creó la Revolución mexicana,
la prioridad para el Estado mexicano fue institucionalizar un

nuevo régimen político. Esto implicó que el Estado creara las
bases populares que sostenían al régimen político y que
construyera una estructura corporativa básicamente orienta­
do a su utilización como recurso político. A pesar de que es­

to parecía dar una mayor autonomía al Estado mexicano, lo
hizo dependiente de estos sectores en tanto que el Estado ad­

quirió una especie de "deuda" con ellos. Esto acentuó la su­

bordinación del régimen económico al político y tuvo como

consecuencia una débil constitución de actores sociales en­

tre ellos los sindicatos y los empresarios.
En Brasil, por el contrario, la idea dominante fue la de

afirmar la autonomía del Estado. Esto se logró, en parte, me­

diante el control de la acción sindical, más que por la utiliza­
ción del sindicalismo como recurso político, lo que fracasó a

pesar del intento" por parte del varguismo de afianzarse po­
líticamente a través de la creación de un partido obrero (el
PTB) y otro socialdemócrata (el PSD). Esto llevó al corporati­
vismo brasileño a estar básicamente dirigido a ejercer con­

trol sobre las demandas sindicales y a que fuera ejercido de
manera más legal-administrativa y clientelar, mientras que el

corporativismo mexicano se conformó con base en organiza­
ciones sindicales y campesinas nacionales fuertemente politi­
zadas y orgánicamente vinculadas con el PRI. El control sobre
el sindicalismo brasileño se ejerció a través de agencias gu­
bernamentales o vinculadas con el gobierno -como los tri-

12 Intento que tenía, además, el grave defecto de dejar fuera al amplio
sector campesino, en la medida en que no hubo una reforma agraria.
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bunales del Trabajo, que regían la resolución de conflictos.
Por otra parte, el clientelismo se ejerció por medio de los no­

tables locales y regionales, como se refleja en la estructura

del PSD, y de manera sectorial, como se vio con la creación
de los institutos de seguridad social.

Estas distintas trayectorias institucionales están influyen­
do sobre la capacidad de los dos países para transformarse

política y socialmente en la actualidad. El Estado mexicano
ha sido garante del régimen político más que de su propia
autonomía y, en cierta medida, estuvo al servicio del régimen
político. Esto significó que una vez establecido el régimen
nacional-popular sus mecanismos de control pudieron ser

preservados y que los espacios sociales hayan estado ocupa­
dos por las organizaciones subordinadas al Estado, aun a pe­
sar de que a partir de mediados de los años ochenta los prin­
cipios fundamentales hubieran sido abandonados. Esto pro­
longó considerablemente la transición política mexicana,
además de que implicó que las organizaciones sociales tuvie­
ran poca participación en ella. y de que ésta fuera práctica­
mente asunto de los actores políticos. Lo que probablemen­
te dificultará la transición hacia un régimen democrático, en

la medida en que éste requiere de mediaciones entre lo so­

cial y lo político, así como un nivel de representación social.
En contraste, el Estado brasileño tuvo que cambiar de

alianzas y de régimen para preservar su autonomía, lo que
era su absoluta prioridad. Esto ha permitido que los actores

sociales fortalecieran su presencia, tanto sobre la base de un

proyecto económico autónomo, como de la oposición em­

presarial y sindical al antiguo régimen militar. Esto llevó a

que éstos se constituyeran en actores clave de la transición y que
en la actualidad estén contribuyendo a la recomposición so­

cial y política mediante el establecimiento de nuevas relacio-

I
nes sociales.
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4.
LOS DIRIGENTES ECONÓMICOS DE BRASIL Y MÉXICO

EN EL CAMBIO ECONÓMICO Y LA TRANSICIÓN
POLÍTICA. NOTAS PARA UNA COMPARACIÓN

Carlos Alba �ga*

INTRODUCCIÓN

En este trabajo me propongo comparar el tipo de relaciones

que se estableció entre los empresarios y el Estado en Brasil

y México durante los procesos de cambio económico y tran­

sición política ocurridos a partir de finales del siglo xx. Las

preguntas generales que lo orientan son las siguientes: ¿Có­
mo se caracterizaron las relaciones entre ambos actores

cuando el modelo de sustitución de importaciones era com­

patible con la expansión industrial y el crecimiento económi­
co? ¿Cómo participó el sector privado en las decisiones sobre

política económica? ¿Qué conductas asumieron los empresa­
rios durante los gobiernos militares en Brasil y el régimen au­

toritario en México? ¿Cómo han vivido los empresarios de
cada país las reformas económicas que se adoptaron a partir
de la crisis? ¿Qué papel desempeñó la élite económica en el
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Internacionales de El Colegio de México y dirige la revista Foro Internacio­
nal (calba@colmex.mx). El Autor agradece el apoyo financiero que ofre­

ció el Conacyt para el desarrollo de la investigación; también expresa su

agradecimiento por Jos comentarios y sugerencias a Ilán Bizherg, Bruno

Lautier, Jaime Marques-Pereira, Luis Pedone, Jean Rivelois, Héléne Rivié­
re d'Arc, Brasilio Sallurn, Víctor Soria y Bruno Théret.
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proceso de transición democrática? ¿En qué ha consistido la

participación política de los empresarios?
Los empresarios de cada país son categorías sociales alta­

mente heterogéneas, derivadas de grandes diferencias entre

regiones, sectores de actividad, dimensiones económicas, ca­

racterísticas personales y orientaciones políticas de cada

agente. Por tal motivo, al hablar del empresario me referiré
a ese actor colectivo que orienta su acción y defiende sus in­
tereses desde sus órganos de representación, que son tam­

bién heterogéneos. La comparación observa los casos de Bra­
sil y México, donde los empresarios interactúan en regíme­
nes políticos y modos de industrialización distintos a través

de agentes e instituciones de diversa naturaleza.

LOS EMPRESARIOS DEL RÉGIMEN POLÍTICO

Las élites empresariales de Brasil brindaron su importante
apoyo a los gobiernos militares mientras duró el llamado mi­

lagro económico, de 1965 a mediados de los años setenta.

Durante ese tiempo en que la economía creció y se diversifi­
có de manera notable, mientras sus vecinos Argentina, Uru­

guay y Chile estaban estancados, los empresarios no parecían
tener motivos para reclamar una apertura democrática. Has­
ta 1980 el tipo de relaciones que se estableció entre el Estado

y los empresarios, llamado por Fernando Henrique Cardoso
de "anillos burocráticos", se caracterizó por una interacción
directa entre estos últimos y la burocracia para negociar y re­

solver conflictos de manera sectorial, casuística, productiva y
pragmática. Los empresarios se entendían de manera priva­
da con el gobierno y no necesitaban organizarse política­
mente. Este tipo de relación era tributario tanto del tipo de
sistema político, altamente concentrador de poder, cerrado
en la cúspide y fraccionado en la base, como de las caracte­

rísticas del empresariado: fragmentado ideológica y política-
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mente, disperso sectorial y regionalmente, carente de orga­
nismos aglutinadores y envolventes capaces de unificarlo co­

mo clase o de otorgarle una autonomía y un poder indepen­
dientes del Estado.

Durante las fases iniciales del proceso de industrializa­
ción en Brasil, a partir de los años 30, los líderes empresaria­
les admitían la importancia de que el Estado invirtiera direc­
tamente en las áreas en que el sector privado no tuviera las
condiciones o los intereses para hacerlo, como los proyectos
de largo plazo en obras de infraestructura o en ciertas indus­

trias; y aceptaban que interviniera en actividades de regula­
ción, control y fomento económico. El gobierno de Getulio

Vargas desarrolló una política de apoyo y protección a la in­
dustria a través de varias medidas: tarifas a las importaciones,
tipo de cambios, control de importación de equipos, crea­

ción de ciertas industrias en algunos sectores como la indus­
tria siderúrgica y la del cemento. Estas políticas de carácter

keynesiano, que permitieron altas tasas de crecimiento eco­

nómico, no estaban enmarcadas en un plan general de fo­

mento; nacieron del problema planteado por el exterior, pe­
ro revelan también el nacimiento de un referencial desarro­
llista: el Estado como agente de desarrollo industrial. En los
años cincuenta se establecen las primeras metas de política
industrial y se inicia la alianza con el capital extranjero, in­
dustrial y financiero, para la reestructuración del aparto
industrial en ramas como la automotriz, química, farmacéu­
tica y de equipo pesado. El modelo de industrialización repo­
sa en tres bases: las empresas estatales, como Petrobras, CSN

y Cemig, las industrias autóctonas y el capital extranjero.
El golpe militar contra el gobierno de joáo Goulart en

1964 no cambia el referencial desarrollista. Los militares pro­
fundizan el modelo; para ellos el desarrollo industrial está li­

gado a la seguridad nacional, el orden interno y el combate
al comunismo. El régimen militar desplaza a la clase política
y al congreso de la formulación y de la aplicación de las po-



·

es intervenida por el gobierno militar y la movilización obre-
ra es sofocada a través de una intervención profunda en el
sistema sindical.'

La industrialización, desde la perspectiva del gobierno
militar, necesita ubicarse en el nuevo contexto de cambios

tecnológicos mundiales, por eso se necesita fomentar el de­
sarrollo de las telecomunicaciones, la informática, al tiempo
que se fomentan las exportaciones de la industria automo­

triz. Desde finales de los años sesenta hasta la crisis de la deu­
da externa de 1982, la estrategia de industrialización basada
en el endeudamiento facilitó la expansión de grandes gru­
pos de empresarios y empresas privadas y públicas en secto­

res como la minería, el petróleo, la petroquímica, la electri­

cidad, la construcción civil, la siderurgia, los bienes de capi­
tal, las telecomunicaciones y el armamento. Este último

sector, así como la industria aeronáutica y el impulso a la pro­
ducción de bienes de equipamiento capaces de ser exporta­
dos marcaría una de las diferencias entre los procesos de
industrialización de Brasil y México durante el modelo de
sustitución de importaciones. Por su parte, la inversión ex­

tranjera directa pudo beneficiarse del mercado protegido en

situación de oligopolio para productos que elaboraba desde
antes del golpe militar, en sectores como la industria alimen­

ticia, la tabacalera, la farmacéutica, la automotriz y la indus­
tria pesada. Al mismo tiempo, el sistema financiero nacional
se consolidó y concentró a partir de la fusión de bancos re­

gionales. El apoyo del estado a la industrialización, como en

muchos países, consistió en la protección arancelaria, en cré­
ditos preferenciales para la producción y para la exporta­
ción, en subsidios, a través de precios controlados, de insumos

producidos por empresas estatales, como la industria eléctri-
.. ... .... ..... .. -- .... ....
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recimiento industrial impresionante: entre 1968 y 1974 la ta

1 media de crecimien to del PIS fue del 11.3% y el crecimien
) industrial llegó al 12.6% anual." Sin embargo, los efecto.
e la crisis del petróleo sobre las sociedades desarrolladas
sí como la inflación europea y estadounidense afectaron le
conomía brasileña.

Cuando se esfumó el "milagro", después del choque de
etróleo en 1973, el Estado radicalizó la política de desarrolle
asada en la substitución de importaciones y se endeudó pa
1 realizar por sí mismo inversiones de largo plazo en la mi

ería, la siderurgia, la energía nuclear, la construcción de in
-aestructura carretera y ferroviaria, tendientes a financiar)
romover la expansión de la industria de bienes de capital
n algunos casos en asociación con el capital privado. Sin ern

argo, el régimen militar empezó a perder su eficiencia par<l
aran tizar el crecimiento de la economía y los empresarios
ntieron que se estaban invadiendo en forma creciente los es

acios reservados al sector privado. Pocos años después Brasil

ryó en el conocido binomio recesión-inflación, al tiempe
ue aumentó su deuda externa y crecieron el déficit públice
las desigualdades sociales. Así, el gobierno militar perdió su

:gitimidad ante el sector privado: primero, por su creciente
itervención en la economía; después, por su incapacidad de

rolongar por más tiempo el ritmo de crecimiento del qut'
's empresarios se habían beneficiado más que nadie. Los
randes empresarios de la industria pesada de Brasil conside­
iron que para hacer representar sus intereses necesitaban
e la política, pero su toma de posición fue muy lenta.

En el caso mexicano, el empresariado, como actor colee­
vo, es decir, a través de sus formas de organización, apren·
ió a convivir y desarrollarse en un régimen político sui gene·

2 María Antonieta P. Leopoldi, Política e intereses na industrializacáo bra

'eira. As associacioes industriais, a política economica e o Estado, Sao Paulo, Pa2

Terra, 2000, 351 páginas, p. 291.
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ris en América Latina, en el sentido de que emergió junto
con un estado derivado de una revolución social y política.
Esta circunstancia afectó de manera notable, hasta su extin­

ción, a la fracción de la élite económica constituida por los

hacendados, aunque no impidió la permanencia y consolida­
ción de los empresarios industriales, comerciales y financie­
ros que habían surgido en el Porfiriato y, además, el nuevo

Estado brindó las condiciones, los estímulos y los subsidios a

un nuevo empresariado que, bajo su protección, se hizo po­
deroso en todos los sectores de la economía.

El origen multiclasista del Estado mexicano dio cabida a

un conjunto de reformas sociales, económicas y políticas,
muchas de las cuales los empresarios consideraron contra­

rias a sus intereses, en especial las relacionadas con los dere­
chos sociales de los obreros (Artículo 123 de la Constitución
sobre los derechos laborales) y de los campesinos (Artículo
27 sobre la Reforma Agraria). Por eso crearon organizacio­
nes defensivas en diversas coyunturas a lo largo del siglo xx,

independientes de las cámaras engendradas por iniciativa
del Estado o con fuerte ingerencia de éste. Así nació la Co­

parmex en 1929, un sindicato patronal iniciado por la clase

empresarial más consolidada de Monterrey, en respuesta a la
nueva Ley Federal del Trabajo que se preparaba. En 1962 se

constituyó el Consejo Mexicano de Hombres de Negocios
(CMHN), la instancia de cabildeo privado colocada en el vér­
tice de la pirámide empresarial, ya que contiene al pequeño
grupo de los 40 empresarios más importantes del país, quie­
nes a título individual concurren a ese grupo de élite por in­
vitación exclusiva. Este último surgió en el contexto del régi­
men presidencial de López Mateos y de su posición de apo­
yo a la Cuba castrista. En 1975, los diversos organismos
cúpula del sector privado se reagrupan en el Consejo Coor­

dinador Empresarial (CCE) para hacer frente de manera uni­

ficada a las políticas intervencionistas de Echeverría. Cuando

López Portillo expropió la banca en 1982, sectores impor-
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tantes de pequeiios y medianos empresarios se lanzaron de
manera directa a la lucha política, ya no solo para influir co­

mo grupos de presión en las políticas publicas, sino para par­
ticipar desde la oposición partidaria en la toma del poder.
Así nació el llamado neopanismo, del que surgieron Manuel
Clouthier para contender contra Salinas de Cortari, y Vicen­
te Fax, quien consiguió el triunfo contra el PRI en las eleccio­
nes presidenciales de 2000, y lo hizo apoyándose más en el

grupo "amigos de Fox" que en el propio PAN.

LOS EMPRESARIOS Y LA TRANSICIÓN DEMOCRÁTICA EN BRASIL

En la primera fase de la larga transición hacia la democracia
en Brasil, iniciada en 1974 con las elecciones para senadores,
el empresariado brasileiio se mantuvo en una fuerte ambiva­
lencia y duda frente a la postura que debía adoptar ante los
cambios que diversos sectores proponían en torno a la demo­
cracia. La acción política de una fracción de los empresarios
se concretaba en esa coyuntura de 1974-76 en su adhesión a

una campaiia contra la estatización, caracterizada por la Fede­
ración de los Industriales del Estado de Sao Paulo (FIESP) co­

mo "la incursión de las empresas estatales en nuevos campos
de actividad" reservados hasta entonces a la iniciativa privada."

Durante el debate en torno a las elecciones directas, algu­
nos empresarios, a título individual, apoyanm al amplio movi­
miento nacional en apoyo a un procedimiento electoral más

democrático; sin embargo, institucionalmente, como grupos
organizados, se mantuvieron muy cautos y su apoyo fue tími­
do. Todavía en 1980, una encuesta de la Cauta mercantil mos-

3 Sebastiáo C. Velasco e Cruz, "Doce años después: el antiestatismo en

el discurso del empresariado brasileño" en Celso Garrido N. (coord.), Em­

presarios y Estado en América Latina, Fundación Friedrich Ebert/cIDE/
UNAM/UAM, 1988 pp. 287-306.
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tró el alto grado de incertidumbre ante los cambios: las dos
terceras partes de los empresarios no parecían tener muchos
motivos para apoyar un cambio hacia la democracia, al consi­

derar que la apertura política era una interrogante y solo el
28% la consideraba como un éxito. Más de la mitad de los em­

presarios declaró en la encuesta que en ese escenario político
el Estado debía actuar con prudencia, escalonando las etapas
finales de la apertura para asegurar la estabilidad del régimen
democrático; el 29% estuvo de acuerdo en convocar a los par­
tidos recién formados para,juntamente con el gobierno, esta­

blecer por consenso el calendario más adecuado para comple­
tar la apertura; 13% pensó que había que convocar a los polí­
ticos, independientemente de los partidos, para sustentar el

programa de apertura", Sin embargo, la campaña antiestatista
fue un importante factor en el proceso de erosión del autori­
tarismo brasileño, aunque no fuera determinante en la libera­
lización y la apertura polítíca.P

Las élites económicas brasileñas empezaron a pugnar
desde finales de los años setenta y principios de los ochenta

por la liberalización de la economía y por una mayor partici­
pación, en la medida en que el modelo de sustitución de im­

portaciones que tenía al Estado como inductor y conductor
del desarrollo dio claros signos de agotamiento. Como en los
demás países de América Latina, se generalizó la convicción
de que una condición indispensable para salir de la crisis era

romper con el modelo desarrollista que se había aplicado en

el pasado, cuya principal característica consistía en la fuerte

presencia del Estado en la economía y en la sociedad, la cen­

tralización del poder político y de las decisiones, en contras-

4 Fuente: Fernando Henrique Cardoso, "O papel dos empresários no

processo de transicáo: o caso brasileiro" en Dados. Revista de Ciencias Sociais,
Río deJaneiro, vol. 26, número 1, 1983.

;, Eli Diniz y Renato R. Boschi, "Empresarios y Constituyente: conti­

nuidad y rupturas en el modelo de desarrollo capitalista en Brasil" en Cel­
so Garrido, op, cito pp. 307-324.
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te con la escasa capacidad de aplicar las políticas por su vul­
nerabilidad ante las presiones clientelistas y por la compe­
tencia y el traslape de actores dentro de la burocracia. Mu­
chos empresarios brasileños consideraron que podían nego­
ciar y entenderse mejor con los nuevos sindicatos sin la
mediación del gobierno. Fue así como algunos líderes hicie­
ron pronunciamien tos en favor de la democracia, de la de­

sestatización, la apertura, la reestructuración económica y la

reforma del Estado."
Es importante destacar que en el modelo desarrollista de

América Latina, con fuerte intervención del Estado en la eco­

nomía y la sociedad, y con predominio del ejecutivo sobre los
otros poderes, jugó un papel destacado el corporativismo en

el proceso de incorporación política de los nuevos actores so­

ciales, los trabajadores urbanos y los empresarios industriales.
Se establecieron estructuras jerárquicas de control y tutela
del Estado sobre la sociedad a partir de la intermediación de
sus intereses por la vía corporativa. Como consecuencia, los

partidos políticos, en proceso de formación, limitaron su ac­

ción a la esfera electoral y perdieron algunas de sus atribucio­
nes esenciales: abrir el acceso de la acción política a los gru­
pos organizados y recoger y trasmitir las demandas sociales

para la formulación de las políticas públicas. En cambio se

crearon las condiciones para la emergencia y desarrollo de

partidos dependientes del Estado. Las demandas de sectores

particulares llegaron a la esfera gubernamental sin la media­
ción de los partidos políticos, como ha ocurrido en los países
industriales avanzados, sino por la vía informal o por presio­
nes de intereses privados organizados. En el caso brasileño,
desde la administración de Vargas las organizaciones obreras

independientes fueron desmanteladas, mientras que las orga­
nizaciones empresariales preexistentes fueron readaptadas al

6 Entrevista COIl José Augusto Guilhon Albuquerque. México, D.F., 22
de marzo de 1995.



sistema corporatIvo y pUOleron actuar mrectamente en el go­
bierno -interactuando en consultas sobre determinadas po­
líticas y sobre su aplicación- pero en forma subordinada.

LOS EMPRESARIOS Y SU PARTICIPACIÓN EN LAS DECISIONES

En Brasil los empresarios pudieron hacer valer sus intereses
al más alto nivel a través de un sistema de alianzas entre las
élites públicas y privadas. En cierto sentido, hubo instancias
de decisiones públicas que parecieron privatizarse, al no re­

presentar los intereses de otros sectores sociales ni prever po­
líticas de largo alcance. Sin embargo, los empresarios ne

consiguieron participar directamente en los centros donde
se toman las decisiones estratégicas, los cuales fueron contro­

lados por técnicos, civiles o militares. Por su parte, los traba

jadores fueron excluidos como socios en esos acuerdos coro

porativos bipartitas; no fue sino hasta los años noventa cuan­

do se dieron las condiciones para la creación de los primeros
acuerdos tripartitas en el ámbito sectorial. Los empresarios)
los trabajadores se definirían como actores políticos por 1<1
vía del Estado. En este sentido, a pesar del relativo grado de
diversificación y complejización industrial de Brasil, y de l�
existencia de un empresariado nacional, éste no fue capaz de
construir un sistema autónomo de representación de sus in

tereses, como puede ser el caso de la Coparmex, que desde
1929 se constituyó en México como un sindicato patrona
que ha sido el principal opositor al intervencionismo es tata

y uno de los promotores, junto con muchos otros actores, de
los cambios económicos y políticos a partir de 1983. En Bra
silla tecnoburocracia estatal consiguió un alto grado de au

tonomía en la confección de las políticas públicas y en la de
finición del propio papel que el sector empresarial debía de

sempeñar en el modelo de desarrollo. En este país coexister
las estructuras tradicionales corporativas y las orzanizacione
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voluntarias. En las corporativas, las empresas se afilian obli­

gatoriamente en sindicatos en función de la actividad econó­
mica que desarrollan y de su base territorial.

Estos dos tipos de estructuras corporativas y voluntarias
no cambiaron en lo fundamental con la transición. Pero se

percibe un mayor pluralismo en las formas de representación
de los intereses empresariales ya que como lo muestran Diniz

y Boschi,? han surgido algunas nuevas organizaciones con au­

tonomía e independencia de la organización empresarial tra­

dicional, las cuales, sin llegar a constituir un proceso amplio
y generalizado, situándose al margen de la estructura oficial,
hacen planteamientos más globales y de largo plazo que los
de las organizaciones sectoriales y corporativas tradicionales.
Las más importantes tal vez sean el Instituto de Estudos para el
Desenvolvimento Industrial (1989), el Pensamento Nacional das
Bases Empresariais (1987) Y varios Institutos Liberais (1983) crea­

dos en Río Grande do Sul, Río de Janeiro y Sao Paulo.
La concentración de las decisiones en el ejecutivo se man­

tuvo y hasta se agudizó en razón de la crisis y del contenido
centralizador de políticas regulatorias y compensatorias o de
los planes de estabilización económica, en desmedro de las
instancias parlamentarias partidistas, donde muchos cOllgre­
sistas han sido los receptores de patronazgos y clientelismo a

partir de la Nueva República." Sin embargo, la continuidad
del corporativismo no es incompatible con la existencia de
otras formas de participación social y política, del pluralismo
y de la emergencia de nuevos movimientos sociales. La caída
del presidente Collor de Melo por la vía del parlamento -he­
cho casi inédito en América Latina- puede ser un indicador
de algunos cambios en el equilibrio de poderes.

7 E1i Diniz y Renato Boschi, "Brasil: um novo empresariado? Balance
das tendencias recentes", en Eli Diniz (Organizacao), Empresarios e Moder­

nizacdo Económica: Brasil Anos 90, Florianópolis, Editora da ursc/roxco»,
1993, p. 15.

8 E1i Diniz, op. cit., 1993, p. 32.
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La crisis que ha vivido el Estado brasileño y el nuevo con­

texto mundial modificaron la estrategia de política económi­
ca del sector empresarial brasileño, la cual pasó de la acción
defensiva antiestatal a la búsqueda de más espacio para ello­

gro de sus intereses.
La Nueva República, a partir del gobierno de Sarney, co­

mienza a abandonar el antiguo referencial desarrollista basa­
do en el proteccionismo industrial tradicional. La necesidad
del cambio estructural de la economía brasileña ocurre en

un momento en el que tienen lugar grandes mutaciones eco­

nómicas y políticas en el ámbito mundial. Además, los cam­

bios en Brasil tienen que realizarse en un contexto muy difí­
cil: la crisis fiscal del Estado, la necesidad de combatir la in­

flación, la urgencia de renegociar la deuda externa y la
voluntad de caminar en la formación del Mercosur. En me­

dio de ese conjunto de cambios, e1 nuevo Estado, además,
necesita reformularse en el marco de la redemocratización.

El gobierno de Collor de Mello (1990-92), como los que
le siguieron hasta Cardoso, avanzó en el abandono del anti­

guo modelo desarrollista; continuó con la apertura comer­

cial iniciada por Sarney y abrió el mercado a la importación
de productos manufacturados, incluidos los automóviles, an­

tes producidos en Brasil por empresas extranjeras en condi­
ciones oligopólicas; se reglamentó el proceso de privatiza­
ción de empresas paraestatales y se inició la desregulación de
muchas actividades económicas. Durante la administración
de Itamar Franco (1992-1994) se renegoció la deuda externa

y se consiguió estabilizar la moneda a través del Plan Real. El

gobierno de Fernando Henrique Cardoso profundizó y ace­

leró las reformas anteriores para dar fin al modelo desarro­
llista: emprendió grandes privatizaciones como las de la in­
dustria siderúrgica y la de las telecomunicaciones, dio mayo­
res facilidades a la inversión extranjera, con lo que se

consiguieron grandes fusiones y adquisiciones de empresas;
estableció un programa de reducción de tarifas orientado a
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la organización del Mercosur. Todo eso se manifestó en gran
des transformaciones en el aparato industrial brasileño, qUi
desde el fin del proteccionismo generalizado está siendo ol:

jeto de reformulación y de políticas sectoriales de apoyo p<l
ra la reestructuración y la competitividad, al tiempo que SI

protege parcialmente contra la competencia externa. Por 14

tanto, el empresariado como actor colectivo también se est

transformando. Más allá del cambio de orientación macroe

conómica, las políticas públicas tienen lugar también en 1:
redefinición del Estado en el campo social, como las políti
cas de empleo y la protección social."

Los empresarios no pueden ser ajenos a los granes cam

bios experimentados por Brasil; en este proceso de apertun
y democratización se les presenta el desafío de ser eficiente

y competitivos en el contexto de varios fenómenos interna
cionales y nacionales: la crisis y la competencia internacic

nal, los programas de estabilización, la adaptación a los nue

vos cambios tecnológicos, la negociación con un sindicalis
mo independien le y combativo.

Los empresarios reclaman mayor participación en el di
seño de las políticas públicas pero no existe un consenso se

bre ellas. Los separan circunstancias regionales (los paulis
tas, los cariocas, los de las nuevas regiones industriales), ca

racterísticas económicas (pequeñas y grandes empresas
capital extranjero, sectores de actividad), posiciones ideoló

gicas diferenciadas (unos favorables a la democratización
otros proclives al autoritarismo; unos en favor de la apertu
ra al capital extranjero, otros más nacionalistas; un grupo fa
vorable a la realización de cambios en la legislación laboral
otro adverso a ellos). Además, los industriales están frag
mentados, de ahí que las políticas industriales sean de natu

raleza sectorial. 10

9 Véase los textos de Abrantes y Almeida, Lautier y Soria en este volumen
10 M":lIrí� Antn.nipt� p r pnnAlrli t1h r.jt nn �()1_�(),)
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LA PRIVATIZACIÓN DE lAS EMPRESAS PARAESTATALES

La élite política en México, durante la década de 1980, a pe­
sar de las grandes fracturas que sufrió en el centro y en los
estados (los casos más notables son los de Cuauhtémoc Cár­
denas y Porfirio Muñoz Ledo, quienes encabezaron la Co­
rriente Democrática que se convertiría mas tarde en el Parti­
do de la Revolución Democrática, PRD), estuvo más cohesio­
nada que la de Brasil por la hegemonía que ejerció en la

clase gobernante el equipo de economistas de la Secretaría
de Programación y Presupuesto (sPp) encabezado por Carlos
Salinas de Gortari.! , Desde el lado gubernamental, la inicia­
tiva de la privatización provino de ese equipo y contó con el

respaldo decidido del presiden te Miguel de la Madrid (1982-
19R8) Y después, de los presidentes Salinas de Gortari (1988-
1994) Y Ernesto Zedillo (1994-2000). La privatización de estos

gobiernos se enfocó al principio a algunas empresas poco
importantes que habían sido "estatizadas" durante los des­

prestigiados gobiernos de Luis Echeverría (1970-1976) y José
López Portillo (1976-1982). Eran empresas que se adquirie­
ron porque tenían problemas financieros, tecnológicos, la­

borales, o habían pasado a manos del Estado porque perte­
necían a los bancos cuando éstos fueron estatizados por Ló­

pez Portillo en 1982, y donde la resistencia de intereses

políticos y burocráticos era menos fuerte. Algunos ejemplos
de las primeras empresas privatizadas o liquidadas son en los
sectores de textiles, los cines, los hoteles, las bebidas gaseo­
sas, las fábricas de porcelana o de bicicletas. Después, con Sa­
linas de Gortari, se pasó a la siderurgia (el cierre de Fundi­
dora Monterrey durante la administración de De la Madrid,
en 1984, marcó un hito en la historia industrial de México),
los teléfonos, las líneas aéreas, las minas, la banca y otro tipo

11 Isabelle Rousscau, México ¿Una rr!oolllción silenciosat, Élite,s gubernamen­
tales )' proyecto de modernización, 1970-1995, El Colegio de México, México, 2001.
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de empresas. Se ha argumentado que la desincorporación
no obedeció a presiones de grupos de interés en un sistema

político pluralista, sino que los políticos buscaban generar
confianza y un clima más propicio para la inversión, ya que
la crisis financiera del Estado le quitaba la posibilidad de in­
vertir (entre 1981 y 1983 redujo la inversión pública un

43%).12 Sin embargo, se ha documentado la forma reiterada
en que el sector privado ha ejercido presiones a través de los
medios de comunicación y en cabildeo al más alto nivel. 13

Además, uno de los instrumentos más efectivos que utilizan
los empresarios para presionar al gobierno es la orientación

que hacen del excedente económico, el cual durante las di­
ferentes crisis lo han transferido al extranjero como mecanis­
mo de protección, presión y especulación. En Brasil, a partir
de Figueiredo (1979-1985) y durante todos los años ochenta,
los presidentes se comprometieron más discursiva que real­
mente con la privatización. De las 110 empresas que dejaron
de pertenecer al estado durante Figueiredo, pocas fueron
vendidas o liquidadas; la mayoría se fusionó, reclasificó o

transfirió a gobiernos municipales. La inversión y la produc­
ción en manos del Estado no se afectó de manera notable.
Por la otra, Figueiredo tenía minoría en el congreso. Más
bien amplió la intervención del Estado a través del intento
de controlar salarios y precios en búsqueda de la estabilidad

económica; y se introdujo en el sector de las microcomputa­
cloras y en la realización de la vía férrea norte-sur. Solo hasta

12 Ben Ross Schneider sostiene este argumento, probablemente con

base en el estudio de María Amparo Casar y Wilson Peres, El Estado empre­
sano en México: ¿agotamiento o renouaciánl, Siglo XXI, México, 1988.

13 Alicia Ortiz, Consejo Mexicano de Hombres de Negocios: ¿Pode1' tras la si­

lla presidencial? Caracterización del CMElN como árgano de acción política de la

élite empresarial; tesis de maestría en Sociología Política, Instituto José Ma.
Luis Mora, México, 1998; Marcela Briz Garizurieta, El Consejo Mexicano de
Hombres de Negocios: surgimiento y consolidación, UNAM, Colección de Estu­
dios de Posgrado, México, 2002.
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aprobación para su quinto año de gobierno, adquirió prio­
lad la venta de algunas empresas. Fue la banca de fomen­

creada en los años cincuenta, la Banca Nacional para el
-sarrollo Económico y Social, BNDES, la que desde tiempo
.ás y por iniciativa de sus propios directivos había estado

eparando la venta de algunas empresas que consideraba
mo un lastre para el desarrollo. Eran empresas que habían
ído en manos del gobierno en los años sesenta y setenta,
mo en el caso mexicano, porque estaban en bancarrota.
.n Ross Schneider consideraba en 1989 que la privatización
México se explicaba por el deseo de hacer al Estado más

ciente, más que por razones ideológicas, insistencia ex­

mjera, o para beneficiar a gmpos de partidarios. Segura­
ente el seguimiento de la segunda parte de la privatización
irante las administraciones de Salinas de Gortari y Zedillo
llevaría a conclusiones diferentes.

Cuando José Sarney asumió el gobierno (1985) al caer

ncredo Neves gravemente enfermo, tampoco promovió, sal-

algunas excepciones, la privatización de las empresas pa·
estatales que había prometido su antecesor. Por una parte
) parecía convencido; al privatizar empresas en diversas re,

ones podía perder el apoyo político que se ejercía a través de

las, el cual necesitaba para ampliar su período de gobierno
: 4 (como quería el Congreso) a 5 años (según lo habían
ordado los militares). Por su parte, a diferencia de México,
naturaleza independiente de los sindicatos de las empreséU
rraestatales ofrecía mayor resistencia a la privatización. El

'opio presidente del Consejo Interministerial para la Privati

ción, David Moreira, renunció a su cargo a principios de:
188 por considerar que al gobierno le faltaba voluntad políti
I para vender las 67 empresas que el consejo había sugerido

Durante este tiempo de transición política en Brasil, la
ase gobernante utilizó la política desarrollista, dentro de la
ral fizuraban las empresas naraestatales, para tratar de con
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seguir apoyo popular. En México, el dominio que ejercía el

presidente sobre el partido gobernante (PRI) , sobre los otros

poderes, especialmente sobre el Congreso, y sobre las orga­
nizaciones sociales de obreros y campesinos adscritas al PRI,
le daba un margen de maniobra mucho más amplio para rea­

lizar las reformas económicas gracias al control político. Así
se realizaron los ajustes de personal, las ventas de empresas,
la eliminación de barreras arancelarias y el Tratado de Libre
Comercio de América del Norte.

Un factor importante que pesó a favor de la privatización
fue la crisis financiera del Estado. La enorme proporción de los

ingresos que debía gastarse en el pago al servicio de la deuda

impedía destinar recursos adicionales a la inversión en las em­

presas paraestatales. En Brasil también se empezó por empresas
relativamente marginales, como Aracruz y Celpag (celulosa),
Cariaba Metais (cobre), Cimetal (acero), Nova América (textil).

Aunque en general los empresarios mexicanos y brasile­
ños fueron favorables y presionaron por la privatización, una

diferencia que distingue a los dos países es que en algunos
casos, los empresarios de Brasil que dependían de empresas
paraestatales, aunque declaraban públicamen te su apoyo al

proceso de privatización, en privado cabildeaban en el Con­

greso para impedir su venta.

Brasil y México iniciaron sus cambios económicos y sus tran­

siciones políticas en momentos distintos. El Estado mexicano,
apoyándose en su naturaleza autoritaria, pudo realizar antes

que Brasil las reformas económicas; pero como consecuencias
de los costos que estas tuvieron, aunado a otros factores econó­

micos, sociales, políticos y culturales, perdió el poder en el 2000.

Entre los principales están la crisis económica y sus secuelas. el
cambio demográfico y urbano, el trabajo político de los partidos
de oposición, la expansión de las clases medias con mayores ni­
veles de instrucción. En Brasil, el compromiso ideológico por
una industrialización hacia adentro promovida por el Estado ha
sido más fuerte que en México, donde los tecnócratas mismos



rompieron discursiva y realmente con la llamada ideología de la
Revolución mexicana que había colocado al Estado como el

agente de desarrollo. También eso influyó para que México em­

prendiera las reformas económicas antes que Brasil. En Brasil la
transición política ocurrió desde los años ochenta y la lucha por
un gobierno civil ocupó el interés central de movimientos yac·
tores sociales y políticos. Las reformas económicas, incluida la

privatización, llegaron después que en México, hasta el gobier­
no de Cardoso, en la segunda mitad de los años noventa. El éxi­
to que Cardoso tuvo en su primer mandato para estabilizar la
economía y controlar la inflación, le valió la ampliación de su

mandato a un segundo periodo que aprovechó para profundi­
zar las reformas. Sus costos sociales, aunados a otros factores, sao

caron del gobierno a su partido en favor de Luís Ignacio da Sil­
va Lula, el líder social del Partido del Trabajo, PT.

LA PARTICIPACIÓN POLfnCA DE LOS EMPRESARIO

En Brasil, a partir de la Nueva República adquirió mayor vi­
sibilidad la actuación del empresariado en la vida pública. Se
dio un acercamiento entre los líderes de los sectores más di
námicos y modernizan tes de una nueva generación de em­

presarios y una fracción de la clase política responsable del
diseño de las reformas económicas. Además, Muchos empre·
sarios participaron activamente en la política, ya fuera ocu­

pando altos cargos en la administración pública o compitien
do políticamente -en muchos casos con éxito- en eleccio
nes para diputados, senadores o gobernadores. En otros

casos, su participación política fue de manera indirecta, (J

través de candidatos que representaban sus intereses.
Hubo un esfuerzo de unificación de intereses patronales

con la fundación de la Unión Brasileña de Empresarios
(UBE) que estaría avocada a agrupar tanto a las cúpulas de

� 4 • _
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rativo, las cuales corresponden a las federaciones y sindicatos
de los sectores industrial, comercial, agrícola y bancario, co­

mo a las nuevas asociaciones civiles del sector privado.
Los empresarios mexicanos cambiaron radicalmente su ma­

nera de hacer política desde finales de los años setenta al consi­
derar que el Estado, al no consultarles antes de tomar decisio­
nes en materia económica, había violado un pacto establecido
tácitamente después de la Revolución de 1910-1917. Observaron

que en la medida en que el modelo de sustitución de importa­
ciones se agotaba y afloraban los primeros signos de su crisis, la
administración de Echeverría intervenía en forma creciente en

la economía y en la sociedad. En 1982, la expropiación bancaria
desencadenó su decisión de cambiar su modo de hacer política.
Desde entonces no se conformaron solo con ejercer presiones
económicas individuales, a través de la desinversión o de la fu­

ga de sus capitales al extranjero. Tampoco les pareció eficaz uti­
lizar el cabildeo con acciones desde el interior de algunos orga­
nismos empresariales. Decidieron, finalmente, ejercer una polí­
tica partidaria y electoral; se convirtieron en nuevos actores

políticos. Desde la crisis de 1982 fue cada vez más frecuente ver­

los en la lucha por el poder municipal, estatal y federal; prime­
ro, formando parte desde la oposición en el Partido Acción Na­

cional, y muy pronto también dentro del PRI.

LOS EMPRESARIOS ANTE LAS REFORMAS ECONÓMICAS

Las posiciones del sector empresarial brasileño ante las re­

formas económicas no han sido homogéneas. Ante la políti­
ca de choque contenida en el primer Plan Cruzado de febre­
ro de 1986, con el cual se pretendía congelar precios y sala­
rios para contener la inflación sin frenar el crecimiento, las

posiciones estuvieron divididas. Las grandes federaciones de
industriales de Sao Paulo (FIESP) y Río de Janeiro (FIRJAN),
así como la influyente ABINEE estuvieron de acuerdo y brin-
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Paulo criticó la medida por considerar que al congelar los

precios se intervenía indebidamente en el funcionamiento

de las reglas del mercado. Sin embargo, a finales de 1986,
cuando el Estado intentó hacer correcciones en el llamado
Plan Cruzado 11, en el sentido de mantener controles de pre·
cios y aumentar la recaudación fiscal, la oposición del ern­

presariado fue unánime y llegó hasta la desobediencia civil.
Los empresarios han tenido un papel relevante en el pro­

ceso de cambio económico y transición política de Brasil. Un

caso notable es el de su participación en la Asamblea Consti­

tuyente, donde lograron hacer representar sus intereses de

manera preponderante, mientras que otras categorías socia

les estuvieron representadas en forma desequilibrada.
Si bien el empresariado brasileño es muy heterogénec

por sus actividades, sus dimensiones y ubicación, también lo
es en sus posiciones ideológicas y políticas. Sin embargo, Bos

chi y Diniz identifican algunas corrientes principales entre

ellos, como la desarrollista, que acepta la participación del
Estado en la producción, y la neoliberal antiestatista, que tu

1'0 mucha influencia en la Constitución. Esta última corrien

te logró introducir el precepto de que el Estado debe adop­
tar el papel de estímulo, apoyo y fiscalía, y no podrá en nin

guna forma manejar empresas que compitan con la iniciativa

privada. En lo que se refiere a las organizaciones industria­

les, Leopoldi distingue tres tipos de acciones; a) las entida­
des de representación de intereses, que están formadas pOI
el sistema que ahora es semicorporativo (la Confederación
Nacional de la Industria, eNI, federaciones como la podero
sa FIESP y sindicatos) y por las entidades que están fuera de'
sistema semioficial, como las asociaciones paralelas y asocia
ciones ligadas a pequeñas y medianas empresas, del tipo de
Sindicato de la Mediana y Pequeña Empresa, SIMPI, o el Pen

samiento Nacional de las Bases Empresariales PNBE; b) La:
C\rCT�n17�r'¡lInp� ,-lp mc",rili7�rlón 1�� rll�lp_� �on ro�11rl0np
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formadas por grandes grupos económicos de industriales,
agricultores, comerciantes y banqueros que se forman en co­

yunturas de crisis y de transición política. Por ejemplo, du­
rante la Asamblea Constituyente de 1987-1988 se formó la
Unión Brasileña de Empresarios (UBE), formada por las cú­

pulas empresariales, como la Confederación Nacional de la

Agricultura, La Febraban, la CNI y la FIESP, para vigilar a la

Constituyente y defender los intereses de la iniciativa priva­
da; c) finalmente, dentro de las acciones del sector indus­

trial, está el grupo de los Think Tanks, constituido para pen­
sar los nuevos referenciales sectoriales y globales que orien­
tan la formulación y aplicación de la nueva política
macroeconómica y en especial la política industrial. Algunas
de estas instituciones fueron el Ipes, y, más recientemente, el
Instituto de Estudios sobre el Desarrollo Industrial, el Insti­
tuto Atlántico y el Instituto Liberal. 14

Los empresarios mexicanos jugaron un papel fundamen­
tal en la orientación del nuevo modelo de desarrollo, el cual

supuso la reforma del Estado y la liberalización de la econo­

mía. Cabe advertir, sin embargo, que tanto las reformas eco­

nómicas como la transición política pusieron al descubierto
marcadas diferencias entre los empresarios.

No fueron las organizaciones empresariales de filiación

obligatoria las que más empujaron por ese cambio. La Cana­

cintra, a nombre de los pequeños y medianos empresarios se

opuso siempre a la adhesión de México al GATT y más tarde
mostró sus críticas al TLCAN y al Tratado de México con la
Unión Europea. Las organizaciones promotoras de las refor­
mas fueron las de filiación voluntaria, las cuales pertenecen

losan guiadas por la élite empresarial.
Entre esas reformas, la venta de empresas paraestatales

. marcó una posición diferenciada entre los empresarios. Aun­

que la mayoría coincidía en que el Estado había ido demasia-

14 María Antonieta P. Leopoldi, op. cit., pp. 303-304.
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do lejos como productor, distribuidor y regulador, la compra
de estas empresas fue observada por muchos empresarios
con sospecha ante los compradores, al considerar que con

esas adjudicaciones se estaba beneficiando a un grupo de

empresarios cercanos al salinismo.

La reforma fiscal del régimen de Salinas de Gortari marcó

también diferencias entre los empresarios. Con la reforma se

propuso reducir el impuesto sobre la renta a las empresas y a las

personas físicas, para llegar a niveles similares a los de Canadá y
Estados Unidos, sus nuevos socios. Para lograrlo, sin reducir los

ingresos fiscales como proporción del PIB, se introdujeron va­

rios cambios en las formas de registrar y de auditar a los contri­

buyentes, y se promovió la penalización de delitos fiscales a par­
tir de la cual se encarceló a dos centenares de personas en tres

años. Sin embargo, los cambios fiscales que provocaron más

conflictos fueron dos. Por una parte, la obligación, para todas

las empresa,>, inclusive las que no tuvieran utilidades, de pagar

por lo menos el 2% del valor de sus activos, en razón de que la

Secretaría de Hacienda consideraba que muchas empresas ma­

nipulaban su contabilidad para evadir al fisco. Por la otra, la eli­

minación de la categoría de "causantes menores" y su régimen
tributario especial. Este último impuesto dividió a los empresa­
rios en dos bandos: los prosalinistas, constituidos por la cúpula
empresarial que había sido consultada y con la que se había ne­

gociado antes de la reforma, y los empresarios que no se sentían

representados en las organizaciones gremiales, las cuales desde

1987 estaban firmando periódicamente con el Estado pactos pa­
ra el crecimiento y la estabilidad.

La firma del Tratado de Libre Comercio de América del

Norte (TLCAN) es una buena medida de la variedad de matices

en las posiciones de los empresarios. Sin duda los grandes alia­

dos del Estado fueron las empresas transnacionales y las grandes
industrias mexicanas que desde principios de los años ochenta

se habían reconvertido y estaban exportando, entre las cuales

destacan las de Monterrey. Los empresarios de la frontera nor-
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siderar que ya vivían de hecho en una zona de cuasi libre comer-

cio; además, e! Estado no podía ni atenderlos ni protegerlos de

la competencia exterior, como lo hacía con los del centro del

país. Los productores de frutas tropicales, de hortalizas y de flo­
res también respaldaron la idea, porque sus productos tenían

posibilidades de competir en el norte, ya fuera por ventajas cli­
máticas como de costos de producción. Los pequeños produc­
tores industriales agrupados en la Canacintra no se entusiasma­

ron con el TLCAN, aunque muchos de ellos consideraron que la
zona de libre comercio podría abrirles en el norte los nichos de
mercado que estaban perdiendo en su propio territorio a causa

de la crisis, la recesión y la apertura de! mercado a los productos
asiáticos. El principal desinterés ante el TLCAN provino de los

muy pequeños productores de los sectores formal e informal. La

más amplia negativa provino de los productores de granos y ce­

reales, así como de los ganaderos. Eran los sectores más sensi­

bles a la apertura por las enormes ventajas que gozan los pro­
ductores estadounidenses y canadienses: topografia, fertilidad y
escala productiva de las tierras, clima y régimen de lluvias, in­

fraestructura, costos financieros, investigación, subsidios. Ade­
más de estas diferencias, muchos empresarios de diversos secto­

res mostraron sus desacuerdos con el trato privilegiado que se

otorgó en el TLCAN a algunos sectores como e! bancario, el au­

tomotriz y e! de la telefonía, a los que se prolongó la protección
y, en e! caso del último, el régimen de monopolio.

CONCLUSIONES

Bajo el modelo de substitución de importaciones surgió un

patrón de expansión industrial protegido, el cual se caracte­

rizó por su carácter oligopólico, poco competitivo y depen­
diente para su desarrollo de los subsidios e incentivos guber-

. . . .... ...
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tivistas y heterónomas del empresariado en la esfera de la re­

presentación política de sus intereses.
El Estado fue capaz de movilizar a diversos actores socia­

les populares, clases medias y élite económica en nombre del
interés nacional. Pero ese modelo se fue agotando y degra­
dando bajo los efectos de la burocratización, el clientelismo,
la corrupción, la consolidación de privilegios adquiridos y la
ineficiencia inherente al proteccionismo económico. 15

El proceso de transición democrática en Brasil, que mar­

ca una inflexión del régimen autoritario que duró 21 años a

partir del golpe militar de 1964, presenta continuidades y
cambios. En el proceso de cambio económico y transición

política brasileños, se plantea la cuestión de si ha surgido un

"nuevo empresario" con características distintas del anterior.
La mayor parte de los analistas de esté sector considera que
aunque hay nuevas organizaciones y conductas empresaria.
les, es demasiado pronto para saber si se ha abandonado el

antiguo patrón corporativista.
Está dándose en Brasil una mayor competencia entre di­

versos actores empresariales por la redefinición de este sec­

tor en los campos económico y político. Por 10 mismo, es no­

table la ausencia de una organización empresarial engloban­
te que procese y haga viables acuerdos unificadores de las
diferencias de intereses entre los actores económicos

Una de las características de la organización de los em­

presarios brasileños y de la mayor parte de los latinoamerica­
nos es su carácter fragmentado; éstos carecen de una organi­
zación cupular que comprenda y represente al conjunto del

sector, donde estén representados los intereses de agriculto­
res, industriales, comerciantes o banqueros. lo Esto tiene con-

15 Alain Touraine, prefacio al libro de Sergio Zermeño, La sociedad de­
trotada. El desorden mexicano del fin de siglo, Siglo XXI, México, 1996, 241

páginas.
11) En esto Brasil se distingue de Perú, México o Venezuela. En aquel

país los empresarios jamás intentaron constituir en forma consistente or-
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secuencias en varios planos: en primer lugar, dificulta una ac­

ción unificada por parte de ellos. Las negociaciones sobre
ciertas políticas y sobre conflictos tienen lugar de manera es­

pecializada y compartamentalizada entre los grupos y secto­

res económicos y el Estado, donde el presidente de la Repú­
blica se convierte en figura centralizadora de las demandas

empresariales y de la definición de la política económica. En

segundo lugar, favorece la diferenciación de intereses em­

presariales específicos al facilitar la práctica de establecer
ciertos privilegios a unos sectores y grupos sobre otros. En

tercer lugar, impide la cooperación en acciones concertadas
o pactadas con el Estado en el ámbito nacional, con platafor­
mas comunes capaces de incorporar a todos los agentes em­

presariales y de participar en alianzas, acuerdos y compromi­
sos con otros actores e intereses divergentes en momentos de

crisis, por ejemplo para la configuración de planes de estabi­
lización económica.I? En eso se distinguen las organizacio­
nes empresariales de Brasil y México. Mientras que en Brasil
el corporativismo no favoreció la integración intraclase de
los empresarios o los acuerdos interclases, con otros sectores

sociales, en México sí ha sido posible el establecimiento de

pactos generales para la estabilización económica entre el

Estado, los empresarios y las organizaciones sindicales con­

troladas por él.

ganizaciones de 4" grado. Kurt Weyland, "The dispersion of business in­

fluence in Brazil's new dernocracy", Chicago, Palmer House, 880. Annual

Meeting, American Polítical Science Association, septiembre 3-6, 1992, citado
en Eli Diniz, Empresarios e... 1993, p. 31.

17 Hubo esfuerzos esporádicos por constituir una organización em­

presarial de cúpula, con resultados parciales y transitorios, como ocurrió
con la Unido Brasileira de Empresáios (UBE) durante las discusiones sobre los

ternas económico y social en el Congreso Constituyente. Véase al respecto
EIi Diniz y Renato Boschi, "a Consolidacáo democrática no Brasil: atores

políticos, processos sociais e interrnediacáo de interesses" en Eli Diniz, Re­

nato Boschi y R. Lessa, Modemizaaio e consolidacáo democrática no Brasil: di­

lemas da Nova República, Vértice/JUPE!y, Sao Paulo, 1989.
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En los aÍ10s noventa se abrió por primera vez en BrasilIa

posibilidad de establecer pactos sociales entre los trabajado­
res, los empresarios y el Estado. Por ahora se han reducido a

acuerdos sectoriales en la rama automotriz. Sin embargo, es­

to significa que la organización sindical ha aumentado su ca­

pacidad de concentración, centralización y liderazgo frente
a sus bases sociales, por lo menos en el ámbito de rama. y pa­
rece estar cambiando su estrategia de negociación, al transi­
tar de la confrontación hacia posiciones propositivas por la
vía de la reforma.!"

El empresariado brasileño se enfrenta a varios desafíos a

finales de los años noventa. En el campo económico, los pro­
cesos de liberalización y de apertura comercial lo colocan an­

te una competencia frente a empresarios de países desarro­
llados y de nueva industrialización. En el político, está en jue­
go la sustitución del antiguo esquema corporativista que lo
mantenía ligado a la tutela del Estado por uno en donde ex­

prese sus intereses de manera autónoma.
En México, las organizaciones empresariales han tenido en

sus relaciones con el Estado un movimiento pendular que va

de la tensión y el conflicto hasta la colaboración. Si durante la

política de sustitución de importaciones el agente central del
desarrollo fue el Estado, la apertura del mercado en el marco

de la economía globalizada otorga este papel a los empresarios.
Las reformas del estado, la desregulación y liberalización

económicas ocurridas desde 1983, así como la privatización
de los bancos y de casi todas las empresas paraestatales a fi­

nales de esa década, ponen de manifiesto una fuerte conver­

gencia entre las políticas publicas en materia económica y los
intereses de los empresarios, en especial de los mejor coloca­
dos en el marco de la economía globalizada, ya que se pre­
sentaron divergencias internas dentro del mismo sector em-

IR Entrevista I1án Bizberg y Carlos Alba con Vicente Silva, líder de la

CUT. Brasilia, noviembre de 1994
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presarial respecto a la manera de afrontar la crisis económi­
ca y en cuanto al proceso de apertura.

A partir de la crisis económica de 1982 ha habido mayor
capacidad de concertación. El empresario, desde una posi­
ción de mayor autonomía, valora la capacidad política del Es­
tado y participa junto con las grandes centrales obreras ofi­
ciales en acuerdos cupulares para sortear el problema de la
estabilización económica.

Sin embargo, existe una tensión en el modo de formular
las políticas publicas. Por una parte, está la presión de quie­
nes defienden el criterio de la racionalidad económica, por
otro lado están las presiones corporativistas.

El problema de los empresarios ante la democracia es

una cuestión relevante. ¿Hasta qué punto les interesa? ¿Qué
les interesa de ella? Las historias recientes de Brasil, Chile y
México muestran ejemplos diversos. En ciertas coyunturas,
los empresarios simpatizan con el autoritarismo y con los re­

gímenes militares, como fue el caso durante los golpes mili­
tares en algunos países. En otras, pugnan por la transición a

la democracia representativa, como ocurrió en España y Bra­
sil en los años setenta. ¿Significa esto que son carentes de

ideología y que no tienen convicciones políticas? Es difícil
ofrecer una respuesta segura. Lo que sí parece claro es que
las diversas crisis que han vivido Brasil y México han sido lec­
ciones para el actor empresarial. Más autónomo e indepen­
diente del Estado, ha valorado la importancia de su partici­
pación no solo en el campo de la economía, como actor cen­

tral del nuevo modelo de desarrollo, sino en la política, con

una creciente participación en sus órganos de representa­
ción gremial o a título individual en su lucha partidaria.

Los principales campos de intervención de los empresa­
rios en esta transición política en México probablemente esta­

rán ligados a las presiones por reformar la Ley Federal del Tra­

bajo, la búsqueda de un nuevo sindicalismo, la transformación
de sus antiguas formas de representación gremial en el marco



de la economía liberalizada. En otras palabras, si bajo el mo

delo de sustitución de importaciones el empresariado politizc
sus organizaciones como respuesta al intervencionismo del Es
tado en la economía cuando sintió amenazados sus intereses
en el marco de la liberalización económica se presenta un,

despolitización de esos organismos pero una mayor politiza
ción de los empresarios en el ámbito personal. Los empresa
ríos más prominentes consideran que ahora la mayor incerti

1 1 11 .; 1_ Ó> . �__ 1_ 1� .. �_
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EL MUNICIPIO EN PRIMERA LÍNEA:
¿UNA ALTERNATIVA TERRITORIAL?

CONTENIDO COMPARADO
DE LA DESCENTRALIZACIÓN EN BRASIL Y MÉXICO

Héléne Rioiére d'An*

Las políticas de descentralización y los cambios en las rela­
ciones entre el poder federal y los poderes locales reprodu­
cen la fragmentación espacial de la sociedad y las recompo­
siciones territoriales, pero no la causan. En una primera eta­

pa, en los años 80, los gobiernos de Brasil y México han
sostenido discursos sobre la necesaria descentralización co­

mo corolario de la democratización en curso y de las formas
modernas de gestión de la población. De esta forma, fue pre­
sentada como un acto político y fue aplicada de acuerdo a las
diferentes dinámicas de cada país; pues tanto la cultura polí­
tica como su historia son muy diferentes. Quince años des­

pués (las referencias son la Constitución de 1988 en Brasil y
la introducción del Artículo 115 en 1983, en México), se in­
tenta mantener a la descentralización como un instrumento
de circunscripción territorial de las formas de oposición, fa­
voreciendo la competencia económica entre las regiones y la

* Héléne Riviére d'Arc (d'arc@ivry.cnrs.fr) es geógrafa, especialista
en América Latina; trabaja en el Centre de Recherche et de Documenta­

tion sur l'Amérique Latine y es investigadora del Centre National de la Re­

cherche Scientifique (CNRS) de Francia.
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innovación política local, que se entiende hoy en día en tér­
minos de gobernabilidad.

Ya pesar de esto, la descentralización es una noción tan

difusa que parece casi ficticia. En Brasil, el proceso de demo­
cratización ha reactivado las instituciones federales en detri­
mento de las grandes corporaciones, y ha puesto nuevamen­

te en circulación la responsabilidad del municipio en materia
de desarrollo social, I La palabra clave ha sido la participación.
Su uso o su decaimiento distinguen actualmente a los muni­

cipios entre sí. En México, la descentralización intenta reno­

var los lazos directos entre el Estado y las comunidades, ten­

tativa que puede ser vista como una "territorialización" de la
intervención política. Su principal razón de ser (como objeto
y como objetivo) es el debilitamiento del corporativismo.

Como los Estados brasileño y mexicano no habían logrado
nunca alcanzar el modelo del Estado-providencia, aun cuando
se inspiraron en sus principios, podemos decir, por lo tanto,

que su alejamiento de la gestión con sentido unificado de las

grandes instituciones de nivel nacional marca el fin de esta

idea y, todavía más, la ruina de los signos de su credibilidad. ¿A
qué escala se diseña este escenario?: a la del municipio.

1. DIFERENCIAS

La historia brasileña desde el fin del siglo XIX ha alternado en­

tre las tendencias descentralizadoras (Constitución de 1891,

municipalismo de 1946) y tendencias centralistas (los dos pe­
riodos de Vargas y la etapa militar). En México, al mismo tiem­

po, se ha observado un reforzamiento minucioso y continuo
del poder central desde el Porfiriato y la Revolución. Se ha in-

I Es decir, se trata del reforzamiento de los poderes estatales en mate­

ria económica y política, y del debilitamiento de las corporaciones tipo
SUDENE o "zonas metropolitanas".
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sistido, por lo tanto, acerca del papel clave del clientelismo en

las relaciones de poder en Brasil y también sobre el papel del

corporativismo "integrador" del sistema mexicano que consti­

tuyen, hoy en día, la herencia de la cultura política en cada
uno de ellos. El carácter sobredeterminante del uno o del otro

no debe, sin embargo, hacer olvidar que Vargas se esforzó en

"corporativizar" la sociedad brasileña, sobre todo en el curso

de su primer periodo, y que el municipalismo puesto en pri­
mera línea por la Constitución de 1946 evidenciaba una reac­

ción frente a la singular atención dada a la sociedad urbana
durante la Nueva República. Es claro, por otra parte, que el
clientelismo fue un instrumento de gobierno y de mediación

muy practicado por los gobernadores en México.
Otro elemento importante de la cultura política brasile­

ña, al que los poderes públicos de los estados federados son

extremadamente sensibles desde hace un siglo, es el poder
de percibir los impuestos sobre la circulación de mercancías

f servicios (ICMS) y sobre las exportaciones. El cuestiona­
miento en 1996 de ciertas tarifas sobre las exportaciones por
el Estado (Ley Kandir) y el proyecto de modificación del
ICMS en su provecho, fueron resentidos como afrentas por
'os gobiernos de los estados federados. Así, las "guerras fisca­
es" entre los estados forman parte de la historia brasileña
Iesde 1891 y han resurgido hoy en día con todo su vigor;
mientras que los estados mexicanos no negocian en materia
le impuestos y tarifas sino con el gobierno central -excep­
.o en programas excepcionales, como fue el programa ma­

luilador de los años sesenta, No es sino recientemente cuan-

10 en México algunos tímidos reagrupamientos de estados,
en general de oposición, como es el caso de los estados del

.entro-occidente, invocan de manera conjunta sus intereses
oarticulares ante el gobierno central.

Sin embargo, y paradójicamente, puesto que parece como

.undamentalmente más federal, Brasil es susceptible de cono­

'pr Pll fii:.11 '¡tlITlPnfii:.Cl tprntnrio rnrnrimlpoto'i:. 't, l11rh�1iii:. liii:.or'¡-;¡lp(;. rlp



amplitud nacional como lo son, hoy en día, los MST (Movi
mientos de los Sin Tierra) o más específicamente la marcha dI

agosto de 1999 a Brasilia, aun cuando les sean ofrecidas algu
nas propuestas de solución a nivel local. Por el contrario, la GI

pacidad de proyección nacional de un movimiento de insr

rrección parece difícil en México. La raíz local se descubre in

cluso en el soporte y la justificación de un movimiento come

el que ha creado el EZLN, a pesar de la capacidad de difusiói
internacional de su mensaje del que se benefició en los prime
ros tiempos. La respuesta de los gobernantes a estas expresic
nes "territorializadas" de reivindicación es el reenvío al nive
local o la municipalización de la Reforma Agraria en Brasil,
una tentativa de circunscribir lo más posible la insurrección z:

patista en México, a fin de que su aislamiento lo debilite.

Seií.alaremos, finalmente, otra característica que distin

gue la historia política del siglo xx en Brasil y México: en ('

primer país, los partidos políticos locales, que representan lo
intereses de las élites y, pueden acceder al poder local promc
viendo personajes políticos de alcance nacional.s En Méxicc
la tendencia democratizan te de los últimos aií.os que favore
ce el asentamiento territorial de los partidos, no otorga a lo

pequcií.os grupos locales ninguna ventaja de visibilidad fue
ra de una alianza con uno u otro de los grandes partidos.f

Este recuento de características nos remite a la estructur

misma de los federalismos cuyos fundamentos no han podid
quebrantar totalmente los regímenes autoritarios (el de Varga:
en Brasil, por ejemplo) y con los cuales han debido transigir. Po

el contrario, revelan un carácter común de los federalismos e

los dos países: el hecho de que se les puedaasimilar a procese
de descentralización y no a la organización de arbitrajes entr

2 Como es el caso de Brizzola, de Vargas, de Arrais, etc.
:� Afirmación de ciertos miembros del grupo de personalidades qu

han intentado promover la Alianza de oposición entre el PAN y el PRO y 1<
npnI1Plit"l� n:;;lr,idnc;:. pon vido;¡ rlp 1� plp("rinn nrp�irtpnri!.ll rlpl :.1I1;n 9000



-stados, lo que sería resultado de una voluntad de asociación

iarte de estos últimos." Es la existencia de un sistema centra

lo continuo (México) y de periodos autoritarios en el curse

siglo XX (en Brasil) lo que nos lleva a afirmar lo anterior.
No obstante que los años ochenta son considerados corno

:le la transición política en América Latina, han sido tam-

1 los del discurso descentralizador al que han sido constre­

)S los gobiernos para apoyar su legitimidad (Brasil) o para
rvarla (México). Para obtenerla, la reactivación de la vieja
ura federalista brasileña ha logrado ejercer una presión
marcada sobre el poder central que aquella ejercida pOI

:liferentes eslabones (los gobernadores, por ejemplo) del
icio corporativista del PRI. Este último reproduce, de mane­

vidente, en sujustificación del nuevo federalismo, la confu­
entre éste corno sistema político y la descentralización (de­

:la por el poder central), cuando dice: "el nuevo Iederalis­
es un medio para dar a todos los estados y municipios los
umentos de desarrollo, es decir, aumentar su poder de de­
In en ciertas áreas, en relación con el ejecutivo federal"."
La descentralización en su diversidad de intervención es,
lo tanto, más palpable desde 1985 en Brasil que en Méxi­

veremos incluso que en Brasil encontramos actualmente

19) una nueva fase de cambio de las responsabilidades te­

rriales, tanto desde el punto de vista administrativo como

rórnico, que en México se ignora.

I Véase la Introducción de Alicia Hernández Chávez (coord.), ¿Hacia
ueuo federalismot, Fondo de Cultura Económica, México, 1996. Para

lefinición del federalismo, Bruno Théret, "O federalismo como prin­
de regulacáo do regionalismo. Urna analise dos programas de Pere­

áo destinados a compensar as desigualdades inter-regionais na Amé­

Io Norte (Canada-EUA)", Contexto Internacional, vol. 20, núm. 1, IRI,
le Janeiro, 1998.
; Diario Oficial. diciembre de 1997.
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2, DESCENTRALIZACIÓN VERSUS FEDERALISMO

Aquí examinaremos sucesivamente los dos puntos siguientes:
la descentralización administrativa y la competencia económi­
ca entre los estados que nos parece indican la tensión política
descentralización-federalismo. Los mismos paradigmas se han

aplicado en México y Brasil, pero la herencia política de cada
uno de ellos no permite ofrecer las mismas respuestas y, mucho

menos, aplicar los mismos métodos. El slogan del nuevo federa­
lismo asociado a su corolario, la descentralización, ha hecho su

aparición al mismo tiempo casi en todos los países de América

Latina, así como las reivindicaciones territoriales indígenas,
etc. Durante la década de los ochenta 10 han presentado como

uno de los principales instrumentos de la democratización lo­
cal y de la necesaria participación popular. La descentraliza­
ción ha tenido, por lo tanto, la pretensión de aparecer como

un acto político de tipo liberal antes de ser presentada más tar­

de como un instrumento de desarrollo local o económico con

tendencia a sobredeterminar la acción de los poderes políticos
locales que serán, de ahí en adelante, confrontados directa­
mente con los problemas de desequilibrio regional y compi­
tiendo en la carrera por la búsqueda de inversiones."

Durante los ochenta, la descentralización hajugado Un pa­
pel muy importante en el debate sobre la transición democráti­
ca en el Brasil. Todos los partidos estuvieron a favor. El resulta­
do directo fue el retorno a la representación democrática en las
instancias locales y un aumento bastante fuerte del monto del
Fondo de Participación de los Municipios (del 20%). En Méxi­

co, la descentralización, instrumento de relegitimación del po­
der y de socavamiento del corporativismo, es un discurso que to­

mará más de quince años (1983-1998) para concretarse en un

Ii Los eventos que parecen marcar la nueva actitud de los poderes lo­
cales SOIl, por ejemplo, la declaración de quiebra de ciertos estados en Bra­

sil como el de Minas Gerais en 1998 o el surgimiento de un grupo de go­
bernadores de oposición al interior del PRI en México en 1997, etcétera.



el gomemo oe MIguel oe la ívraunu 10 promovlO al mtro

el artículo 115, es actualmente, casi veinte años después, el
to de numerosos estudios sectoriales (sobre la descentraliz,
de los servicios de salud, de educación, etc.) o de caráctei
económico-administrativo.? Pero el proceso en realida
abierto un debate político entre los partidos y es utilizado

impulsar las polémicas sobre la intervención de la burocrac
tatal en la economía y sobre las transferencias financieras.

La cuestión de las transferencias federales hacia los es

está evidentemente en el meollo de un debate que en BI<

explica por la tradición de una cultura política federalista (

instrumento de gobierno y de autonomía (llamada sober

y/o un clientelismo, producto de las inequidades econói

regionales y de la pobreza tradicional de ciertos espacios ge
ficos (el Nordeste particularmente) en relación con otros (
tado de Sao Paulo, por ejemplo)." En México, la descentr
ción tiende a subrayar la realidad de un país geográfican
cortado en dos (o tres, o cuatro, incluso cinco, según ciertr

tores), pero simbólicamente más bien en dos, el norte y el

Algunos elementos de comparación extrernadamen:
marios explican, sin embargo, las diferencias entre los jL
políticos que emanan de los poderes políticos locales
otros agentes que pueden ser muy diferentes pero que
rren en sus discursos actuales (finales de los noventa)
instrumentalización del regionalismo y/o a la identida
ciertos grupos sociales (jóvenes empresarios del Cear

Coparmex de Monterrey o los insurgentes zapatistas in

nas de los años noventa).

7 Véase Marie-Franee Prévót Sehapira y Héléne Riviére d'Are, "L

tralisation municipale, instruments techniques el idéologiques: del
dans le Centre-Ouest mexieain", Traces, mayo-junio de 1987.

8 Véase Ina de Castro, "Visibilidades da regiao e do regionalisi
escala brasileira em questao", en Lena Lavinas et al: (coord.), Integra!
eiao e reeionalismo. Bertrand. Sao Paulo. 1994.
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Si las transferencias federales representan alrededor del

60% del presupuesto de los estados federados en Brasil, del
cual el 5% es repartido a los municipios" y distribuido en fun­
ción de un criterio sumario fundado en el número de habitan­

tes, es más del 80% del presupuesto de los estados lo que pro­
viene de las transferencias del gobierno central en México y

que representan actualmente el 100% de muchos municipios,
particularmente de los denominados "rurales", Este tipo de
transferencia a los estados y a los municipios, en el cuadro de
un discurso sobre el nuevo federalismo y la descentralización

es, por tanto, una apuesta política de primera importancia y
ele rivalidad entre los partidos. La transferencia depende de la

Ley de Coordinación Fiscal, sujeta a modificaciones constan­

tes -tres veces en tres años (l996-1998)-y de los criterios de
atribución de transferencia, cuyos indicadores de marginali­
dad son ampliamente reveladores. Completamente diferente
es el criterio de pobreza en Brasil que se obtiene de un fondo

específico del 3% destinado, desde que fue instituido en la
Constitución de 1946, al conjunto de estados del Nordeste, cu­

ya coalición de las élites políticas en torno a este tema en el

Congreso no ha desistido desde hace un siglo.
Este criterio de pobreza es actualmente uno de los prin­

cipales capítulos de las políticas nacionales pues el discurso
internacional (Naciones Unidas, Banco Mundial) recuerda
constantemente que esta dimensión es uno de los principa­
les frenos al buen desarrollo de las aperturas político-demo­
crática y económica, vertientes diferentes pero asociadas al
neoliberalismo. Pero el debate planteado por este apartado
y las nociones que le están asociadas, ruralidad, marginali­
dad y pobreza, son el objeto en México de una extrema ten­

sión entre los caciques locales, los gobernadores provenien­
tes del PRI Y los partidos políticos que emergen de bases te-

!l Véase Rui Affonso, "Descentralizacao e erise federativa: a espeeifieidade
do Brasil", LASA, XX International Congress, Guadalajara, 17 de abril, 1997,
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rritoriales, en el núcleo de un tipo de relaciones que se anu­

dan en el centro. Podemos decir que dicho criterio pone en

evidencia, por el contrario, la competencia regional tradicio­
nal en Brasil, cuando observamos la constancia con la que la
clase política del Nordeste, a pesar de sus diferencias inter­

nas, consigue mantener su unidad alrededor del "3%".111

3. ¿QUÉ SE PUEDE DESCENTRALIZAR?

Aunque la descentralización, durante el decenio del debate so­

bre la democratización -llamado también periodo de transi­

ción, esto es, los años ochenta-, fue presentada como un coro­

lario ineludible de la democracia y apoyada por todos los parti­
dos que comenzaban a conquistar el poder -tanto en Brasil
como en México, a partir de las bases territoriales (municipali­
dades, circunscripciones, estados)-, II ha sido también vista por
algunos como una falta de compromiso del Estado de cara a las

responsabilidades que la Constitución le atribuye. De hecho, y
oficialmente, no podemos hablar de descentralización sino só­
lo a propósito de tres sectores que indican tradicionalmente su

competencia (sobre todo en lo que concierne a México), esen­

cialmente en términos de establecimiento de prioridades: edu­

cación, salud -asociada a una parte de la protección social (de
manera particular en Brasil)-, políticas sociales, lucha contra

la pobreza y desarrollo local (una noción que sería la síntesis de
estos diferentes sectores, específicamente en México).

Se puede observar claramente cómo estos procedimien­
tos pueden ser rápidamente interpretados por determinadas

ro Actitudes "independientes" se manifiestan en ciertos estados, la his­
toria de los 'Jóvenes turcos" del Ceara es un ejemplo, pero ningún parti­
do cuestiona el 3%.

11 Sin recurrir a las modalidades electorales de la época de la dictadu­
ra en Brasil (antes de 1985), ni a la omnipotencia del PRI hasta los arios

ochenta.
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categorías sociales, intereses específicos y una cierta retórica,
como signos de falta de compromiso. Ante todo, por los sec­

tores directamente involucrados. En México, la eventualidad
del retorno ele la enseñanza primaria a la competencia mu­

nicipal es, a pesar de los bajos salarios que eso implica, muy
mal percibido por un cuerpo profesoral corporativista y po­
deroso, organizado en el sindicato de maestros. El proyecto
en curso desde el fin de los años ochenta, es decir, desde el
retorno a nivel municipal del patrimonio inmobiliario de la
Secretaría de Educación Pública, del reclutamiento y del sa­

lario de 500 000 maestros, ha hecho sospechar que existe una

voluntad de aislar a los disidentes situados en la extrema iz­

quierda del PRI, cuyo debilitamiento desea el mismo parti­
do.!" Esta hipótesis reposa particularmente en la reticencia
de los maestros. En ciertos estados y en algunos contextos,
ellos juegan el papel de caciques en relación directa con de­
terminadas fracciones del PRI, que se localizan en la ciudad
de México. La transferencia a los municipios de la gestión de
la carrera del maestro modificaría considerablemente la re­

lación con el Estado que el cuerpo magisterial ha adquirido
gracias a su estatus único y a su régimen de seguridad social

específica. Por lo mismo, debilitaría su posición en el seno

de la vida política local. Su permanencia es, por tanto, más

importante que la descentralización de los servicios de salud

y que la política local de desarrollo igualmente en curso, lo

que hace resurgir los grandes desequilibrios regionales en

materia de adhesión en relación a la población activa.

Así, vemos por una parte que los estados del norte, que
continúan su marcha hacia la salarización en la industria, re­

conocen un aumento constante de inscripciones a la seguri­
dad social, lo que no es el caso de los estados del sur, donde
esta cifra se estanca y donde se desarrollan en medios urbanos

12 Véase Carlos Ornelas, El sistema educativo, la transición defin de siglo,
Fondo de Cultura Económica, México, 1995.
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las mutualidades privadas; mientras que las estrategias de de
sarrollo del empleo con fines sociales en el medio rura

(fuentes de trabajo provisionales, como en el estado de YUG

tán, por ejemplo) o el programa Progresa de ayuda a las fa
milias rnenesterosas'" -por medio de una pequeña ayud
escolar dirigida a los niños que asisten a la escuela- no in

duyen la inscripción familiar en la seguridad social. El traba

jador adulto no es inscrito en el programa Progresa, única
mente el niño becado se beneficia. Hay, por lo tanto, la ten

dencia hacia la individualización de la inscripción el

función de las situaciones sociales locales, lo que va en con

tra de los intereses de los funcionarios cuya carrera estaba di

rigida desde el ámbito central. De hecho, al igual que en e

sector de la salud, la descentralización de la educación con

siste esencialmente en la definición de prioridades llevada:
cabo por las instancias locales (Secretaría de Salud y Secreta
ría de Educación a nivel estatal, en consulta con los consejo
municipales y los Coplades -organismos del gobierno fede
ral creados a principios de los años ochenta, compuestos di

representantes de diferentes categorías locales con la finali
dad de priorizar sus necesidades y que ya han perdido cas

todas sus prerrogativas): construcción de hospitales, centro

de salud, escuelas, etc., lo que comprende también la crea

ción de puestos de trabajo en tales sectores.

En lo que respecta a las instituciones nacionales, sus proce
dimientos de descentralización consisten en diversificar geográ
ficamente su presencia y la gestión administrativa aledaña. E

sector federal, por medio dellMSS, conserva el control financie
ro de los mecanismos de compensación sectorial y regional. Po

demos concluir de todo esto que es tarea de los municipios pél
liar la ausencia de establecimientos de seguridad social abrien
do y manteniendo aquellos destinados a los pobres, indigentes

13 Este programa es el único programa social que continuó y sustitu
vó directamente el de Sedesol (Secretaría de Desarrollo Social).
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los no derechohabientes, ete., que constituyen la llamada socie­
dad abierta y que representa muchas veces más del 50% de la

población. De esta forma, el Estado intenta, desde 1983, des­
centralizar nos sectores en los que trabaja un considerable nú­
mero de funcionarios preocupados al ver transferir la gestión
de su carrera al nivel de la entidad estatal o al municipal.

¿Por qué el Estado brasileño ha profundizado la descen­
tralización de la educación secundaria y primaria lo mismo

que los servicios de salud pública? Recordemos que tradicio­
nalmente (desde la Vieja República), la enseñanza secunda­
ria y primaria dependían de los estados, en el primer caso, y
de los municipios, en el segundo, incluso cuando la enseñan­
za privada ocupaba frecuentemente un lugar muy importan­
te. Sin embargo, esta repartición no era válida siempre. Por

ejemplo, en Río Grande do Sul, donde la tradición republica­
na, en el sentido "ciudadano", era más marcada, las escuelas

primarias dependían del estado. De esta manera se explica
que durante mucho tiempo la enseñanza primaria haya sido
controlada por las élites rurales, En el otro extremo, las uni­
versidades dependían de la Federación. Al paso del tiempo,
las líneas concurrentes de ambas enseñanzas se han super­
puesto entre los estados y los municipios, en tanto que las aso­

ciaciones locales creaban las escuelas comunitarias. La dife­
rencia de calidad y eficiencia se ha ahondado profundamen­
te entre el Norte y el Nordeste y el Sur. El nivel de la
enseñanza primaria en los estados del Nordeste es todavía de­
sastroso. En lo que se refiere a los servicios de salud, éstos de­

pendían de convenios entre el Ministerio de Salud y los mi­

nisterios locales, en tanto que la gestión de la seguridad social
estaba centralizada.

Entonces, ¿qué ha significado la descentralización en es­

tas condiciones? El argumento principal en los años ochenta
fue el de acercamiento a las poblaciones y su participación.
Hoy en día es invocado el argumento de que la universaliza­
ción de la enseñanza primaria, o "básica", como se le llama en
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Brasil, pasa por la responsabilización de todos los municipios
sobre la base de un financiamiento suficiente, más o menos

equitativo en el ámbito nacional. Sin embargo, dificultades
de dos tipos suscitan, al final de los años noventa, el malestar

municipal, señaladamente en las zonas rurales pobres (Per­
nambuco, Bahía, etc.) que no estaban acostumbradas a con­

sagrar una parte elevada de su presupuesto a la educación.
Pero también en los municipios de los estados sureños, don­
de la infraestructura es muy superior y que, sin embargo, ven

al cuerpo magisterial hostil a la municipalización de su esta­

tuto, sobre todo cuando éste dependía del estado federado y
tiene la obligación moral de responder al llamado de los al­
caldes de pequeñas ciudades de ahí en adelante responsables.
Finalmente, estos últimos se hallan confrontados en un mis­
mo momento a la indispensable responsabilidad de su parti­
cipación financiera en la enseñanza local (principalmente a

través del pago de salarios y de jubilaciones de los maestros),
en un periodo (los últimos veinte años del siglo xx) durante
el cual han dominado los tiempos de recesión, asociados a la
disminución proporcional de las transferencias federales. 14

De hecho, para paliar esta falta de recursos, el Estado federal
creó en 1996 un fondo que corresponde al 15% del 25% con­

sagrado por los diferentes niveles de poder a la educación, lla­
mado FUNDEF, que es otorgado a los municipios en función
del número de alumnos inscritos en las escuelas entre los 7 y
los 14 años, Por medio de un mecanismo compensatorio, el
Estado completa esta transferencia per capita inferior a 315 rea­

les (180 dólares), lo que constituye una percepcion extra para los es­

tados del Nortey Nordeste." Se intenta con estas medidas estimu-

14 Estas dificultades nos las han confirmado, en agosto de 1999, las au­

toridades tanto municipales como federales en los estados de Pernambu­
co y en el de Río Grande do Sul.

15 Véase Vera Lucia Cabral Costa, Descentralizacao da educacao no Brasil:
as reformas recentes no ensino fundamental, trabajo presentado en el XXI

Congreso Internacional de LASA, Chicago, septiembre de 1998.



ar la escotarizacton ue lOS runos. om emoargo, algunas per­
unas consideran que tales financiamientos no harán sino
icrecentar el déficit de los fondos de retiro de maestros en

os municipios.
Sea como fuere, el principio de una norma nacional orien­

ada a la equidad en el acceso a la enseñanza combinada con la

-esponsabilización local, parece innovadora en un país donde
a mala calidad de la enseñanza primaria a cargo de los munici­
oios -y/o de los estados, algunas veces-- había alcanzado pro­
undidades preocupantes que las escuelas "comunitarias" multi­
olicadas entre los años 1970-1980 no habían podido subsanar."

Es en términos de la participación como fueron revisadas
as modalidades de funcionamiento del sistema de salud a ni­
rel local. Éste reposaba en un financiamiento tripartita cuyas
orioridades de aplicación, en principio, podían ser definidas
oor los municipios. Pero el costo de ciertos equipos, al no estar

1 su alcance, hizo indispensable el agrupamiento de munici­
oios. Estos agrupamientos que, a pesar de todo, suponen el
ival de los ministerios federales, no siempre están acordes con

as medidas tomadas por el ejecutivo federal a fin de promover
�l "desarrollo local". El tema del ordenamiento del territorio

está, como en México, muy ligado a la distribución geográfica
extremadamente inequitativa de derechohabientes a la proteo
:ión social, administrada desde el centro muchas veces en com­

oetencia o complementariamente con las redes que administra
el ámbito Iederal.!? Al igual que en México, la distribución geo­
�ráfica del equipamiento de los servicios de salud se está con­

zirtlendo más y más para los municipios, incluso para los mu)
�randes, en una cuestión ligada a la degradación de la protec
ción social universal, lo mismo que a la pérdida de su credibili

16 Véase Celma Borges, La décentralisation de l'enseignement primaire al

Bréstl, le cas de Bahia, Université de Paris IlI, 1996.
17 Véase Pedro Luiz Barros Silva y Vera Lucia Cabral Costa, Federalis

mo v bolitica socinl en. Rrnsil: XX Inrr-rnarional l.OnPTf'SS_ IA'iA_ GlI:ul::lI::li:lr::l



dad. Por el momento, no ha encontrado alternativa sino en la

"participación popular", activa en el medio urbano, que puede
orientar las modestas prioridades municipales en favor de la
oferta de servicios para los indigentes y los informales, es decir
la población abierta, como se dice en México. La otra parte de la

alternativa, es claro, se halla, también en México, en la pobla­
ción asalariada de la clase media urbana, esto es, en el desarro­
llo de los seguros y los servicios de salud privados.

La municipalización de las responsabilidades en el terre­

no de la educación y de la salud en periodos de recesión, aso­

ciados a las disminuciones brutas más o menos camufladas en

las transferencias federales durante la década de los noventa,
ha acrecentado en Brasil, más que en México, el debate sobre
la innovación en materia de asociación pública-privada o pri­
vada-tercer sector, o privada-comunitaria, etc. El ámbito de las
ONG -bien enraizado y comprometido desde hace mucho

tiempo en los dos sectores que acabamos de presentar- y la
conciencia de identidad de los grupos interesados y de pre­
sión (como la iglesia católica, muy presente a nivel local, o de­
terminadas asociaciones, etc.) participan activamente en los

proyectos de asociación -donde las organizaciones populares
no se hallan tan presentes, como en otros casos, puesto que no

pueden realizar aportaciones financieras. De una manera que
quiere superar el modelo popular "solidario" en el sentido hu­
manitario o simplemente "participativo" del término, se desa­
rrollan proyectos llamados "comunitarios", que reagrupan a

las entidades locales (pertenecientes a uno o más municipios):
tal universidad es creada por los empresarios locales, asocia­
dos a una o a otra iglesia -frecuentemente protestante, me­

todista, etc.,- y a uno o dos municipios. IR También puede
darse en el caso de un hospital. La receta de la asociación, tan

IR De esta manera fueron creadas las bellas universidades de Caxias
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difundida por los organismos internacionales parece, por lo

tanto, entrar en la costumbre como una nueva ideología de
desarrollo, con más vivacidad en Brasil que en México, y más
en el Sur que en el Norte o Nordeste, donde los recursos loca­
les son muy escasos para poder tomar parte en los proyectos.

Este tipo de discurso y de proyectos conjuntos son muy ra­

ros en México, donde la distinción público-privado continúa

ideológicamente más arraigada y donde las corporaciones son

tradicionalmente eslabones de una cadena vertical en la es­

tructura del poder, más que asociaciones con vocación de gru­
po de presión.!'' Lo que no impide ni la privatización de mul­
titud de servicios en el plano local, ni la proliferación de insti­
tuciones privadas, pero muy raramente en asociación. El
emblema de este tipo de institución es antiguo, tómese por
ejemplo al Tecnológico de Monterrey y sus diversos campus.

4. LA DESCENTRALIZACIÓN DE LAS POLÍTICAS
DE LUCHA CONTRA LA POBREZA (O DE DESARROLLO LOCAL)

La ruptura en la creencia en la continuidad lineal del desa­
rrollo por la vía de la integración a la vida urbana, la indus­
trialización y el salario que sostiene el modelo cepalino de
desarrollo y su anhelo de reducción de las desigualdades so­

ciales y regionales ha castigado, en los dos países, tanto a los

aspirantes eventuales a la vida urbana (los migran tes, los in­
formales y los pobres) como a los poderes políticos, en una

convergencia paradójica. Por el con trario, las clases medias,
constreñidas entre estos dos extremos, prefieren no ver sino
los efectos de esta situación: la profundización, en todas sus

formas, de la violencia y la pobreza.

19 El término asociado, palabra clave del área gubernamental no exis­
te realmente en México, por el contrario el de parceria ha invadido el vo­

cabulario de la gestión local en Brasil.
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Las recetas propuestas para el desarrollo local h:
do tres direcciones con una intensidad variable segú
giones en cada país y de acuerdo a los tiempos difer

su aplicación. Ciertas regiones las aplican, ante t

acuerdo a las modalidades propias que suponen les a

a mantener su puesto en el TLC y el Mercosur. Todas
tán inspiradas y mediadas por las instituciones inten

les, el Banco Mundial, el BID, el FMI Y por recursos

cionales de empresarios y ciudades. Pero en conju
con tramos esas tres direcciones en todas partes,
cuando los funcionarios locales encargados de apli:
quejan con frecuencia de no estar suficientemente i
dos sobre las condiciones de su utilización. La prim
siste en desarrollar las capacidades regionales (ventaj
calización de inversiones con la finalidad de acrece

exportaciones) intentando mantener las ventajas loc
les permiten en materia de impuestos (Brasil) o inn
desarrollar dichas ventajas comparativas (por medie
revisión de los criterios de transferencia federal, en l'
La segunda es la introducción y la aplicación de mét

•

buena gobernabilidad y de gobernancia (capacidad
dir cuentas, transparencia) en cada nivel de la gestir
particularmente en el municipal, sobre todo en las ci
la privatización de numerosos servicios está incluir
enunciación del método.t" Finalmente, la tercer te

consiste en regresar al nivel municipal lo esencial di
líticas sociales, especialmente aquellas que atañen a

contra la pobreza.F! y cuya visibilidad problemática e'

co inherente= no son negados por ningún discurso 1

20 Véase The World Bank, "A Strategic View of Urban and
vernment Issues: Irnplications for the Ban k", enero de 1999 (bo

21 O mejor dicho desarrollo municipal en México. En efecto
sión "lucha contra la pobreza" remite muy directamente al ce

presidencial y al programa Solidaridad.
22 En agosto de 1999, Antonio Carlos Magalhaes, presidente
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Incluso su "inmoralidad" puede ser invocada. Sin embargo,
el nivel local sólo se convierte en una escala de tratamiento
del problema.

Las dos primeras tendencias tienen por consecuencia, a

nivel nacional, lo que se denomina la guerra fiscal en Brasil

y la protesta contra la desigualdad de las transferencias fede­
rales en México, sobre todo en los estados del norte. Exami­
nemos mejor por qué estas políticas sociales han llegado a

ser en México apuestas políticas del nuevo federalismo, en

tanto que en Brasil son vistas como la manera de renovar el
clientelismo.

Las políticas sociales localizadas son un conjunto de me­

didas que pretenden responder a las necesidades urgentes
de las poblaciones para acceder a los derechos cuya satisfac­

ción está enunciada en las constituciones, pero también a de­
terminados bienes, Eso incluye el mantenimiento de cami­
nos vecinales, la apertura de un ramal, la construcción de un

centro de salud, la ayuda para la escuela comunitaria, etc.;

pero también las ayudas directas a las familias pobres o a los
individuos.P o las pro¡mestas para resolver la penuria de los

alojamientos populares en la ciudad, y también, bajo la más­
cara de la afirmación del derecho a la escuela, la aplicación
de un modelo inspirado por los organismos internacionales

que consiste en otorgar, como lo hemos dicho, bajo determi­
nadas condiciones, pequeñas becas individuales para los ni­
ños más pobres, tanto en el campo como en la ciudad (lo
mismo en Brasil que en México).

greso. ha presentado la lucha contra la pobreza como lo que debería ser

la prioridad gubernamental. También propuso algunos métodos de lucha
contra la pobreza y personajes maliciosos se preguntaron cuáles podrían
ser los resultados de la eficacia de tales recetas en el feudo electoral del se­

nador, en Bahía.
�� UIl fenómeno social nuevo que no formaba parte del perfil social

tradicional de las ciudades: la inmigración de ancianos, sobre todo hom­

bres, pobres y solos.
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Cuando no se trata de obras tradicionalmente dirigida
por la esposa del presidente (en ambos países), estas política
implican a los tres niveles de poder y necesitan de acuerde

en el seno de los cuales la responsabilidad de los ministeric
estatales y federales respectivos puede estar estrechament

imbricada, a pesar de la descentralización. La aplicación de:
centralizada de estas políticas puede ser entoncesjuzgada po
el grado de participación necesaria dentro de los marcos n

conocidos por las constituciones locales." o por la capacida
de los poderes locales de erigir socios públicos-privados o ce

munitarios. Es así como aparece la gobernabilidad cuya
pruebas de eficacia están fundadas en la "durabilidad" de la
medidas innovadoras adoptadas y puestas en práctica." L

profunda imbricación en los diferentes niveles de poder de

conjunto de políticas sociales vuelve extremadamente difíc:
su evaluación financiera. Si tomamos como referencia a Me:

xico, el presupuesto de la Secretaría de Desarrollo Social ar

tes y después de la crisis financiera de 1994, veremos que h
disminuido en más del 25%. En el curso de los años 1997-199
se han suscitado vivas protestas, alrededor del escándalo F(

baproa, denunciando la utilización de los fondos público
con el único fin de rescatar a los bancos.i"

24 La participación popular para fijar las prioridades presupuestaria:
por ejemplo, es una modalidad de funcionamiento introducida en la con:

titución de Porto Alegre. El gobierno PT de Rio Grande do Sul buscaba n

producir este esquema en la constitución estatal pero se topó con un

asamblea opositora.
25 Véase, The World Bank, op. cit., pero también, a propósito de la g(

bernabilidad en las ciudades mexicanas, Peter Ward, "Frorn Machines Pe

Iitics to the Politics of Technocracy: Charting Changes in Governance i

the Mexican Municipalities'', Bulletin 01 Latin-American Research, vol. l�
núm. 1, 1998. Podemos observar, ante todo, que los premios de buena g<
bernabilidad pueden ser otorgados a los municipios por redes internacic
nales o nacionales de ciudades.

21¡ Al proyectar convertir la deuda privada de los bancos en deuda pübl
r� 1"'1 IJ--.hiprnn Ii;.P h:.;¡ vido rllhiprtn rlp b ir::l rlp 1()� npllllpñ"c;:. :.1hnrr...:u-1nrpli:.
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Pero la herencia del Programa Nacional de Solidaridad

(el Ramo 33) que depende actualmente de la Secretaria de

Hacienda, ha añadido muchos otros fondos, lo que complica
su comparación con el pasado.'? No se puede encontrar un

equivalente en Brasil donde el "desarrollo local" (excepción
hecha del 3% destinado al Nordeste), como un todo, no for­
me parte del presupuesto. Por otro lado, la parte de los esta­

dos y municipios es más importante: incluso el proyecto de in­

gresos mínimos cuya idea fue lanzada en 1997 por el Partido
de los Trabajadores de Sao Paulo, no está a debate sino a par­
tir de proyectos locales, muy a menudo municipales.F'

Sin embargo, el Programa de Solidaridad mexicano y la
Secretaría que era responsable representaron en su tiempo
una iniciativa innovadora a pesar de estar muy ligada a la fi­

gura presidencial y de ser legitimadora del poder en turno.F?

Dirigido directamente a las "comunidades" que se supone
son los municipios seleccionados de acuerdo a un índice de

marginalidad, escapaba tanto a la vigilancia del Congreso co­

mo de los gobernadores. El programa de erradicación de la

pobreza y de desarrollo local había puesto en práctica una es-

27 De acuerdo con los datos del Diario Oficial (diciembre de 1997), el

presupuesto de "Desarrollo social" parece representar el 9% del presu­
puesto nacional. Un artículo de Jaime Preciado muestra que, en realidad,
el programa de lucha contra la extrema pobreza (lo que resta del ramo 26,
precedente del 33) no representa sino el 1.1 %. Después de una observa­

ción superficial, diríamos que al interior del presupuesto de desarrollo so­

cial, el programa de lucha contra la pobreza representa el 30% de ese 9%.
Ver Jaime Preciado, Combate a la pobreza en México, una geografia de la exclu­

sión. Véase también el Diario Oficial del 29 de diciembre de1997. En fin, po­
demos decir que el presupuesto de desarrollo social ocupa el noveno lu­

gar globalmente en el presupuesto federal.
28 Véanse los diferentes trabajos realizados por el ¡PEA y presentados

por Léna Levinas en París, en 1998. El municipio de Campinas (estado de
Sao Paulo), por ejemplo, aplica el concepto de ingreso mínimo.

29 El financiamiento de Pronasol provenía de la venta de las empresas
estatales, idea original en América Latina.
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trategia de participación local coordinada por los comités de

solidaridad, fuertemente impugnados actualmente por los
miembros de los consejos municipales que no pertenecen al

PRI, quienes los han presentado como instancias puramente
clientelistas. Pero al mismo tiempo, ha dejado profundas hue­
llas en el nivel microlocal. Es al interior de esta tensión que se

halla hoy en día eljuego político que representa la atribución
del Ramo 26, transformado en 1997 en el Ramo 33.

La atribución de los subsidios del Ramo 26, término neu­

tro que designa un financiamiento entre otros, ha sido rei­
vindicada por los gobernadores. En un contexto de disminu­
ción de las capacidades distributivas del Estado con fines

sociales, mientras la presión internacional continúa divul­

gando la gravedad de la pobreza en América Latina y la pro­
fundización de las desigualdades, el conjunto de medidas
más o menos focalizadas de este programa sigue siendo un

debate político retomado por los gobernadores. En 1995, el
índice de marginalidad por municipio, concebido en 1990

por Sedesol y Conapo (Consejo Nacional de Población) co­

mo base de la modulación de transferencias financieras a

partir de la combinación de un cierto número de criterios so­

ciales y del número de habitantes en general, fue modifica­
do por los estados según sus propias nociones de marginali­
dad. La base rural de los gobernadores de] PRI los incita a fa­
vorecer a la población campesina en la definición del índice,
ya introducir la distinción rural-urbano (menos de 5 000 ha­

bitantes); la tendencia a asimilar la pobreza y lo rural suscita
la hostilidad de los municipios de grandes ciudades, frecuen­

temente en manos del PAN, que rechazan esta sinonimia. La

negociación política en el ámbito de] Congreso donde el PRI

ya no tiene mayoría conduce a una nueva modificación de la

Ley de Coordinación Fiscal en diciembre de 1997, apoyada
por el PAN. El índice de marginalidad es de nuevo uniforma­
do para todo el país. El número de habitantes retoma de
nuevo su importancia en la discusión en detrimento de la
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distinción rural-urbano. El PAN recuerda la existencia de la

"pobreza urbana" y reivindica la transferencia directa de fon­
dos de desarrollo a los municipios. La nueva ley en este sen­

tido es una derrota para los gobernadores del PRI, puesto
que, de hecho, son ellos los eliminados prácticamente de la
atribución de los cinco fondos que constituye el nuevo Ramo
33.�o Como no compete tampoco a Sedesol es, ante todo (pe­
ro, ¿hasta cuándo?), atribuido directamente parla Secretaría
de Hacienda y depositado mensualmente en la cuenta de los

municipios. :11

Nuevas rivalidades ideológicas acompañan a las nuevas

modalidades de distribución; en efecto, las redes de apoyo pa­
nista, entre las que destacan las de la Iglesia católica y de las fa­

milias, serían sustituidas, se dice, por las redes de solidaridad
con estructura corporatista, proteccionista y coercitiva, tradi­
cional recurso del PRI. Esta alternancia conflictual entre las se­

cretarías, a propósito de la responsabilidad de transferencias y
los diferentes niveles territoriales -federal y municipal- se­

ñala la importancia de las desigualdades territoriales y el re­

curso ineludible a lo local con la finalidad de mantener el po­
der de un Estado autoritario cuando sus estructuras son rotas.

En esta perspectiva, el Ramo 33, repartido directamente por la
Secretaría de Hacienda, no es la herencia íntegra del Ramo
26. Representa de hecho la casi totalidad de las transferencias
federales a los municipios. En el caso de numerosos munici­

pios rurales (ver el mapa del índice de marginalidad de 1998

en México), constituye el 100% de su presupuesto. En este sen-

30 Este ramo está compuesto de: 1) Fondo de aportaciones para la
educación básica y normal, 2) Fondo de aportaciones para los servicios de
salud, 3) Fondo de aportaciones para la infraestructura social, 4) Fondo
de aportaciones para el fortalecimiento de los municipios y del Distrito Fe­

deral,5) Fondo de aportaciones múltiples,
31 Una ciudad corno Mérida, de alrededor de 700 000 habitantes, go­

bernada por el PAN desde finales de 1980, ha recibido 16 millones de pe­
sos en 1997 y 58 millones en 1998 (Fondo de Desarrollo Municipal),
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](10, poaemos necrr que ravorece a lOS mUnICIpIOS SIn re

;os en una voluntad de subsidiaridad, mal recibida por lo
:ados y municipios del norte del país.

La disminución considerable del papel de la Secret
.le Desarrollo Social, que ha visto disminuir dramáticame
ru personal local.V ilustra el restablecimiento político qu
)pera al interior del PRI en función de la presión ejercida
os otros partidos, y el peso territorial de los partidos de (

rición -como administradores de las grandes ciudades, ;:

.es en rivalidad con los gobernadores. Es en esta direcciór

lue ciertos autores atribuyen a la expresión "nuevo feder
mo mexicano", más en sentido de federalismo de partido
de repartición de poderes." Esta fórmula relata efectivan
te la transición política mexicana de los últimos veinte z

más que un nuevo reparto de poderes entre los estados

�obierno central. Estaría más próxima a la figura del Es!
unitario descentralizado tal como la definen los politók
lue a la de un proceso federal que implica un reparto rea

poderes, aun cuando las modificaciones en las constitucic
de los estados, comprendidos los dirigidos por el PRI, pue
inspirar otras. Citemos, a este respecto, la introducción d
diversidad en las representaciones políticas municipales,
lacionadas con la noción de multiculturalismo y llamad;
usos y costumbres) tal y como han sido introducidas en las c

tituciones de los estados de Oaxaca y Tlaxcala.
El debate sobre el índice de marginalidad, instrume

muy sofisticado de políticas sociales, hace resurgir la ri

dad entre los partidos a nivel territorial. Esto entraña
:::onsecuencias: una polémica acerca de los conceptos (r
5inalidad, rural, pobreza), instrumen talizados de manen

32 En Yucatán, por ejemplo, su personal en un año ha pasado de
1 80 personas.

:�3 Véase Arturo Alvarado, El viejo y el nuevo federalismo, El Colegí
\!Ipyiro_ Mpyir()_ pn nrpnc;;,:;-¡



cno tIempo cnsrrazanos por el rnscurso mtegraoor- por I(

cual actualmente se hacen visibles los actores que estuvieror
fuera de la construcción corporativista, porque no habían te

nido acceso a ella o porque le sacaban la vuelta por conside­
rarla como un obstáculo a sus intereses. En todo caso, erner

gen dos grupos de actores muy diferentes, e incluso contra

rios desde la perspectiva de la sociedad mexicana: los indio:

(cuyo emblema es el zapatismo en el sur) y los empresario.
(la Coparmex de Nuevo León es el símbolo en el norte).

Más allá de la dicotomía norte-sur, centro-periferia y de las

oposiciones socioespaciales que nos remiten al pasado o, a

contrario, a la posmodernidad, aparecen zonas semirurales

periferias pobres de enormes ciudades, comunidades indíge
nas y poblaciones mestizas, etc. Las élites económicas del nor

te, bajo los rasgos de los empresarios, participan de la elabora
ción del concepto de pobreza urbana, instrumentalizada pOI
el PAN. Ellas contribuyen a diseñar nuevas regiones y nuevos te

rritorios. En cuanto a los indígenas, ellos también diseñan nue­

vas comunidades en el sentido activo y territorializado del tér­
mino. Hartos de las reivindicaciones sociales clásicas que su ex­

clusión del sistema corporatista volvía particularmente dificil,

quieren negociar una autonomía municipal -cuya legitimi­
dad remiten a la historia de los consejos municipales- que re­

posa en valores tales como la libertad de representación políti
ca en lo microlocal y la gestión autónoma de los recursos, es

decir, ante todo, un control colectivo de los circuitos de comer

cialización de sus productos." Podríamos reconstruir su tra.

yectoria de la manera siguiente: del reconocimiento oficial de
la marginalidad a la autonomía político-territorial.

34 Véanse los acuerdos de San Andrés que nunca fueron aplicados:
Acuerdos del Gobiernos Federal y el Ejército Zapatista de Liberación Nacional sobn
derecho y cultura indígena (formalizado el16 de febrero de 1996), Institutc
Nacional Indizenista.



· .

halla generalizado en todo el país, pero cada municipio y cada
:::iudad puede interpretarlo a su manera, lo que refleja mu)
bien la relativa descentralización: 1) de la toma de decisiones
en materia de prioridad y 2 ) de la sectorialización de las accio
nes públicas en los límites de los diferentes marcos de interven
ción que pueden pasar de las de la entidad federativa a las de:

municipio, pero también por las de los agrupamientos de mu

nicipios reconocidos por las constituciones de los estados. L:

dimensión territorial de la pobreza está, a pesar de todo, reco

nocida oficialmente desde hace mucho tiempo, puesto que se

remite a las medidas tomadas en 1946 para institucionalizar e

combate a los efectos de la sequía en el Nordeste. Sabemos has
ta qué punto estas medidas fueron instrumentalizadas por la:
élires políticas en el Congreso y por los grandes propietarios
Esto tiene dos consecuencias: desde el punto de vista del pode]
central, la creación constante o la renovación, a nivel nacional
de los fondos de compensación para el Nordeste, que pueder
también implicar, paso a paso, a los estados del Norte (fondc
de compensación sobre la atribución del mínimo per capita er

la enseñanza primaria, por ejemplo, como ya lo hemos señala

do). La otra consecuencia es la aparición de fuertes resenti
mientos de unos estados contra otros, 10 que suscita comporta
mientos reivindicativos que podemos incluir como ingrediente
de la "guerra fiscal". El empobrecimiento dramático de la par
te sur de Río Grande do Sul, por ejemplo, considerado come

siniestrada en razón de la indigencia de su tejido productivo er

el marco del Mercosur cuyas modalidades no contemplan tale:

situaciones, conduce a la reunión de los poderes municipale:
locales a demandar el otorgamiento de un fondo especial tip<
Nordeste. Pero los indicadores no permiten todavía considera
dicha solicitud como el efecto de una pobreza espacial eviden
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te, como en el caso del Nordeste. La "tradición" de la pobreza
geográfica, por tanto, ha formado parte, al mismo tiempo, de
la competencia entre los estados y los conjuntos regionales'f y
de la reproducción activa del clientelismo político local-a pe­
sar del interés que presentan ciertas experiencias innovadoras

y de buena gobernabilidad, no clientelista, debido a que tal in­

terés no se ha consolidado ni ha sido duradero.'?
Léna Lavinas ha explicado, en un documento de trabajo

del IPEA sobre las transferencias federales y la "guerra fis­

cal",3H que las transferencias de fondos federales "producti­
vos" eran aquellos que correspondían a inversiones depen­
dientes del ejecutivo, que eran encauzados eventualmente

por el Bndes (Banco Nacional de Desarrollo), y continuaban
favoreciendo muy ampliamente a los estados del sur; en tan­

to que las transferencias llamadas "constitucionales", es de­

cir, aquellas votadas por el Congreso, no hacen sino alimen­
tar muy frecuentemente a los programas de asistencia o de

compensación en beneficio de los conjuntos regionales que
cuentan con más diputados. As], el Nordeste es calificado,
por Ina de Castro, refiriéndose al discurso de sus élites, de
"locus privilegiado de la pobreza nacional'V"

Las políticas sociales están sectorializadas y las medidas son

tomadas paulatinamente. La base de las transferencias federales
es el número de habitantes y sólo toma en cuenta la "soberanía

territorial"; dejando aparte la pobreza de la región del Nordes­
te que la creación de la Sudene (Superintendencia de Desarro­
llo del Nordeste) en los años cincuenta había erigido en com­

bate nacional desde entonces y que se mantuvo después de la

desaparición de esta última. Es de este modo como la expresión
�fi Los estados del sud-sudeste, más prósperos, no forman un bloque:

afrontan individualmente la competencia.
37 Pensarnos evidentemente en el programa de desarrollo promovido

por los jóvenes turcos del Ceara.
311 IPEA, op. cit., 1998.
39 Ina de Castro, op. cit.
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territorial en Brasil que desea dar a conocer sus diferencias, vie­
ne desde lo local y del nivel federal y asciende hacia el Congre­
so, Lo que puede ser también una rivalidad interestatal. En rea­

lidad, a causa de la recesión de los noventa, la fase actual cues­

tiona la reactivación que había tenido lugar diez años antes, de
instituciones federales -en periodo de latencia durante la dic­
tadura- en particular las que conferían una cierta autonomía
financiera a los estados, es decir, los impuestos y las tarifas, Se

predica actualmente un reordenamiento.
Esta nueva orientación centralista conduce al gobierno fe­

deral, en un proceso contrario a sus intereses desde el punto
de vista del establecimiento de una mayoría parlamentaria y
del peso del voto clientelar en la elección presidencial, a cons­

truir una suerte de jurisprudencia de la compensación a nivel
del ejecutivo, ampliamente influido por la capacidad de movi­
lización de las élites de los estados. Retomaremos esta "guerra
fiscal" que remite a la historia de la alternancia centralización­
descentralización en el ámbito de los instrumentos económi­
cos de solución de crisis. El edificio corporativista administrado
a nivel nacional, que afectaba sobre todo a ciertos fragmentos
de la clase media, se fracciona entre los que resisten a esas me­

didas y las tentativas de adaptación individual; en tanto que las

políticas sociales muestran a partir de entonces asociaciones

público-privadas, según combinaciones diversas: privatización
integral de varios servicios asociada a medidas sociales adapta­
das paulatinamente; endeudamiento con el Banco Mundial,
asociado a la sujeción a un modelo de gobernabilidad sofistica­

do, aunque modesto, para cuya aplicación las ciudades medias

y los municipios rurales no tienen competencias; operaciones
de auxilio de una gran diversidad -en asociación con redes de

ayuda, iglesias, ONG- a poblaciones localizadas cuya enumera­

ción explica, por sí sola, el cambio social en relación a la figu­
ra tradicional de la familia y del trabajador; acciones dirigidas
a los niños de la calle, ancianos migran tes abandonados, ma­

dres solteras con niños de poca edad, recién llegados a un ba-
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rrio, etc. Uno de los rasgos comunes de tales perfiles focaliza­
dos es actualmen te el paso a la soledad. Estas acciones parecen
más "humanas" y más próximas a las poblaciones que el cálcu-

.10 del Índice de marginalidad, instrumento de conocimiento y
de combate a la pobreza-marginalidad aplicado en México. Pe­
ro también revelan la indiferencia a las nuevas fragmentacio­
nes sociogeográficas cada vez más fuertes en Brasil. El único
instrumento de conocimiento sigue siendo el Índice de desa­
rrollo humano por municipio, construido según los criterios

planetarios de las Naciones Unidas y el Banco Mundial, censa­

dos y cartografiados por el PNUD-IPEA en 1991 y no actualizado.
Este instrumento revela lo que ya se sabe: la polarización con­

tinua de los buenos Índices en determinadas regiones. Fue uti­
lizado por el gobierno central (junio de 2000) para lanzar un

programa de desarrollo local en los municipios mas atrasados

(véase el mapa del Índice de desarrollo humano en Brasil, de
Hervé Théry y Violette Brustlein). Las ONG denuncian el he­
cho de que el Índice esconde la pobreza urbana.

Lo local en el Brasil actual es en parte el resultado de su

historia reciente, de 1982 a la fecha, y ofrece un buen marco a

lo que Harvey llamaría la acumulación flexible. También es una

caricatura que podemos descomponer así: de lo libertario a lo

liberal, del humanismo al mercado, etc.t" Pero la pobreza res­

tringe considerablemente la creatividad. Incluso si existen co­

nocimientos que permitan conquistar un espacio, las luchas

puntuales y los pequeños saberes no logran hacer emerger mi­
croterritorios exitosos. Y finalmente, la pobreza o el desarrollo
son para los poderes locales una apuesta política menos visible

que en México," las prácticas tradicionales de su tratamiento

--clientelismo, Nordeste- continúan prevaleciendo.

40 Sin insistir demasiado en la historia de las sectas y del mercado en

Brasil, siempre mediatizado.
41 Sólo el PT pretende un verdadero análisis del papel del Estado de

cara a la pobreza.
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ÍNDICE DE DESARROLLO HUMANO DE 1991
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5. lA DESCENTRALIZACIÓN O lA RESPONSABILIDAD LOCAL,
AUXILIAR EN lA SALIDA DE lA CRISIS ECONÓMICA

Vemos, entonces, una medida política transformada en rece

ta económica. La administración de un territorio o de una

ciudad es presentada oficialmente, tanto por la retórica gu­
bernamental como por las agencias nacionales, como una di.
mensión fundamental de la buena gobernancia. Por el con­

trario, no conviene hablar de crisis en los terrenos de las éli­
tes económicas locales, ni en Brasil ni en México, pues el
sentimiento más difundido es la permanente fragilidad eco­

nómica frente a lo que se define como la mundialización fi­

nanciera. Prevalece un sentimiento de vulnerabilidad estruo

tural a los golpes financieros crónicos y al reconocimiento de
los destrozos sociales que producen. No se trataría, propia­
mente, de hablar de una crisis, sino de una situación que duo
ra ya más de veinte años. La llegada al poder local en Méxi­
co de una nueva camada política de filiación panista, apoya·
da por los empresarios, les ha hecho pensar que tenían algo
que decir en materia de recetas de desarrollo local, particu­
larmente en el norte del país. Los empresarios de Nuevo
León sostienen una lucha desde hace muchos aÍ10s con el

gobierno federal, centrada, sobre todo, en la inequidad de
las transferencias financieras hacia los estados del norte. El
discurso de los empresarios toma el acento de un regionalis­
mo radical que llega frecuentemente a la provocación.t? Es

por esto que la emergencia de la oposición en la responsabi­
lidad territorial ha conducido a los estados del centro-oeste

a reagruparse alrededor de los "intereses regionales". ¿Tie­

[len los medios de emprender una política económica y so­

cial original? En general, los agrupamientos de municipios o

42 ¿No anunciaron, acaso, en la prensa en septiembre de 1996, que
:onvendría crear un nuevo país reuniendo los estados de Nuevo León y
fexas? En el curso de un viaje realizado a Monterrey en septiembre de
1999, el presidente Zedillo no Dudo reunirse con los empresarios.
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de estados no tienen, de ningún modo, existencia legal y
cuentan con muy escasos fondos para lograr desarrollar su

asociación, ¿Con qué podemos identificar esta nueva figura
de agrupación que encontramos aquí y allá, tanto en Brasil
como en México? A nuevas formas de grupos de presión que
funcionan en redes, que pasan de la política local como su­

porte de su legitimidad a la concepción de un proyecto pro­
pio de desarrollo económico que descansa en las ventajas de
su cooperación para acrecentar la "competitividad" de su te­

rritorio. Por ejemplo, el proyecto Centro-Occidente en Mé­
xico se construyó sobre la necesidad de abrir las comunica­
ciones carreteras entre las ciudades del conjunto regional.

Cuando observamos que una de las principales reivindi­
caciones de los indígenas zapatistas a propósito del control
de sus recursos se refiere a las redes de exportación (tanto
del café como de la madera), nos damos cuenta que el siste­
ma de agentes económicos, como forma social y económica,
está en proceso de sustituir la forma estructural-corporativis­
la del Estado y de la sociedad. Pero la fase actual todavía su­

fre de tensiones entre los dos esquemas en el nivel local.
Si esta figura de agrupación existe también en Brasil, es

menos nueva. El poderoso grupo de presión de los parlamen­
tarios nordestinos que trasciende las escisiones partidistas es

su prefiguración, a pesar de sus desviaciones políticas. Las aso­

ciaciones de municipios han participado en la muy vieja refle­
xión sobre el municipalismo. Actualmente, la innovación que
se está produciendo se refiere más a los principios de funcio­
namiento de tales entidades: ¿quién participa?, ¿qué fragmen­
tos de la sociedad están activos en dicha innovación?

Por el contrario, la "guerra fiscal", reflejo actual de la eco­

nomía de los estados en el contexto de la apertura económi­

ca, es un modelo reducido de la competencia mundial entre

las naciones. Los estados brasileños han recibido los dividen­
dos de determinadas privatizaciones (electricidad, teléfonos,
redes técnicas urbanas). Estas últimas han sido más o menos
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"exitosas". Los estados recaudan, ante todo, como lo hemo

dicho, diferentes impuestos y algunos de ellos son actualmen
te el centro de una fuerte polémica: es el caso del ICMS (1m
puesto sobre la Circulación de Mercancías), donde los esta

dos importadores defienden la recaudación sobre el destine
de los productos y los productores, la mayoría, el de su mi

gen. La confusión condujo al Ministerio de Finanzas a esta

blecer reglas de recaudación normativas y válidas a nivel na

cional y a constituir un fondo de estabilización fiscal (FEF)
administrado por el mismo ministerio y que puede ser llama
do a participar en el funcionamiento de los diferentes fondo
de compensación. Los estados (sobre todo los del sur) se con

ciben como destinados a un desequilibrio presupuestario es

tructural debido a esta medida y por el proyecto de modifica
ción del ICMS, al que consideran como parte de su soberani:

política. Asimilados a la Ley Kandir y a las medidas sectoriale:
:le federalización de las deudas estatales (presentadas por e

�obierno como medidas de solidaridad) que hacen que cad:
uno de ellos se comprometa a colaborar en la recuperaciór
:le la quiebra de alguno de ellos, ciertos estados se sintieron
1 la vez despojados de sus fórmulas fiscales pero también de
.o que las constituciones estatales llaman la "soberanía". A

xmtrario, la competencia entre los estados continúa estandc
en función de la libertad de exoneración fiscal que cada une

:le ellos negocia. En resumen, esto se traduce así: "queremo:
�jercer nuestra soberanía sobre la recaudación pero no que
-emos que el vecino pueda practicar coyunturalmente la exo

reración". La capacidad de ciertos políticos para manejar es

:a posibilidad para atraer inversiones, negociando -gracias ;:

m posición política- medidas de compensación provenien
.es del gobierno federal, parece restablecer la guerra político
económica más tradicional en el seno de la federación brasi

eña, al punto de recordar las prácticas de la Vieja República
.<:1 hecho de que el gobierno federal pretenda poner un tér
ni no ;:t la "o-nr-rra fiscal" ebrifie;:trHlo las rr-olas rlr-l ÍlIPUO nf
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vuelve caduco el engranaje acumulativo que conocen las in­
versiones productivas en beneficio de los estados del sur, fre­
cuentemente a través del Bndes.

CONCLUSIÓN

La historia reciente de la descentralización en su recuento

cronológico ilustra cómo la nueva legitimidad política en­

cuentra en lo local un campo de intervención política y eco­

nómica, Sin embargo, esto es un proceso contradictorio: pa­
radójicamente, en efecto, el poder central está constreñido
a "descentralizar" lo que puede descentralizar, es decir los

que no quieren ser descentralizados. Para evitar esta contra­

dicción, le hace falta dar una base territorial precisa a las me­

didas que toma. Tanto en México como en Brasil, tal base no

puede ser sino el municipio, inevitable referencia histórica
de la población. Al mismo tiempo, aparecen en escena las

grandes ciudades dispuestas a luchar y enfrentarse a la auto­

ridad central, y a las que, a menudo, se ha marginado. Pero
en realidad, nunca es buen momento para tomar en cuenta

lo local, pues sus recomposiciones preceden siempre a las in­
tervenciones que son percibidas como más técnicas que efi­
caces, Recurrir a los municipios, innumerables y pequeños
reflejos de poder, más que al estado federado, es un modo
de controlar a los personajes que intentan medirse con el

poder central.
La descentralización municipal, más que el desarrollo lo­

cal y la lucha contra la pobreza, ha vuelto a la innovación po­
lítica visible y posible en particular en las ciudades (partici­
pación, programas ecológicos, rehabilitación de ciudades,
etc.) , pero también ha permitido escapar del mito de la inte­

gración, bajo un discurso democrático. Ha permitido poner
fin a todos los programas sociales financiados a nivel nacio­
nal y símbolo de una cierta modernidad interrumpida
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(Ifonavit, BNH). Algunos la han presentado también como

instrumento de políticas de ajuste. Esto es más ambiguo.
La descentralización es inasible, se la juzga contradicto­

ria, reversible, sectorial, pero remite a una categoría inevita­
ble en el contexto de la mundialización: el de la escala y las

capacidades de proyección de los actores en un espacio eco­

nómico mundializado. En Brasil, descentralización ha signi­
ficado el regreso a las prerrogativas de los poderes locales

que el país conoció durante breves fases de su historia en un

contexto federalizado siempre invocado. No es seguro que
este retorno lo ayude a encontrar buenas recetas económi­
cas. De ahí las vacilaciones. Por el contrario, su historia social

explica que el desarrollo local tome las formas más antiregla­
mentarias. En México, el descubrimiento de la desigualdad
territorial y social-de cara a la cual la eficacia de las recetas

tradicionales del PRI no le parecen correctas ya a nadie- es­

tá contenido en un discurso quizá demasiado técnico, que
enmascara rivalidades políticas cuyas referencias sociales se

mantienen, como el clientelismo.

[Traducción de Lorena Murillo S.]



 



UNA COMPARACION ENTRE MEXICO y BRASIL

Jean Rioelois'

El presente análisis de la relación entre el Estado y la droga, e

cual vincula los datos empíricos a la investigación metodológi
ca, está enfocado en dos Estados del sur (México y Brasil), en 12

perspectiva de sus relaciones con algunos países del norte (prin
cipalmente los Estados Unidos y la Unión Europea). El análisis

parte de la hipótesis de que todos los Estados contemporáneos, tanu

del norte como del sur, están constituidos sobre bases clienlelistas -espe
cíficas para cada Estado-s- de gobierno y de representación. Dichc
clientelismo se evidencia en el hecho de que cada Estado tien
de a la actualización de un sistema político que somete las alían
zas o conflictos entre los actores de una misma nación o de na

ciones distintas (relaciones internacionales) al uso de la violen
cia y a la práctica de la corrupción, tanto en lo que concierne él

las relaciones entre los diferentes actores del centro, como a las
de los actores de la periferia, o a aquéllas entre actores del ceno

tro y de la periferia. A partir de esto, la periferia y el centro pue·
den definirse como las dos caras de un mismo poder clientelis­

ta, que produce riquezas y determina las relaciones sociales. De
ello resulta que la interacción entre el centro y la periferia de
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un sistema político será reveladora del tipo de relación que
mantienen con la ley los actores sociales en sus contactos y, pOI
tanto, del modelo clientelista que subyace a dichos contactos.

En esas condiciones, la relación Estado-sociedad podría caracte

rizarse a partir de la interacción entre el centro y la periferia de
los sistemas políticos. En efecto, dicha interacción --consubs­
tancial al Estado clientelista- revela no sólo la integración de
las mafias al capitalismo mundial (tanto en las sociedades erner­

gentes, como en las desarrolladas), sino también el hecho de

que la integración económica y social está condicionada de

igual forma por la permeabilidad de la criminalidad en los sis­
temas políticos. Así, podría pensarse que existe una relación de
causa-efecto entre el clientelismo de Estado (de clan o estatal)
asociado a ciertas políticas económicas (que propician la con

vergencia entre estabilización liberal e incremento de las activi

dades subterráneas) y la tendencia a la criminalización del Esta
do y de la sociedad civil. Esa relación podría explicar las diferen
cias en los niveles de desarrollo de los países.

De esta manera, el objeto del presente estudio no será 1;:

corrupción misma, sino determinar cómo, sobre la base de
una plataforma común a las diversas naciones (el Estadc
clientelista que sustenta a la corrupción), las actividades cri
minales pueden llegar o no a conducir los sistemas políticos
y cómo los actores que dirigen esas actividades criminales lo

gran adquirir una dimensión política (control de los territo
rios y de las poblaciones); en suma, cómo se pasa de una co

rrupción formal a una corrupción criminal.
Para comprender esta transformación, analizaremos lo:

gobiernos y las naciones, no como tipos diferentes de institu
ciones (la forma de soberanía que determina que un gobier
no tiránico se sustente en la fuerza; un gobierno absolutista
en la persona de un rey por derecho divino; un gobierno re

publicano, en el pueblo, etc.), sino como modos de ejercicic
de un poder soberano, en el cual los actores políticos o geopo
lítirns desarrollan estratevias teridierrtes a mantener un arder



se manifiesta a través del establecimiento de leyes cuyo
)0 de aplicación delimita la frontera entre el centro y las
erías. Los sistemas políticos, definidos en un sentido am­

-que incluye lo jurídico, lo económico, lo social, lo geo­
ico y las connivencias entre actores del centro y la perife­
, se aplican a naciones concretas (en este caso, México y
1). Definiremos los sistemas políticos caracterizando a esas

mes de acuerdo con cuatro criterios determinantes y, den­
e los tres primeros, privilegiando el análisis de ciertas va­

es cuya conjunción -planteamos- puede favorecer el úl­

criterio, relativo al desarrollo de las actividades subterrá­

y, en particular, las actividades (cultivo, transformación,
o, lavado, reciclaje) ligadas al comercio ilegal de la droga:

.a integración político-jurídica (modos de ejercicio del
ioder y del dominio y aplicación del principio de sobera­
lía limitada), perceptible a través de: a) el clanismo político
causante de la violencia política como medio de diferen­
iación política); b) el sistema corruptor (la relación de las
astituciones con la ley); e) la diferenciacion-disociadón regio­
sal (la relación entre las regiones y el centro) y los proce­
os de construcción-deconstrucción nacional, por acción
le las oligarquías locales; d) los particularismos étnicos o reli-

70S0S, origen de ciertas diferenciaciones sociales que pue­
len llegar hasta el comunitarismo, la infiltración de los

para tos de Estado o la lucha armada contra el Estado .

.a situación económica y social (regímenes de produc­
ión, de acumulación y de redistribución), que se analiza­
á a través de: a) las alianzas de intereses (actividades de los

rupos de presión para influir sobre la adopción de una

olítica fiscal o de reformas agrarias; relaciones entre ac­

)res políticos y actores económicos para constituir capita­
�s públicos o monopolios privados, o para conseguir cier­
lS derogaciones que pudieran llevar, por ejemplo, a la to-



lusiones del mercado laboral o del mercado mundial

rtercambios, que pudieran conducir a una división en­

o rural y lo urbano o a la formación de territorios ur­

)s o regionales fuera del Estado de derecho); e) el siso
de acumulación (cuando eleva el crecimiento especu·

o o la evasión de los capitales hacia paraísos fiscales).
iosición geopolítica (las relaciones internacionales),
izada a través de: a) las alianzas regionales y la consti­
)n de bloques multinacionales que favorecen el libre
sito de personas y mercancías (la integración regio­
; b) las formas de la dependenciav dominación entre las
ones (la construcción del poder y de las áreas de In­

ncia); c) las tensiones internacionales (los conflictos en­

as naciones y el expansionismo territorial mediante

JOyo a grupos armados extranjeros).
Irganización de los tráficos ilegales, a partir de los di­
os tipos de interacción entre los actores del centro y de
-riferia (connivencias internacionales y afinidad de in­
ses entre actores legales e ilegales dentro de las fronte­
racionales o a través de las redes transnacionales).

EL CASO DE MÉXICO

La integración político-juridica

es un Estado federal presidencialista y centralizador que
irigido por un partido dominante (el PRI, Partido Revo
jo Institucional, desde 1929), que supervisaba la mayo
s agrupaciones políticas (otros partidos), sindicales, em

les y asociativas, haciéndolas participar en una política
7S0 dirigido, que se practicaba en todos los niveles del te­

r de la sociedad. De ello resultó un sistema político jerar
y piramidal, dentro del cual toda tentativa de descentra

aparece como un desplazamiento de la centralización
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en el plano regional. Ahí, el gobernador ----casi siempre hombre
de confianza del presidente- es el actor clave y controla todas
las interacciones entre las esferas política y económica. Dichas
interacciones están en la raíz de la formación y reproducción
del poder y de la acumulación económica (basada, principal­
mente, en la captación de rentas), en beneficio de los "grandes
caciques" del régimen. Sin embargo, el PRI no era un partido ho­

mogéneo y el sistema político mexicano se caracterizaba por
una fuerte diferenciación política, lo que se traducía, sobre to­

do, en el desarrollo del c1anismo dentro del partido dominante,
donde se oponían los intereses económicos y políticos de los di­
versos grupos. En cuanto a la autoridad judicial, ésta estaba en­

feudada por el poder político y a la corrupción de la que se apro­
vechaban sus miembros, al grado de que la impunidad ha esta­

do garantizada para la mayoría de los comanditarios políticos de
los asuntos criminales que han minado las bases del Estado.

Finalmente, está el levantamiento de 1994 en el estado de

Chiapas, que impugnaba el autoritarismo centralizador del sis­
tema y su orientación liberal. Los insurgentes zapatistas reivin­
dican el reconocimiento de una identidad indígena y de un te­

rritorio autónomo dentro de la Federación, a fin de que las

poblaciones autóctonas puedan participar directamente en las
decisiones políticas y económicas que les conciernen; también
reclaman un reparto diferente de las riquezas regionales y que
se ponga fin a la gran propiedad privada que aún persiste en

ese estado y cuyos representantes, asociados con los pequeños
propietarios privados (dos categorías que están compuestas
por poblaciones mestizas), captan la mayor parte de las sub­
venciones estatales. En muchos estados apartados de México,
los procesos de diferenciación regional tienden a producir,
como en Chiapas, la diferenciación social y es cada día más
frecuente que las luchas populares reclamen la renovación
de las élites oligárquicas, a las que se juzga incapaces de lle­
var a cabo una redistribución equitativa de las riquezas nacio­
nales. Por una parte, crece la aspiración de una mayor derno-
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cracia que restablezca el derecho y la igualdad, pero por la

otra, asistimos, en el plano regional, al resurgimiento de un

autoritarismo por el cual las élites (antiguas o nuevas) se pre­
sentan como el único medio para garantizar la redistribu­
ción de las riquezas.

La situación económica y social

El nacionalismo político-cultural mexicano es del todo com­

patible con la apertura de las fronteras a los productos y al ca­

pital extranjero. El cambio económico tuvo lugar a mediados
de los años ochenta, cuando el gobierno mexicano decidió
abandonar el modelo de desarrollo por substitución de im­

portaciones e integrar su economía al mercado mundial y, so­

bre todo, a las cadenas de producción norteamericanas. Esto

permitió circunscribir la modernización del aparato produc­
tivo a los grandes gmpos industriales exportadores, reorien­

tando, así -al internacionalizarla-, la alianza tradicional de
los intereses entre los actores políticos y económicos.

En lo que se refiere al régimen de distribución mexicano,
éste está basado en el desarrollo compartido, que permite dirigir
una parte de los frutos de las rentas públicas (sobre todo pe­
troleras) hacia las clases populares. Pese a la diversificación
de la economía nacional, emprendida desde 1986, el Estado
mexicano aún depende del petróleo, que sigue siendo la
fuente principal de ingresos públicos, muy superior a lo que
se recauda por el impuesto sobre la renta y el impuesto al va­

lor agregado. En consecuencia, una de las principales causas

de la fragilidad del Estado mexicano radica en que, dado que
tan solo los gastos destinados al sector social absorben 60%
del presupuesto estatal, cualquier baja en el precio del crudo

(como durante la crisis de sobreproducción, a principios de

1998) afecta la redistribución social y agrava la pobreza, por lo

que deben hallarse otras fuentes de riqueza para garantizar la
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iacíficación de las relaciones sociales. De hecho, la economía
nexicana enfrenta el dilema del crecimiento liberal: el dinamis­
rlO de las inversiones da por resultado una mejoría económi­

a que estimula la demanda interna de importaciones y eleva
1 déficit comercial, el cual no puede ser contenido sino o

.ien elevando el endeudamiento público, lo que debilita la
onfianza de los mercados y se vuelve contra el crecimiento,
I bien disminuyendo el gasto público y, dentro de éste, prin­
ipalmente el gasto social, lo que propicia el desarrollo de las
conomías informal y subterránea.

La posición geopolítica

Jesde 1982, México abandonó la orientación mayor que has-
1 entonces fuera la tendencia de su política internacional,
onsistente en diversificar sus alianzas y apoyar los movi­
lientos de liberación tercermundistas, y optó por colocarse
n la órbita de los Estados Unidos. Esta nueva política alean­
ó su culminación en 1994, cuando la economía mexicana,
rtegrada al TLCAN, adoptó un régimen de subcontratación
is-a-vis del espacio económico norteamericano y enfrió sus

lZOS latinoamericanos. Las nuevas relaciones México-Esta­
.os Unidos confieren ahora al primero un estatus de país do­

rinado, con una economía captada (más del 90% de sus ex­

ortaciones está destinado al mercado norteamericano). Si
ien la Unión Europea es el segundo socio comercial de Mé­

ico, desde la firma del TLCAN la parte europea de los inter­
ambios disminuyó de 11 a 6 por ciento.

La organización de los tráficos ilegales

J predominio del capital financiero en la economía, la ca­

rurx.ión estructural rlel sistema nolftico v la nresión reviorra-
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lista son las tres principales puertas abiertas al lavado de los

ingresos generados por los tráficos ilegales. Sin embargo,
mientras que durante el periodo de liberación de los años no­

venta las ganancias de la droga beneficiaban exclusivamente
a los actores centrales, quienes las redistribuían a escala regio­
nal (destinándolas, principalmente, a las privatizaciones y al

financiamiento de programas sociales con propósitos electo­

rales), esta economía ilegal tiende ahora a convertirse en una

economía regional de substitución. Dicha economía está integra­
da por las diversas élites locales (municipales y estatales, así

como por las delegaciones regionales de las instituciones fe­

derales), y en ella cada región capta de forma cada vez más
autónoma sus rentas legales e ilegales. Además, la repartición
se vuelve cada día más elitista, sobre bases regionales, lo que
es contrario a la política del desarrollo compartido y constitu­

ye una regresión al periodo de los grandes caciques locales de
los años sesenta y setenta, quienes disponían de todo el poder
económico y político regional.

a) Geopolítica de la producción y del tráfico: Además de las pro­
ducciones locales, como la mariguana (antiguo cultivo local)
y la amapola, que se encuentra en el territorio de los indios
tarahumaras (quienes ocupan los cañones y las tierras bajas
de la Sierra Madre Occidental), debemos recordar que Méxi­
co es el segundo productor continental de opio y uno de los
más grandes productores mundiales de cannabis. Además,
México constituye una de las principales confluencias de to­

das las drogas (mariguana, heroína, cocaína, metanfetami­

nas, alucinógenos diversos), que inundan el mercado nortea­

mericano, y en particular, de la cocaína producida en los la­
boratorios de los carteles colombianos, que también se

transforma dentro del territorio mexicano. La amapola y la

cannabis se cultivan principalmente en las zonas frías y altas
de los estados de la Sierra Madre Occidental (Sonora, Sina­

loa, Chihuahua, Durango), de las zonas volcánicas de Jalisco,
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Nayarit, Michoacán y Guerrero, así como en ciertos estado
de la Sierra Madre Oriental (Veracruz e Hidalgo), y en Oaxa
ca y Chiapas. Por último, en relación con el tráfico internacic
nal de cocaína, cabe destacar que, de los dos corredores de
Pacífico y del Golfo, Chiapas es el estado por el que transit
la mayor cantidad de droga proveniente de la zona andina, l�

que refuerza el papel clave que desempeña este estado tann

en lo que concierne a la pacificación de las relaciones polít
cas, como a las interacciones entre las periferias y el centn

para la captación de las ganancias legales e ilegales.
En los territorios de colonización agropastoral del sures

te del país (Golfo de México, región del Istmo, Chiapas) exis

ten importantes zonas de producción, que deben hacer fren
te a la pérdida de competitividad de las pequeñas parcelas
a la disminución de los ingresos de los pequeños campesi
nos, algunos de los cuales son incluso llevados a la quiebn
por la imposibilidad de saldar sus deudas. Por último, las ar

dones ecologistas para proteger los espacios forestales har
reducido las posibilidades de deforestar y, por tanto, la Sll

perficie de las zonas de pastoreo que representaban una S3

Iida para los ganaderos. De esta manera, los agricultores qw
aún viven en esas regiones se han visto obligados a campen
sar la falta de ingresos por medio de los cultivos ilegales.

b) La cultura del contrabando: La economía de la droga siem

pre está ligada a una cultura regional específica de cIandesti

nidad, gracias a la cual las ganancias generadas por las activi
dades subterráneas (juego, tráfico de armas o de droga) sue

len ser reintroducidas (informal o institucionalmente) en lo
circuitos legales para que produzcan desarrollo regional.

En México, como en todas partes, los clanes criminale
se benefician con la liberación de los intercambios, pues SI

radio de acción puede entonces rebasar las fronteras nacio

nales, con lo que no sólo aprovechan una tradición de con

Ir�h;:¡nrlo_ sino lllll" t;:¡mhién sp i nie-rta n pn 1"1 hlo(lJIP rpO"ion;:¡



que, Mexico aparece como un pals dormnado en lo que
refiere a los intercambios legales, pero a la vez como un F
dominante en cuanto al desarrollo de los tráficos ilegales

c) Clanismo político e integración del tráfico: Según los auto

de una encuesta periodística, 250 familias controlan, de:

México, el tráfico de drogas hacia los Estados Unidos, con

beneficio anual de entre diez mil y treinta mil millones de .

lares. La organización cIánica constituye, pues, la base de
estructuración de las actividades ilegales: una familia se im

ne sobre un territorio rural (para el cultivo) o urbano (p
el consumo y el tráfico). Pero, dadas las características del
tema político mexicano, el narcotráfico no puede ejerce
de manera autónoma, de lo que resulta una división de [un
nes entre el centro y la periferia: los políticos mandan y
"narcos" hacen comercio con la autorización de los primer
En México, las actividades ilegales vinculadas con la drc

constituyen un delito federal que compete a las autoridai

políticas e institucionales (justicia, aduanas, policía, ejérci
federales. De ello se sigue que el grupo político que dete
el poder -en este caso, el que controla las instituciones fe

rales de represión- tenderá a favorecer las actividades ile
les del clan criminal al que esté asociado y a reprimir a los I

nes político-criminales rivales. Sin embargo, de ningt
manera puede hablarse de un "cartel" en México, pues los
versos clanes criminales, así como los grupos políticos a

que están asociados, se encuentran en competencia const

te los unos contra los otros. La integración de las activida

ilegales ocurre a partir de la colaboración entre los poderes
deral y regional, o bien, del desapoderamiento (cuando la o

sición ha conquistado un estado federado -como en el c

de Chihuahua o jalisco-, o cuando el mismo se encuer

muy apartado del centro, como Yucatán). Ello explica que
todos los estados fronterizos. incluso en armellos del nr



conqmsraaos por la oposlClOn, sIgan aesarrouanaose las acu

vidades ligadas a la droga. Para comprender la forma en que:
ocurre la integración de las periferias por el centro (nacional e

regional), debemos considerar que ninguna actividad, legal
o ilegal, escapa del control del centro. De ello puede con.

cluirse que en México existe una integración de las periferias
por el centro, en la que los narcotraficantes deben pagar un

impuesto determinado, según sea la avidez de enriquecimien­
to personal y clientelista de los representantes políticos e ins­

titucionales, pero también en función de las necesidades mo­

netarias de las finanzas públicas regionales y nacionales. Esta

integración puede darse en distintos niveles territoriales, de
acuerdo con el contexto político: cuando el Estado burocrá­

tico-paternalista es fuerte, tanto las oligarquías políticas regio
nales como las nacionales salen beneficiadas; cuando el po
der político regional pasa a la oposición, el nivel federal es el

que capta directamente los ingresos ilegales; y, en tiempos de

debilitamiento liberal del Estado y de cuestionamiento de la

legitimidad de los gobernantes (el paternalismo liberal regio
nalista), el poder regional tiende a concentrar el beneficio de
las actividades ilegales, lo que no excluye que proteja a algu­
nos de sus aliados del nivel federal.

d) Las connivencias institucionales: Debido a esta dilatación
del ámbito de las actividades ilegales, la droga se ha converti­
do en una actividad que, además de la violencia resultante de
la rivalidad entre los distintos clanes político-criminales, pro­
duce: 1) riquezas reinyectadas al sistema económico y social,
a través del lavado institucional y político efectuado por los

grandes caciques, que chantajean a los narcos y reciclan las

ganancias ilegales; 2) un desarrollo de substitución en el nivel lo­

cal, del cual el Estado se ha retirado. En ambos casos, el siste­
ma es dinámico. Pero, si bien produce riquezas y poder, tam­

bién enfrenta ciertas limitaciones, sobre todo el peligro de
imnlosión nor la criminalización de las relaciones sociales en



1S esteras locales ue la prOGUCClOn (en el CaJIlpO) y Gel con

urna (en las ciudades). Así, en la ciudad de México (17 mi
.ones de habitantes), se cuentan 700 bandas de delincuente:

specializadas en el robo de autos, la venta de drogas y 10i
saltos a mano armada. Las fronteras entre las fuerzas legale:
policía, militares), ciertos gmpos paramilitares y ciertas or

.anizaciones criminales están a tal grado arraigadas que refle
m la amplitud de una corrupción político-administrativa qut
Ipera con base en la invitación hecha a los funcionarios pú
ilicos a que completen sus bajos salarios por medio de arre

�)os informales con los administrados (la corrupción admi
iistrativa de proximidad). Ahora bien, los narcotraficante
ioseen una capacidad de corrupción inigualable. Sin embar

�o, la tendencia hacia el Estado mafioso ha podido evitarse

�racias a las características del sistema político, las cuales im

ilican que las instituciones estatales continúen estando, er

iltirna instancia, enfeudadas al poder político. Llegado el ca

o, los miembros de esas instituciones que participan en e

ráfico bajo las órdenes del poder político serán reprimidos
a sea porque las alianzas entre los gmpos políticos y los da
les criminales cambien, o para que sirvan de chivos expiato
ios en el escenario internacional a fin de proteger al pode
iolitico establecido. Si bien el sistema ha logrado reproducir
e hasta ahora, la integración de las periferias criminales plan
ea, no obstante, el problema de los límites de la represión
�n efecto, existen dos razones principales que justifican que
a represión no toque al mundo político, pues, si eso ocurrie

a, se correría el riesgo de asistir ya sea a una autonomizaciór

egional cada vez más fuerte y a la aparición de estados regio
iales con tendencia mafiosa -como es actualmente el case

le ciertos estados del Golfo de México-, o a una desinstitucic
talizacum del Estado (pérdida de legitimidad provocada po
a inculpación de los jefes políticos e institucionales, sospe
:hosos de estar en connivencia con los clanes criminales, le
'lI:ll <;.prí:l ,>vtr:lnrrlin:lrin pn Mpvirn tnm:lnrln pn rllPnt:l 1:
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corrupción de los magistrados y su sumisión a los poderes p<
líticos), que podría llevar a la inestabilidad política, tanto e

el plano nacional, como en las relaciones internacionales el

tre los miembros del bloque del TLCAN. Actualmente, el pr
mer escenario es el que parece estarse materializado. En efe e

to, los grandes caciques regionales (los "dinosaurios"), al ve

que su poder disminuye a medida que se moderniza el sisu
ma político -sobre todo, por el respeto a los resultados clei

torales-, se aferran a su poder, estableciendo alianzas part
culares -de resistencia al poder federal- con los actores d
la periferia, los cuales, mediante los ingresos de la droga, 1('

ayudan a conservar su peso político y a seguir ejerciendo (

poder de manera autoritaria. Es así como pueden formars

narco-Estados, confrontados a una orientación mafiosa-C(
mo Tabasco, Morelos, Campeche, Quintana Roo y Yucatán­
los cuales tienden a convertirse en los principales centros d
tráfico y lavado del país. Ahí, el poder político ha dejado d
tener el fuerte control que antes tuviera el poder de la perifi
ria, lo que explica el incremen to de la criminalización en la
relaciones sociales, pero sigue beneficiándose con ella, puel
si bien el poder de los actores criminales tiende ahora a autr

nomizarse con respecto al poder político-institucional, est

último conserva el control de las fuerzas públicas de repn
sión, que le sirven para defender sus intereses en caso de pu�
na por la repartición de las ganancias.

EL CASO DE BRASIL

La integración político-jurídica

Brasil es una República federal (26 estados y un distrito fede

ral), con un régimen de democracia presidencial. Este país, e

más poblado de América Latina (159 millones de habitantes)
fue rlirip"irlo nor los militares rle Hlfi4 a 19R!í (fecha en o ue 111
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civil retomó la presidencia de la República). El sistema políti­
co brasileño se caracteriza por un clientelismo generalizado,
sin disciplina de partido, en donde el gobierno está obligado
a negociar con poderosos grupos de presión, corporativos o

regionales, a los que pertenecen los diputados de la mayoría
presidencial. El Estado brasileño, cuya Constitución de 1988

define como un "Estado democrático de derecho", no siem­

pre ha impugnado el orden autoritario característico de los

regímenes militares anteriores. Si bien la Constitución de
1988 significó una ruptura con el sistema jurídico-institucio­
nal precedente, sigue habiendo una continuidad en los méto­
dos ligados al sistema represivo. Por tanto, el periodo actual

refleja, más que una transición, la coyuntura entre un sistema

paternalista militar y un sistema liberal autoritario. El prime­
ro privilegia el imperativo de la "seguridad nacional", a ma­

nos de las fuerzas militares, con el fin de destruir al "enemigo
interno" (antes, el delincuente político comunista, y hoy, el
militante de movimientos sociales que impugnan el régimen
de captación de las riquezas), mientras que el segundo se ba­
sa en la organización de la "seguridad pública", puesta al ser­

vicio del "adiestramiento disciplinario" de los hombres, con

el pretexto de la lucha contra el delincuente criminal. Sin

embargo, ambos tienen en común el objetivo de favorecer la

reconducción de las ganancias de las oligarquías regionales y
locales. La corrupción institucional del sistema se puso al des­
cubierto durante el escándalo ocurrido en Río, en 1994, con

las loterías clandestinas (el jogo de bicho, el juego del bicho).
Los padrinos del juego (los bicheros), que realizaban sus activi­
dades en la plaza pública, conseguían legitimidad social redis­

tribuyendo una parte de sus ganancias por medio de présta­
mos informales otorgados a las poblaciones necesitadas y me­

diante el financiamiento de ciertos grupos que participaban
en las fiestas del carnaval, así como invirtiendo en los equipos
de futbol. Gozaban de la protección de sus actividades ilega­
les por la corrupción de ciertos políticos (el ex presidente



Fernando Collor, el alcalde de Sao Paulo, el g
Río, diputados, un líder sindical...}, de policías,
incluso del antiguo presidente de la Federacir
nal de Futbol. Se presume que los bicheros tambi
ron sus actividades con la exportación de coca

na hacia Europa. Hoy en día, desde sus celdas,
rigiendo esas loterías públicas clandestinas.

Por último, integrado por 70 millones de a

Brasil es el segundo Estado negro del mundo, (

geria. Pese al mito oficial de la democracia racial,
negro está asociada a un cierto número de corr

negativos (agresividad, deshonestidad, violenc
resulta una profunda desigualdad racial, de ti

rista, que se suma tanto a las fuertes desiguale
como a una rivalidad cada vez más marcada el

cos y los representantes de las sectas locales I

Asimismo, el reconocimiento por el gobierno
mía cultural y político-territorial de ciertos g
(en particular, las poblaciones indígenas) tuvo

forzar los c1ientelismos locales intracornunitai
esas minorías de las esferas nacionales de deci
der económico. La satisfacción de la autonon:

cal sirvió, así, para desactivar algunas reivindic
les y para preparar la infiltración de las perifer
en las periferias sociales.

La situación económica y social

Brasil, la octava economía mundial, ocupa tambié

gar en términos de poderío territorial y dernogn
la dictadura y, sobre todo, a partir de los años sen

perimentó una "modernización conservadora" y:
una verdadera potencia industrial. Se trataba-g
17pnrioni<:rnn p<:'�I�I- rlp <:o<:'pnpr lln rlp<:�rrnllo i



oero sobre todo informales), sin tocar fundamentalmente a la

:listribución de los ingresos (concentración de la riqueza y pro­
fundas desigualdades provocadas por el éxodo rural, que gene­
raron un fuerte crecimiento del proletariado urbano, pese al

surgimiento de una clase media urbana). En el curso del si­

�uiente periodo se llevó a cabo un ajuste externo que, a pesar
:le ciertas reestructuraciones (y, sobre todo, de numerosas pri­
vatizaciones), no impidió que la economía continuara sometida
1 un sistema paternalista de ganancias privadas ligadas al apara­
to de Estado. Además, Brasil sigue siendo uno de los países en

los que la brecha entre ricos y pobres es más grande, desequili­
brio que no ha cesado de aumentar durante los últimos treinta
años, Por todas esas razones, Brasil aparece como una econo­

mía dependiente, lo que explica que el país quedara atrapado,
en enero de 1999, en la tormenta financiera que se originó en

el sureste de Asia y que afectó a la mayoría de los mercados

emergentes. Dicha crisis financiera se tradujo en una devalua­
ción de 30% del real en relación con el dólar y en el derrumbe
de casi 25% de los flujos comerciales dentro del Mercosur, lo

que perjudicó mucho a los exportadores brasileños. El país si­

gue siendo abatido por las altas tasas de interés (que propician
la entrada de los capitales extranjeros que están a la caza de ren­

dimientos especulativos, pero desalientan las inversiones pro­
ductivas directas), la pobreza crónica debida a la permanencia
de estructuras sociales de tipo paternalista (esclavismo, trabajo
infantil, grandes propietarios agrícolas), y las extremas desigual­
dades sociales y regionales. Todos estos factores abonan el terre­

no para el desarrollo de actividades informales y subterráneas.
La superposición de las desigualdades sociales y territoria­

les puede ser ilustrada con el Movimientos de los Sin Tierra

(MST), iniciado en 1979 y que aún hoy está activo en 21 de los
26 estados brasileños, Dicho movimiento enfrenta a los faz.endei­
ros (los que poseen aún las grandes propiedades agrícolas) con-
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improductivas de los primeros. El MST se propone recrear una

agricultura de subsistencia en Brasil y se opone, por tanto, al
sistema agroexportador que ha colocado a Brasil entre los prin­
cipales productores y exportadores de alimentos del mundo,
mientras millones de brasileños sufren de hambre, por lo que
el gobierno está obligado a importar cada año productos ali­
menticios. De hecho, ese sistema permite que los grandes te­

rratenientes drenen la mayor parte de las subvenciones guber­
namentales destinadas a la agricultura, en detrimento de los

pequeños agricultores, que son, sin embargo, quienes aportan
más de la mitad del mercado interno. Los grandes propietarios
cuentan con la tercera parte de los escaños en el Congreso y es

gracias a la captación de sus rentas de suelo como han podido
transformarse en una oligarquía económica que controla los
bancos, la industria, el comercio y ciertos peldaíi.os estratégicos
del aparato de Estado. Pese al retorno de la democracia, aún

persiste la colonización y concentración de las tierra", con la

ayuda de los pistoleiros, que están al servicio de los grandes te­

rratenientes para repeler las invasiones de los colonos sin tierra

y reprimir a los obreros agrícolas pertinaces o que pretenden
huir. En ciertos estados, como Para, los grandes propietarios
han llegado de esta manera a convertirse en verdaderos seño­
res de guerra locales, representados dentro de la coalición que
integra el gobierno central y dentro del Parlamento.

Todos esos factores dejan ver una sociedad bloqueada
por arriba y por abajo, pero que también se caracteriza por
el hecho de que la legitimidad política pasa primero por la

dependencia del poder central frente a los poderes locales y
regionales, que tienen un carácter fuertemente clientelar.

La posición geopolítica

Gracias al peso de su economía, Brasil aparece como un país
dominante en América del Sur, lo que lo sitúa en una posi-
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ción de competencia con las pretensiones de hegemonía
continental de los Estados Unidos. La influencia regional de
Brasil radica en su papel rector dentro de la zona de libre

comercio del Mercosur. La crisis monetaria de enero de 1999

-cuyo resultado fue una fuerte devaluación, que el real se

dejara en flotación y que el país quedara supeditado a la ayu­
da financiera internacional- tuvo por efecto, al igual que en

México, que Brasil volviera a ser atraído a la zona de influen­
cia de los Estados Unidos. Aquí, como en otras partes, la cri­
sis monetaria tuvo como consecuencia geopolítica que la vo­

luntad de independencia de los países emergentes se extin­

guiera y que éstos nuevamente quedaran bajo la férula de las

grandes potencias mundiales.

La organización de los tráficos ilegales

Durante la dictadura militar se privilegió la lucha contra el de­
lincuente ideológico, lo que permitió que el crimen organiza­
do se instalara en los grandes conglomerados y corrompiera
a las autoridades legales. Ese proceso de infiltración mafiosa

prosiguió luego de que la democracia formal fuera restaura­

da. En efecto, a escala nacional, la descentralización emana­

da de la Constitución de 1988 fomentó un tipo de desarrollo re­

gional mafioso (corrupción institucional en connivencia con

actores criminales), en los estados que ya vivían de las ganan­
cias económicas legales y que entonces completaron o susti­

tuyeron estas últimas con ingresos ilegales. Muchos ejemplos
confirman esta interpretación. Tal es el caso del crecimiento
de una economía vinculada al tráfico de droga en el estado
de Rondonia, situado en la frontera con Bolivia, cuyos ingre­
sos aumentaron 1000% entre 1990 y 1992. También podemos
citar el estado de Alagoas, que se encuentra, desde 1997, prác­
ticamente en quiebra. Además, frente a la incapacidad del Es­

tado para luchar contra la delincuencia criminal, un sector de



la segunaaa puouca na sino neregauo a orgamsmos pnvaao:
o a grupos paramilitares que operan de manera expeditiva
con la complicidad de la policía. Asimismo, mientras que 1<

corrupción institucional sigue reinando, a medida que au

mentan las actividades criminales, la confusión entre los do:

imperativos de seguridad nacional y seguridad pública tiende
a prevalecer. Así, ahora se echa mano del ejército para hace]

respetar el Estado de derecho en el interior de las frontera:

nacionales, así como contra los traficantes de droga y las gue
rrillas extranjeras que utilizan el territorio brasileño come

santuario y, en particular, en la Amazonia brasileii.a, a lo large
de las fronteras con Perú y Colombia. Al igual que en Méxi

ca, una misión semejante sin duda expondrá a los militares a

poder de la corrupción y al poderío armado de los trafican
tes. De hecho, es lo que ocurrió en noviembre de 1994, cuan

do el gobierno federal llevó a los militares como refuerzo a las

(avelas del norte de Río para que substituyeran a una policía
en gran medida corrompida por los narcotraficantes. Se tra­

taba de combatir el crimen organizado y de desarmar a alre­
dedor de 300 narcotraficantes que se contaban entre los más
conocidos y que desafiaban a las autoridades.

a) La infiltración de los poderes locales urbanos: en ciertas [coe
las de Río, los narcos han llegado a infiltrarse en el poder lo
cal que detentan las asociaciones de barrios (las associacoes dI

moradores). Éstas, oficializadas por la Constitución de 1988,
tienen por misión establecer una relación entre las autorida­
des públicas y sus habitantes. Sus representantes son vistos
corno verdaderas autoridades locales, que substituyen al po
der judicial para arreglar las disputas entre vecinos, y actúan
corno administradores locales de los servicios públicos bási­
cos (cobro de los recibos de agua y electricidad, recolección
de basura, organización de la distribución del correo, capa·
citación de los adultos, jardines de niños y acceso a los serví­
�ios mpnirn." oc�sion�lps) Por líltimo pI rpconocimipnto ni'
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los miembros de la comunidad y, en consecuencia, la existen­
cia de la comunidad misma depende de la afiliación a la aso­

ciación de barrio. El control de la faoela confiere un verdade­
ro poder local autónomo y los responsables de las asociacio­
nes de barrio tienen interés en conservar dicha autonomía,
sobre la cual ellos sustentan la reproducción y legitimidad de
su poder c1ientelista semipaternalista, semiliberal (el good go­
vernance). Los narcotraficantes se dieron cuenta de lo impor­
tante que era invertir en las [aoelas e infiltrarse (por la vía del
consenso o de la fuerza) en las asociaciones de barrio, prac­
ticando ahí el mismo método clientelista de ejercicio del po­
der local. Fue así como, a partir de la delegación de autori­
dad conferida por los poderes públicos a los representantes
de las asociaciones para garantizar la pacificación de las rela­
ciones sociales, se desarrolló una gran economía ilegal, que
agrupa en una misma red de intereses a las organizaciones
criminales, los políticos, los policías (que también protegen
a los narcos y reciben parte de las ganancias generadas por
el consumo local y las exportaciones de droga), y los comer­

ciantes (que se benefician con el crecimiento del consumo

resultante de los ingresos producidos por las actividades ile­

gales). Como consecuencia de ello, los narcos han adquirido
reconocimiento y legitimidad social, no sólo estableciendo
células dentro las organizaciones locales de barrio, sino, a

partir de éstas, garantizando la asistencia social a las pobla­
ciones, zanjando los conflictos dentro de las familias, contri­

buyendo a que reine el orden mediante la represión de las
violaciones y los robos e imponiendo la ley del silencio, fi­

nanciando algunas escuelas de samba que participan en el

carnaval, y aportando ayudas financieras para los entierros,
los transportes y para el pago de las pequeñas deudas. En

ciertos lugares, las organizaciones criminales incluso han or­

ganizado invasiones de tierras y participado en la selección
de las familias que habitarían las viviendas pertenecientes a

los grupos exclusivos que integran el grueso de los efectivos
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de sus clientelas marginales. A cambio, los narcos, converti­
dos en verdaderos caciques locales, gozan de protección por
parte de la población: almacenan su droga en casas particu­
lares y, cuando no disponen de un domicilio fijo (por razo­

nes de seguridad), se alojan en casa de algún habitante para
esconderse de las fuerzas del orden. Debido al arraigamien­
to local de las organizaciones criminales, seis meses después
de que iniciara su intervención, el ejército, vencido, regresó
a sus acantonamientos y, aún hoy, los clientes y revendedores
de los barrios centrales van a abastecerse de mariguana y co­

caína a la bocas de fumo de las favelas de Río, donde sigue ha­
biendo sangrientas uendeuas entre pandillas que pelean el
control de esos puntos de venta y la ocupación de los territo­
rios. Los encuentros violentos con la policía o el ejército son

frecuentes, pero los jefes de bandas eliminados son inmedia­
tamente reemplazados. Aquí, a falta del reparto de las ganan­
cias turísticas, lo que tiende a imponerse y a amenazar al tu­

rismo son las rentas de la droga y su cortejo de violencias co­

tidianas. El laisser-faire original de las autoridades públicas,
que se suponía habría de pacificar las relaciones sociales, fi­
nalmente ha generado la criminalización creciente de las
instituciones y de dichas relaciones sociales.

b) Geopolítica de la producción, del tráfico y del lavado: Brasil es

un territorio de producción (poco importante para la coca,

pero más desarrollado para la mariguana, en la región nores­

te) y un importante centro de tráfico (tránsito y almacena­
miento de la cocaína colombiana y boliviana destinadas a Eu­

ropa y los Estados Unidos), de transformación (de la pasta de
cocaína proveniente de Bolivia y Perú), y de consumo (sobre
todo en los grandes conglomerados, como Río, en donde los
traficantes también diversificaron sus actividades hacia el ro­

bo de bancos y el secuestro de niños de la gran burguesía).
Este país se ha convertido en la plataforma del tráfico andino,

I
debido a su proximidad a la zona andina, la debilidad de los
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medios represivos y las colusiones locales, gracias a las cuales
esta actividad puede prosperar. Se utilizan varias rutas para
transportar la droga: 1) el corredor Colombia-Brasil (directo
o por Venezuela), 2) el corredor Perú-Brasil (directo o por
Colombia), 3) el corredor Bolivia-Brasil y, 4) el corredor Boli­

via-Paraguay-Brasil. Todas estas rulas tienen dos característi­
cas en común: primero, la variedad de medios de transporte
(marítimos, aéreos y terrestres combinados), y segundo, el
hecho de que el tráfico de droga Pacífico-Atlántico está aso­

ciado con el contrabando (de cereales, oro, material electró­

nico, productos químicos), en el sentido Atlántico-Pacífico.
Brasil ofrece, así, una salida alternativa a los traficantes boli­
vianos cuyas redes de exportación en Colombia se vieron
afectadas por la guerra antidrogas. Las regiones relacionadas
con el cultivo y el tráfico son los estados de Pará, Mato Gros­
so do Sul y la región del noreste, en la confluencia de las fron­
teras de Brasil, Colombia y Perú, que resulta ser El Dorado de
los traficantes de maderas preciosas y cocaína.

La dimensión internacional del tráfico se incrementó a

partir del inicio de los años noventa, cuando Brasil se convir­
tió en una de las principales rutas del tráfico de cocaína, en di­
rección a Europa. Una parte importante de este tráfico entre

América del Sur, África y Europa es controlada por las pandi­
Has nigerianas. La droga proveniente de la zona andina es en­

viada a África desde Brasil, Uruguay, Argentina o Ecuador, por
barqueros de Ghana, Zambia, Liberia y Nigeria. Los países
destinatarios con frecuencia son Costa de Marfil (para la dro­

ga destinada a Francia) o Sudáfrica, Zambia y Zimbawe (para
aquélla destinada a Inglaterra o al norte de Europa). La dro­

ga puede así ser introducida directamente en Europa por bar­

queros blancos (para no llamar la atención de los agentes
aduanales). Asimismo, en Brasil han sido arrestados trafican­
tes libaneses, nigerianos y españoles. El padrino italiano "arre­

pentido", Tomaso Buscetta, confesó haber sido enviado a Bra­

sil para organizar ahí la producción de cocaína a gran escala.
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Otro mafioso italiano detenido dirigía grupos de exportado­
res de cocaína peruana destinada a Europa. En ese tráfico de

droga están implicados muchos políticos, policías y jueces. Tal
es el caso de cuando menos dos gobernadores (el de Acres y
el de Amazonas), de los cuales la policía federal sospecha que
están en connivencia con los carteles colombianos de droga;
así como del tesorero de la campaña electoral del expresiden­
te Fernando Collar, de quien se presume invirtió los benefi­
cios de su tráfico de influencias (relativos a la cesión de con­

tratos públicos) en el comercio de drogas, utilizó su compañía
de aéreotaxis para transportar cocaína base colombiana, y la­
vó las ganancias de dicha actividad en inversiones y exporta­
ciones ficticias en Uruguay.

De igual forma, no cabe ninguna duda de que Brasil tam­

bién es utilizado para lavar parte de los dividendos de la droga.
Una encuesta reciente realizada en las ciudades situadas en el
interior de los principales corredores de circulación (regional
y/o internacional) de la droga en la Amazonia -si bien esta re­

gión ocupa un lugar secundario, en relación con el volumen
total de operaciones de lavado-- reveló la concomitancia entre

el desarrollo de las actividades de narcotráfico, los movimien­
tos de dinero a través del sistema bancario (transferencias elec­
trónicas y entregas de cheques), y la aparición de actividades
económicas urbanas legales, sin que sea directamente posible
determinar lo que proviene realmente del narcotráfico y lo

que resulta del crecimiento de las actividades legales.
Por último, en Brasil el desarrollo de las actividades ile­

gales ligadas a la droga debe ponerse en relación con el re­

gionalismo, tradicionalmente tolerado por el poder central

brasileño, como substituto de la construcción nacional. A la

fecha, la supervivencia de las estructuras territoriales yoligár­
quicas de tipo paternalista se ha vuelto compatible con el Es­
tado liberal (la responsabilidad de las regiones frente a la re­

ducción del papel del Estado), en el seno de un Estado for­
mal de derecho. Es por ello que el desarrollo regional (sobre



iases legales o IlegaleS) escapa al controi nacionai. La eXIS­

encia de regiones controladas ya sea por oligarquías terrate­

tientes que disponen de grupos paramilitares y de matones

, sueldo (los pistoleirosv, o por las mafias de la droga aliadas a

os poderes locales, revela una infiltración mafiosa a escala

egional, en el marco de un Estado liberal con tendencia de­

nocrática a nivel federal. De ahí que el Estado brasileño pue­
le calificarse como un Estado paternalista-liberal.

Debe destacarse que el tipo de interacción predominante di
as periferias con el centro es, a escala nacional, la integración en

vléxico y la tolerancia en Brasil. En estos dos países, debido
l las complicidades entre los actores del centro y de la peri­
'ería, ya la existencia de milicias controladas por las olígar­
luías establecidas, se observa una tendencia a la infiltración
le grupos mafiosos en los niveles local y regional. La voca­

:ión liberal de competencia regional favorece dicho giro ma­

ioso, pues las regiones aisladas y no competitivas se autono­

nizan cada vez más y sus oligarquías acaban aliándose con

os actores subterráneos a fin de conservar su poder.
Si se analiza el proceso de acumulación-redistribución, po

riéndolo en paralelo con las interacciones periferias-centro:
e obtiene la siguiente diferencia: en Brasil, el desarrolle

>pera sobre una base regional autónoma; la impugnación
iolítica no puede entonces sino cuestionar el regionalismo:
o que se evidenció a través del MST, movimiento nacional

lue interpela al poder central nacional para oponerse al po­
ler de las oligarquías regionales. El regionalismo se encuen

ra en la raíz de una confusión entre las oligarquías regiona­

es y las mafias que permite la infiltración de estas últimas en

�l sistema político (regional, pero igualmente nacional a par·
ir del regional). En México, por el contrarío, el proceso se

-fectúa sobre una base regional enfeudada en el centro. Di
:ho centralismo político, que es reemplazado por un centra

isrno reO"inn�1 ¡er�r(ll1¡('�mente rlenenrliente rlel nivel nar-io-
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tal, explica por qué la principal reivindicación del mm

[liento zapatista es el reconocimiento de las identidades il

lígenas sobre una base regional y en el marco de una may<
utonomía territorial y política, pues ellas representan u

ioder centralizador delegado. El centralismo del sistema P'
ítico mexicano implica una distinción entre el poder polít
o y el poder económico subterráneo, que va aparejado
ma integración de las periferias con el centro. Sin embargc
se sistema también tiende hacia un regionalismo crecienu
obre todo en ciertas regiones aisladas (Yucatán, Chiapa
;uerrero, Chihuahua), en las cuales, en los periodos de re

ricción de las subvenciones estatales y de riesgo de alterna:
ia política a escala nacional, el poder oligárquico region;
iende a autonomizarse y a impulsar el desarrollo regional d

ubstitución, haciéndose cada vez más permeable a las m

ias. Esas nuevas interacciones explican la tendencia hacia 1

utoritarismo político regional, que pretende contener n

ólo la impugnación política y social dirigida contra el pode
.ligárquico regional, sino también la infiltración de las per
erias hacia lo político. Tanto en Brasil como en México, l.

egiones fronterizas y aisladas son núcleos de fuertes migr
iones económicas; antes prósperas gracias a las actividad.
le contrabando, ahora han sumado a éstas los tráficos i1eg
es y el desarrollo de cultivos ilícitos.

En ambos países, la protección del lavado de origen CI

ninal tiene lugar gracias a un sistema político similar (serniph
alista a escala nacional, semiautoritario a escala regional y I�

al) que autoriza la mezcla de las ganancias de los tráficos
le aquéllas generadas por la gran corrupción (o extorsiói
n el caso de México) política. El tráfico de influencias (tol.
ado) sirve de pantalla para el lavado (ilícito) de los ingrese
iroducidos por el narcotráfico. En ambos países, la corru]
ión institucional y política favorece, entonces, el desarroll
11" 1m: tr:'Ífiros ilpO"::llps_ ::lsí romo r1p las ar tivirlarle-s pronómir:



resos de la economía subterránea. Asimismo, debe hacerse

otar que ambos países son Estados federados que de "fede­
des" no tienen sino el nombre. México es, en realidad, un

stado centralizado con tendencia regionalista, mientras que
.rasil es un Estado regionalista. En ambos casos, no existe un

erdadero diálogo participativo y equitativo entre el centro y
)s estados federados. Pese al escollo común que constituye el

quilibrio de los poderes entre el centro federal y los estados

xlerados, la dimensión y la vasta población de estos dos paí­
es les permiten absorber los embates macroeconómicos y
resentarse como grandes potencias regionales. A su manera,

ada uno de ellos ofrece el modelo político de gestión de los
randes Estados: mediante un centro autoritario, en el caso

e México (como en Turquía o en China), y mediante una re­

ionallzación autoritaria, en el caso de Brasil (como en Níge­
ia, India o Rusia). En ambos casos, es imposible constatar

ma verdadera práctica política democrática.
Las principales potencias regionales de la droga son

quellas que producen, sirven de plataforma para el tráfico,
ransforman, lavan y reciclan en la industria nacional, a la
ez que garantizan un mínimo de redistribución en la base

ejemplos de ello son México, Nigeria y Rusia). Las activida­
es subterráneas en estos países se facilitan gracias a ciertas
onnivencias entre los actores criminales y algunos responsa­
.les políticos (locales o nacionales) o institucionales, que en

eoría están encargados de la represión, pero que, de hecho,
.rotegen ese comercio ilegal y se benefician de él. Los casos

.e México (en relación con América del Norte) y de Rusia
en relación con el oeste de Europa) pueden compararse en

irtud de que las mafias de estos dos países han conseguido
.asar del nivel de subsidiarios al de actores que controlan el
ráfico y la distribución de las drogas producidas en otros

.aíscs, así como dellavado-reciclaje de los ingresos resultan­
es del tráfico. Desde ese punto de vista, México y Brasil son

los grandes potencias regionales de la droga; el primero di-
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rige sus mercancías producidas legal e ilegalmente hacia los

Estados Unidos, mientras que el segundo está más enfocado
hacia el abastecimiento del mercado europeo. Podemos en­

tonces concluir que las rutas de la droga se traslapan con las
líneas comerciales, en 10 que concierne al origen y destino final
de los tráficos. Pero la ilegalidad de ese comercio hace que
las rutas sean complicadas, sobre todo en Brasil, que no

cuenta, como México, con una extensa frontera con el mer­

cado del norte, por lo que los tráficos brasileños deben se­

guir itinerarios de rodeo, como son los pasos por el conti­
nente africano o por el territorio ruso. Dichos rodeos impli­
can que las ganancias deben compartirse con las mafias

locales que sirven de relevo (en este caso, nigeriano o ruso),
y que debe tomarse en consideración el costo de la represión y
de las requisas. Todos esos factores exógenos explican el au­

mento del precio de la mercancía entre los territorios de

producción y los países destinatarios.
En 10 que concierne al orden geopolítico, debemos destacar

que Brasil y México son, sin duda, grandes potencias regiona­
les del tráfico, pero que si se toma en cuenta el criterio de la
influencia en el interior de los bloques económicos multina­

cionales, México aparece como una gran potencia regional
dominada (es decir, una gran potencia únicamente en 10 que
atañe a los tráficos ilegales) y Brasil, una gran potencia regio­
nal dominante (es decir, una gran potencia a la vez en el pla­
no geopolítico y en 10 relativo a los tráficos ilegales), 10 que le

permite ser uno de los dos actores centrales (junto con Argen­
tina) de un tráfico cuyos productos, en su mayoría, no son

producidos en el territorio nacional. En el caso de México,
por el contrario, al estar en una posición dominada, podemos
concluir que la persecución del tráfico, pese a una severa re­

presión, goza de la tolerancia de las autoridades estadouni­
denses. Desde ese punto de vista, la posición de México fren­
te a los Estados Unidos es similar a la de Turquía o Marruecos

frente a la Unión Europea: las actividades ilegales son ahí lo-
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leradas porque esas naciones son "países tapón" entre bloques
y su estabilidad político-económica, a la cual contribuye el trá­

fico, es esencial para preservar un equilibrio geopolítico.

CONCLUSIÓN: DE LO INFORMAL A LO SUBTERRÁNEO

Hoy en día, dado que el poder económico de un Estado liberal
está fundado en los gastos del Estado, las posibilidades de redis­
tribución social a través de la captación corruptora de la finan­
zas públicas disminuyen. La corrupción se vuelve cada vez más

elitista, aun cuando vemos surgir un nuevo Estado, que sigue
estando estructurado por relaciones c1ientelistas, pero que se

confiesa limitado en su capacidad para alimentar a sus cliente­
las sociales, de donde surge un problema de legitimidad de los

poderes establecidos, que compensan su falta de recursos redis­
tributivos mediante un incremento del autoritarismo institucio­
nal. Paralelamente, al disminuir los recursos financieros para
una parte cada vez más importante de la población, asistimos
a un descenso de la rentabilidad de la pequeña corrupción ad­
ministrativa y de proximidad. Todos esos elementos explican el
hecho de que, junto a la gran corrupción institucional que se

mantiene gracias a la connivencia entre élites políticas y econó­

micas, vemos surgir un desarrollo de sustitución, representado por
la complicidad entre el centro y las periferias, y orientado ha­
cia la captación corruptora de las ganancias producidas por los

ingresos ilegales (por ejemplo, la droga). Esta redistribución

por la periferia puede involucrar a todas la categorías sociales:
las que son afectadas por la crisis de empleos, los agentes de las
instituciones que resienten la disminución del producto de la

corrupción administrativa y de proximidad, así como las élites
económicas y políticas que buscan complementos de capital pa­
ra acrecentar sus ganancias o sus capacidades de inversión. Es
así como los grupos criminales son susceptibles de convertirse
en actores políticos y sociales, lo que contribuye a transformar
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profundamente la naturaleza de los sistemas políticos. La ilega
lidad instituida constituye, entonces, uno de los motores de ese

nuevo contrato que sustenta los órdenes social y político, y permi
te al sistema político conservar su estructura clientelista, adap
tándola a la vez al desarrollo de las actividades subterráneas. En

efecto, la práctica de la ilegalidad, preexistente al desarrollo de
las actividades subterráneas y que les sirvió como abono, era an

tes efectiva sobre todo a través de:

- La dilatación del ámbito de la corrupción político-insti
tucional, la cual, cuando las fuentes del Estado se agotan.
puede contribuir a que los agentes institucionales se

pongan al servicio de los clanes criminales.
- La tradición de la violencia institucional, reflejo de la Ra

zón de Estado y del poder discrecional (autoritario o mi

litar) de los gobernantes, con su posibilidad de extensión
a los aliados (políticos, económicos o mafiosos) de los ao

tores que detentan el poder del Estado. Esta violencia
institucional sigue siendo, en la mayoría de los casos, to­

lerada e impune.
- El desarrollo tolerado de la economía informal, ligada al

desacato de la legislación laboral y de la legislación fiscal.
Esta economía informal es tan compatible con las políti­
cas liberales de desregulación, que el BID y el Banco
Mundial han hecho de las microempresas artesanales un

modelo de modernización económica. En periodo de li­
beración o de recesión económica, que implica un recor­

te del empleo público y de los efectivos en las empresas
formales (para disminuir los costos de producción), la
economía subterránea tiende a remplazar a la economía

informal, aun cuando no es raro encontrar personas que
alternan entre un empleo por periodo determinado en

la economía formal, un estatuto precario en la economía
informal y una actividad para complementar los ingresos
pn J:;¡ pc()n()mí� sllhtprr�np�.



288 JEAN RIVELOIS

En el plano jurídico, aplicado al origen de la mano de obra

utilizada, podemos constatar una complementariedad entre

actores informales y subterráneos, en donde estos últimos
controlan el tráfico (ilegal) de la mano de obra que los pri­
meros utilizan (de una manera lícita) como mano de obra
clandestina. También existe una semejanza de efectos entre

el desarrollo de las actividades informales y el de las activida­
des subterráneas, pues ambas privan a los Estados de impor­
tantes recursos fiscales, favorecen las transacciones en efecti­

vo (fuente de corrupción y lavado) y desvirtúan la balanza
comercial. La informalidad y la criminalidad tienen ambas la
característica de estar situadas en la ilegalidad, pero en una

ilegalidad tolerada que sustenta y refuerza el clientelismo de
Estado. En efecto, el empresario informal (vendedor ambu­
lante o microempresario) y el narcotraficante deben conti­
nuamente renegociar, tanto en términos financieros como

estatutarios, su situación ilegal ante las autoridades locales.
El interlocutor público o semipúblico (representante sindi­

cal, líder político, policía, alcalde, gobernador, agente del fis­

co, etc.) dependerá de la superficie financiera que represen­
te el actor ilegal, pero en todos los casos el arreglo se hará de
una manera individualizada y reflejará el estado de las rela­
ciones de fuerza entre el centro y la periferia del sistema po­
lítico. Así, será discrecional frente a los trabajadores informa­
les sometidos a la extorsión de los agentes públicos locales,
pero también frente a los narcos, cuando éstos dependen, en

los planos regional y central, del poder político-militar (por
ejemplo, en México, Perú, Marruecos, Birmania o Turquía).
Sin embargo, ciertos sistemas políticos permiten a los capos
de la droga convertirse en actores dominantes, capaces de

corromper al poder local o regional, hasta infiltrarse en él

(lo que ocurre en Colombia y Brasil).
No obstante, existen cuando menos dos razones para hacer
una distinción entre informalidad y criminalidad. En primer
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al trabajo, la familia y el descanso de las personas que la prac­
tican están polarizadas en el interior de la esfera de la ilegali­
dad, excluyendo toda vida social de la norma dominante y
transformando al criminal en un personaje constantemente

perseguido. A diferencia de esto, la informalidad concierne
"las actividades ilícitas que se llevan a cabo fuera del marco re­

glamentario de la actividad económica" y confina la ilegalidad
a la esfera del trabajo (ausencia de garantías jurídicas labora­

les, flexibilidad forzada, chantaje por la aceptación del desa­
cato de la legislación laboral), aun cuando, indirectamente, a

menudo esté ligada a la fragilidad de los lazos sociales y fami­

liares, al no reconocimiento de la ciudadanía, a la precarie­
dad residencial, a la ausencia de derechos sociales externos al

trabajo (exclusión del sistema de seguridad social, de pensio­
nes, de ayuda pública para vivienda, de acceso al crédito ban­

cario, etc.). La otra diferencia entre la economía informal y la
economía subterránea reside en el hecho de que, pese a la to­

lerancia de la que ambas puedan gozar por parte de los pode­
res públicos, la segunda, aunque en ocasiones sirva como

complemento a la economía informal, se sitúa en los márge­
nes externos del sistema jurídico-político-económico, mien­
tras que la primera permanece dentro de los límites internos
de éste, como complemento normal de la economía formal.

Se puede constatar que en Brasil la transición política ha­
cia un sistema pluralista es frenada por la preexistencia de po­
deres regionales y locales fuertemente imbricados a los pode­
res criminales; sea que los poderes oficiales utilicen los mis­
mos métodos que los poderes criminales para captar los

productos de las rentas legales y del maná ilegal, sea que el

poder criminal infiltre o se asocie al poder oficial para lavar
sus beneficios y hacerse pasar por respetable. En los dos ca­

sos, la violencia y la corrupción ilegales tienden a gangrenar
los poderes locales o regionales criminales.

A la inversa, en México la transición política corre el

riesgo de ser frenada por la aparición de poderes regionales
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autónomos respecto al poder central, I lo que no era el caso

en el Estado-PRI anterior, cuando la alianza entre los pode­
res regionales y el poder central permitía canalizar la violen­

cia criminal y contener en el nivel local (rural, en las zonas

de producción de droga, o urbano, en los territorios de con­

sumo de estupefacientes) ciertas tendencias de fortaleci­

miento de los grupos criminales. Ahora, el rechazo de las

nuevas autoridades centrales (presidente, ministros o gober­
nadores panistas) a negociar con los representantes del po­
der criminal corre el riesgo no solo de acrecentar la violen­

cia producida por el enfrentamiento entre las fuerzas del or­

den y los grupos criminales, sino incluso de aumentar la

violencia interclánica cuando ese rechazo a negociar desem­

boca en el encarcelamiento de los responsables mafiosos

que no tienen la posibilidad de controlar, como antes, las re­

laciones entre los diversos clanes criminales, repartiendo te­

rritorios y actividades ilegales entre estos últimos. En este úl­

timo caso, podemos asistir, como en Jalisco desde que es go­

bernado por el PAN, a un fuerte crecimiento de la

delincuencia. Finalmente, el rechazo a negociar y el énfasis

en la represión son susceptibles de cambiar la naturaleza de

los representantes institucionales locales y regionales de las

fuerzas represivas (policía, ejército), que antes eran actores

intermediarios entre grupos criminales y poderes oficiales,

corrompidos por los primeros, que les servían como fuerzas

suplementarias, y que habían adoptado las mismas prácticas
de violencia arbitraria que ellos, pero que quedaban siem­

pre, en última instancia, a las órdenes del poder político. Co­

rren el riesgo ahora, de convertirse en fuerzas integradas
por los grupos criminales, reforzando así, considerablemen­

te, la capacidad de causar daño de estos últimos.

I Es el caso de Yucatán o Tabasco; el gobernador de Yucatán se enfras­

có en 2000 y 2001 en un conflicto con el centro, se negó a aplicar las leyes
federales relativas a la creación de una comisión electoral regional inde­

pendiente.
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Es así como la transición entre los sistemas políticos corre

el riesgo, a causa del crecimiento de la violencia y de la

persistencia de las actividades ilegales, ahora desconectadas
del poder central, de no poder conducir a una verdadera
transformación política, es decir, a un cambio del sistema po­
lítico, incluso si las interacciones centro-periferia cambian, co­

mo en México, donde se va a pasar de una integración domi­
n an te- ;¡ lIn;¡ tolpr;¡nrb rr-rirr-siva (pn las rpuionp" nllP (T;¡n;¡n)



 



7.
TRANSFORMACIONES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL

EN BRASIL Y MÉXICO, EN UN CONTEXTO
DE AJUSTE ECONÓMICO E INTEGRACIÓN REGIONAL

Víctor M. Soria*

INTRODUCCIÓN

El objetivo de este capítulo es el análisis de las transformacio­
nes de los sistemas de protección social (PS) .de Brasil y de Mé­

xico, a partir de los años ochenta, a raíz de la bifurcación que
sufrieron las trayectorias económicas de estos países en térmi­
nos de los cambios en el patrón de acumulación sustentado en

la industrialización por sustitución de importaciones (ISI), que
se da en Brasil a partir de la segunda mitad de los años sesen­

ta y en México desde principios de los ochenta (Marques-Pe­
reira y Théret, 1995). Es importante poner en perspectiva los
cambios en los sistemas de PS durante los años noventa en es­

tos dos países, en el contexto del proceso de globalización eco­

nómica, que ya se venía dando desde la década anterior, así co­

mo la conformación de un distinto esquema de integración
regional al que pertenece cada uno de ellos.

En América Latina se establecieron esquemas de integra­
ción desde los años sesenta, los cuales, por causas mayor­
mente políticas e institucionales se estancaron (Grien), por
lo que con el actual clima internacional favorable a la inte-

*Víctor Soria (vmsm@prodigy.net.rnx) es profesor e investigador en

economía en la Universidad Autónoma Metropolitana, Unidad Iztapalapa.
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gración, se han tratado de sobrepasar con otros nuevos como

es el caso del Mercado Común del Sur (Mercosur) y del Tra­
tado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN).

Las transformaciones que han sufrido los sistemas de PS en

Brasil y en México no se pueden adjudicar, hasta ahora, a la in­
fluencia de los esquemas de integración, sino que vienen de la
crisis del régimen de acumulación y del modo de regulación de
la relación salarial en cada país. No obstante, en el largo plazo
el desarrollo y posible consolidación del Mercosur y del TLCAN,

podrían intluir en el proceso y estructura de los sistemas de PS

de Brasil y México. En el caso de este último, el TLCAN ha signi­
ficado el reforzamiento de la continuidad del modelo neolibe­

ral, por lo que los cambios recientes en el sistema de salud y se­

guridad social están en línea con dicho modelo; además, se

puede avanzar la hipótesis de que en el largo plazo podría dar­
se una homologación parcial con el sistema de seguridad social
de Estados Unidos a través de la influencia del TLCAN. En cuan­

to al Mercosur, las propuestas que se observan por parte de las
centrales sindicales es hacia una homologación de carácter más
universalista en sus sistemas de protección social, las cuales le
dan un carácter diferente y más proposítívo en comparación
con lo que sucede entre tos países miembros del TLCAN.

Haciendo un breve recuento de la evolución de la PS en

Brasil, en los años treinta el gobierno estatizó las cajas privadas
de jubilación y pensión yen los cuarenta y cincuenta centrali­
zó sectorialmente las instituciones de seguridad y asistencia so­

cial, y posteriormente, en 1967, el gobierno militar unificó el
sistema por medio del Ministerio de la Seguridad y la Asisten­
cia Social, estableciendo, además, una estructura por funcio­
nes a nivel nacional controlada por dicho ministerio. En Mé­
xico se ha aplicado desde el principio una estrategia dual: por
una parte, una fragmentación institucional de la PS para diluir

las organizaciones de los trabajadores y, por otra, una centra­

lización de la gestión en cada institución, lo cual ha inhibido

la coordinación nacional del sistema. En Brasil, durante la dé-



servicios de salud, pasando a los estados y municipios la ges
tión de los mismos, aún cuando en el ámbito financiero la fe

deración, en los años noventa, ha recentralizado en buena me

dida dicha función. En México la descentralización de los ser

vicios médicos de la asistencia social (Secretaría de Salud) se

efectuó en los ochenta en la mitad de las entidades federati

vas, aunque dicho proceso fue más bien una desconcentra
ción avanzada. En el Instituto Mexicano del Seguro Socia

(IMSS) y en el Instituto de Seguridad Social al Servicio de 101

Trabajadores del Estado (ISSSTE) se realizó una regionaliza
ción (desconcentración) de los servicios médicos, pero las de
cisiones fundamentales continúan centralizadas.

La gran expansión de la seguridad social brasileña a partii
de los gobiernos militares se efectuó siguiendo la estrategia de
subcon tratación de la atención médica con el sector privade
para apuntalar el crecimiento económico y a la vez buscande
la legitimación principalmente frente a las clases trabajado
ras. Este patrón de crecimiento dio lugar a distorsiones noci­
vas en el costo de los servicios sociales y a prácticas clicntelis
las en periodos electorales. En el caso de México, el Estadc
realizó la expansión de la seguridad y de la asistencia social
con instalaciones y personal propios; a partir de la crisis de
1982, la presión del sector privado y la ola privatizadora de los

gobiernos neoliberales facilitó la privatización de algunas fun
ciones auxiliares. A partir de julio de 1997 empezó a operar, a

través de instituciones privadas de ahorro para el retire

(More), el sistema de pensiones del IMSS, y en 1998 se pusie­
ron en marcha propuestas concretas para privatizar parcial
mente los servicios médicos de este Instituto.

En cuanto a la magnitud de las cotizaciones para la segu·
ridad social, estas son muy superiores en Brasil, ya que desde
1989-1991 llegaban a 31.3% sobre los salarios, aportadas pOI
trabajadores y patrones, mientras que las mexicanas alcanza-



Mesa-Lago, 1992, citado por Narro, 1993, p. 134). De mane­

a concomitante, el gasto en la seguridad social brasileña es

uperior al de la mexicana, alcanzando en algunos años casi
1 doble; por ejemplo, en 1990 el gasto de la primera alcanzó
.9% del PIB, mientras que el de la segunda llegó sólo a 2.6%
Soria, 1997, p. 56).

En este trabajo se analiza, en la primera parte, la bifurca­
ión de las trayectorias de crecimiento económico de Brasil
México y su impacto en los sistemas de PS. En la segunda

,arte se aborda el análisis de las características generales de
os esquemas de integración y su posible influencia sobre el
istema de rs. Con estos ingredientes se pasa, en la tercera

iarte, a un breve análisis de la orientación de las reformas
lel sistema de PS en Brasil y en México. Finalmente, se efec­
úa un pequeño resumen y algunas reflexiones finales.

l. lA BIFURCACIÓN DE lAS TRAYECTORIAS

DE DESARROLLO ECONÓMICO DE BRASIL Y MÉXICO
EN LOS AÑos SETENTA y OCHENTA

�n un trahajo anterior (Soria, 1995) se ha delineado la entra­

la en crisis del patrón de acumulación por ISI de Brasil y Mé­

.ico, el cual mostraba similitudes pero también diferencias

.ntre estos países. Estas últimas se manifiestan de manera im­
iortante en el modo de regulación de la economía; mientras

lue México desarrolló un modo de regulación de la relación

alarial, fundado más en el corporativismo sindical y empre·
arial que en el clientelismo, en Brasil el corporativismo ha
ido menos fuerte que el clientelismo. En la regulación mo­

retaría y fiscal-financiera la fuerza de las formas instituciona­
es políticas (véase Soria, 1997), en especial el "presidericialis­
no mexicano" y la llamada "coalición o familia revoluciona­
ia" (la forma organizativa que adquirió el bloque en el

- --- - -
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bre todo en la etapa del desarrollo estabilizador, 1957-1969, )
a partir de la crisis de 1982 hasta la fecha), mientras que en

Brasil ha tenido más peso el enfoque estructuralista para la

gestión monetaria (Marques-Pereira y Théret, 1995).
Los modos de regulación están vinculados de manera

profunda al tipo de Estado y sus acciones, por lo que para ex­

plicar la bifurcación de las trayectorias económicas de Brasil

y México, Marques-Pereira y Théret (1995, p. 12) han pro·
puesto la siguiente hipótesis de trabajo:

De entrada, es en los rasgos dominantes y distintivos de la his­

toria de largo plazo del Estado y de su relación con la sociedad

civil, donde reside la fuente de la diferenciación de las trayecto­
rias económicas de México y Brasil, las cuales se manifiestan,
desde el día en que comenzó a principios de los años setenta,

una crisis del régimen de acumulación excluyente de la ISI-2
"bienes de consumo durables", que pide respuestas políticas.

Brasil ha mostrado un voluntarismo estatal para promover
el desarrollo, que lo llevó a profundizar la lSI "a marcha forza­

da", tratando de extenderla a una tercera fase focalizada en la

producción de bienes de capital y bienes intermedios. La tra­

yectoria del patrón de acumulación brasileño hasta los ochen­
ta se podría calificar como "industrialización sustitutiva de im­

portaciones en su tercera fase" (ISI-3) "desde dentro-con expor­
tación" en una vertiente "desarrollista". En cambio, México, a

pesar del gran peso que tenían sus empresas públicas, no ha

aplicado una verdadera programación de su desarrollo indus­
trial de conjunto (Marques-Pereira y Théret, 1995). No obstan­
te, lo que consideramos como el rasgo distintivo del sistema po­
lítico mexicano, su autoritarismo monopólico, (que le ha im­

pedido resolver la crisis estructural), así como la vecindad y
dependencia de los Estados Unidos, lo han encaminado a se­

�ir, desde mediados de los ochenta, un patrón de acumula­
-ión "ser-unrlario-e-vnortador" pn 1In::! vertiente "ue-olibe-ral".
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de Salud (SNS), el cual propuso articular el MSAS con el con­

junto de organismos que actuaban en el sector de la salud. Pa­

ra lograr una operación efectiva en la concesión y continuidad
de los beneficios y prestaciones, costos de actividades y progra­
mas, gestión administrativa, financiera y patrimonial, en 1977

se estableció el Sistema Nacional de Seguridad y Asistencia So­
cial (SNSAS), el cual quedó bajo la jurisdicción del MSAS. Todo
este proceso de unificación-reorganización fue en parte posi­
ble por la acción del movimiento sanitarista, que comenzó en

esta época y que orilló a una serie de medidas que culminaron
con la reforma de 1988. I

A finales de los setenta el problema del servicio de la deu­
da empezó a catalizar las contradicciones de! régimen de
acumulación. Se incubó una gran recesión entre finales de
1980 yel segundo semestre de 1984. En 1985 hubo una ten­

dencia a la recuperación, basada en el dinamismo de las ex­

portaciones, y en 1986 casi se llegó a un auge económico, pe­
ro en 1987 y 1988 se presentó otra retracción, un nuevo pico
se desarrolló en 1989 y a partir de ahí se inició una crecien te

recesión. El periodo estuvo marcado por una gran inflación,
con periodos cortos de estabilidad entre 1986 y 1990. La polí­
tica económica privilegió e! ajuste externo y en este último
año se instrumentó e! Plan Cruzado. Después vinieron pla­
nes de ajuste heterodoxos: en 1987 se aplicó el Plan Bresser

yen 1989 el Plan Verao; posteriormente, en 1990, el Plan Co-
1I0r vuelve a un ajuste sumamente recesivo.

I Este movimiento reunió a intelectuales, profesionales de la salud, or­

ganizaciones y asociaciones, y tuvo como referencia ética a la salud en tan­

to valor universal, lo que sólo podía ser concretado por medio de la refor­
mulación del sistema, para alcanzar la universalidad e igualdad (Vaitsrnan,
1990, p. 199). Organizaciones corno el Centro Brasileño de Estudios de Sa­

lud (Cebes), creado en 1976, y la revista de éste, Salud a Debate, así como

la Asociación Brasileña de Salud Colectiva (Abrasco), fundada en 1979,
contribuyeron al proceso de divulgación, discusión y politización del mo­

vimiento sanitario (Mendonca y Fleury, 1990, p. 284).



Ue acuerdo con Marques-Pereíra yI neret (1995, pp_ 33-34),
el privilegio que se hizo del ajuste externo llevó a capturar los
recursos en divisas extranjeras para asegurar el servicio de la
deuda externa, lo que a su vez obligó al tesoro público a recu­

perarlas. El ajuste externo empujó los precios a través de una

inflación casi general de la economía, la cual se vio reforzada

por la inflación importada y el alza del margen de ganancias
de las empresas, así como por el alza de la tasa de interés real

para evitar la fuga de capitales. Esta dinámica se mezcla con

un crecimiento endógeno del endeudamiento interno públi­
co financiado por una carga inflacionaria sobre las capas más

pobres y los ingresos no protegidos de la inflación.
La contradicción entre las finanzas y la producción, apun·

tan Marques-Pereira y Théret (1995, pp_ 35-36) fue congelada
por diversos procedimientos de indexación de los ingresos del

capital y convertida en una oposición más amplia entre finan­
zas y sociedad civil, entre "financiarización" y cohesión social.
Esto llevó, finalmente, a la oposición, la cual tomó la forma po
lítica de un movimiento de democratización por la igualdad
de los derechos. La consolidación del movimiento sindical pu­
so coto, al menos ideológicamente, a la dominación corpora­
tivista de los asalariados, además de que la marginalidad urba­
na devino el terreno de nuevos actores sociales portadores de
reivindicaciones en los campos de la protección social. La di­
mensión regionalista que adquirieron las alianzas políticas
condujo a una descentralización que hizo al poder federal pri­
sionero de los poderes locales y regionales, tanto en el plano
electoral como en el de las finanzas públicas,

En el ámbito de la protección social se estableció un inten­
so debate acerca del modelo de privilegio del sector privadc
médico-hospitalario, del creciente déficit en el gasto social y la
desviación de fondos de la seguridad social para apuntalar a las

empresas públicas y la infraestructura, el costo excesivo del ma­

nejo de fondos por los bancos, así como los múltiples proble
rnas (Tpnpr�c1()s nnr h {Tpstinn h1lrncr:ltiC:1 OP la rirevisir'in soria!
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Todo esto llevó a una discusión de larga duración entre las au­

toridades de las instituciones de protección social, el sector pri­
vado y el movimiento sanitarista, paralelo a los movimientos
sindical y popular-urbano, lo cual culminó con las reformas in­

corporadas en la nueva Constitución de 1988. Se avanzó de un

modelo calificado de "meritocrático-particularista" hacia un mo­

delo "institucional-redistributivo" (Vianna, 1992, p. 175). Se am­

pliaron los derechos sociales, la universalización del acceso y la

expansión de la cobertura; se distendió el vínculo contributivo
como principio estructurante del sistema, y la concepción de la

seguridad social culminó con un modo más universal de pro­
tección, con la definición de beneficios sociales mínimos, así
como con un mayor compromiso del Estado y de la sociedad
en el financiamiento del sistema (Draibe, 1992, p. 62-63).

La asistencia social en la nueva Constitución tuvo también
un gran avance, ya que se previó como un derecho de la po­
blación, independientemente de las contribuciones previas
de cualquier naturaleza, y las medidas de asistencia se conci­
bieron como un ingreso mínimo. Así se previó la protección
a la familia, a la maternidad, a la infancia, a la adolescencia y a

la vejez; también el amparo de los niños carentes, la promo­
ción a la integración al mercado de trabajo, la rehabilitación
de los deficientes y la integración a la comunidad. Se garanti­
zó un beneficio de un salario mínimo a las personas en edad
avanzada que no dispusieran de medios, y también a quienes
tuvieran deficiencias de salud graves (Soria, 1995, p. 46).

1.2 México. La ruptura de la regulación burocrático-corporatiua
con la crisis de 1982 y el cambio de trayectoria de desarrollo

a partir de 1983

La primera explosión de la crisis estructural mexicana en

1976-1977, inició la fase terminal del régimen de acumula­
ción por ISI, así como de la regulación burocrático-corpora-
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tiva (un tratamiento detallado en Soria, 1997). Para salir de
la crisis, en 1977 el gobierno concibió a la explotación petro­
lera como un recurso nuevo para "administrar la crisis" y co­

mo "una oportunidad para imprimir transformaciones pro­
fundas en la sociedad", pero a pesar de los importantes in­

gresos proporcionados por el auge petrolero, persistieron
los desequilibrios estructurales que venían desde la crisis de
1976-1977. Se profundizó la crisis agropecuaria tanto que el

país tuvo que importar 8.8 millones de toneladas de granos
en 1981; se desarrolló una polarización entre los bienes de
consumo duradero que en 1978-1979 crecieron a tasas tres ve­

ces más grandes que los de consumo no duradero; la políti­
ca de liberación de importaciones impulsada por el Fondo
Monetario Internacional (FMI) aumentó un 30% las importa­
ciones entre 1977 y 1980; la deuda externa vinculada a la ex­

pansión petrolera, a la inversión pública y a la transferencia
de recursos al sector privado creció extraordinariamente,
tanto que su servicio absorbió el 38.4% del total de divisas,
mientras que el déficit externo de la industria absorbió el
resto (Soria, 1997, p. 87).

Durante los primeros años de la recuperación económica
se aplicó una política de corte monetarista, aflojándose en

1979 y 1980, para volver con fuerza a la restricción en 1981 en

vista del desplome de los precios internacionales del petró­
leo, lo cual desembocó en un recorte presupuestal del 4%.
Las elevadas tasas de interés no tan sólo fueron inefectivas

para promover la captación bancaria en pesos, ya que la do­
larización interna siguió aumentando, sino que también pre­
sionaron los costos financieros de las empresas y el alza de
los precios (ibid.).

La hegemonía del dólar sobre el peso se tornó aplastante
y la falta de confianza en el peso empujó hacia una crecien­

te fuga de capitales. La devaluación del 17 de febrero de 1982
detonó la crisis general, procediendo el gobierno a un drás­
tico ajuste presupuestal; sin embargo, la especulación y la fu-
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ga de capitales continuaron, situación que se vio agravada
durante la campaña electoral para la presidencia de la Repú­
blica. La crisis siguió profundizándose por lo que el primero
de septiembre de 1982 se decretó la nacionalización de la

banca, así como el control generalizado de cambios (Soria,
1997, p. 87)

La administración de Miguel de la Madrid, que llegó al po­
der en lo más álgido de la crisis en 1982, fue presionada por
los grandes empresarios mexicanos, los banqueros expropia­
d9S y el FMI, hacia una política de austeridad económica. A su

vez, los acreedores externos y el gobierno estadounidense

presionaron para que México no se declarara en moratoria

voluntaria y siguiera pagando el servicio de la deuda. En este

contexto, la debilidad política y económica del gobierno me­

xicano y su proclividad al neoliberalismo, lo llevaron a iniciar
el cambio del patrón de acumulación y de los términos de la
distribución del ingreso entre el trabajo y el capital," median­
te lo que se llamó en esa época el "cambio estructural"." Este
último estuvo precedido de un drástico "Programa Inmedia­
to de Reordenación Económica" por medio, principalmente,
de recortes presupuestales del gasto público que disminuye­
ron el gasto en desarrollo social y, sobre todo, desembocaron

2 En síntesis, la hipótesis que manejamos aquí es que el cambio del ré­

gimen de acumulación, aunque surgió principalmente de las contradiccio­
nes del crecimiento por medio de la ISI, también estuvo influido por la re­

lación internacional en la que Estados Unidos desempeña una función re­

levante, así como por la crisis de regulación política en la que entró la
formación social mexicana desde el régimen de Luis Echeverría.

3 La transformación estructural se basó principalmente en: a) la aper­
tura comercial; b) la búsqueda de la inversión extranjera; c) la promoción
de las exportaciones; d) la reprivatización parcial de la banca nacionaliza­

da y la creación de una banca privada paralela que sirvió para captar el
ahorro interno para el servicio de la deuda externa, así como la reprivati­
zación de las empresas públicas: e) el realineamiento de la estructura de

precios relativos, y O una estricta política fiscal y monetaria de corte orto­

doxo, más allá de las recomendaciones del FMI.
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en un sohreajuste a la haja de la inversión pública de alrede­
dor de 50% y de los salarios reales de alrededor del 30% se­

gún cálculos oficiales (Córdova, 1991, p. 32).
La crisis estructural del modo de regulación burocrático­

corporativo y del patrón de acumulación por lSI desembocó
en la emergencia de un patrón de acumulación de creci­
miento hacia fuera (secundario-exportador), haciendo ex­

plícito el viraje en las formas institucionales (Fl) que soste­

nían el modo de regulación. Las Fl políticas fueron las prime­
ras en entrar en crisis; la debilidad de la institución

presidencial ayuda a explicar la emergencia del patrón de
acumulación "secundario-exportador" en su vertiente neoli­
beral. La coalición revolucionaria (el bloque en el poder) co­

mienza a perder su capacidad de coordinación y de manejo
del partido de Estado con la ruptura entre los empresarios y
el gobierno en los años setenta yen 1982 se fractura con el
abierto enfrentamiento entre la cúpula empresarial a raíz de
la nacionalización de la banca.

El ajuste externo de la economía mexicana, como apuntan
Marques-Pereira y Théret (1995) se hizo sobre la base de un

ajuste interno, propiciado por la mayor fuerza del Estado me­

xicano, en comparación con el brasileño. Esta reacción al
shock externo en los años ochenta muestra que el corporativis­
mo y el monetarismo han sido las dos formas estructurales que
constituyen el principio de la dominación de la clase trabaja­
dora por la clase dirigente, aún si el populismo de Echeverría

y de López Portillo pudiera hacer creer lo contrario (ibid.).
En el sexenio de Miguel de la Madrid (1982-1988) el gasto

en salud y seguridad social se redujo drásticamente en cerca

de 40%, mientras que la baja en el nivel de legitimación del

régimen desembocó en una vigorosa campaña de aumento

de la cobertura poblacional del sector salud. Para tratar de

lograrlo se estableció el Sistema Nacional de Salud (SNS) ,

que sería el gran racionalizador, con el objetivo implícito de
aumentar la cobertura y mejorar los servicios. También se
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modificó el artículo IV constitucional, para incluir el den
cho a la salud de todos los ciudadanos, y se expidió la Ley G<
neral de Salud que otorgaba a la Secretaría de Salud (SSA) e

papel normativo de todo el sector. No obstante, la heteroge
neidad estructural del sistema ha sido un obstáculo infrar

queable para la integración del SNS, en vista del mayor pode
económico, político y organizacional de las instituciones d

seguridad social, en comparación con la SSA y demás organi:
mas asistenciales. Para promover los objetivos del sector s.

Jud, la SSA puso en marcha varias estrategias, entre las que se

bresalen la descentralización de los servicios de salud y 1
modernización administrativa (Soria, 1995, p. 52).

La descentralización de los servicios de salud a la pobl,
ción abierta constituyó una tentativa para incrementar la ce

bertura de los servicios, y un medio para facilitar la privat
zación del sector. Se transfirieron los servicios de atención d
salud que la federación tenía en 14 de las 32 entidades a lo

gobiernos estatales, y se presionó a estos para aumentar <:

presupuesto. Además de que el proceso quedó truncado po
la rivalidad política entre la SSA y el IMSS, la federación h
conservado la normatividad y el control de las finanzas y de

personal, por lo que se trata más de una desconcentraciói

que de una verdadera descentralización. También se tomz

ron ciertas decisiones descentralizadoras que propiciaron 1

expansión de los servicios médicos privados sobre la base d
la infraestructura pública (Soria, 1995, p. 52).

La modernización administrativa propició la prolifera
ción de coordinaciones, comisiones y comités, cuyo resulta
do fue la reestructuración de la cúpula administrativa, 1:
concentración de poder en el Secretario de Salud y la crea

ción de una barrera burocrática entre la base y la cúspide'
Además, la racionalización de los servicios de salud, colma
dos por el incremento de cobertura, sin el aumento paralel­
de recursos humanos, materiales y financieros, ha sido inca

paz de mejorar la efectividad de los mismos (ibid.).
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2. INTEGRACIÓN REGIONAL Y PROTECCIÓN SOCIAL

EN BRASIL Y MÉXICO

El Mercosur tuvo como antecedente los acuerdos de comer­

cio compensado entre Argentina y Brasil negociados entre

1986 y 1989. A partir de 1990 ingresa en una segunda etapa
que sobrepasa el esquema de intercambios compensados pa­
ra entrar en otra de liberalización comercial más fuerte. En

1991 Paraguay y Uruguay son admitidos como nuevos socios

y se firma el Tratado de Asunción para establecer un "merca­
do común" entre los cuatro países, el cual entraría en vigor
a finales de 1994. En diciembre de 1994 el Protocolo de Gu­
ro Preto da nacimiento a la etapa de unión aduanera, la cual
entró en vigor a partir de enero de 1995. Desde la firma y pos­
terior ratificación de los Parlamentos del Tratado, el
Mercosur toma una dinámica distinta: por un lado se amplía
la participación de estados al sumarse los dos nuevos miem­

bros, y por otro lado, se establece un nuevo mecanismo de li­
beralización generalizada del comercio entre los socios. Los
instrumentos utilizados fueron la ampliación automática de
las preferencias arancelarias por periodos de seis meses (has­
ta alcanzar a finales de 1994 tarifas cero) y la previsión de
Acuerdos Sectoriales de complementación industrial para
negociar condiciones específicas (Cedro, 1996, p. 12).

El Mercosur se ha fijado horizontes más amplios que el

TLCAN, ya que además del libre comercio de bienes y servi­

cios, prevé la libre circulación de los factores de producción,
el establecimiento de una tarifa externa común, la coordina­
ción de políticas en foros tanto regionales como internacio­

nales, la coordinación de políticas macroeconómicas y secto­

riales en las áreas de comercio exterior, agricultura, indus­

tria, en el tipo de cambio, y en las políticas fiscal, monetaria

y de capitales; en servicios, aduanas, transporte, comunica­
ciones y otras áreas necesarias (Artículo 1 del Tratado).

El establecimiento del TLCAN ha tenido como anteceden-



TRANSHJKMACIONt;S DI': LA PKOTI':CClON SOCIA

nes económicas y políticas que históri
ado como vecinos México y Estados Un
�s más relevantes que contextualizan du
len: a) el desarrollo de un sistema PI
ntado la integración silenciosa de los el

azo; b) el "ciclo productivo histórico de:
ue reflejó la pérdida de empleo y comp4
la necesidad de mitigarlo mediante un ac

io; c) la preservación de la seguridad
s Unidos y su interés por el aumento de

cico, América Latina y el mundo para fa

.ífico, y e) la explosión demográfica r

ibocado en una gran emigración hacia (

e considera negativa por éste.

go, los antecedentes más inmediatos d
I mexicano, fueron el cambio estructu

cia la exportación iniciado en 1983, la

186, seguida de la apertura comercial u

esmantelamiento de la estructura prot
iembocó en la desaparición de miles d.

y medianas, un masivo desempleo y
cativo de la pobreza. La liberalizaciór
II dejó al gobierno mexicano con u

l negociar el Tratado, en vista de que F
»nedio había bajado a cerca del 13%.

a influencia de los esquemas de integración
sobre la protección social

Tcil en el corto y mediano plazos encor

ecta acerca de la influencia de los esqlJ
e Brasil y de México sobre los sistema!
en términos del articulado de los acu

tific::¡r ::¡!O"lInos rn rrrtrrs ,-lp conpyif.1l il



308 VíCTOR M. SORIA

que en el caso de México podrían afectar más su sistema de
bienestar que en el caso de Brasil.

A pesar de que el TLCAN contiene en su articulado muy
poco acerca de la protección social (PS), se puede argu­
mentar que hay varios factores que han influenciado o que
podrían influenciar la senda de la PS. De acuerdo con Bois­
menu (1995, pp. 88-89), hay cuatro factores importantes: a) la
sección sobre servicios acepta el libre comercio en la adminis­
tración de los servicios sociales y de salud, algunas de cuyas
prestaciones son subcontratadas a instituciones privadas, las
cuales se vuelven objeto de una comercialización transfronteri­

za; b) la imprecisión en el concepto de subsidio podría dar lu­

gar a que cierta') medidas sociales fueran interpretadas como

ventajas discriminatorias; c) en el caso de los monopolios públi­
cos, aunque se pueden establecer previa consulta con los otros

miembros del Tratado, la') restricciones fijadas son tales que di­
cha creación resulta difícil e incluso improbable, lo cual podría
llevar a un retiro del Estado en la prestación de servicios socia­

les; y por último, d) los países tienen obligación de liberar los
mercados públicos, cuando menos en el nivel federal, y se su­

pone que se ampliará a las instancias estatales y municipales, lo
cual implica que el modelo estadounidense de protección so­

cial ejerza una presión sobre los modelos de México y Canadá.
También la afectación de la PS tiene otros ángulos, tales

como la industria farmacéutica, los equipos biomédicos y la

investigación y desarrollo de procesos y productos (1 y D).
Aun cuando la industria farmacéutica muestra uno de los ín­
dices de transnacionalización más altos, la apertura comer­

cial podría diezmar a los pocos fabricantes nacionales de fár­
macos y de equipos médicos.

La influencia del Mercosur sobre las instituciones de PS tie­
ne un mayor potencial, en términos de la posición más abier­
ta de los gobiernos y la participación de la Coordinadora de
Centrales Sindicales del Cono Sur, así como la existencia del
Foro Consultivo Económico y Social en cuyo seno se han he-
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cho propuestas para que la integración regional no socave los
sistemas de PS. Se han entablado negociaciones dentro de los

Subgrupos de Trabajo 7 y 10 con el objeto de establecer nor­

mas que protejan a los trabajadores migran tes, como ha suce­

dido en el caso de industria de la construcción." También se

ha logrado un acuerdo entre los cuatro países miembros sobre
la educación. El nivel de concertación entre los países miem­
bros (más elevado que en el TLCAN) y la armonización de po­
líticas macroeconómicas podría llevar a una negociación más

positiva en relación a los puntos que menciona Boismenu que
pueden incidir en los sistemas de ps.

Uno de los logros de los movimientos sindicales es que des­
de 1991 se han negociado Acuerdos Sectoriales dentro del

Mercosur, los cuales pueden ser propuestos por los sectores

productivos de los Estados-Partes. En la práctica, la negocia­
ción de estos acuerdos ha venido teniendo un carácter tripar­
tita, bajo la responsabilidad del Subgmpo de Trabajo 7 (Polí­
tica Industrial). Aun cuando la atención se ha concentrado en

temas de política comercial, en el caso del sector textil la agen­
da de debates se amplió a la relación entre el comercio y los
derechos laborales. Así, en julio de 1997 el sector privado reco­

mendó la inclusión de una cláusula de carácter social que am-

4Dentro del Subgrupo de Trabajo 10 se ha ventilado desde 1991 la pro­
puesta sindical de una Carta Social, inspirada en la Carta de los Derechos
Fundamentales de la Unión Europea. En vista de la oposición del gobierno
orasileño a establecer sanciones en caso de violación de la Carta Social, fue

lasta 1997 que se aceptó un "Protocolo Sociolaboral del Mercosur", cuya
aplicación y seguimiento se propone sea competencia de un órgano tripar­
:ita, el cual tendrá una instancia de funcionamiento nacional y otra regio­
nal, propuesta que se asemeja al funcionamiento del Acuerdo de Coopera­
:ión Laboral de América del Norte (ACLAN) (Von Bülow, 1998. p. 17). Sin

embargo, el Protocolo Sociolaboral constituye un documento cercano a una

:::arta Social, lo cual lo diferencia del ACLAN, el cual no menciona para nada

ajusticia social, puesto que no se trata de un acuerdo para la defensa de los

:rabajadores, sino simplemente de inhibir la competencia desleal derivada
ipl illl'lmmlimiplltn elp llnrrn:lS laborale-s (n" RIIPIl_ I qqq_ n_ 10-11'
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pare esos derechos (humanos, del trabajo y sindicales) en el
ámbito del Mercosur" (Von Bülow, 1998, p. 19).

A diferencia de las centrales sindicales de los países del

Mercosur, las que constituyeron una Coordinadora de Cen­
trales Sindicales, que presentó un frente común luchando

por obtener un espacio de participación dentro de las institu­
ciones del mercado común, las centrales obreras de Canadá,
Estados Unidos y México no se propusieron lograr un con­

senso, ni ganaron un espacio institucional dentro del TLCAN.

En vista de la falta de unidad de las grandes centrales obre­
ras en los países del TI.0\N, fueron más bien movimientos de la
sociedad civil, organizados en redes sociales, o que promovie­
ron iniciativas trinacionales para tratar de que dicho tratado in­

corporase una dimensión social. En Canadá el Movimiento Po­

pular Solidario de Quebec, que cubrió a más de cien organiza­
ciones sociales en la denuncia del TLCAN, con la participación
conjunta del Congreso Canadiense del Trabajo y la Confedera­
ción de Sindicatos Nacionales de Canadá, así como Diálogo 86,

presentaron alternativas con carácter social para modificar el
acuerdo. En México la Red Mexicana frente el Área de Libre
Comercio (RMALC) , y en Estados Unidos la Alianza por un Co­
mercio Responsable, participaron en el proceso de promoción
de una oposición regional al carácter excluyente del TLCAN.

En Estados Unidos tanto las organizaciones civiles como

sindicales, en especial la AFL-CIO presionaron al gobierno pa­
ra que se incorporasen reglas que evitaran una competencia
desleal en razón del bajo nivel de salarios en México y la au­

sencia de medidas para preservar el medio ambiente. En vis­
ta de que la ratificación del TLCAN en el Congreso de Estados
Unidos peligraba, el presidente Clinton, en octubre de 1992,

impulsó la negociación de acuerdos paralelos vinculados a

las relaciones laborales" y el medio ambiente, la cual se reali-

5 El Acuerdo de Cooperación Laboral de América del Norte (ACLAN)
excluye explícitamente la cobertura de los derechos básicos de los trabaja-



agosto de 1993. No obstante, d
1S expectativas en cuanto a est

iento de las relaciones laborak
lOS y la observancia de las non

léxico continúa recibiendo un
'

itió sobre la necesidad de que
rta social, la cual contendría l

rrmas que coadyuvaran a la re

iborales, sobre todo en lo que
uridad en el trabajo, la atencié
a los trabajadores." Sin embarg
-n vista de que se impuso la op
, la cual, en los hechos, se mar

iroductividad y bajos salarios. S
iismenu (1995, p. 111) la posibil
1 imponerse en el futuro, en '

sindicales, populares y ecolog
1 generar, en un futuro cercan,

kit de ignorar".

las a que deberá sujetarse cada gobie
ares laborales de las leyes nacionales.

los estándares por un gobierno a tra

-glarnentaria (Robinson, 1996, p. 186
� basan en parte en la Carta Social El

ericana debería contener el derecho
ación justa; mejoras en las condicioru
nente a sus representantes laborales;
el trabajo; trato igual a mujeres y horr

.rmación, consulta y participación en

mto a su situación laboral; la protecci
Igar de trabajo; trato apropiado a la i

d de empleo para los trabajadores de



312 VíCTOR M. SORIA

3. REFORMAS RECIENTES EN LOS SISTEMAS

DE PROTECCIÓN SOCIAL DE BRASIL Y MÉXICO

3.1 Las reformas del sistema de protección social brasileño
en los noventa

Un hito importante en la reforma del sistema de PS brasile­
úo fue alcanzado con la nueva Constitución de 1988, la cual
se llevó a cabo en el mismo periodo de negociaciones entre

Brasil y Argentina para establecer el Mercosur. La reforma se

orientó hacia la universalización de la seguridad social y la
conformación de un piso mínimo de beneficios sociales

(Draibe, 1992, p. 62-63). La asistencia social en la nueva Cons­
titución tuvo también un gran avance, ya que se previó como

un derecho de la población que las medidas de asistencia se

concibieran como un ingreso mínimo.
Varios años después de la reforma de la protección social

de 1988, sus resultados han sido mucho menores de los que se

esperaban. Melo (1993, p. 154) explica el fracaso del alcance
de la reforma de la política social en 1988 y de su implanta­
ción por el efecto combinado de varios factores. La reforma
de la política social estuvo asociada al timing de la convocato­

ria de la asamblea constituyente, al patrón de reclutamiento
de los cuadros técnicos, a la crisis fiscal, al efecto combinado
de la acción de clientelas de beneficiarios y presiones univer­

salistas, así como a la fuerza del corporativismo sectorial.
Por otra parte las formas institucionales vinculadas a los

privilegios de diferentes grupos tuvieron la fuerza suficiente

para obstaculizar la puesta en práctica de las reformas. Sobre
todo las instituciones de la seguridad social muestran palpa­
blemente la dificultad de llevar a cabo los cambios delinea­
dos en 1988. Subsisten toda una serie de flagrantes desigual­
dades y privilegios, por ejemplo, en ciertos tipos de jubila­
ción (los relativos al tiempo de servicio), algunos regímenes
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(los de empleados gubernamentales), o algunas categorías
de trabajadores (miembros del poder judicial y profesores
universitarios). Estos privilegios impiden la aplicación uni­

versal de servicios y prestaciones que puedan igualar hacia
arriba a los segmentos más desfavorecidos (Draibe, 1997, pp.
118-119). Por ejemplo, esto ha impedido que el sector de
atención a la salud tenga los fondos suficientes, ya que desde
1993 se integró la medicina de la seguridad social al ministe­
rio de Salud.

3.2 La contrareforma conservadora

y la recuperación de la política social en Brasil

Se puede afirmar que entre 1989 y 1992 se estableció una

"contrareforma conservadora", cuya gestación se desarrolla
entre 1988 y 1990 con la caída del gasto en desarrollo social y
la terca oposición del poder ejecutivo a la implementación
de las reformas constitucionales. La contrareforma se forta­
lece entre 1990 y 1992 durante el gobierno de Collor de Me­

llo, a través de una política que favoreció el clientelismo en

los programas federales de protección social, que fomentó la

fragmentación institucional en vista de la proliferación de

programas y que desembocó en una significativa desorgani­
zación de las políticas públicas (Cohn, 1999, p. 2).

Entre 1990 y 1993 el Congreso complementó los princi­
pios de la Constitución de 1988, en particular lo concernien­
te a la seguridad social y los sistemas unificados de salud

(sus), y en diciembre de 1994 promulgó la Ley orgánica de
la Asistencia Social. No obstante, por el lado del poder eje­
cutivo, la política social se estancó en los hechos. Muchos
fueron los programas anunciados desde principios de la ad­
ministración de Collor de Mello: elPlan de Alfabetización,
el Proyecto Niños, el Plan de Habitación-Acción Inmediata,
el Plan Quinquenal de Salud, el Programa de Educación



1991-1995, Y el Proyecto Mí Gente, entre otros. Véase el cua

dro 1. El problema fue que no se les dotó de recursos y de
medidas concretas para su ejecución, además de que ne

tuvieron relación entre sí, ni con la política económica má.

general.
A diferencia del discurso, en los hechos el gobierno de

Collor de Mello aplicó medidas de reducción del gasto er

desarrollo social, justificándose en razón del programa de

ajuste económico y por las restricciones fiscales. El presu
puesto de la seguridad social bajó 15.9%, mientras que el de
las otras áreas sociales declinó 34.7%; así, el presupuesto to

tal bajó un 25.35%. Además, se recentralizaron las decisione:
de política social, negociando directamente con los munici

pios, imprimiéndole un estilo clientelista y patrimonialista ,

la gestión de la política social. Todavía más, hubo un deterio
ro de la red de servicios sociales en vista de la desastrosa re

forma administrativa y los recortes presupuestales de tipc
neoliberal, tales como la eliminación de los subsidios alimen
tarios? (Draibe, 1997, pp. 121-122). Todo esto dio lugar a un;

situación paradójica, ya que por un lado se legislaron gene
rosas reformas del sistema de PS, pero Brasil experimentó e

más serio estancamiento de su historia, tanto en sus progra
mas como en la red de prestación de servicios sociales, qw
afectaron sobre todo a los segmentos más pobres (ibid.).

Es a partir del gobierno de Itamar Franco que se realiz:
un esfuerzo importante por lograr una recuperación de lo:

programas de ps. Por una parte se retoma el espíritu de la:
reformas constitucionales de 1988 y, por otra, se asignan ma

yores fondos para recuperar el gasto en PS (Cohn, 1999, p. 2)
En el primer año del gobierno de Franco, el presupueste

7 En el caso de la protección social mexicana, desde 1983 con la adminis

tración neoliberal de Miguel de la Madrid, se eliminaron gran parte de los su!::

sidios alimentarios. También se instrumentaron una reforma administrativa
una descentralización que no cumplieron con los objetivos que se les fijaron
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global aumentó 24.4%, casi recuperando el nivel de 1989, )
aunque bajó un 3.2% en 1994, para 1996 había ganado Uf

10% comparado con 1993.

Al arribar al poder Fernando H. Cardoso en 1995, su pro
grama de gobierno se fijó dos líneas de acción, por una par
te la reforma del poder judicial y del sistema político par¡:
tratar de consolidar la democracia y, por otra, la reestructu­

ración del sistema de PS con el objeto de disminuir significa­
tivamente la desigualdad y la pobreza. Esta problemática in

terna se ha visto confrontada con la liberalización ecoriómi

ca y con los ajustes económicos que inhiben en cierto grade
la actividad productiva y promueven la desigualdad econó­
mica y social, por lo que esto afecta la credibilidad guberna­
mental frente a la clase trabajadora.

La política de PS en el gobierno de Cardoso, se definió al­

rededor de tres ejes principales: 1) proveer servicios básicos
de carácter universal, que incluyen programas de seguridad
social, atención de la salud, educación, bienestar, vivienda)
sanidad; 2) trabajo, empleo y programas de ingreso, centra

dos en la generación de nuevas oportunidades de trabajo y 1<3

reducción de la discriminación social que aún prevalece en

el mercado de trabajo; 3) programas prioritarios dirigidos <3

la eliminación de la pobreza, algunos de los cuales se ubican
dentro de los programas universales y otros como parte del

programa de Comunidad Solidaria (Draibe, 1997, p. 124).
El énfasis en políticas sociales de carácter universal impli

ca el compromiso del gobierno para asignar recursos sobre
una base de cobertura general en lugar de solo financiar pro·
gramas de compensación y de emergencia. Se propone la
universalización de los servicios básicos, conjuntamente con

su reestructuración para el logro de mayor eficiencia y cali­
dad. Al mismo tiempo se reafirma el objetivo de descentrali­

zación, así como la promoción de la participación y la asocia­

ción con sectores empresariales y con las ONG. En México, si
hipn sp h::t pnf::ttiz::tilo la ilpsrpl1fr::tliz::trión dr- los sr-rvirios so-
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ciales y la participación, no hay conciencia acerca de la nece­

sidad de asociarse con empresas y las ONG.

La promoción de la creación de empleo en Brasil se ha
buscado mediante la financiación de las micro y pequeñas
empresas, la inversión en infraestructura urbana, la desregu­
lación de las relaciones laborales y la modernización de la in­
termediación de la fuerza de trabajo. También se han esta­

blecido programas para la capacitación y mejoramiento de
las habilidades de la fuerza de trabajo e incentivos a las em­

presas con tal fin, así como el reforzamiento del seguro de

desempleo y las prestaciones a trabajadores rurales y retira­
dos" (Draibe, 1997. p. 125).

Los programas prioritarios constituyen un grupo de 33

programas, que sobresalen entre los que persiguen políticas
universales, y que son distintos del sistema pragmático de
Comunidad Solidaria. Se prioriza a los programas con ma­

yor impacto redistributivo dirigidos a los grupos más despro­
tegidos. Contribuyen con estos programas la educación bási­

ca, los Sistemas Únicos de Salud (sus), la educación técnica

yel programa de reducción de mortalidad infantil, así como

otros programas dirigidos a las familias rurales? Véase el
cuadro l.

El programa de Comunidad Solidaria introdujo varias de

H Si bien los programas de capacitación de los trabajadores apoyados por
el gobierno existen desde mediados de los setenta. los empresarios quieren
quitarse la tutela estatal al respecto. En cuanto a la garantía de la protección
de los trabajadores, en México no existe el seguro de desempleo.

9 En México en el gobierno de Carlos Salinas se dio gran prioridad y pu­
blicidad al Programa Nacional de Solidaridad (Pronasol), el cual tuvo pe­
queños logros en cuanto a mejorar infraestructura local y complementar la

alimentación de los grupos pobres. También trató de integrar los programas
de educación, salud, abasto alimentario y de promoción agrícola a la estruc­

tura del Pronasol. Sin embargo. fracasó al final de cuentas, tanto por su pre­
supuesto insuficiente, como por su utilización c1ientelista-electoral a favor

del partido de Estado, pero especialmente por la política de austeridad eco­

nómica que siguió produciendo cada vez mayor empobrecimiento.
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as recornennacrones uet naneo ívrunnrar, las cuales tamrnen

;e aplicaron en México y en varios países latinoamericanos
:londe cundieron los programas de solidaridad desde finales
:le los ochenta. Entre estas se encuentra la de proyectos en

lue participa tanto la comunidad local y que posteriormen
le son administrados y controlados por esta. La jerarquiza­
ción de prioridades dentro de una región de acuerdo con 1<1
incidencia de la pobreza constituye otro de los mecanismo!
:le asignación. También dicho programa federal se articulé
con los gobiernos estatales y municipales.

El sistema de salud brasileño es el que confronta vario:

problemas que afectan su desempeño, entre los cuales desta
can: el gran tamaño de los sus y su clientela, los obstáculo:

para lograr una buena administración, así como su grave si

tuación financiera, cuyo desbalance se presenta desde prin
cipios de la década de los noventa. La descentralización de
sector salud y de otros servicios no parece ser una solución 2

sus problemas, cuando menos en el mediano plazo. Además
el sistema de salud no ha podido resolver el problema de 1<
mbcontratación con las empresas y aseguradoras médica:

privadas, cuya operación requiere de mayores controles en 1;;
calidad y sobreprecio de los servicios.

El ajuste fiscal que han sufrido los estados y un gran núme
ro de municipalidades aumenta los problemas financieros de

sector salud. lfJ Desde que el Fondo de Estabilización Fiscal se

estableció en 1995 se ha afectado todo el sistema de protec
ción social, ya que deja un estrecho margen para el mejora
miento de los programas. Un problema importante es que 11(

se han definido los criterios para redistribuir los recursos fis

IODesde 1993, en vista del incremento de las prestaciones económicas dI

la seguridad social, el sector salud ha cesado de recibir recursos provenien
tes de las contribuciones de nómina que ahora son exclusivas para la segu
ridad social. El resultado ha sido la bancarrota financiera de dicho sector

motivo por el cual en 1996 se aprobó la Contribución sobre el Movimienu
Ti'in':lnriprn o'llr'll ·.lIllpCT·..lr rprllr�n� o l �prt()r �'lIl'lr1 pn tprmino� tPITInnr:;llpc;;.
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cales a los estados y municipalidades, a pesar de que la Ley pa­
ra la organización y financiamiento de la protección social
fue promulgada desde julio de 1991 (Draibe, 1997, p. 132).

Otro de los problemas del presupuesto de protección so­

cial consiste en la operación descentralizada de los progra­
mas de salud y bienestar social, mientras que el financia­
miento se encuentra centralizado en las manos del gobierno
federal. Sólo recientemente se han introducido algunos me­

canismos de transferencia a estados y municipalidades para
asegurar la descentralización. No obstante, se han obtenido

algunos beneficios de la deseentralización fiscal de 1988 en la
estructura del gasto social federal, el cual ha disminuido de

65.8% en 1980 a 57% en 1992, con el consiguiente aumento

del gasto social de estados y municipios (ibid., p. 136).

3.3 La privatización de las pensiones
y el proyecto de privatización de la medicina social en México

Hasta antes de 1982 la dinámica de las instituciones de seguri­
dad y asistencia social fue de elevación de la cobertura apoya­
da por la asignación de incrementos presupuestales, que aun­

que modestos, permitían ampliar su radio de acción. A partir
de 1983, la crisis económica y la crisis de las finanzas públicas,
junto con la orientación neoliberal de austeridad financiera
de la administración de Miguel de la Madrid, llevaron al go­
bierno federal a ensayar una política de descentralización en

los servicios médicos de la SSA, a una reforma administrativa y
la privatización de ciertos servicios auxiliares en el IMSS y el

ISSSTE, así como al cobro de cuotas de recuperación en los ser­

vicios médicos de la SSA. Durante la administración de Carlos
Salinas se incrementa la privatización de algunas funciones au­

xiliares de estas instituciones y se sientan las bases para priva­
tizar las pensiones en el IMSS, lo cual se materializa al princi­
pio de la administración de Ernesto Zedilla.
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3.3.1 La privatización de las pensiones en el IMSS.

La privatización de la seguridad social, como indica Laurell

(1995, 1997) no puede ser total, en vista de la pobreza de la

mayoría de la población mexicana y la exigencia de rentabili­
dad por parte de las empresas privadas. Más bien la privatiza­
ción será selectiva y estará encaminada a crear un mercado de
servicios de salud privados dirigido a las capas medias y altas.

La privatización del ramo de pensiones se dio con la apro­
bación de la nueva ley del IMSS el8 de diciembre de 1995, la
cual entraría en vigor el 1 de enero de 1997, pero que fue

aplazada hasta julio de 1997 en vista de la incapacidad finan­
ciera del Estado para cumplir con sus aportaciones. La apro­
bación de la ley fue realizada en vista de la mayoría de repre­
sentantes con la que todavía contaba el partido oficial en las
cámaras legislativas, la cual sirvió de correa de transmisión

para la imposición de la voluntad del poder Ejecutivo. Las

propuestas de sindicatos, organizaciones sociales e investiga­
dores universitarios fueron simplemente desechadas, llapo­
yándose el gobierno en la opinión de las cúpulas empresaria­
les y siguiendo los lineamientos del Banco Mundial.

La nueva ley sustituye al ramo de pensiones anterior y al
SAR por los ramos de retiro, cesantía en edad avanzada y ve­

jez (Recaev) y el de invalidez y vida (Invi). El Recaev se nu­

tre de un 6.5% (de patrones, 5.15%; trabajadores, 1.125%; y

11 Los argumentos oficiales fueron la necesidad de hacer frente a la cri­
sis financiera dellMSS y la inequidad de las pensiones en relación al tiempo
de cotización o cuando se pensiona a los trabajadores antes de la edad de

retiro (Laurell, 1996, p. 9). Por parte del sector privado las razones esgrimi­
das fueron la conveniencia de "reforzar el ahorro privado", el "envejeci­
miento de la estructura demográfica" (El Financiero, 23 de octubre de 1995,

p. 7 y 5 de septiembre de 1995, p. 10), así como la consabida "superioridad
de la administración privada" frente a la ineficiencia y corrupción del sec­

ror público. Sin embargo, el ahorro de los trabajadores se ha invertido en

96% en bonos y certificados gubernamentales y el resto en valores privados.



�stado, 0.225%) sobre el salario base de cotización (SBC),
nás un 5.5% sobre el salario mínimo general (SMC) por par·
e del Estado. Estos fondos serán manejados por las Adrninis­
radoras de Fondos para el Retiro (More), abriendo una

:uenta a cada trabajador. También se depositará en la cuen­

a individual el 5% sobre el salario correspondiente al Insti­
uto Nacional para el Fomento de la Vivienda de los Trabaja­
lores (Infonavit), siempre y cuando el trabajador no haya re­

.ibido un préstamo para la vivienda. El Invi se financia con

:uotas del 2.5% sobre el SBC pagado por los patrones, los tra­

iajadores y el gobierno.
Cada una de las More está acompañada de una Sociedad

le Inversión de Fondos para el Retiro (Siefore), la cual se en­

:arga de invertir en valores financieros los ahorros deposita­
los y de pagar la pensión cuando el trabajador elige al jubí­
arse la modalidad de retiro programado. Alternativamente
iodrá elegir la modalidad de renta vitalicia, la cual se contra­

ará con una compañía de seguros, a la que se entregarán los
ondos de la cuenta individual.

Para tener derecho a la pensión, el asegurado requiere
250 semanas de cotización y haber cumplido 65 años de

.dad. En caso de tener la edad pero no el número de cotiza­

iones, el trabajador podrá retirar el saldo de su cuenta indi­
idual en una sola exhibición o seguir cotizando hasta cubrir
as semanas necesarias para que opere su pensión. Sólo si el

segurado tiene cotizadas un mínimo de 750 semanas tendrá
lerecho a las prestaciones en especie del seguro de enferme­

lades y maternidad (Art.154 de la nueva Ley delIMSS). Cuan­
lo cumple los requisitos de tiempo de cotización y edad, si

scoge la modalidad de retiro programado, no podrá retirar
ino 10% cada cinco años y con las modalidades que establez­
a la More. La otra alternativa es contratar un seguro de ren­

a vitalicia con una compañía de seguros.
Se han debatido ampliamente las ventajas y desventajas de

1 r::lnit::.Jiz::Iriñn np Ias nPllsinllPs v nE' Sll rnrrnr-io rn-ivarlrr nnr



UADRO 2: Sistema de Ahorro para el Retiro: ahorro acumulado de los

trabajadores y rendimientos reales,julio de 1997 a diciembre de 1998a•

(miles de pesos y porcentajes)

oncepto julio-diciembre enero-diciembre
1997 1998

horro dc trabajadores a precios 5447 183 43644519
e julio de 19971>

cndimientos a precios de julio de 1997b 258 259 2 498 224

asa real de rendimiento 4.7% 5.7%

endimienros a precios r1ejulio de 19971> 258259

[enos: Comisiones cobradas por (as 873316 n.d.

dministradoras de Ahorro para el Retiro

\Eore) a precios de julio de 1997°

érdida de los trabajadores a precios (615057)
ejulio 19971>

iversión de los ahorros de los trabajadores 99.0% 96.2%
onos y certificados gubernamentales
alores privados 1.0% 3.8%

endimiento de Certificados de Tesorería 9.37% 23.57%
el gobierno (Ceres)

asa de inflación 6.31 3.06

asa real de rendimiento 18.54% 5.03%

ente: Comisión Nacional de Ahorro para el Retiro (Consar) .

.1 Sistema de Ahorro para el Retiro inició actividades elide julio de 1997 .

. os ahorros de los trab ..�jadores y los rendimientos deflactados con base en el Índice Nacion:

Precios al Consumidor reportado por el Banco de México: fi.:l I % parajulio-diciembre d

97 Y I !!.61 % para enero-diciembre de I !l9!!.

1 que es conveniente conocer cual ha sido el rendimiento dI
s Siefore desde que empezaron a operar el 10 de julio dI
)97. De acuerdo con la Comisión Nacional de Ahorro par;
Retiro, el rendimiento promedio de las 14 Siefore en térmi

os reales (precios dejulio de 1997) fue de 4.7% en los prime
)s seis meses de operación, en términos anualizados dI
4o,.¡:, h�bnnn � ¡; 70/" pn pl �ñn np lQQR F"tp rpnnimipntn p
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ligeramente más alto que el rendimiento nominal de los
Cetes (certificados de tesorería del gobierno) el cual fue de
9.37% en el segundo semestre de 1997 y 23.57% en 1998, ren­

dimientos que disminuidos de la inflación son muy cercanos

a los obtenidos por las Siefore. Véase el cuadro 2. Esto sugie­
re que si desapareciesen las More y Siefore, los trabajadores
se ahorrarían las comisiones que las primeras les cobran y la

sociedad se ahorraría el costo administrativo de ambas.
El costo principal para los ahorradores es el de las comisio­

nes cargadas por las administradoras, las cuales son muy ele­
vadas. En el periodo julio-diciembre de 1997 ascendieron a

873.3 millones de pesos (Datos de la Asociación Mexicana de
Administradoras de Ahorro para el Retiro, Amafore, El Finan­

ciero, 15 de febrero de 1998, p. 4), mientras que los rendimien­
tos obtenidos fueron de 258.2 millones de pesos, (El Financie­

ro,8 de febrero de 1998, p. 4), por lo que se obtuvo una pérdi­
da para los trabajadores de 615 millones de pesos, todas estas

cifras a precios de julio de 1997. Véase el cuadro 2. Estos resul­
tados nos llevan a concluir, por el momento, que esto puede
constituir, si los resultados continúan con la tendencia actual,
el despojo del siglo para la clase trabajadora mexicana.

3.3.2. Las propuestas semiocultas de privatización
de los servicios médicos.

El Programa de Reforma del Sector Salud 1995-2000 ha esta­

blecido como objetivo de largo plazo el cambio de la estruc­

tura del Sistema Nacional de Salud (SNS), el cual hoy en día
se encuentra segmentado en varios subsistemas con escasa

vinculación e integrados verticalmente. Se ha visualizado la
transformación de la estructura en términos horizontales

por medio de funciones para establecer la articulación de los
subsistemas de salud y evitar su segmentación. Bajo el mode­
lo propuesto por la reforma, la SSA tendrá las funciones de
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regulación, establecimiento de políticas nacionales del SNS,
así como la supervisión y con trol de calidad de los servicios.
Los servicios médicos que presta la SSA pasarían a los Siste­
mas Estatales de Salud (SES), Y las cinco instituciones de se­

gmidad social se fundirían en una sola. Véase el cuadro 2.

En cuanto a la reforma financiera de los servicios médicos
del IMSS, se ha argumentado la conveniencia de reducir las
contribuciones de empleados y patrones, en vista de que el
aumento de las tasas de cotización a finales de los años ochen­
ta y principios de los noventa llevó a restringir el crecimiento
de los empleos formales y a cotizar por abajo de los sueldos y
salarios reales. Para este efecto se incrementará la contribu­
ción estatal y se exentará de cotizar a los trabajadores cuyo in­

greso sea hasta de tres salarios mínimos. Se decía que esto fa­

cilitaría la afiliación voluntaria de trabajadores que están en

el sector informal, pero que tienen cierta capacidad mínima
de pago, así como para hacer más atractiva a los patrones del
sector formal la afiliación de sus trabajadores.

Anteriormente, la cuota del seguro de enfermedades y
maternidad del IMSS se aplicaba sobre el salario base de coti­
zación (SBC), en cambio la nueva ley lo aplica sobre el sala­
rio mínimo general (SMG), el cual es mucho menor que el
SBC. De esta manera, la cotización promedio bajó del 12.5%
sobre el SBC a 11.42% (Laurell, 1996, p. 59). De acuerdo con

García Sainz (1996, p. 219), ex director del IMSS, la cuota no

será suficiente" ni siquiera para cubrir los costos directos de
los servicios [ ... ] al no permitir ninguna capacidad de inver­

sión ni de pago de renta por el uso de clínicas, hospitales y
centros médicos, la nueva ley cancela toda opción de inver­
sión institucional o privada, impidiendo su crecimiento y vul­
nerando su permanencia".

Recientemente se dio a conocer una "síntesis ejecutiva"
del Proyecto IMSs-Banco Mundial (BM), fechada en enero de

1998, referente a la reforma del sector de salud y seguridad
social (Proceso, núm. 1 117,29 de marzo de 1998, p. 6-10), que
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dado tanto por el BM (Proceso, núm. 1 118,5 de abril de 1998, p.
23) como por la Organización para la Cooperación y el Desa­
rrollo Económicos (OCDE, 1998, p. 116), mediante la reversión
de cuotas, el cual permitiría a los afiliados del IMSS optar por
seguros o servicios médicos privados. Así, dentro de este esque­
ma privatizador se le asigna al Estado, sin mencionarlo explíci­
tamente, el papel de cobrador de cuotas obligatorias y asigna­
dor de fondos públicos al sector privado. Se afirma que la di­
versificación de prestadores de servicios médicos incrementará
la competencia, la eficiencia y la calidad, mediante una "regu­
lación adecuada"; no obstante, las organizaciones médicas pri­
vadas (OMP) prácticamente contarán con un mercado cautivo

y no tendrán los gastos de administrar la afiliación y la cobran­
za de cuotas, funciones que quedarán a cargo del Estado.

La ampliación del mercado privado de atención a la salud

y su rentabilización requiere, como apunta Laurell (1996; pp.
55-56) que se les fue un precio de base a los servicios médi­
cos públicos y posteriormente definir los diferentes planes o

paquetes de servicios de salud. En la lógica de la rentabili­

dad, el "plan de servicios de salud del IMSS sería equivalente
al monto de la cuota única". Tanto las compañías de seguros
como las OMP ofrecerían una variedad de paquetes de servi­
cios de salud con diferentes límites de gasto cuya prima se

calcularía actuarialmente en relación al riesgo de enferme­
dad. Dentro del SNS, el paquete más barato sería el "básico"

para la población pobre, le seguiría el plan de "cuota única"
del IMSS y, finalmente, una variedad de paquetes privados
con pagos mayores a diferentes niveles de atención.

Habría que entender que la "cuota única" es un "precio"
que tiene componentes públicos y privados en vista de la
contribución tripartita al IMSS. La contribución del 13.9% so­

bre el salario mínimo general a cargo del Estado provendrá
de impuestos, por lo que en cierta forma y proporción los

trabajadores no afiliados que contribuyen a dichos impues­
tos subsidian a los afiliados, lo cual no es equitativo.
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4. REFLEXIONES FINALES

La hipótesis de la bifurcación de la trayectoria económica de
Brasil y de México, se explica mayormente por la diferente

configuración y evolución de las relaciones del Estado con la
sociedad y con la economía. El cambio de trayectoria econó­
mica a través de un patrón de acumulación específico a cada
uno de los dos países que nos ocupan, además de repercutir
en la trayectoria del mercado de trabajo, tuvo un impacto en

la PS. En los afias ochenta, los drásticos ajustes económicos
fueron operados de manera diferente por Brasil y México,
por lo que su impacto en la regulación de la relación salarial

(la relación capital-trabajo) fue diferente. En el primer país
se prefirió ajustar ex ante el sector externo y ex post el merca­

do de trabajo, mientras que en México fue a la inversa. Los

resultados del ajuste en el mercado de trabajo, a su vez in­
fluenciaron la operación del sistema de PS en términos de la
disminución del empleo registrado, que unido a la crisis fis­
cal y financiera del Estado, presionó todavía más los presu­
puestos de la seguridad y la asistencia sociales.

La crisis de los años ochenta se vivió de manera diferente
en Brasil que en México, ya que en este último tuvo conse­

cuencias más dramáticas, tanto porque se enfatizó el ajuste
interno en respuesta a las presiones de las tendencias globa­
lizadoras externas, como por la turbulencia política y el com­

portamiento de los actores sociales. Mientras que en Brasil
los movimientos populares, la acción sindical y aun los em­

presarios contribuyeron al desalojo del gobierno militar y a

un creciente movimiento democratizador, en México hubo
un endurecimiento de las fuerzas represivas del Estado, un

resquebrajamiento del sindicalismo oficial pero sin un incre­
mento apreciable del movimiento sindical independiente, y
un lento balbuceo democratizador de la ciudadanía, blo­

queado por los remanentes de las formas institucionales del
modo de regulación burocrático corporativo. En Brasil el im-
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de los ochenta no fue tan grave como se esperaba, aunque a

pesar del vigoroso empuje democratizador la concentración
del ingreso golpeó a la clase trabajadora.

Las políticas de ajuste aplicadas en Brasil y en México han
tendido a cambiar la estructura del mercado de trabajo hacia
un aumento de la informalización y de los puestos precarios
y la flexibilización de los salarios, lo cual a su vez se refleja en

el debilitamiento de la cobertura de la seguridad social y el
aumento del asistencialismo. La diferencia ha estado en que
en México las instituciones de seguridad social implementa­
ron un aumento de cobertura, que infló ficticiamente las ci­
fras oficiales, pero que en realidad destruyó la calidad de los
servicios y prestaciones sobre todo en el ámbito de la salud.

La estrategia flexibilizadora de la relación salarial y de la pro­
tección social que surgió con la crisis del capitalismo mundial
ele mediados de los setenta, indudablemente que ha golpeado
a las formaciones sociales latinoamericanas, pero cada una de
estas ha respondido de manera diferente en términos de las re­

laciones entre el Estado y los actores sociales. Tampoco cabe
duda de que la globalización actual ha promovido cierta invia­
bilidad de los capitalismos nacionales (SallumJr., 1995), sobre
todo en los países periféricos, la cual se refleja en sus dificulta­
des para acceder a una recuperación económica durable. La re­

gionallzaclón, como derivado contradictorio de la globaliza­
ción, ha introducido en las economías latinoamericanas condi­
cionantes importantes, las cuales podrían ser muy negativas a

menos que se establezca una concertación política a nivel regio­
nal que las controle y las convierta en fuerzas positivas.

En el contexto de la formación de bloques regionales, la in­

tegración hemisférica no tiene gran porvenir para América La­

tina si se realiza bajo un marco económico alineado al consen­

so de Washington, tal como lo ha mostrado el TLCAN. Si bien se

ha incrementado el comercio exterior de México principal-



TRANSFORMACIONES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL 329

den a dominar las exportaciones en épocas de crecimiento eco­

nómico, en vista de la debilidad del Sector 1 de medios de pro­
ducción. Las exportaciones se han incrementado más a través
de las maquiladoras que por medio de la industria de transfor­
mación que opera en el país, por lo que es difícil contar con

una integración productiva impulsada por los sectores de bie­
nes intermedios y de capital. La negociación del Acuerdo efec­
tuada según la teoría neoclásica tradicional, no ha rendido las

pregonadas ventajas para México, y la especialización sobre la
base de mano de obra barata y tímidas medidas ecológicas, tien­
den a un "dumpingsocial" y a una desestructuración de los sala­
rios y del bienestar de los trabajadores que debilita el sistema de

protección social. La indiscriminada apertura financiera tam­

poco garantiza la estabilidad económica ni un incremento sig­
nificativo de las actividades productivas, por lo que es dificil avi­
zorar una recuperación durable y una salida por lo "alto" en

cuan to al bienestar social de los trabajadores mexicanos.
En cambio, para Brasil su asociación con los países del Co­

no Sur a través del Mercosur le ha rendido resultados positi­
vos a su balanza comercial y puede ser positiva en el largo
plazo para todos los miembros en cuanto a complementa­
ción e integración productiva. La expansión del intercambio
con la Comunidad Económica Europea también ha sido po­
sitiva y le da mayores grados de libertad al Mercosur frente a

Estados Unidos. La mayor apertura a la participación de los

trabajadores organizados y a atender a los movimientos po­
pulares para tratar de incorporar sus demandas salariales y
de protección social podría llevar a una mediación positiva
dentro de la región del Mercosur.

A la vista de los desastrosos resultados de la liberalización
financiera y del chantaje ejercido por las políticas de desin­
flación para negar las reivindicaciones laborales, el reto de
los países de América Latina es tratar de realizar una verda­
dera concertación política que los lleve a reconquistar la so­

beranía política en materia monetaria, tal como propone



ieuoa externa en termmos <le la mcapacmac estatal para
-fectuar una reforma fiscal y la sumisión de la política moneo

aria a los mercados financieros ha dejado una honda huella
le creciente empobrecimiento en la región.

Las reformas efectuadas en los sistemas PS de Brasil y Méxi
:0 en los años noventa, arrojan un saldo más positivo en el pri.
nero de estos países. Si bien hubo cierta decepción después
le las significativas reformas de la PS incorporadas en la Cons
itución de 1988, a partir de 1993 se retoma un sentido más de­
nocrático y más universal para implementar gradualmente tao

es reformas, aunque subsisten algunas formas institucionales
-n la PS hrasileña heredadas de la etapa autoritaria, en espe­
:ial el clientelismo, el paternalismo y los privilegios y desigual
lades derivados de estas. Además, durante la administración
::ollor el chantaje neoliberal justificó la reducción del gaste
.ocial en términos de la fatal necesidad de aplicar los ajustes
Iscal-financieros del Estado y una política monetaria de auste

idad. En la administración de Cardoso se ha condicionado el

�asto social al saneamiento financiero y al crecimiento econó

nico, aun cuando se ha puesto énfasis en proveer servicios bá
.icos de carácter universal en los ámbitos de la seguridad so

.ial, la salud, la educación, el bienestar, la vivienda y la sani

Iad; el incremento de las oportunidades de trabajo, empleo)
iumento del ingreso, así como toda una amplia gama de pro
�ramas prioritarios para combatir la pobreza. De todas mane

"as subsisten los retos del financiamiento insuficiente del sec

.or salud y la incongruencia entre la implementación deseen

.ralizada de los programas de salud y bienestar social y e

.inanciamicnto centralizado del gobierno federal.
En México, en cambio, la reforma del sistema de PS ha ca

ninado más por el lado de la privatización, la cual reclamar
.on fuerza las grandes empresas nacionales y extranjeras, e

�obierno estadounidense, el Banco Mundial, la banca nacio
r1:11 (�lntprn:1clon:11 v pI nronlo O"ohlprno mpY1C:1no 1'.n 11111("
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zó a operar el sistema de ahorro para el retín
tituciones financieras privadas, las cuales ya ce

lidas en el primer semestre de 1998, Y cuya e)¡

altas tasas de inflación durante las crisis finan
:ter cíclico auguran una pérdida en los fondo
)s trabajadores. A esto hay que agregar que e

[etivo de incrementar el ahorro interno par:
iversión no se ha cumplido, en vista de que lo
.rro para el retiro han servido en un 97% par:
.uda interna del gobierno.
rte, los apologistas del TLCAN Y e! Banco Mun
sión para la privatización de una parte del sec

lan a largo plazo es asignar a la SSA el contra

sistema de salud, pasando sus operaciones d.
11 a las entidades federativas; el pape! de cobra
ones será asignado al IMSS, quien canalizará 10
cotizan tes con ingresos más elevados a las em

i de atención médica. El IMSS prestaría servicio

trabajadores con más bajos salarios y mayore
¡alud a través de un paquete intermedio de ser

De esta manera la ciudadanía quedaría partid.
tos, el de la asistencia social con un paquete mí

ios médicos; los trabajadores con ingresos bajo
S con un paquete de servicios médicos presumi
or que en la actualidad al quitarle medios finan
-ntes de los cotizanLes más altos, yel de la medí
on una serie de planes de atención graduado
os ingresos de los derechohabientcs.
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ricas de salud de sus respectivos países. Una de sus acciones con­

sistió en elaborar un marco cognoscitivo con el cual alimentar

proyectos técnico-asistenciales de reforma, que sirvió de plata­
forma político-ideológica para determinados grupos sociales.

En el caso de Brasil, a partir de los años 70, un gmpo de

médicos-sanitaristas, en su mayoría simpatizantes de la izquier­
da comunista y socialista, algunos con vinculación político-par­
tidaria, construyeron su identidad en tomo del concepto de
Salud Colectiva. Sus integrantes fueron protagonistas princi­
pales del "Movimiento de la Reforma Sanitaria" en la década

siguiente (fJan passu a la transición democrática), se organiza­
ron en el Centro Brasileño de Estudios de la Salud (Cebes),
creado en 1976, y en la Asociación Brasileña de Postgrado en

Salud Colectiva (creada en 1979). Como gmpo técnico-cientí­

fico, se oponían a la salud pública tradicional y lucharon por
el control de sus espacios institucionales de reproducción y de
formación de recursos humanos. Ese gmpo fue un firme opo­
sitor de la política de salud del régimen militar y, con la llega­
da de la Nueva República (en 1985), sus miembros ocuparon
importantes cargos en los distintos niveles del poder ejecutivo
(federal, provincial y municipal), desde donde lograron insti­
tucionalizar un Sistema Único de Salud (sus).

En el caso de México, en respuesta al contexto de cambio

económico-político que emergió con el gobierno de De la
Madrid (1982-1988), un gmpo de médicos-sanitaristas, algu­
nos vinculados al Partido Revolucionario Institucional (PRI)
y otros independientes, propuso una Nueva Salud Pública en

oposición a las concepciones existentes en práctica tanto en

las instituciones formadoras de recursos humanos para el
sector como en las de asistencia. Dicho grupo encabezó si­

multáneamente la creación de una organización estratégica,
la Fundación Mexicana de Salud (Funsalud), creada en 1985,
y emprendió una lucha por controlar tanto las instituciones
formadoras de recursos humanos en salud pública, creando
el Instituto Nacional de Salud Pública, vinculado a la Secre-
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taría de Salud, como las instituciones públicas de salud y ocu­

pando cargos de dirección en el área.

Algunas cuestiones estaban en el núcleo del esfuerzo de mo­

vilización de ambos grupos. En el caso de Brasil, estos especia­
listas consideraban que la política de salud promovida por el

régimen militar, al lado de una gestión tecnocrático-autorita­

ria, buscaba privilegiar la privatización y la medicalización de
los problemas sociales, menospreciando la salud pública. Para

eso, según esa visión, durante el régimen militar se había im­

plementado la extensión de la cobertura de la atención médi­
ca sin expandir la red pública, promoviendo la organización de

I

las empresas médicas privadas, y subsidiando el crecimiento
del sector médico-hospitalario privado, contratado como pro­
veedor por el Estado. La asistencia médica de la "Providencia
Social" era autónoma, separada del Ministerio de Salud, y do­
minaba el sector. Este modelo había profundizado las desigual­
dades y fortalecido un sistema de salud dual y fragmentado,
con una estructura centralizada. Además, la escasa participa­
ción de los sectores sociales organizados en la determinación
de las políticas sectoriales y en el control del uso de los recur­

sos, agravaba esas tendencias. También denunciaban que había
aumentado la demanda no satisfecha por servicios de salud, pa­
n passu al empeoramiento de las condiciones de vida de las po­
blaciones, las epidemias sucedían y resurgían algunas de las en­

fermedades infecciosas anteriormente controladas.
En contra de eso, y de los interventores del régimen militar

en sus locales de trabajo y asociaciones de representación, es­

tos médicos y otros profesionales vinculados a la salud pública
se organizaron en torno al compromiso de producir un nue­

vo conocimiento que sirviera a las causas populares y fuera ca­

paz de materializar una propuesta alternativa de política de sa­

lud, basada en el principio de la salud como un derecho de
ciudadanía. Ese gnlpo logró transformar sus ideas en un pro­
yecto técnico-asistencial, desarrollar estrategias que aglutina­
ran fuerzas políticas alrededor de un ideario de reforma y con-
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cional Constituyente (1987-1988). Eso permitió la inscripción de
ese derecho en la-nueva constitución, redactada en 1988, parti
cularmente en el artículo 196, donde se lee que "la salud es de
recho de todos y deber del Estado, garantizado mediante [ ... ] e

acceso universal e igualitario a los servicios de salud".
En México, algunos jóvenes médicos, especialistas en salue

pública, creían que su país necesitaba un sistema de salud mo

derno, ágil, menos politizado y estatizado, con una ciudada
nía más responsable con relación a su salud y con una mayol
participación del sector privado. Dicho sistema debería ser ca

paz de responder al complejo cuadro epidemiológico carac

te rizado por la fuerte presencia de enfermedades crónico-de

generativas, acompañadas por padecimientos propios de ur

cuadro de pobreza extendida. Todo esto en un contexto mar

cado, según ellos, por la escasez de recursos y por una ere

ciente demanda, no satisfecha, de servicios de salud en e

país, y por un sistema de atención a la salud, consolidado en

tre 1940-1970 en una estructura centralizada y dual -seguri
dad social y salubridad y asistencia-, permeado por interese:

corporativos y de clientelas que ya no respondía a las necesi
dades de una economía globalizada. Al mismo tiempo, et pou
cause, su desempefio fue caracterizado por siete característi
cas: inequidad, insuficiencia de recursos, ineficiencia, inade
cuada calidad, insatisfacción de los usuarios, inflación, e inse

guridad. Estos médicos sanitaristas, congregados en torno de
doctor Guillermo Soberón, estaban convencidos de la necesi
dad de iniciar un diálogo sobre las prioridades del sistema de
salud en México. De acuerdo con ellos, era urgente introdu
cir camhios en el proceso de decisiones para incrementar 1<

calidad, el acceso, la equidad, y la libre elección de servicio:

por parte del consumidor, Ellos estaban dispuestos a revertii
la tendencia que favorecía los intereses corporativos en nom

- - - --- - - _.
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ba al grupo. Desde la década de los años setenta, algunos seg-
mentos de la sociedad mexicana venían poniendo en tela de

juicio el sistema de partido único, y el corporativismo como la
forma legítima de intermediación de los intereses, y plantean­
do la necesidad de una sociedad civil más actuante e indepen­
derte del Estado, como también fue planteada una mayor par­
ticipación del sector privado en la conducción de los rumbos
de la sociedad. Fue en consonancia con esa visión que el grupo
creó Funsalud en 1985, una institución que desde entonces ha
tenido un papel importante en el sector salud, y que logró, en­

tre otras cosas, plasmar su propuesta en el programa de refor­
ma del gobierno del presidente Ernesto Zedilla (1994-2000).

¿Por qué la salud pública tradicional fue atacada por am­

bos grupos? ¿Cuáles eran las características fundamentales
de la Salud Colectiva y de la Nueva Salud Pública, formula­
das como campos técnico-científicos innovadores? ¿Qué les

permitió crecer y cambiar el debate sectorial? ¿Cuáles han si­
do las estrategias de esos dos grupos para influir en las agen­
das de la reforma del sector salud en sus respectivos países?
y, por último, ¿qué lecciones se pueden aprender de la actua­

ción y contribución de estos dos grupos de especialistas para
las reformas en proceso en ambos países?

Este artículo tratará de responder esas preguntas, examinan­
do algunos de los factores que, a nuestrojuicio, confluyeron pa­
ra dotar a esos grupos de la fuerza necesaria para intervenir con

éxito en el debate nacional. Para eso, expondremos cada caso

por separado, mostrando en primer término el surgimiento de
las respectivas corrientes de pensamiento en el campo de la sa­

lud pública, en torno a las cuales se organizan y consolidan nue­

vas perspectivas técnico-científicas. Enseguida demostraremos
sus articulaciones con fuerzas políticas y sociales, y analizaremos
la conversión en vertientes de lucha al interior de las institucio­
nes de salud para impulsar cambios y controlar el futuro del

- - - . _.



340 R\QUEL ABRANTES PEGO y CELIA ALMEIDA

lograron influir en el debate nacional en el momento en que la
discusión técnico-científica rebasa el ámbito profesional para
instalarse en el palco del debate sociopolítico. En nuestra opi­
nión, esto sucede porque el conocimiento técnico-científico

producido por esos grupos fue postulado, independiente de su

valor intrínseco, como una plataforma ideológica alternativa,
capaz de dar sustento a un proyecto técnico-asistencial de refe­
rencia que, convertido en proyecto político, sirvió para agluti­
nar a determinados sectores sociales y no otros.

EL CONCEPTO DE SALUD COLECTIVA Y EL MOVIMIENTO

DE REFORMA SANITARIA EN BRASIL

La construcción de un proyecto alternativo de reforma del
sistema de salud en Brasil tiene antecedentes en los años se­

tenta, aún en la época de la dictadura militar, y está articula­
do a la intensa transformación de la sociedad brasileña, prin­
cipalmente durante los años ochenta, cuando el modelo de
relaciones entre el Estado y la sociedad comenzó a ser dura­
mente criticado, sobre todo en el área social. Son los años en

que la enorme deuda social acumulada durante el régimen
militar pasó a ser cobrada.

El patrón de intervención del Estado brasileño en el área so­

cial se remonta a las décadas de 1920 y 1930, cuando los dere­
chos sociales y de ciudadanía fueron vinculados al lugar del in­
dividuo en el mercado formal de trabajo a través de un sistema
de seguridad social organizado por categorías profesionales en

los Institutos de Jubilación y Pensiones que ofrecían asistencia
médica diferenciada con coberturas desiguales. La atención a

los gmpos excluidos del proceso de desarrollo económico y las
acciones de saneamiento fueron respondidas por el Ministerio
de la Salud. El golpe militar de 1964, no solo implicó la exclu­
sión de la participación de los sindicatos del proceso de toma de
decisión sectorial, reforzando una visión tecnocrática, sino que
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va de grandes proporciones: se unificó los Institutos de Jubila­
ción y Pensiones (1966) y, en la década siguiente, creó el Siste­
ma Nacional de Provisión Social (1977), donde se insertaba la

principal institución de servicios médicos, el Instituto Nacional
de Asisténcia Médica de la Provisión Social (INAMPS). A partir
de entonces se retiró deJacto del Ministerio de Salud el poder de
formulación de la política de salud. El resultado fue el predomi­
nio de la atención médica como modelo asistencial y como vo­

lumen de recursos. Para eso, los gobiernos militares combina­
ron una fuerte intervención del Estado como financiador y
comprador de servicios al sector privado y el favoritismo de la
asistencia hospitalaria en detrimento de la atención básica, de
la preventiva y la salud pública.

Fue en contra de esa política que a mediados de los años

setenta comenzó a delinearse un grupo, compuesto en su

mayoría de médicos-sanitaristas militantes en la izquierda co­

munista y socialista, algunos afiliados al Partido Comunista
Brasileíi.o. Ese grupo tenía su sede en algunos departamen­
tos de medicina preventiva, institutos universitarios o de in­

vestigación, e instituciones de servicios. Desde allí, con base
en una perspectiva médico-social y con el apoyo de sectores

de la Organización Panamericana de Salud, inició la lucha

por la hegemonía al interior del propio "preventivismo",
oponiéndose tanto a los sanitaristas tradicionales, ubicados
en algunos grupos de la academia y sectores de la tecnobu­
rocracia de las instituciones públicas del área de la salud, co­

mo a los "racionalizadores", presentes en el Ministerio de la

Salud, y a los "privatistas" que estaban principalmente en las
instituciones de seguridad social. Esos profesionales se opo­
nían a la salud pública tradicional y a las propuestas de cam­

bio elaboradas exclusivamente a partir del marco biomédico,
también discutían de forma crítica las orientaciones difundi-



e grupo postulante de la saruc l_;OleCtlva (que llamaremos a

.rtir de ahora sanitaristas-colectivístas), reclamaba la "transfor­
ación social", y para eso abogaba por la constitución de un su­

.o dotado de "conciencia social", conquistada a través de su

onciencia sanitaria" (Teixeira, 1987; Escorel, 1987 y 1999).
En ese sentido, esa vertiente de análisis buscará "distin­

rirse de las anteriores por su producción teórica centrada
t lo social como determinante de las condiciones de salud,
-mo también por apuntar hacia la necesidad práctica del
nitarista como sujeto político de la transformación preten·
da" (Escorel, 1987, pp. 95-96, traducción libre). El adjetivo
electivo" fue introducido para definir el objeto que se pro·
traba comprender y sobre el cual se quería intervenir -la
mensión social de la enfermedad (por oposición a lo indio

Iual) y el método de aproximación elegido fue el "históri­
...estructural" (por oposición a los abordajes funcionalistas

fenomenológicos utilizados en las décadas precedentes)
[unes, 1985, p. 37). La producción de conocimiento a que
)s referimos nació, pues, como un "saber militante" (Cohn,
H9. ri. 124). como una est4ede de hase ide-olóvica nara una
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blemática vinculada a la cuestión de la salud; posteriormen­
te, predominó la subordinación de todos los ámbitos de la
reflexión a lo político.

En su eje conceptual la noción de Salud Colectiva se sitúa
en un dominio donde confluyen varias áreas del conocimiento

que trabajan con diferentes objetos. Ella buscó representar una

inflexión decisiva para el concepto de salud, ya que, por un la­

do, niega el universalismo naturalista del saber médico acep­
tando otras lecturas y prácticas de curación, lo que provoca una

ruptura con los discursos biológicos y con la concepción clási­
ca de salud pública, dominantes en el campo de la salud. Por
otro lado, promueve la reestructuración del propio campo de
la salud pública, dado el énfasis que atribuye a la dimensión
histórica de la enfermedad, y a la practica política como trans­

formadora de lo social. Con la noción aludida se replantea
también el lugar del público, que ya no es visto como "estatal",
opuesto a lo "privado", sino en términos del espacio de expre­
sión, enfrentamiento y negociación de demandas, ya sean indi­
viduales o colectivas (Birman, 1991).

Para llevar adelante su lucha política y en consonancia
con la gran movilización de la sociedad civil en contra del ré­

gimen militar, se creó, en 1976 el Centro Brasileño de Estu­
dios en Salud (Cebes). Debido a su acción organizativa y de

movilización, logró congregar médicos, salubristas, líderes
sindicales del área de salud, mujeres feministas y otros profe­
sionales involucrados en los diversos movimientos de oposi­
ción sectorial. Fundaron la revista Saúde em Debate, y promo­
vieron debates, discusiones, apoyos a las demandas de los
movimientos populares y participaron de las diversas mani­
festaciones en contra de los militares y de sus políticas de sa­

lud. El Cebes dio gran importancia a la gestión de propues­
tas alternativas de políticas de salud y a la formulación de

estrategias para su puesta en práctica. También fue: creada en

el ámbito académico la Asociación Brasileña de Postgrado en

Salud Colectiva (Abrasco), en 1979, para el diseño de políti-
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cas tendientes a la formación de recursos humanos, y de aná­
lisis crítico del modelo vigente de asistencia a la salud, así co­

mo de generación y difusión de las propuestas de reforma

(Teixeira y Mendonca, 1989).
Al inicio de la década de los ochenta, la Salud Colectiva co­

mo una propuesta de ámbito académico se había consolida­
do junto a los organismos públicos de conducción de la po­
lítica científica y educativa, con financiamientos propios, di­
ferente tanto de las disciplinas médicas correlativas como de
la salud pública tradicional. Se reestructuraron y organiza­
ron postgrados de acuerdo con la perspectiva de la Salud Co­

lectiva, como también innumerables investigaciones fueron
financiadas con apoyo de los organismos científicos naciona­

les e internacionales. También aportó cuadros a los organis­
mos internacionales sectoriales y promovió un intercambio
de experiencias e ideas con los países latinoamericanos y con

el continente europeo, en particular con Italia y España, de­
bido a que tenían propuestas semejantes de reforma sanita­

ria, y en particular con el representante del entonces Partido
Comunista Italiano, Giovanni Berlinguer.

Otro resultado de esa dinámica fue el surgimiento de una

propuesta alternativa de organización de los servicios de salud.
Una parte importante de esa propuesta centró su atención en

los planos jurídico-legal y administrativo-organizacional de la

organización médica. En ella, la práctica clínica hegemónica, o

su expresión organizacional -la asistencia médica-, fue ana­

lizada mayoritariamente dentro de este último plano. De for­
ma simultánea, gmpos específicos dentro de esta corriente bus­
caron descubrir las veredas tortuosas por las cuales podría dar­
se la transformación de las necesidades sentidas en demanda

social, investigando los llamados "nuevos movimientos sociales
en salud" y sus pautas reivindicativas. La participación de los
ciudadanos fue incorporada como elemento importante para
la democratización de la salud. Aun negaban que las necesida­

des de salud encontraran en el campo médico su área privile-
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giada de expresión; el punto de referencia principal para la de
limitación del proyecto técnico-asistencial de los sanitaristas-cc
lectivistas fue el hecho de que "la generalización del consume

médico no se haya puesto al alcance de todos los grupos socia

les, y de que persistieran modalidades aún relativamente exclu

yen tes de producción de servicios de salud" (Donnangelo
1975, p. 76). En resumen, los postulados básicos que constituye
ron la Salud Colectiva se fueron perfilando en oposición a 1:
dictadura militar y se afirmaron a la sombra del proceso d(
transición política, como una modalidad específica del discur
so sanitarista, con fundamento epistemológico y registro histó
rico y conceptual propios, al mismo tiempo en que se plantea
ba un proyecto político-ideológico profesional militante de re

forma sanitaria, vehiculado por el llamado "Movirnientr

Sanitario", que analizaremos enseguida.

LA !5ALUD COLECTIVA, EL PROYECTO POLÍTICO
DE LA REFORMA SANITARIA Y LA ACTUACIÓN

DE LOS SALUBRISTAS-COLECTIVISTAS

Alentado por el contexto de la transición brasileña, y resulta
do de la confluencia de diversas fuerzas sociales y política:
comprometidas con el proceso de democratización de la so

ciedad y con la mejoría de las condiciones de vida y salud de
los diversos grupos sociales, surgió al inicio de los año
ochenta el "Movimiento por la Reforma Sanitaria Brasileña"
Fue conformado y dirigido por la militancia profesional de

oposición en el sector, y alimentado tanto por las luchas cor

porativas profesionales como por la reactivación de los parti
dos políticos y de la organización de diversos sectores socia

les, y logró, en un primer momento, "unificar" una posiciór
sectorial global contra la política de salud puesta en práctica
por el gobierno autoritario. El "Movimiento" alcanzó mayol
visihilidad en las nostrirnerfas del réoirnen militar. rua n dr
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la dirección de importantes instituciones sectoriales.
También fueron determinantes para la expansión del mo

vimiento de reforma sanitaria las diversas manifestaciones de
insatisfacción con la política de asistencia médica que se pro
dujeron en diferentes momentos a partir de la segunda mirar
de la década de los setenta. Dicha insatisfacción se materializr
en la destrucción de ambulatorios médicos y en el estallido de

protestas espontáneas de derechohabientes y de la poblaciór
no asegurada en las largas colas de los servicios médicos, en e

surgimiento de asociaciones populares comunitarias, de veci
nos y de mujeres en torno a cuestiones concretas de salud di
estos conjuntos sociales; en organizaciones de enfermos "mal

ginalizados" (como los hansenianos), en huelgas de profesic
nales de la salud. De forma simultánea, se desencadenó UJ

proceso en el que varias organizaciones (como la Iglesia caté

lica, los sindicatos y otras asociaciones de la sociedad civil)
partidos políticos progresistas denunciaban la situación caóti
ca de la atención a la salud de la población (Luz, 1991').

En el plano del desarrollo sociopolítico del "Movimiento"
se delineó un embate político-ideológico dentro del propii
campo de la Salud Colectiva, que reflejaba no sólo los cam

bios generales que se encontraban en proceso en la sociedad
sino también los diferentes proyectos políticos en gestación
Así, para los salubristas-colectivistas la reformulación del siste
ma de salud, vista en el contexto del cuadro político que se di

seriaba, formaba parte del proceso de construcción de la de
mocracia. Sin embargo, divergían entre ellos sobre la mejo
estrategia para alcanzar esa reformulación. Algunos, en parti
cular el gmpo más próximo al partido comunista, privilegia
han el ámbito institucional, defendiendo el "control del ap<l
rato burocrático estatal" en sus diversos niveles gubernamen
tales. Otros, en particular la izquierda no comunista, dabai

� � �. � � - �. � � � �
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ciar el compromiso histórico de la burocracia de las institu
ciones de seguridad social con los intereses del sector priva
do, la corrupción reinante.. las pésimas condiciones de las ins
tituciones públicas de salud y el desprecio por la salud públi
ca. En términos concretos, las distintas visiones en torno de 1;
construcción de un sistema democrático y ciudadano signifi
caron dos estrategias principales de lucha y alianzas diversas

pero complementarias.
Los adeptos del refuerzo de la sociedad civil se inclinaror

al apoyo y colaboración con los movimientos reivindicatorio:
en pro de mejores condiciones de vida y salud, protagoniza
dos por moradores de la periferia de las grandes ciudades
así como con los movimientos de mujeres. Promovieron ex

periencias alternativas en las áreas urbanas y rurales con e

apoyo de otros sectores de la sociedad, como la Iglesia cató
lica o los gobiernos locales de oposición, en particular aque
Has vinculados al Partido del Movimiento Democrático Bra
sileño (PMDB). Los "institucionalistas", toda vez que se postu
laba que era a través del Estado que se podrían crear la!
condiciones para el ejercicio de la ciudadanía, desplazaror
su lucha hacia dentro del aparato del Estado actuando come

si fueran un partido político (el "partido sanitario"), pueste
que sería "el gran catalizador y articulador de los anhelos de
cambio de los diferentes grupos sociales" (Campos, 1988, p
183, traducción libre). La decisión de "ocupar espacios de

poder" (Escorel, 1987, 1998) fue instrumentalizada mediante
la ocupación de cargos técnicos en las instituciones del sec­

tor capaces de influenciar en la política de salud en los dis
tintos niveles del gobierno. Eso fue posibilitado por una se

ríe de alianzas con segmentos "publicistas" de la tecnoburo
eracia próximos al partido de la oposición (PMDB).

De esa manera, los sanitaristas-colectivistas lograron conver­

tirse en una vertiente ideológica en las pugnas internas de las
instituciones gubernamentales de salud y, a través de procesm
pvtrpm:;1c!:;1mpntp conflictivo.;: ';:P :;1nrovpch:;1ron c!p 1:;1';: c!i.;:n•• t""
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por la conducción de la política sectorial y de las fisuras presen­
tes en tre la tecnoburocracia del Ministerio de la Salud y la de

Seguridad Social para formular y operar en un primer momen­

to, en la primera institución, proyectos dirigidos hacia los gru­
pos sociales excluidos de la política de salud. Para eso se valie­
ron de las propuestas de los organismos internacionales y de
sus financiamientos, tanto las racionalizadoras como las de ex­

tensión de cobertura en salud, de medicina comunitaria y de

integración docente-asistencial. Estas propuestas fueron, en su

gran mayoría, apropiadas de forma instrumental como un ve­

hículo de promoción de experiencias alternativas de atención,
de organ ización de la población y de una renovación de la
salud pública. Entre estas podemos citar el programa desarro­
llado en el municipio de Paulinia, en Sao Paulo, por la Facul­
tad de Ciencias Médicas de la Universidad de Campinas
(Unicamp), financiado por la Kellog; y el de Montes Claros, en

Minas Gerais, que originalmente era un proyecto piloto de pla­
nificación familiar, en una articulación entre la Universidad de
Tulane (EVA) y la Universidad del Norte de Minas Gerais, cu­

yos desdoblamientos lo transformaron en un proyecto de reor­

ganización de servicios que fue incorporado por la Secretaría
Estatal de Salud, y en un marco de referencia para otros pro­
yectos de mudanzas institucionales en los niveles estatal y fede­

ral, además de provocar una serie de enfrentamientos con los
cuadros tradicionales de la salud pública, en todos los niveles

(Escorel, 1987, 1999; Muller, 1989, 1991, 199Ia).
Con esas experiencias, los sanitaristas-colectivistas marca­

ron su presencia en el sector y ampliaron el campo de actua­

ción del movimiento reformista, articulándolo con fuerzas po­
líticas municipales en las regiones donde la oposición tenía

mayor presencia (Stralen, 1998; Machado, 1988; Muller, 1991,
1991a). Para esto fue decisiva la victoria de los candidatos del
único partido legal de oposición (el PMDB) en las elecciones

municipales de 1976, pues sus gobiernos incorporaron ele­
mentos ele las experiencias "alternativas" anteriores, y un reti-



vas de alcance regional. La salud pasó a integrar la agenda po­
lítica local. Estos eventos tras�adar:on la "lucha por la reforma"

y los conflictos a ella inherentes a los niveles estatales y muni­

cipales. Las articulaciones entre las experiencias municipales
de cambio comenzaron a ocurrir con la realización de los En­

cuentros de Secretarios Municipales de Salud en 1979; y en

1980, fue creado el Consejo Nacional de Secretarios de Salud

(Conass), como instancia de representación sectorial en los di­
versos niveles de negociación de la política de salud.

También debido al apoyo del PMDB, los sanitaristas-colecti­
vistas reactivaron los foros sectoriales de discusión y se amplió
el abanico de alianzas en dirección al sector médico-liberal re­

presentados en la Seguridad Social. En 1979 se realizó ello

Simposio sobre Política Nacional de Salud en la Cámara Fede­
ral de Diputados y se buscó incrementar y politizar las Confe­
rencias Nacionales de Salud (CNS), instancia tecnoburocrática
sectorial que desde 1967 no era convocada. Por contraste, en­

tre 1975 y 1980 fueron realizadas tres conferencias y, en esa úl­

tima, se puso de manifiesto el embate que ya se venía proce­
sando en los bastidores del ámbito burocrático sectorial entre

el Ministerio de la Salud y la Seguridad Social en torno a có­
mo lograr ampliar el acceso a los servicios de salud.

Todo este proceso coincide con el descenso del régimen mi­

litar a inicios de los años ochenta y con el agravamiento de la
crisis financiera de la Seguridad Social. El último gobierno mi­
litar responde a la crisis creando un Consejo Nacional de Ad­
ministración de la Salud de la Seguridad Social (Conasp), en el
cual, debido a las alianzas con el sector médico liberal, los salu­
bristas-colectivistas participan y logran negociar la propuesta
reformista de integración institucional. El "nuevo modelo asis­
tencial" propuesto por el Plan Conasp tendría como base legal
los convenios trilaterales entre los ministerios de Seguridad So­
cial (MPAS), de Salud y las Secretarías Estatales de Salud. A tra-

.; .. •• .. '" ••• .. .'O 'O. .. ..
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.le servicios y cortar gastos, en una perspectiva racionalizadora,

integrando en la práctica cotidiana de los servicios, institucio­
nes históricamente distintas y que siempre habían trabajado se­

paradas. Esta propuesta está en el origen de la formulación

posterior del Programa de las Acciones Integradas de Salud

(AIS) , iniciado en 1983, y que constituye un importante antece­

dente de la descentralización en el sector salud al posibilitar la
transferencia de recursos a los municipios y la recuperación
por un lado de la red básica de servicios, y por otro de la ges­
tión colegiada, tanto en nivel federal como local, transforman­
do ese tipo de proceso de decisión en uno de los ejes funda­
mentales de la política de salud, sobre todo a partir de 1985.

Con el advenimiento de la "Nueva República", 1985-1989,
las condiciones políticas para la concretización de la reforma
sanitaria fueron dadas cuando los reformistas, en el coman­

do de las principales instituciones del sector, como el
[NAMPS, el MPAS, y la Fundación Oswaldo Cruz del Ministerio
de Salud, procuraron poner en práctica, aunque de forma

inconexa, algunas propuestas desarrolladas dentro del idea­
rio de disminuir la deuda social acumulada. Estos profesio­
nales y sus equipos, apoyados por los partidos participantes
de la coalición victoriosa, dirigieron sus acciones a mantener

la politización de la salud para influir también en los cam­

bios Constitucionales. A partir de entonces ganó mayor
aliento la propuesta de descentralización de los servicios y,
con ella, se intensificó la demanda de una reforma tributaria

y una mayor participación de los actores y fuerzas locales en

la formulación de políticas. En ese sentido, los Encuentros
Nacionales de Secretarios Municipales de Salud no solo con­

tinuaron efectuándose, sino que comenzaron inclusive a ser

apoyados pOl- el Ministerio de Salud. Esa dinámica resulta en

la creación, en 1988, de los Consejos Estatales de Secretarios

Municipales de Salud (Cosems) y del Consejo Nacional de
Secretarios Municipales de Salud (Conasems). Estos Conse-
in" rllrnnliprnn pn pI nivpl lnr",1 1", rni"rn", fllnriAn llllP pI
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Conass cumplía en el nivel estatal: participaren en diversos
ámbitos de discusión de la política de salud.

Los salubristas-colectivistas también se empeñaron en revi­

vir las Conferencias Nacionales de Salud, realizando la 8a CNS,
en marzo de 1986 en Brasilia, con una masiva asistencia y par­
ticipación social. Esa conferencia fue precedida por conferen­
cias municipales y estatales que aprobarían la propuesta de re­

forma en asambleas de composición amplía. La propuesta de
reforma fue dada a conocer principalmente a través de la re­

vista Saúde em Debate del Cebes, de las publicaciones de la
Abrasco y del proyecto intitulado Reunido, Análise y Difusiio de

Informaaio em Saúde (RADIS), que venía siendo desarrollado

por la Escuela Nacional de Salud Pública de la Fiocruz desde
la década de los setenta. El RADIS había sido concebido para la

captura y difusión de informaciones referentes a la salud, y fue

reestructurado en el contexto de la 8a Conferencia, cuando, al
lado de sus publicaciones regulares, se fundó elJornal da Refor­
ma Sanitária, que circuló nacionalmente desde 1985, desde la

preparación de la Conferencia, hasta los días de la aprobación
de la nueva Constitución (1988).

El debate realizado durante la 8a Conferencia, hasta enton­

ces inédito en el país, legitimó la victoria del ideario político­
ideológico de reforma de la política de salud. En parte porque
hizo posible que a lo largo de toda una semana, los principales
periódicos del país difundieran en sus primeras planas la reu­

nión y sus debates, mientras que las mayores cadenas de televi­
sión exhibían entrevistas con los lideres del Movimiento. Así, la

propuesta de reforma de la salud se tornó de dominio público.
Por otro lado, el debate en torno de la estatización versus la pri­
vatización, polarizado, estuvo en el centro de los enfrentamien­
tos dentro y fuera de la Conferencia. El sector privado se abstu­
vo de participar en la Conferencia, en una clara estrategia de no

reconocimiento de ese foro y de las temáticas que le dieron

cuerpo. Su participación se dio, de hecho, a través de la prensa,
que divulgó sus críticas, protestas, opiniones y propuestas con-



a la rerorrrnuacrorr que:; estaua srencro uiscuuua, cUI�un­
te con las noticias del evento, alentando a los grupos más
les de la Conferencia en sus propuestas de estatización.

propuesta técnico-asistencial de reforma sanitaria apra­
-n la Conferencia formalizó un concepto ampliado de salua
'elacionándola con condiciones de vida, trabajo y recrea­

- e institucionalizó la salud como derecho social Proponía
511 la institución de un Sistema Único de Salud (sus),
.ceso universal e igualitario, atención integral en todos

des, preeminencia del sector público y regulación efeo
bre el sector privado, además de mecanismos de partid-
1 y control social. Presuponía, para su operacionaliza.
a revisión de los mecanismos de compra de servicios, de
aciones con los productores de insumos y equiparnien­
visión de las fuentes y mecanismos de financiamiento (in­
� tributación); recuperación y ampliación del sistema de
os de salud según base geográfica-territorial, además de
:entralización y fortalecimiento del poder local.
o de los efectos más importantes de la 8a CNS, y que cons­

un nuevo agregado al edificio de la reforma, fue la crea-

1 través de la Seguridad Social-INAMPS, del Sistema Unifi-
Descentralizado de Salud (SUDS) en 1987, concebido co­

la estrategia de transición para el Sistema Único de Salud
asociado a la creación de "Consejos de Salud" como ins
de participación, de carácter deliberativo o no. También
como termómetro, junto con la Comisión Nacional de la
na Sanitária (CNRS) , de composición amplia en la cual la
nte reformista fue derrotada, para medir la fuerza de los
.tos y el tamaúo de las resistencias provenientes tanto del

privado como, muchas veces, de los propios aliados en la
democrática y que convergieron inevitablemente en la
ilea Nacional Constituyente (1987-1988). Conscientes de
sición y con el propósito de garantizar la adhesión de los

tuyentes, los sanitaristas-colectivistas organizaron la Plena
las Frtrirlarles dI" h S�hl(! f'n b r.nnstitllvf'ntf' mIl'" :u-tllr



como tuerza oe preston en el L.ongreso. ívtontaua como unz

articulación suprapartidaria", la Plenaria congregó cerca de dor
centenas de entidades y consiguió construir "un pacto progre
sista" -la Enmienda Popular- que sobrepasó coyunturalmen
te las divergencias existentes en el movimiento sanitario (Teixei
ra, 1987, 1989). Esa Plenaria fue decisiva para la aprobación de
los principios de la reforma y enfrentó una vez más, una fuerte

oposición del sector privado sectorial, pesadamente representa
do y actuante en el Congreso. La tesis salud como derecho de chula
danía y deber delEstado, lema de la bandera de lucha sectorial, fue
inscrita en la nueva Constitución en 1988. Las CNS fueron insti
tucionalizadas como foros democráticos de debate de la políti­
ca sectorial, a ser realizadas cada cuatro arios, lo que viene oca

rriendo con regularidad.
La nueva Constitución brasileña aprobó un WeLJare Sial.

en los moldes europeos. Los beneficios se tornaron universa­

les, independiente del vínculo contributivo del ciudadano.
Se unificaron y ampliaron las fuentes de recursos federales)
se creó el Presupuesto de la Seguridad Social (OSs), dirigidc
al financiamiento de la salud, seguridad y asistencia social

Además, se inscribió el derecho de acceso universal a cual

quier servicio de salud financiado por los fondos públicos. De

hecho, era un avance en lo referente a la noción del derecho
social universal. Entretanto, como observó Fiori (1991), poco
se discutió en el Congreso Constituyente sobre la forma de
financiamiento relacionada a la incorporación de estos nue­

vos derechos y, al mismo tiempo, se aprobaron medidas re­

distributivas sin garantizar los recursos necesarios para su im­

plementación. El proceso de negociación que precedió a las

etapas finales de la Constituyente y los acuerdos efectuados
acabaron por introducir innumerables inconsistencias yam·
bigüedades en la nueva Constitución, que fueron remitidas a

las subsecuentes etapas de reglamentación jurídica. El deba­
te siguió en el campo legislativo, tanto a nivel federal, donde
�P nio b rpO"bmpnt�ción nI' b" T .e-ve-s ()rO"::ínir�" np h S�ll1n
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promulgación de las constituciones estatales y las Leyes Or­

�ánicas de Municipalidades.
Paralelamente, y de manera independiente de la discu­

sión de la Constituyente, se verificó un movimiento real de

privatización del sistema de asistencia y financiamiento sec­

torial, como corolario de la crisis financiera de los aÍ10s
ochenta (Faveret y Oliveira, 1989; Médici, 1990). Si bien los

gobiernos de la Nueva República no lo promovieron directa­

mente, contribuyeron con su pasividad al crecimiento del
mercado privado de servicios de salud, totalmente desregula­
do, como una alternativa a la crisis y a su propia bancarrota.
Esa dinámica no fue identificada oportunamente por los sa­

nitaristas-colectivistas, quizás porque menospreciaron su im­

portancia para la reorganización del sistema de salud.
Siendo así, en el proceso de hacer efectivos los ideales Cons­

titucionales se entrelazaron dinámicas contradictorias que re­

percutieron en el sector salud de forma particular. Mientras

que las medidas de aplicación de la reforma privilegiaban la
descentralización y pregonahan el fortalecimiento del sector

público, el OSS no fue respetado. Los recursos para la salud

disminuyeron de manera importante en el período inmediato
de su implementación, parí passu a la homogeneización del
consenso político neoliberal durante el gobierno de Collor de
Mello (1990-1992), recuperándose parcialmente de forma mu)
inestable en los dos períodos de Fernando Henrique Cardoso

(iniciados en 1994), cuando el país pasó a aceptar claramente
los condicionantes definidos por la comunidad financiera in­
ternacional y la actuación del Estado y los instrumentos de po­
lítica sectorial han sido subordinados al objetivo primordial de
mantener el equilibrio macroeconómico. De tal forma, a par·
tir de ese momento la lógica de la racionalidad económica pa­
só a ser el norte de la reforma, lo que ha provocado fuertes ten­

siones entre el ejecutivo y los adeptos de la "reforma sanitaria
. - - -- - - -- . - .. _ - . .
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de reforma sanitaria"; entonces diputados y senadores o ase­

sores en el Congreso y secretarios de salud estatales y muni­

cipales de los principales partidos de oposición. La adopción
de propuestas de reforma administrativa del Estado, volcadas
hacia el quiebre del "

monopolio" del Estado en el sector,

completó el cuadro de contradicciones del proceso de refor­
ma sectorial.

El proceso de descentralización avanzó y es el eje central de
la construcción del sus, pero manteniendo fuerte presencia
del nivel federal. El proceso de decisión se hizo más complejo
con la creación en 1990 de los Consejos de Salud -nacional,
estatales y municipales- colegiados de decisión y control so­

cial; y las Comisiones Intergestores -la federal (Comisiones
In tergestoras Tripartitas, crr) creada en 1991 y las estatales

(Comisiones Intergestoras Bipartitas, CIB) en 1993- órganos
técnicos de negociación compuestos por representantes de los
secretarios de salud y de la tecnoburocracia del Ministerio de
Salud en el caso de la CIT, y por los representantes de los se­

cretarios municipales de salud y de la secretaría estatal de sa­

lud, incluyendo la secretaría estatal en las CIB. Estos órganos se

transformaron en instancias de decisión, pero paulatinamen­
te las Comisiones Intergestoras pasaron a dominar el proceso,
sobre todo la crr, donde los representantes de los secretarios
de salud de los estados y municipios juegan un papel impor­
tante (Almeida el al, 1999a). Las conferencias y los consejos de
salud -estatales y municipales- actúan con regularidad pero
su dinámica repite e1juego de fuerzas del poder local, eviden­
ciando el dilema de construcción de un sistema único de sa­

lud en un país continental, con enorme diversidad y heteroge­
neidad en todos niveles. En paralelo y en respuesta al cumulo
de demandas civiles en contra del sector de seguros privados,
en los últimos años el gobierno y el Congreso entraron en un

arduo proceso de regulación de ese sector, que cuenta con ca­

bildeos poderosos, bien organizados y fuertemente arraigados
en la política sectorial.



1'-1 sus mumClpallzaoo trOpIeza con las prolunoas mspan­
dades regionales, con los cuellos de botella colocados por la si­
tuación económica y con la falta de coordinación y mecanis­

mos redistributivos más efectivos. Algunas innovaciones como

la creación de agencias reguladoras autónomas (como la de vi­

gilancia sanitaria, la de regulación del sector de seguros priva­
dos), la propuesta del ejecutivo federal de privilegiar la aten­

ción básica en el ámbito municipal a través del pago per capita,
de fomentar con incentivos programas especiales como el de
Salud de la Familia y el de los Agentes Comunitarios, sin una

adecuada reestructuración de la red de servicios trae el riesgo
de aumentar o profundizar la fragmentación del sistema y pro­
mover la focalización en determinados tipos de atención para
grupos específicos. A su vez, los municipalistas beneficiados
con nuevas cuotas de poder acabaron por incorporar algunas
de las "innovaciones" gerenciales que resultaron tanto de sus

experiencias en la administración del sector, como de la difu­
sión masiva de los "nuevos modelos de reforma" -terceriza­

ción, introducción de mecanismos competitivos, gerencialis­
mo (Almeida, 1995, 1996, 1999, 2001)- a cargo, sobre todo, de
los organismos internacionales. El sus está inmerso en la eta­

pa de contrarestar procesos de naturaleza macro, que fijan
nuevas pautas para viejos atolladeros del sector, como es la in­

corporación de innovaciones, la regulación y la cuestión finan­
ciera. Por otro lado, recién fue aprobado un porcentaje defi­
nitivo de recursos del oss para la salud, importante punto en

la agenda universalista de reforma desde la Constituyente.
Por lo tanto, es en el interior de las dinámicas racionaliza­

dora y universalista instrumentalizadas por las diversas fuerzas
sociales y políticas en disputa por el control del modelo de de­

sarrollo, que va avanzando el proceso de reforma sectorial.

Evidentemente, un nuevo sistema de salud viene siendo gesta­
do, cuya mayor característica es constituirse en un sistema
abierto a "los diversos grupos sociales y que logró cambiar su



corporación de actores de los estados y municipios. No obstan

te, la implementación de la reforma no garantiza todavía ello

gro de mejores niveles de equidad, particularmente en una co

yuntura de larga duración que continúa generando pobreza)
a la cual no se le ve fin en un futuro cercano.

LA NUEVA SALUD PÚBLICA EN MÉXICO: LOS ESPECIALISTAS

EN LUCHA POR EL CONTROL DE LA SALUD PÚBLICA

El proceso de reforma de la salud en México tiene sus ante

cedentes en los años setenta cuando se empieza a discutir,
entre otros temas, la relación entre los resultados de la indus
trialización y la complejidad del cuadro epidemiológico ca

racterizado por la superposición de las enfermedades de 1(1

pobreza con las del desarrollo (López Acuña, 1980). Es en

1983 que arranca un proceso de reconfiguración de la base:
institucional del sector salud que todavía está en curso. ES(1

reconfiguración hacia un nuevo modelo institucional-orga
nizacional fue concomitante a la aceptación, por el gobierne
mexicano, de la agenda de ajuste estructural capitaneada
por los organismos financieros internacionales que, entre:

otras cosas, pretendía disminuir el papel del Estado en 1(1
conducción del desarrollo económico y social.

La reforma en cuestión fue llevada a cabo en una situación

político-institucional y sociosanitaria que se consolidó y expan·
dió bajo la hegemonía ideológica de un Estado intervencionis
tao Por un lado, la Secretaría de Salubridad y Asistencia (SSA)
que actúa sobre las condiciones de salud de la población en

general y promueve políticas médico-sanitarias. Por otro, las
instituciones de Seguridad Social específicamente diseñadas

para algunas categorías profesionales, dirigidas a restaurar la
salud individual de los trabajadores vinculados a los sectores

más dinámicos de la economía y a responder a las demandas
np b� orO":¡ni7:¡rionp.� rornor::ltiv:¡.� rlr-l �prtor nhrpro v np �prvi.
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cios. Ese complejo institucional operó sobre el proceso salud­
enfermedad a partir de una visión clínica creando un merca­

do de trabajo cautivo para los médicos en las instituciones de
salud y contó, además, con un grupo de profesionales forma­
dos para atender la dimensión colectiva de la enfermedad en

la Escuela Nacional de Salud Pública, fundada en 1922 como

un organismo de la Secretaría de Salud y, posteriormente, en

los propios cursos de la SSA.

Ese complejo institucional fue considerado exitoso hasta
la mitad de la década de los años setenta, tanto por los mé­
dicos como por la industria privada, y por las propias fuerzas

políticas articuladas en torno del hegemónico Partido Revo­

lucionario Institucional (PRI) , en particular los sectores obre­
ro y empresarial. Las voces disonantes que hasta ese momen­

to se habían hecho escuchar pertenecían a los médicos resi­
dentes que habían participado de la huelga de 1964,
secundadas por las de algunos pequeños grupos sindicales
disidentes de la ciudad de México, presentes tanto entre los

trabajadores de la SSA como del Instituto Mexicano del Segu­
ro Social (IMSS, 1942), donde había ex activistas del 1964 Y del
movimiento estudiantil de 1968. También se oponía al status

quo un grupo académico minoritario en la Facultad de Medi­
cina de la Universidad Nacional Autónoma de México

(U�AM), y posteriormente consolidado en la Universidad Au­
tónoma Metropolitana-Xochimilco, a partir de su fundación
en 1970, en el departamento de Medicina Social. Dicho gru­
po, algunos de cuyos miembros estaban vinculados a sectores

de izquierda, se articulaban en torno a la discusión de la Sa­
lud Colectiva formulada en Brasil, de los determinantes de
clase sobre el proceso de salud-enfermedad, ya la crítica del
modelo médico-curativo presente en las instituciones oficia­
les de Seguridad Social.

El delineamento de conflictos políticos en el interior de
la estructura de poder sectorial. fue en parte causado por los
resultados contradictorios del crecimiento económico y pro-
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.�o divisiones dentro del sanitarismo comprometido con e

.gimen. Dichos conflictos alimentaron, en el seno de algu
os grupos vinculados al PRI, la necesidad de renovar las éli
s técnico-políticas del campo de la salud, identificadas COI

s prácticas clientelares-corporativas, sustituyéndolas pOI
ras más sensibles a un cuadro de demandas propio de un:

.ciedad compleja donde figura, al lado de los reclamos dr
rvicios públicos de salud, una naciente clase media urban:
le presiona por la expansión de la atención médica curati

. En ese proceso se destacó un grupo de médicos de h
'JAM que reclamaba la necesidad de introducir elemento:
� planificación y mejorar la formación de recursos humano:
ira modernizar el desempeño de las instituciones públicas
:1 el centro de sus preocupaciones estaban los altos costos de
atención médica, la mala distribución de los recursos médi

-sanitarios, los limitados resultados de las intervenciones so

'e las enfermedades de la pobreza, y la presión de los médi
's recién formados sobre el mercado de trabajo. Como re

ltado de estas preocupaciones y de los vínculos políticos de
e grupo con el Estado, fue designado para la Secretaría de
ilubridad y Asistencia en el gobierno de Miguel de la Ma
'id (1982-1988) un bioquímico proveniente de la investiga
ón básica, ex rector de la UNAM, y conocido como "mano de
erro" por los sindicatos y estudiantes universitarios, el. doc
r Guillermo Soberón Acevedo. Su designación representé
la ruptura con la tradición prevaleciente en el sector, que:
andaba nombrar para ese tipo de cargos a expertos en sa

d pública, o bien a funcionarios con trayectoria en la ges·
in estatal de los servicios de salud (Mercer, 1984).
El resultado fue la puesta en práctica de la propuesta co

icida como "Reforma Estructural" (Soberón, 1983). Dicha

"Opuesta buscaba mejorar el acceso a los servicios de salud
.acionalizar recursos a través de la integración de las insti
rionptiii! rlp _,p(Tllrir1�r1 'n.ri�l ron l".:lfO.': ,-lp 1� C;;:�A h-_;¡j ..� lo_:¡ rnrlor.
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de Salud descentralizado, ágil, y que contara con la participa­
ción de los diferentes niveles de gobierno y prestadores de
servicios de salud públicos, privados y sociales. La puesta en

práctica de ese proyecto, para el cual fue necesaria una nue­

va base jurídica y modificaciones en la Secretaria de Salud
basadas en una concepción centralizadora del poder en las
manos del Secretario, representó una amenaza a los intere­
ses de determinados segmentos sociales y de poder del sec­

tor salud. Tanto la burocracia dellMSS, aliada al sindicalismo

oficial, movilizó sus recursos políticos para obstaculizar la ac­

ción del Secretario de Salud, como también gobernadores y
sindicatos en contra de la descentralización y segmentos de
la burocracia de salubridad contrarios a los rumbos que esta­

ba tomando la política de salud. Por si fuera poco, los cam­

bios fueron ejecutados por un nuevo grupo técnico-profesio­
nista y político compuesto de juristas, administradores y rné­
dicos de la UNAM, muchos de los cuales acompañaban a

Soberón desde los años de su ejercicio como rector. La en­

trada de esos profesionistas provocó el desplazamiento de
médicos y enfermeras salubristas tradicionales y fue mal vista

porque venían de áreas ajenas al sector salud o habían sido
formados en el exterior, "sin vivencia, sensibilidad y conoci­
mientos suficientes para actuar junto a la población carente

de México" (Loewe, 1988).
Además, estos cambios se daban en una coyuntura de de­

sempleo y de disminución del poder adquisitivo del sector

obrero, en la cual las negociaciones político-económicas pa­
ra buscar una salida a la crisis necesitaban contar con el aval
de los trabajadores y de los políticos del PRI (Tello, 1989). A

eso se sumaba la poca legitimidad de la Secretaría de Salud,
tanto junto a los gmpos asistidos como a los trabajadores de
la seguridad social, debido en parte a las diferencias presu­
puestales, de servicios, de instalaciones, equipos y de salarios.
Como si no fueran pocos los problemas para el proyecto de

reforma, el sector salud tuvo que enfrentar brotes de enfer-
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medades anteriormente controladas, como el sarampión, y
un nuevo recorte de presupuesto en 1985, además del sismo
de ese mismo año, que destruyó gran parte de las instalacio­
nes médicas de la ciudad de México.

Aunque el proyecto de "Reforma Estructural" terminó
por ser bloqueado temporalmente, asentó las bases jurídicas
de los cambios futuros y comenzó a debilitar la estructura de
poder anterior. Al igual que en otras dependencias federales
de finales del período del presidente De la Madrid, la situa­
ción en las instituciones de salud había cambiado. No sólo
los recursos fueron reducidos y con ellos la capacidad para
generar servicios y empleos, también fue afectado el presti­
gio y el alcance del poder de la tecnoburocracia, que, al igual
que el corporativismo y sus aliados políticos, estaban siendo
sometidos a una fuerte crítica por parte de grupos de la so­

ciedad civil, en particular el sector empresarial. Como parte
de esos cambios, nuevos técnicos, con un discurso racionali­
zador y, en cierta medida, de espaldas a la retórica revolucio­
naria, ocuparon posiciones importantes en las instituciones
de salud. En la Secretaria del ramo, por ejemplo, fue creado
en 1984 el Centro de Investigación en Salud Pública (CISP),
para asesorar al secretario en la toma de decisiones a través
de la "producción de información no sesgada y libre de pre­
sión política" (Secretaria de Salud, 1987, p. 19).

El Centro albergó jóvenes médicos ex alumnos de la UNAM,
que bajo e1liderazgo del doctorJulio Frenk, empezaron a for­
mular un nuevo concepto para la salud pública, lo que fue lla­
mado la Nueva Salud Pública. Se trataba de una nueva espe­
cialización del campo médico referida a la "salud de las pobla­
ciones", cuyo objetivo era dar a conocer las necesidades de la

población y solucionar la demanda para establecer un equili­
brio entre esas necesidades y los recursos, definidos por ellos
mismos como escasos. En ese sentido, la Nueva Salud Pública
debía producir información, nuevos indicadores y prácticas
de gerencia dirigidos a fortalecer la capacidad de gestión de
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los sistemas de salud y orientar la toma de decisiones, interpo­
niendo esas informaciones entre el médico y su práctica y en­

tre el servicio y la sociedad (Frenk, 1997).
De ahí e] adjetivo "nueva": según uno de sus creadores, e]

término fue introducido para definir e] obje(o que se procu­
raba comprender y sobre el cual se quería intervenir -la di­

mensión poblacional de la enfermedad- por oposición a la
medicina que cuida del individuo y de la biomedicina que in­

vestiga a nivel intracelular, y así incluir la salud pública en el

campo de las ciencias de la salud. También se buscaba dife­
renciar la definición tradicional de salud pública que hasta
entonces alimentaba la practica de las instituciones de salud
de] Estado, en las cuales lo público se refería al ámbito del

Estado, y también de otras definiciones en uso, como por
ejemplo, la de la Salud Colectiva que se discutía en Brasil y
en la maestría de Medicina Social de la uAM-Xochimilco fo­
calizada en el social. Al definir la salud pública como una

ciencia en oposición a su práctica pública, demarcaba un

campo de trabajo y una frontera con relación al rol que ocu­

paba como ámbito del Estado: deja de ser una instancia que
responde por los problemas sociales de las enfermedades,
para tomar el lugar de inteligencia del modelo técnico-asis­
tencial. El papel de la salud pública -definida como cien­
cia- pasa a ser el de garantizar el acceso a los recursos téc­
nico-científicos generados por las investigaciones biomédicas

y médicas, apoyado en una firme base de investigación que
hiciera posible conocer con precisión las necesidades en sa­

lud y su distribución en la población, así como las modalida­
des idóneas de organización de la atención.

La nueva corriente técnico-científica, que en adelante lla­

maremos neosalubrista, asumió una dimensión más institu­
cionalizada cuando el doctor Soberón creó el Instituto Na­

cional de Salud Pública en 1987, desplazando a la antigua Es­
cuela Nacional de Salud Pública de las tareas de formación
de recursos humanos, producción y reproducción del cono-
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:imiento. El nuevo Instituto tendría la misión de ser la van

�uardia de la reforma del sector salud y conferir rango aca

lémico a la Nueva Salud Pública, al tiempo que diseñaría la:
.lternativas de políticas sectoriales y formaría recursos huma
lOS para la salud. Soberón también garantizó la influencie:
le la nueva corriente al exterior del ámbito técnico-científí

o. Convocó a un grupo selecto de empresarios a crear 1<
'undación Mexicana para la Salud (Funsalud) para "atenuar
iosibles faltas de continuidad consecuentes a la cronologfz
exenal" (Funsalud, 1987, p. 10). De acuerdo con Soberón, la
reación de Funsalud era parte del esfuerzo del gobierne
ior promover la participación comunitaria que, en sus pala
Iras, podía "nutrirse del trabajo conjunto, sea de un cente

lar de prominentes empresarios, sea de un comité de salud

ntegrado por un puñado de campesinos en una pequeña al
lea" (Funsalud, ídem, p. 1]). En ese contexto, como una ex

iresión sectorial de la participación organizada de los ern

iresarios, Funsalud tenía como propósito garantizar el enla
e y la comunicación entre los dirigentes del sector privade
los funcionarios gubernamentales para el conocimiento de:'

a situación de salud, de los programas vigentes y de la pers·
lectiva bajo la cual operaba la autoridad sanitaria. En docu
nentos posteriores de Funsalud, su creación pasa a ser pre·
entada como una iniciativa de un gmpo de empresarios y ya
10 como del doctor Soberón (Funsalud, ]993).

La Fundación surgió así como una institución no corpo
ativa, con una membresía compuesta por cuadros del sector

nédico, miembros destacados del PRI Y del sector empresa·
ial, algunos de los cuales con intereses económicos directos
n el sector salud en particular, en el mercado de vidrio, en

nateriales plásticos y otros insumos de la industria químico
armacéútica. Algunos de estos empresarios eran próximos
1 gobierno y a su partido y otros más cercanos al Partido Ac­
ión N::Irinn::l1 (PAN) P::Ir::l 'at rlp<:::Irrnlln in<:titllrinn::ll Flln<:::I.



5randes fundaciones privadas de Estados Unidos, centros de

poder económico y político, entre ellas, la Corporación Car­

negie de Nueva York. Su patrimonio inicial fue constituido

por las aportaciones de los socios y por donativos en igual
monto del gobierno federal, durante la gestión del doctor
Soberón como secretario de Salud.

Así, al darse el "destape" de Carlos Salinas de Cortari co­

mo candidato del PRI para el nuevo período de gobierno, los
neosalubristas estaban en condiciones de continuar influyen­
do en la pugna por el control de las orientaciones de desa­
rrollo del modelo médico de atención. Para los neosalubris­

tas, el candidato anunciado representaba la continuidad de
la política de apertura económica puesta en práctica por De
la Madrid, aunque apostaban a un nuevo reacomodo de los

grupos de poder capaz de dar sustento político a los cambios
iniciados en el ámbito de la reforma del sector salud, así co­

mo a la institucionalización de nuevas formas de relación en­

tre el Estado y la sociedad. En esos momentos, los neosalu­
bristas consideraban que los cambios económicos y políticos
eran irreversibles y que el reto consistía en hacer un uso

oportuno de los momentos de crisis para cimentar bases de

poder que permitieran controlar el proceso de cambio que
la reforma requería. Para eso, Funsalud, que había sido pen­
sada tan sólo como un canal de influencia del sector privado
junto a las políticas de salud, logró transformarse en un ao

tor social que demandaba un espacio de participación en la
toma de decisiones y que postulaba con firmeza un cambie
de orientación en el modelo de organización de los servicios
de salud, de una lógica de lo público a otra de lo privado. En

esa lucha, los neosalubristas desempeñaron un papel impor­
tante como constructores y operadores del enclave técnico­
científico de la reforma. como será rltscufirlo enseP"llirla.
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sos institucionalizados con el sector obrero y promover una

nueva sociabilidad, políticamente orientada por los postulados
y programas de Pronasol (Warman, 1994).

En ese contexto, en su propósito por obrar a favor de la re­

forma del sector salud, los neosalubristas se empeñaron en
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do hacia la salud. La nueva orientación científica de la salud

pública practicada por los neosalubristas fue respaldada tanto

por el selecto gmpo de médicos de la Academia Nacional de

Medicina, a la que se integraron algunos de los jóvenes neosa-
•

lubristas, así como por el principal órgano de apoyo a la inves-

tigación científica, el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnolo­

gía (Conacyt). En cuanto a la Fundación, sobre todo después
de 1992, debía afirmarse como organización civil, expresión del
desarrollo social mexicano, no perteneciente ni al Estado ni al
sistema político, propositiva e independiente, afianzada en su

capacidad de gestión y de organización. Esto es, tenía que pre­
sentarse de manera convincente como un medio especialmen­
te adecuado para promover la noción de lo privado como

agente de solidaridad capaz de ocupar el lugar del Estado. Pa­
ra eso fue decisiva la profesionalización en la conducción de la

propia organización y de la conformación de un staffcapaz de
contribuir para formular problemas, sugerir qué hacer y crear

un mapa propio de intereses en tomo a la reforma, de lo que
se ocuparía la propia Fundación.

En efecto, Funsalud dirigió parte de sus energías a activi­
dades filantrópicas y acciones altruistas para demostrar la

preocupación del sector privado con la salud de la población
y para probar que una nueva lógica actuaba en la manera de
abordar esos problemas, que articulaba la salud del indivi­
duo con la de "mas salud por el dinero que se invierte" (So­
berón, 1983). En la visión del doctor Soberón, el sistema de
salud mexicano estaba pasando por otro momento sin haber
terminado todavía el "cambio estructural". Ahora, la salud es

un elemento fundamental de la economía de los países y "en
la actualidad se gasta mucho dinero en salud y hay preocupa­
ción porque los costos siguen creciendo y, además, ahora ya
no está obteniendo dividendos por el dinero que se gasta.
Hace falta mas dinero para la salud, pero también hace falta
mas salud por el dinero que se invierte y esta es una gran
preocupación" (Soberón, 1995).
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Dichas actividades, realizadas por Funsalud con recursc

aportados principalmente por el sector privado, contemplé
Jan desde acciones de intervención directa hasta apoyos f

.iancieros para la formación de cuadros y para la promoció
le investigación científica. Al actuar en el ámbito asistenci:

ista, los neosalubristas estaban de acuerdo con la nuev

Jrientación de la política social del gobierno mexicano qu
ncentivaba cada vez más la participación de otros sectore

iociales en la prestación de servicios asistenciales y, al mism.

.iernpo, se alineaba a la cultura política de las grandes fundé

.iones privadas de Estados Unidos, sus asociadas.
Funsalud se empeñó también en erigirse en un importar

.e vehículo de divulgación y defensa de la reforma y en (

oromotor de una nueva agenda de investigación, afinad
.on los parámetros de las agencias de desarrollo internacic

ral, en particular del Banco Mundial. Eso se tornó posibl
.on la creación, en 1993, de una nueva sección de Funsalu
lamada "Economía y Salud", concebida como un "centro d
-studios y de opinión del sector privado" (Funsalud, 1995)
�l nuevo organismo fue puesto bajo la dirección del docto
ulio Frenk, recién llegado de estancias de formación e inve:

jgación en la Universidad de Harvard (EVA), donde habí
.onvivido con los autores del Informe sobre el desarroll.
nundial1993 (Funsalud, 1994, p. 20).

Con la creación del Centro, Funsalud comenzó a manife:
ar en diferentes publicaciones su intención de ocupar a trs

'és del nuevo organismo, tanto en el plan nacional como el

itros países del Tercer Mundo, el lugar de la "inteligencia in:

itucional" de sistemas de salud capaces de responder a las ne

.esidades específicas de cada situación y de apoyar a los re:

iectivos gobiernos en sus intentos de reforma sectorial. Ce
no parte de ese esfuerzo, Economía y salud apoyó el discurs.
le la crisis del modelo estatal de atención a la salud a travé
le la elaboración de diagnósticos y de la realización de ell

'1IE""t-.". (lilE" fllPrnn rnn"inpr-.n-." rnrnn pxnrp"ión np h vn
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tracción de los elementos nocivos de los sistemas de salud
Esa producción fue plasmada en diferentes publicaciones de
la propia Funsalud, en particular en los libros Economía y sa

lud (1994) Y Observatorio de la salud (1997). La Fundación tam

bién recibió, a partir de 1997, apoyo financiero para fomen

tar, financiar y divulgar investigaciones sobre las reformas sec

toriales en todo el mundo, creando el programa Internationa

Clearinghouse for Health Sector Reform Initiative (ICHSRI), finan
ciado con un pool de recursos oriundos del Banco Mundial
de la Fundación Rockefeller y de la Organización Mundial de
la Salud, que actuó hasta el año 2000. Como parte del proyec
to ideológico de difusión de determinada concepción de re

forma sectorial articulada a una propuesta de divulgación de
resultados de investigación para apoyar el policy making secta

rial fue creado el Núcleo de Acopio, Análisis y Difusión de In

formación sobre Iniciativas de Reforma (NAADIR), vinculade
al ICHSRI, que en un primer momento publicó el boletín in
ternacional Informing and &jormingde ámbito mundial, y pos
tcriormente, desde 1999, el Informando y reformando/AL, para l.

región de América Latina, con el apoyo del Banco Interame
ricano de Desarrollo (BID) y de la OPS, además del INSP y de
la propia Funsalud. El NAADIR creó también una base de da
tos electrónica para difundir las experiencias de reforma, se;

en el nivel mundial o regional.
Al mismo tiempo, Funsalud establecía una relación próxi

ma y multifacética con el gobierno federal, que le permitió li
, .

mitar ámbitos de dependencia mutua, mientras que, en otra

esferas, resguardó su autonomía. Funsalud fue invitada a par
ticipar en diferentes comisiones oficiales creadas en el contex

to de la firma del Tratado de Libre Comercio de América de

Norte, el TLCAN, apoyó la creación de normas de regulaciór
del mercado de servicios de salud y, como desdoblamiento

promovió la formación de la Sociedad Mexicana de Calidac
• A .'" .. _.... _ __ .... .ro



balón de oxígeno para el ejecutivo:
ando cuadros de su cuerpo técnico­
os de gobierno; y por otro, como re­

m sectores del PRI Y con el sector em­

continuar promoviendo cambios en

ticipando en la campaíi.a presidencial
nesto Zedillo (1994-2000), como par­
ión de Elaboración de los Programas
le haciéndose más presente en el cen­

or logrando extender sus influencias
� seguridad social. Esa influencia se

ión de una organización "extra mu­

-s de los grupos burocráticos internos
'entro de Desarrollo Estratégico para
o en 1994, con la función de asesorar

Social. Ese Centro,junto con Funsa­
nte en la ingeniería de la reforma de
ue entre otros cambios, permitió el
os de la seguridad social.
10 lograron designar al secretario de
s influyeron en la propuesta que
teforma para el Sector Salud (Poder
del presidente entrante, presentado
:1 abandono de la estrategia [previa]
su sustitución por una política que
mercado privado de servicios de sa-

1TÍ0 de la pobreza" (Laurell, 2001, p.
de salud sería descentralizado, im­

oásico de servicios esenciales y un sis­
: co-pagos según comprobación de
IS servicios públicos (clínicas y hospi­
os en entidades autónomas (Laurell,
de reorganización de sistemas de sa­

I Estructurado", constituyó el punto
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SU elaboración fue resultado de un trabajo colectivo de espe­
cialistas en colaboración con el Banco Mundial, en el cual

participó el Dr. Julio Frenk. Ese modelo está basado en la se­

paración de funciones de financiamiento y prestación de ser­

vicios y definición de un papel específico de regulación para
el Estado, y había sido puesto en práctica en la reforma de la

seguridad social en Colombia en 1993. En él, el sector priva­
do presta servicios, la contribución social financia y el Estado

regula para ofrecer opciones plurales al usuario bajo los prin­
cipios de la libre capacidad de elección del consumidor y la

garantía de la equidad. La equidad sería conseguida por la
combinación de algunos mecanismos: financiamiento públi­
co, que para los pobres toma la forma de subsidios y para los
otros grupos sociales de contribución obligatoria (valor de
cuotas diferenciadas pagadas de acuerdo con la capacidad de

pago de cada uno); implantación de distintos regímenes de
afiliación al sistema (contributivo, subsidiado y vinculado); y
diferentes paquetes básicos de atención para cada uno de
ellos. Esos paquetes son definidos con base en criterios de cos­

to-efectividad, según el principio de la selectividad frente a re­

cursos escasos. La participación del Dr. Julio Frenk en la ela­
boración teórica de ese modelo marcó también el inicio de
otra vocación de Funsalud, la de influir en la agenda de refor­
ma sectorial en la región latinoamericana. Entretanto, a dife­
rencia de Colombia, la reforma sectorial en México no se im­

plementó como un cambio abrupto y radical.
Esas iniciativas reflejaban la institucionalización de una vi­

sión específica de reforma para el sector salud y de un marco

analítico en el cual la reforma fue basada en "un concepto de
eficiencia de la acción pública, que únicamente la mide según
criterios de racionalidad económica, definida como universal
e intemporal" (Marques-Pereira, 1994, p. 228). Reflejaban tam­

bién una estrategia de poder que apuntaba hacia espacios que
superaban las fronteras nacionales. La reforma era considera­
da como un fenómeno global independiente de la práctica
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concreta de cada país. En ese proceso, Funsalud ocupó tam­

bién el lugar de catalizador -nacional e internacional- de
los intereses en torno de la reforma sectorial. En ese papel,
Funsalud asumió la misión de convertirse en la formuladora
de la base técnico-científica de la reforma y de situarse en el

lugar, a un tiempo, de proveedor y de promotor, a partir del
cual podía, por un lado, tejer la conexión entre organismos in­

ternacionales, empresas privadas, instancias de gobiernos y co­

munidad técnico-científica, canalizando relaciones que resul­
taban facilitadas por sus contactos estratégicos con las élites di­

rigentes, accesos a la información, recursos humanos y de otra

naturaleza. Por el otro lado, Funsalud fue promovida al nivel
de grupo de expertos capaz de asesorar a los tomadores de de­
cisiones en el país y fuera de él. Esta función los hizo actores

en el tránsito de una sociedad en búsqueda de una nueva di­
rección para su desarrollo, cuyo sentido y naturaleza tendrían

que ser indagados y estudiados, además de reafirmar sus aspi­
raciones de poder más allá del ámbito nacional.

Es evidente que la creación, consolidación y expansión de
Funsalud son indicativas de modificaciones importantes en

las relaciones de poder del sector y en las formas de relación
entre el Estado, la sociedad y el mercado en el sector salud,
aunque no sea posible afirmar, por lo menos por ahora, que
dicho proceso se haya inscrito en una trayectoria de demo­
cratización y de resultados positivos con relación al proceso
salud-enfermedad-atención, en particular para los grupos ex­

cluidos del mercado.
A su vez, la victoria del presidente Vicente Fax, candidato

del PAN, conocido por sus posiciones de centro-derecha, cierra
un ciclo de 70 años del PRI en el poder. La designación, con el

apoyo del sector privado, del Dr. Julio Frenk como secretario
de Salud, sacrificando incluso candidatos panistas, consolida
una tendencia inaugurada en 1982 en el ámbito del ejecutivo
nacional, de pérdida de fuerza de la visión de la salud como

un derecho social garantizado por el Estado a una basada en
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el poder de compra del "consumidor". Es en ese marco que
surge la propuesta anunciada en junio de 2001 por el secreta­

rio de crear un "Seguro Popular para la Salud", formulada por
Funsalud y apoyada por las Instituciones de Servicios Especia­
lizados en Salud (ISES) --creadas en 1999, en los últimos días
del zedillismo- con la finalidad de normar el mercado de se­

guros médicos privados. El Seguro Popular para la Salud sería
una estrategia que permitiría canalizar para el sector privado,
a través de las aseguradoras, los llamados "gastos de bolsillo"
de muchos millones de mexicanos pobres que no tienen acce­

so a la seguridad social y que no logran ser atendidos en los
servicios públicos. El impacto esperado de esa medida sería
más sobre la organización del mercado de servicios privados y
el acceso a determinados servicios de salud, que sobre la equi­
dad y la promoción de la salud, problemas estructurales del
sistema de salud en proceso de reforma.

Sin embargo, el curso de esas decisiones será determinado

por el juego de las alianzas entre el actual secretario del ramo

yel sector privado, como también por el proyecto de legitima­
ción del PAN Y por la presión de otras fuerzas políticas presen­
tes en la sociedad. Entre estas se destaca en particular la del

PRO, que actualmente gobierna la ciudad de México y otros es­

tados y que ha defendido el fortalecimiento de la dimensión

pública de la salud, como también algunas otras tendencias

presentes en el sector sindical y en el PRI. Por otra parte, será
determinado también por las condiciones concretas de enfer­
mar y morir de millones de mexicanos que apostaron al cam­

bio político y a una nueva generación de políticas de salud ani­
mada por ciudadanos y no por puros "consumidores".

CONCLUSIÓN

Este estudio muestra que, tanto en Brasil como en México,
los especialistas en salud pública actuaron como actores cuyo
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tífica a partir de la cual se justificó una específica distribución
de los bienes y recursos proporcionados por el sector salud.

Los investigadores involucrados, tanto los pertenecientes a la
Salud Colectiva en Brasil como a la Nueva Salud Pública en

México, además de producir y divulgar un volumen significa
tivo de trabajos técnico-científicos, aportaron nuevas ideas en

torno al proceso salud-enfermedad-atención y pasaron a foro
mar operadores de los sistemas de salud. También en ambos

casos, movidos por motivos distintos, esos investigadores y pro­
fesionales de la salud se opusieron a la salud pública dominan­
te en las instituciones de sus países, lograron construir pro­
puestas de reforma de los sistemas de salud de sus países que
sirvieron de plataforma para determinadas fuerzas político-so­
ciales, además de participar en el debate internacional en tor­

no a los ámbitos de acción del Estado en el proceso de salud­
enfermedad-atención que se expresó en propuestas de reorga­
nización de los sistemas de servicios de salud.

Sin embargo, aunque los dos grupos reaccionaron en con­

tra de lo establecido, se sitúan en polos opuestos del espectro
político-ideológico, lo que implicó naturalmente diferentes

concepciones de salud pública, de reforma y de ciudadanía,
como también de alianzas para llevar a cabo sus proyectos. En
el caso de Brasil, desde los años 70 los investigadores y profe­
sionales aglutinaron su lucha en contra del poder militar y de
su política de salud y formularon el concepto de Salud Colec­
tiva en la perspectiva de recuperar el lugar de lo social dentro
del campo de la salud, como categoría analítica explicativa de
la manifestación diferenciada de la enfermedad en los grupos
sociales, y como ámbito de actuación y de definición de nece­

sidades por los propios sujetos, El contexto de indignación
creciente de diferentes grupos sociales con relación al régi­
men militar, se entrecruzaba con el descontento provocado
por la política de salud. En torno a esa superposición de agra-
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que congregó a las diversas agrupaciones de izquierda, secto­

res liberales, trabajadores y empresarios. En ese contexto de
democratización amplia y de demanda de la deuda social acu­

mulada, la plataforma político-ideológica de los salubristas­
colectivistas permitía el reconocimiento de la salud no solo
como un problema exclusivo de la medicina a ser resuelto
con servicios de salud; por el contrario, había que definirla
antes como un problema social a ser enfrentado en el espacio
público de forma que los servicios de salud no tuvieran que
recurrir a los resultados de las políticas económicas y sociales.
En contra de las principales características de la intervención
social del período militar -centralización financiera y con­

trol de decisiones en el nivel federal, fragmentación institu­

cional, ausencia de participación social y política, tendencia a

privatización del aparato burocrático y favoritismo del sector

privado en las relaciones público-privado- la propuesta del

sus, que contempla la creación de un sistema nacional uni­
versal e integrado, con participación social en diferentes ám­
bitos de decisión, fue presentada como el medio necesario

para convertir en realidad los anhelos de justicia social. En
ese proceso, el concepto de salud colectiva fue la base teóri­
co-científica a partir de la cual se concibió el sus y se buscó
instituir procedimientos sociales y políticos que permitieran
revertir, aunque parcialmente, una tendencia de medicaliza­
ción de los problemas sociales. El ámbito técnico fue así, en

cierta medida, desplazado hacia el ámbito político.
En México, también desde los años setenta, movidos por

intereses dispares, algunos grupos sociales habían venido

poniendo en tela de juicio los contenidos ideológicos del régi­
men priista que tomaba expresión a través de un Estado inter­
ventor y organizador del desarrollo, al lado de otros, que re­

clamaban por la democracia y por una mejor distribución de
las ganancias de la industrialización. La Nueva Salud Pública,
con su discurso de la competencia y de la libre elección, de la

participación responsable de los usuarios y de otros sectores
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sociales en asuntos referentes a la salud, se presentó como un

punto de apoyo para los que abogaban por un proyecto de re­

novación de la sociedad mexicana cuyo eje fuera crear una so­

ciedad dirigida bajo la ideología de lo privado. En la sociedad
de la eficiencia, basada en el uso de la investigación científica

para producir informaciones y nuevos indicadores para orien­
tar la toma de decisiones y así solucionar la demanda reprimi­
da, la Nueva Salud Pública tomaba el lugar de los actores so­

ciales, desplazando la respuesta del Estado del ámbito político
hacia el técnico. A la vez, el mercado fue identificado y defini­
do como un espacio perteneciente a la sociedad, productor de
los recursos y servicios capaces de resolver las necesidades en

salud. Siendo así, el contexto de crisis económica y de reduc­
ción de gastos para el sector social fortaleció la salida econó­
mica racionalizadora y liberalizan te, conectada a una reforma
más administrativa que política del Estado, y propició la opor­
tunidad para los neosalubristas, como un grupo cohesionado
de expertos en gerencia de los sistemas de salud. En ese mar­

co de reestructuración económica y política en el que resol­
ver los problemas de acceso a los servicios de salud era sobre­
todo un problema técnico y científico, que dependía de dar a

conocer los recursos y servicios existentes y garantizar el acce­

so según determinados parámetros que deberían conciliar

equidad y racionalidad en los procesos de reforma, los neosa­

lubristas ascendieron a la administración de las instituciones

públicas de salud por medio de sus previas conexiones con la
red de poder del PRI, para poner en marcha una estrategia de
racionalización de los gastos en salud pública y liberalizar el
mercado de servicios médicos. También aquí, el concepto de
Nueva Salud Pública fue la base teórico-científica a partir del
cual se buscó instrumentar la reforma del sector salud y rever­

tir una tendencia de uso político de las cuestiones sociales.
Por otro lado, en el caso de Brasil, los salubristas-colecti­

vistas identificados con el pensamiento de izquierda, busca­
ron desempeñar el papel de portavoces de los grupos social-
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mente excluidos de los beneficios de la política de salud y en

nombre de esos grupos promovieron alianzas con los secto­

res más sensibles a la cuestión social. También utilizaron, en

forma instrumental, las oportunidades proporcionadas por
las agencias internacionales sectoriales (OMS-OPS) y funda­
ciones privadas (Kellogg), además de intercambiar experien­
cias e ideas con Centros de Investigación, ya fueran de Amé­
rica Latina y de Centro América, ya fueran de Europa, com­

prometidos con una perspectiva de carácter estructural en el
combate de las desigualdades en salud. El fin del periodo mi­
litar y el surgimiento de actores con capacidad de represen­
tación hizo que esos especialistas fuesen perdiendo su capa­
cidad de dirigir el proceso de cambio que contribuyeron a

desencadenar. Sin embargo, no perdieron la legitimidad po­
lítica e ideológica conquistada como profesionales del cam­

po de la salud pública comprometidos con la promoción de

políticas redistrihutivas en salud, además de haber paulatina­
mente ganado legitimidad técnica.

De igual forma, en México, los neosalubristas identificados
con centros de Estados Unidos que participaron en la formu­
lación de la agenda neoliberal para el sector salud, optaron
por la anulación de la política en la solución de los problemas
de salud, dando preferencia a los argumentos técnicos. En vez

de debates abiertos promovieron encuestas, la participación
social fue interpretada como responsabilidad individual para
con la salud y el proceso de decisión continuó siendo interpre­
tado como un ámbito de participación restringida. La anula­
ción de la política se convirtió en la política de los neosalubris­
taso También obtuvieron el apoyo de las agencias internaciona­
les y de fundaciones privadas que compartían sus propósitos e

ideologías, además de haber conseguido formarse técnica­
mente en los instrumentos elaborados y difundidos por esas

agencias. Y fue por medio de esas estrategias que lograron
conquistar la legitimidad ideológica y técnica, junto a los gru­
pos sociales que dan prioridad a la prudencia y la seguridad fi-
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nanciera en la solución de las desigualdades en salud y que e1

tán interesados en estimular al mercado como ámbito de crea

ción de riqueza y de desarrollo tecnológico en salud.
En resumen, hacer estos paralelos y situar el proyecto de l:

Salud Colectiva y de la Nueva Salud Pública en su contexto sal

importantes debido a que nos permite afirmar que en ambo
casos los especialistas no solo tomaron opciones, sino tambiéi
estuvieron comprometidos con determinadas fuerzas política
y económicas articuladas a ciertos grupos sociales. Tambié:

porque la Salud Colectiva y la Nueva Salud Pública son exprc:
siones de una vieja confrontación de ideas con relación a cé
mo enfrentar la desigualdad social que está inextricablemen
te entremezclada con las desigualdades frente a la enferme
dad y a la muerte y, más específicamente, cómo afrontarlas :

través de los sistemas de salud. De ahí nuestro esfuerzo en ubi
car estos dos distintos proyectos técnico-científico y político
en sus respectivos contextos sociopolíticos y en las relacione
de conflicto propias del sector salud, para explicitar sus base
de legitimación, tanto instrumental como ideológica, que jus
tifican propuestas técnico-normativas distintas.
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los dos países más grandes de América Latina permite hacer dos
"lecturas" completamente distintas del desarrollo comparado
de ambas naciones. En la primera se subrayan tanto las semejan­
zas en la evolución de dichas políticas como las convergencias
en sus transformaciones actuales. La segunda tiende a señalar
las importantes diferencias (históricas, culturales, políticas, eco­

nómicas) ya advertir que la supuesta "convergencia" no atañe a

lo esencial del dispositivo denominado "políticas sociales" (que,
de hecho, comprende cosas diferentes en cada país).

Esta dualidad de lecturas constituye un problema metodoló­

gico clásico de todo análisis comparativo. En el caso de la com­

paración entre las políticas brasileña y mexicana, la primera lec­
tura se deriva de una tradición intelectual que en los años ochen­
ta fue particularmente fuerte en Francia, pero sobre todo en los
Estados Unidos,' y que consiste en destacar un periodo "coyun-

*Bruno Lautier (brunolautiereenoos.fr) es director del Institut d'Étu­
:les du Développement Économique et Social de la Universidad de París 1

(Panthéon-Sorbonne), París, Francia.
I Sobre el caso de Francia véanse, en particular, los dos "clásicos": Alain

fouraine, La parole et le sang, París, OdileJacob, 1988 y Alain Rouquié, Amé­

tique latine: introduction ti l'extréme occident, París, Seuil, 1987. En los Estados
Unidos esta problemática fue desarrollada sobre todo oor el equino de la
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tural" -los años cuarenta o, con más precisión, de 1935 a 1955--,
durante el cual se definió, de manera coherente, un conjunto de
factores económicos, institucionales y políticos: en lo económi­

co, políticas de substitución de importaciones, asociadas a meca­

nismos de protección social que se imitaron de algunos países
europeos (Alemania y Suecia, en particular) y prefiguraron los
de otros (Francia y Gran Bretaña); en lo institucional, el estable­
cimiento de eso que los autores brasileños han llamado el "cor­

porativismo de Estado"," el cual, además de sus aspectos discipli­
narios y represivos, hacía de las políticas sociales corporativas el

eje de un compromiso político con la parte "estratégica" de la
clase obrera y de los funcionarios públicos; en lo político, un po­
pulismo que, más allá de los individuos (más o menos carismáti­

cos), presenta dos características esenciales para las políticas so­

ciales, a saber, la idea del deber de la nación hacia sus hijos ciu­
dadanos (que implica un deber de redistribución por medio de
la asistencia pública) y la negación de los antagonismos sociales,
considerados la raíz de las desigualdades sociales.

Esos ra'lgos están presentes tanto en Brasil como en México;
con esa misma generalidad, se observan también en Argentina
y, con menos nitidez, en Venezuela, Colombia y Perú. De ahí la
identificación de un tipo de régimen político-económico "na­

cional-popular" (según la expresión de Touraine), que supues­
tamente caracterizó a toda América Latina hasta los años
ochenta. Lo que siguió no fue, entonces, sino la historia de la

imposibilidad de perpetuar dicho régimen, de su degenera-

ba este tema desde mediados de los años ochenta. (Véase, por ejemplo,
Carmelo Mesa-Lago (cornp.), La crisis de la seguridad social y la atención a la

salud, México, Fondo de Cultura Económica, 1986.) Esas ideas fueron re­

tomadas después por muchos autores, entre ellos los expertos que traba­

jan para el Banco Mundial, como Sebastian Edwards (Crisis and Reform in

Latin America: From Despair to Hope, A World Bank Book, Oxford University
Press, 1995, cap. 8).

2 Véase, por ejemplo, Armando Boito, O sindicalismo de Estado no Brasil,
Carnpinas, Editora de Unicamp, 1991.
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posibilidad económica de generar recursos suficientes par<
mantener un sistema de protección social y, por tanto, un cier
to tipo de compromiso político: peso de la deuda externa e in
terna en un contexto de "financiarización" de las economías
necesidad de apertura comercial que implica la disminuciór
de las utilidades y la imposición de presiones competitivas in

compatibles con el antiguo régimen; factores demográfico:
(en particular, el envejecimiento de la población) que dejar
ver el carácter "irrealista" de los derechos sociales otorgados er

los años cuarenta, etc. Aunque, en este periodo reciente, se in
troducen ciertas particularidades nacionales (Brasil no expor
ta petróleo, México sí; el fenómeno de las maquiladoras ne

existe en Brasil, que es, por el contrario un gran exportador de

productos agrícolas, etc.), el esquema teórico sigue siendo co

mún a ambos países y resulta en gran medida de una visión "en

negativo" (el fin de un modelo genérico, sin que se bosqueje
uno nuevo). En resumen, la comparación internacional permi
te pensar las especificidades de un modelo, más que afirmar 1<1
alteridad radical de dos trayectorias históricas.

La segunda lectura es más frecuente en los autores de los dos

países involucrados." los discursos relativos a la cuestión social,
el tipo de régimen y de compromisos políticos, las instituciones
creadas, la naturaleza de la limitación económica y los grados
de libertad que permite, hacen referencia esencialmente a una

historia nacional. La Revolución mexicana de los años diez, pOI
ejemplo, da origen a un partido político que expresa la idea de
un progreso colectivo de la nación (progreso en el que las polf
ticas sociales no constituyen sino una de sus formas de expre·
sión), mientras que en Brasil, la idea de un partido, sujeto co-

3 Lo que no es de sorprender en naciones cuya tradición intelectual es,

en primer lugar, nacional, aunque ciertamente complementada con aporta
ciones europeas o norteamericanas, pero para la cual la idea misma de un

"análisis latinoamericano" no tiene sentido (lo que se agudiza aún más en el
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lectivo que conduce a la nación hacia el progreso no tiene sen­

tido, aún en la época varguista .. De manera recíproca, el papel
de la conquista del territorio interior, de la purga de las iniciati­
vas individuales que constituye la "frontera" brasileña, no tiene

paralelo en México, ni se encuentran en Brasil los lazos partido­
sindicato que se observan en México (PRI-crM). Así, puede enu­

merarse una lista de particularidades que abarcan desde las con­

secuencias del régimen militar instaurado en 1964 en Brasil has­
ta la importancia de la cuestión indígena en México; de la
influencia del vecino del norte sobre México a la herencia de
la esclavitud en Brasil. Esta segunda lectura deja relativamente
abierta la cuestión de las transformaciones de las políticas socia­
les que han tenido lugar desde hace cerca de quince años; pue­
de intentar demostrarse que las particularidades nacionales

produjeron -principalmente a raíz de apremios políticos muy
distintos- formas de adaptación al neoliberalismo sumamente

diferentes o, por el contrario, mostrar que la ola neoliberal ha
difuminado en gran medida las diferencias.

La elección entre una de esas dos "lecturas" no tiene una so­

lución metodológicamente satisfactoria a priori. Tal vez sea más

productivo segmentar el problema siguiendo un corte temáti­

co, antes de abordar el problema general. Sin pretender ser ex­

haustivo, trataré tres temas: primero, el de la protección tipo se­

guridad social (o "contributivo", como dicen los juristas), que
atañe en esencia al "núcleo" de los asalariados estabilizados, par­
te integral del compromiso corporativista desde los años cua­

renta, y que resistió hasta mediados de los ochenta, cuando se

endureció y fraccionó. En segundo lugar, el tema de las políti­
cas sociales de asistencia, que -aunque revaloradas por las ins­
tituciones internacionales desde finales de los años ochenta­
tienen una historia plurisecular y se tornan un componente
esencial de los regímenes políticos populistas-corporativistas an­

tes de mediados del siglo XIX. y, por último, el asunto de la re­

lación entre las transformaciones de las políticas sociales y la
evolución de la ciudadanía, respecto de la cual parecería que el
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oroblema de la comparabilidad de las políticas sociales de Bra
;il y México no concierne tanto a los asalariados del "núcleo'

rrotegido (por una parte) o a los "pobres amparados" (por 1<1

itra) , sino a toda esa parte de la población que no pertenece (1

iinguna de esas dos categorías. Es sorprendente que, en lo re

ativo a las políticas sociales correspondientes a las dos primeras
:ategorías de la población (que constituyen el tema de estudie
le la mayoría de los análisis sobre política social), lo que predo
nina es la idea de una semejanza entre los dos países, pese a las
.normes diferencias geográficas, históricas, económicas y políti
:as, mientras que, en lo que se refiere a esa "tierra de nadie" en

re las dos categorías, en el que se inserta la mayoría de la po
ilación y que está muy lejos de las políticas sociales, las diferen­
:ias entre los dos países aparecen con mucha claridad, lo que da

ugar a concepciones muy diferentes de la ciudadanía."

EL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL:

CONTRACCIÓN -y RESISTENCIA- DEL "NÚCLEO" PROTEGIDO,
EN BRASIL y MÉXICO

;ran parte de los análisis de los últimos quince años sobre la
irotección social en estos dos países está centrada en los avata

'es de un sistema de seguridad social aparentemente imitade
le los sistemas europeos, de vocación universalista, pero mu)
-ntintado de corporativismo y, en pocas palabras, limitado)
nás antiredistribuidor que redistribuidor. En los años posterio

4 Varias partes de este texto se tomaron del artículo "Les poli tiques so­

iales en Amérique latine: propositions de méthode pour analyser un écla
ement en cours" (publicado en Cahiers d'Amérique latine, IHEAL, núm. 31

999, el cual se elaboró luego de las reuniones entre los investigadores del
:REITD y de El Colegio de México, mismos que prepararon los textos aquí
eunidos. Sin embargo, dicho artículo tenía un carácter puramente meto-
1n.If...lTi,...", v 11" m�vnr ".l.lr�nrp (lino;¡ rnmn".l.r".llrii\n pntrp Arl"lprir".l T -;¡tin".l. '-



a 1 �1¡;4 ese sistema SUIno ataques --jusUllcaaos por su cosí

carácter inequitativo y la situación demográfica- y expe
ntó varias reformas: disminución de la'! partidas presupu
es e introducción tanto de los seguros privados para enf

'dad, como de los sistemas de retiro complementarios, ba
s en la capitalización. Sin embargo, el sistema 1

sapareció en ninguno de los dos países, por lo que la p
uta sería, entonces, si el sistema cambió de naturaleza (pa
's de un sistema "europeo" a uno "estadounidense") y si, '

.ticular; abandonó su pretensión universalista (la cual sig
-gonándose en el caso de México). Por otra parte, dado q
sistema de seguridad social desempeñaba un papel impi
:te en el tipo de compromiso político que existía con gr
-te de los asalariados, conviene preguntarnos si dicho co

nniso quedó definitivamente en el olvido.
Al igual que en los países que precedieron a México y BI<I

lUguay y Chile), la puesta en marcha de las políticas social
nenzó con un "núcleo" público (funcionarios estatales, m

es y, después, civiles). La ampliación de la seguridad social
o paso a paso, sobre la base de compromisos categoriales (1

tares, empezando -como es habitual en todas partes- p
funcionarios públicos, militares y luego civiles. Después

Ton los trabajadores de las ramas clave de la producen
"ocesamiento de materias primas y productos de exportad
oetróleo, metales-, transportes -ferrocarriles, puertos­
:nciales para la exportación de estos bienes o de los prodi
agrícolas, etc.) ,5 y los servicios financieros. Más adelante (

ron en el sistema los asalariados de las grandes empresas q

r, De hecho, en Brasil, este proceso empezó desde los años treinta

"tos sectores, pero con una administración privada. Es el caso, en pa
ar, de las CAP (Cajas de Retiro -Aposentadorias- y de Pensiones), r:
as por la ley Chaves, en 1923, que finalmente aparecieron como los

stitutos de Aposentadorias e Pensoesr, a partir de 1933, en los siguientes
s: transporte marítimo, empleados de comercio y bancarios, estiba,
furuionario» m'ihliros. pIe. VP3SP. :1 pslp resner-to. V.':;mr!prlpv r.llilh



SE<;URIDAD SOCIAL, ASISTENCIA, AUSENCIA 387

producían para el mercado interno y, en particular, las de bie­
nes imperecederos, Además del papel que desempeñó ese pro­
ceso en el desarrollo de un corporativismo sectorial, otro hecho

importante que debemos advertir es el "efecto de enganche":
¡ así como en cada periodo en el que se manifiesta la necesidad
.

de ampliar el compromiso político resulta "sencillo" ofrecer a

nuevas categorías de asalariados las ventajas que ya perciben las
más antiguas, así también resulta dificil, por no decir imposible,
despojar de las ventajas adquiridas a las categorías protegidas
con más antigüedad. Lo que ocurre, entonces, podría semejar­
se a una subasta, pues estas últimas exigen beneficios adiciona­
les que compensen los otorgados a las nuevas categorías prote­
gidas." Esta espiral ascendente fue posible mientras que la po­
blación protegida era relativamente joven y el empleo
asalariado crecía con rapidez (hasta finales de los años setenta).

Cuando inicia ese proceso -finales de los treinta e inicios de
los cuarenta, que es también la época de los "grandes" dirigen­
tes populistas (Vargas, Cárdenas)-, la perspectiva de la amplia­
ción gradual (y próxima) a atrae¡ categorías de asalariados, pero
también a los trabajadores independientes y a los campesinos, se

anuncia como un objetivo político mayor. Sin embargo -a dife­
rencia de la situación de Europa del norte, en donde el movi­
miento de expansión del sector asalariado ya entonces abarcaba

• entre 60 y 80% de la población activa, según los países-, esto vie-

I ne acompañado de otra perspectiva, a saber, la de una integra­
ción ultra rápida de la población no asalariada (mayoritaria por
muy amplio margen) a la asalariada. La ampliación de la protec­
ción está ligada a una retórica de la modernización y de la indus­
trialización que, en México, se acentúa con la fuerte retórica de

me dos Santos, Cidadania ejusticia. A política social na ordem brasileira, 2" ed.,
Río deJaneiro, Ed. Campos, 1987, p. 21.

i
6 Sobre estos puntos, véase Bruno Lautier, "L'État-providence en Amé-

rique latine; utopie légitimatrice ou moteur du développement?", en Bé­

rengére Marques-Pereira (comp.), L'Amérique latine: uers la démocmtie?, Pa­

rís, Édilions Complexe, octubre de 1993.
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la Revolución," en la que la protección social generalizada repre­
senta un elemento fundamental. A lo largo del periodo que va

de los años cuarenta a mediados de los ochenta, la asistencia a

los pobres es siempre calificada de residual. Al igual que en la

Europa del siglo XIX, adopta formas muy diversas: clientelismo
de los notables locales, caridad religiosa, tutelaje quasi carcelario
de ciertas categorías de pobres. La creación de instituciones de

asistencia, públicas y perennes, fuera de reducir la eficacia de
la asistencia puntual en lo que concierne al clientelismo, resulta

muy dificil por razones de retórica política: equivale a reconocer

que el modelo social propuesto está perdurablemente organiza­
do con base en la modalídad de la fractura y la exclusión. No hay,
por tanto, nada paradójico en el hecho de que la protección so­

cial se dirija, en primera instancia, al "núcleo" de los trabajado­
res asalariados, que ya son favorecidos en términos de estabili­
dad del empleo y del salario; el tipo de compromiso político, la

imposibilidad ideológica de reconocer el carácter perenne de la
exclusión social, la retórica de la modernización "desde arriba" )'
que se extenderá después al conjunto del cuerpo social son los
tres factores cuya coherencia explica un modelo de protección
social que es, de hecho, profundamente antirredistributivo )
constituye una parodia del Estado providencia.

En los dos países (Brasil y México), la instauración (al menos

en teoría) de la seguridad social para los asalariados tiene lugar
prácticamente al mismo tiempo: en México, Ávila Camacho fir­
ma la Ley sobre Seguridad Social el 31 de diciembre de 1942

7 Ya el capítulo XIV de la Constitución mexicana de 1917 mencionaba el

deber (para los patrones) de indemnizar a sus trabajadores por accidentes
de trabajo, y el capítulo XXIX estipulaba: "Se considera de utilidad social
crear cajas de asistencia popular por invalidez, retiro, suspensión involunta
ria de labores, accidentes y otros...

"

(Citado por Víctor Soria, "La sécurité so

ciale au Brésil et au Mexique: une analyse comparative", mimeo, Seminario
de la "Red de Investigación Internacional sobre la Protección Social, la In­

tegración Continental de Mercados y la Dinámica de las Fronteras Políticas:



\aunque, (le neUIU, eruro en VlgUI- a unes ue 1:1'*'*), ye
a finales de los treinta y durante los cuarenta se adoptó
junto de medidas estrechamente vinculadas a las que el

el trabajo asalariado y la actividad sindical, las cuales se

ron en la Consolidación de las Leyes del Trabajo de 194

contrario, durante más de veinte años la estructura insti
será sumamente distinta. En México, la institución que
nea" la seguridad social es una sola, el IMSS, pero está de
lizada en el nivel estatal y le toma trece años (de 1944 a

tablecerse en todo el territorio nacional. En cambio, e

las Cajas de Seguridad Social proliferan por sector y pr<
no será sino el gobierno militar de 1966 el que podrá 1

por la fuerza, con la creación del INPS.R Esta diferencie:
mite a la cuestión de la relación entre el poder de Estad
blación y el territorio, que abordaré en la tercera parte

Pero, desde la perspectiva de la lógica de ampliació
derechos sociales, se impone la semejanza: la presión d:

bajadores de tal o cual categoría consigue obtener un;

ción que, por motivos políticos -la necesidad de resta

compromiso político corporativista-clientelista-, será a

después a toda la población asalariada estabilizada (cor
Lei Organica de Preoidéncia Social o LOPS de Brasil, en 1!

obstante, esto no equivale a decir que el Estado haya "ot
esos beneficios sociales de manera espontánea. En Mé

particular, la aparición de organizaciones sindicales i
dientes y combativas (en 1948 y 1949) o la realización de

importantes (en 1958) son las principales razones de d

tensión," mientras que en Brasil la ampliación (en 1�

8 Al respecto, véase Maria Lucia Teixeira Werneck Vianna, A

w¡:iio (peroersa) da seguridade social no Brasil, Río de Janeiro, Ed.

van, 1998, cap. 4.
9 Véase Víctor Soria, "La crisis de la protección social en MI

análisis de largo plazo con énfasis en el periodo 1971-1985", e

Gutiérrez (coord.), Testimonios de la crisis, vol. 2, La crisis del Estad!
tar Mpvirn _�ilTlrl YYI" IrM.1U lQs;lR, nn l'7{,,"\...l�h
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ejemplo, a los trabajadores rurales y en 1972 a las empleadas do­

mésticas) se lleva a cabo sin conflictos abiertos (estamos aún en

los años duros de la dictadura). Pero, en los dos países hallamos
una fuerte contradicción entre la afirmación reiterada del carác­
ter universalista y homogeneizante del sistema de protección so­

cial y una práctica de ampliación de la misma que es fracciona­

da, desigual y restrictiva. Asimismo, en ambos países encontra­

mos esa característica mayor de los sistemas corporativistas que
consiste en definir los regímenes de protección social en el nivel
"intermedio" de los ramos, que es igualmente el nivel en el que
el poder de los sindicatos, "charros" o "pelegos" se afirma más.

En ambos países, los años de 1970 a 1982 representan un pe­
riodo en el que el poder tuvo la capacidad económica para dis­
frazar contradicciones políticas muy importantes, con el uso si­

multáneo de la represión política, la ampliación de la asistencia
a los "excluidos del milagro", y la garantía de las "prestaciones
adquiridas" del núcleo de trabajadores estabilizados. Las dife­
rencias entre los dos países derivan sobre todo de las condicio­
nes macroeconómicas: Brasil no vivió una crisis análoga a la me­

xicana de 1976, pero tampoco conoció el auge petrolero que si­

guió a dicha crisis. Por el contrario, las tasas de crecimiento
industrial son más altas en Brasil desde principios de los años se­

tenta (el "milagro", propiamente dicho). y sobre todo, parece­
ría que en ambos países hay una ceguera voluntaria frente al

contraste entre la perennidad afirmada y la extrema fragilidad
del sistema. En efecto, las cajas de protección social no pueden
tener balances equilibrados en el largo plazo, por el solo hecho
de la edad precoz de lajubilación, aunada a un fuerte incremen­
to de la esperanza de vida y del costo de la atención médica. 10 La

hipótesis que han desarrollado varios autores brasileños" en los

J() Situación que se agravó, en Brasil, por las enormes deducciones que
hacía el Estado central a las cajas de protección social, sobre todo a fina­
les de los sesenta.

" En particular. Werrieck Vianna, op. cit., cuya tesis central se expresa
en el título mismo de la obra.
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últimos años es que esa ceguera sólo es aparente; al no produ­
cirse las condiciones de viabilidad a largo plazo del sistema, lo

que en realidad presenciamos es la creación de las condicio­
nes para la privatización del mismo, particularmente en mate­

ria de salud. Prueba de ello es la rapidez con que se han desa­
rrollado las estructuras de salud (de tipo cooperativo, como

las Unimed, creadas en 1967, o privadas, como la Golden

Cross) , no integradas a un sistema público desfalleciente y des­
tinadas a los asalariados del "núcleo" protegido, sobre todo de
los sectores de capital intensivo. En México, dicha tendencia
fue mucho más lenta (en particular, porque los gastos públi­
cos en salud crecieron con mucha rapidez hasta 1976), pero
tuvo un desarrollo desmesurado a partir de 1982. Sin embar­

go, la hipótesis del "maquiavelismo" de un gobierno (sobre to­

do en Brasil) que quería romper (desde los años sesenta) con

la lógica del Estado de bienestar, aunque sin dejar de afirmar­

lo, para entrar en un proceso de "estadounidización", no es del
todo convincente. Supondría que el poder militar brasileño

produciría, al mismo tiempo, la capacidad política para paliar
el "déficit de legitimidad"!" que resultaría de la desigualdad
creciente del acceso a la protección social y de la discrepancia
entre el discurso y las prácticas. Supondría, comparativamen­
te, que el Estado mexicano no tuvo tal capacidad y no le que­
dó otro remedio que el de la espiral ascendente, con lo cual

profundizó los déficit y creó las condiciones para una catástro­
fe que se disparó brutalmente en 1982-1983, periodo en el que,
súbitamente, el gobierno habría tenido dicha capacidad y lo­

gró reducir masivamente los gastos sociales. Es claro que fal­
tan algunos eslabones en esta explicación y que parece más
heurístico volver a la idea de que, aunque se utilice el mismo
término (Estado de bienestar), se trata de dos modelos de go­
bierno de la sociedad sumamente diferentes, que se expresan

12 Véase, a este respecto, Gilherto Mathias y Pierre Salama, L'État surdé­

ueloppé: Des métropoles aú tiers-monde, París, La Découverte, 1983.



nediante estructuras institucionales y prácticas políticas apa­
-entemente semejantes.

El periodo que empieza en 1983 está marcado por un con­

unto de fenómenos cuya importancia relativa difiere en am­

ios países. Considero que tres de ellos contribuyeron a redu
:ir el peso relativo del "núcleo" dotado de derechos sociales
le tipo "contributivo".

El primero y el más evidente: la disminución del empleo en

a función pública no tiene un predominio cuantitativo. Comc
en el resto de América Latina, el empleo público central-fe­
leral- ha disminuido en términos relativos desde hace quince
uios (en forma mucho menos aguda en Brasil que en México).
oero, acorde con las leyes o constituciones (en el caso de Bra

til) que proclaman la descentralización, éste fue en gran parte:
.ompensado con la elevación del empleo en los estados, pro
.incias y municipios. Esto muestra la ambigüedad de las reco

nendaciones de las instituciones internacionales, las cuales, al
oroclamar a la vez (y por el mismo supuesto motivo: el "buen

�obierno") la reducción del peso del Estado y la descentraliza­

:ión, llegan a un resultado cuantitativo tal vez cercano a la esta:

oilidad (en términos de la parte del empleo total). Como es evi

iente, dado que los datos estadísticos son más confiables en le

lue se refiere al Estado central, la reducción de efectivos qm
�ste emplea aparece con más claridad que el aumento de 101

empleos locales. La naturaleza en gran medida clientelista de la
.reación de estos últimos a menudo tiende a disimularlos pOI
nedio de artificios administrativos y contables. La incertidum
ore en cuanto a los datos estadísticos (elaborados por los Esta
los federales y que sobrevalúan la disminución del número de
.uncionarios por razones tácticas evidentes) no permite con

.luir con toda certeza. Pero, al menos, debe quedar la duda, )
a hipótesis de una estabilidad relativa es la más prudente.

El segundo fenómeno que contribuye a la reducción cuan

.itativa del "núcleo" asegurado es la disminución del emplee
=n las emnres;:¡s núhlir;:¡s. Armf. el factor rlorninarite es 1;:¡ nolf
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tica de las privatizaciones. Ésta se tradujo, en todas partes, en

un recorte de los efectivos, que eran -por razones evidentes
de compromiso político basado en el corporativismo sindi­
cal- quienes gozaban de los derechos sociales más amplios
de todos los asalariados (salvo los militares) _13 Además, la pri­
vatización por lo general fue acompañada de una diferencia­
ción de las categorías en el seno mismo de la unidad produc­
tiva, por medio de la exteriorización jurídica de ciertas activi­
dades (terceiriza{:iio, en portugués), en donde los asalariados de
las empresas maquiladoras no tienen ni la misma garantía de es­

tabilidad, ni los mismos planes de jubilación o de salud que
quienes permanecieron jurídicamente en la compañía.

El tercer fenómeno, el más general, es la disminución del

empleo en las empresas privadas que tenían el nivel más alto
de protección social, la cual va aparejada de un movimiento de

terceirizaaio análogo al que experimentaron las empresas priva­
tizadas. 14 Eran, a menudo, las filiales las que ofrecían el nivel de

protección más elevado a los asalariados y donde los recortes

fueron más fuertes, sobre todo por la brutal apertura comercial
de México tras su ingreso al GATT en 1986, y durante el gobier-

13 Una descripción del caso más acabado de esta "sobreprotección" so­

cial, en el contexto del corporativismo sindical triunfante desde principios
de los años ochenta, se encuentra en Marie-Frace Prévót-Schapira, "Les
travailleurs du pétrole au Mexique. Pouvoir syndical, mobilisation de la
force de travail et gestion de l'espace", Cahiers des Sciences Humaines, ORS­

TOM, vol. 23, núm. 2, 1987.
14 Ese movimiento puede llegar a ser tan amplio que las maquiladoras

ubicadas en la zona industrial, organizadas en la forma de un "consorcio

modular", realizan la totalidad de las operaciones industriales; la empresa
madre sólo conserva las operaciones de coordinación y venta. El ejemplo
más claro es el de la fábrica de camiones de la Volkswagen en Resende (a
mitad de camino entre Río y Sao Paulo), en el que 300 empleados de la

primera cohabitaban con 1 500 empleados de las maquiladoras (a finales
de 1997). Véase Mario S. Salerno, "Restructuration de la production et tra­

vail dans les entreprises installées au Brésil", Reoue Tiers Monde, núm. 154,
abril-junio de 1998, pp. 321 Y ss.



oues, nasta nnares ue lOS ocnenta, las nuaies mas protegtoas ce

a competencia internacional eran las que ofrecían niveles más
lItOS de protección social, sobre los que descansaba el compro­
miso corporativista. En los años cuarenta y cincuenta se había
creado un conjunto coherente: políticas de sustitución de im­

portaciones, protección aduanal, un sector público importan
te, compromiso corporativista con un "núcleo" de trabajadores
estabilizados, protección social de dicho núcleo. El fin de las

políticas de sustitución de importación, seguido del "ajuste"
no bastó para desestabilizar ese conjunto, que estructuraba con

mucha fuerza a las sociedades latinoamericanas. La apertura
comercial, las privatizaciones y las estabilizaciones monetarias.
más los crack5financieros (en México, 1994-1995; en Brasil, 1998

1999) son los que parecen darle el tiro de gracia.
Pero, aunque ese conjunto económico-político-social per

dió su coherencia, el "núcleo" de trabajadores protegido ne

desapareció con ello. Esto se debe a dos razones principales
La primera es que la necesidad de un compromiso polítice
con el "corazón" de la clase asalariada subsiste. Claro estz

que, cada vez que la coyuntura política le es politicamente
desfavorable, el "núcleo" pierde algunas garantías; en el lar

go plazo, resulta inevitablemente "carcomido", al misme

tiempo que se fragmenta (debido a la descentralización ere

ciente de las negociaciones colectivas), pero sigue teniende
un peso político que negocia de manera más descentralizada
desde principios de los años noventa, mediante la creaciór
de instituciones de "concertación", ya sea en el nivel de lo:

15 Por ejemplo, las empresas del "polo" petroquímico de Camacari (er
la periferia de Salvador) perdieron 8 mil de sus 25 mil asalariados, entn

1990 y 1993. Sólo 7% de los trabajadores expulsados fueron "terciariza

dos". Véase Antonio S. Guimaráes, "Réorganisation de la production e

des rapports industriels dans la pétrochimie brésilienne: les années 90", er

R. Cabanes y B. Lautier, Profils d'entreprises au Sud. Les politiques de gestion fa
rP fl.1J.X cnliures et. fI1J.X status. París. Frt. K:lrth:lb. 1 <l<lll. nn. 20<l-2�O.
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ta), o en el nivel local, cuando los asalariados del "núcl
son los líderes tanto políticos como sindicales, en un con�
to geográfico relativamente homogéneo. lo

La segunda razón de la resistencia del "núcleo" es, al i

mo tiempo, una de las causas de su desintegración, a sabe

multiplicación de los regímenes de protección social part
lares a las empresas. Dichos sistemas existían desde mu

tiempo atrás (como fue evocado en el caso Brasil, o corn.

de los bancos mexicanos, en lo relativo a la salud), pero tu

ron un desarrollo tremendo a partir del inicio de los noi

tao Este crecimiento fue favorable a la descentralización­
neralizada en todo el continente- del nivel de refrende
los convenios colectivos, que ceden el lugar a políticas de
delización" de la fracción más calificada de la mano de 01
El paso a regímenes de retiro por capitalización, que pern
que haya diferencias muy importantes entre una empre�
una categoría de mano de obra y otra, favorece ese proCl
Brasil y México, a diferencia de Chile (desde 1980), Arge
na y Colombia (ambos en 1993), no eliminaron compl
mente el antiguo sistema de jubilaciones de base, el cual �

cansa, según la terminología consagrada, en la "solidari:
nacional" de tipo beveridgino, más que en los retiros COI

butivos. Pero la disminución constante de ese tipo de jul
ciones de base fue, en ambos casos, un poderoso motor

desarrollo de los retiros complementarios por capitalizac
de tipo contractual (similar al ocurrido en Gran Bretaña).
ta evolución hacia un sistema dual (prestaciones de base I
tuitas, pero muy exiguas y de una calidad cada vez más baj
por otra parte, prestaciones complementarias reservada

16 Véase Nadya A. Guimaráes, Alvaro A. Comin y Marcia de Paula L
"Por un jogo de sorna positiva: conciliando cornpetitividade e protecá.
emprego ern experiencias inovadoras de nogociacáo no Brasil", mimeo,
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una minoría de los asalariados) es también muy evidente en

materia de salud, en donde los empleadores hicieron contra­

tos con compañías aseguradoras, o bien directamente con clí­
nicas u hospitales privados (las evaluaciones más recientes, de

1999, muestran que cerca de cuarenta millones de brasileños
están cubiertos, directa o indirectamente, por dichos planes,
lo que desplaza la frontera entre empleo formal y empleo in­

formal hacia la distinción entre los asalariados cubiertos por
dichos planes y los otros).

El desarrollo de esos regímenes de protección social de em­

presa no atañe solamente a los trabajadores más calificados. En
ciertos casos, el establecimiento de la "sobreprotección social"

sigue, a veces, al despido de todo el personal, luego del cual se

hace una recontratación selectiva yel personal retenido se man­

tiene en el "núcleo". El caso de la FIAT-Betim (Minas Gerais, Bra­

sil) es característico de ese tipo de situaciones: luego de una se­

rie de huelgas muy conflictivas (1978-1984) la dirección despidió
y recontrató al personal, estudiando caso por caso. A partir de
entonces toda contratación se hace con base en "cartas de reco­

mendación" de asalariados colocados. En forma paralela, la em­

presa reorganizó toda la producción, con métodos "toyotistas"
(justo a tiempo, calidad total, etc.), pero con una robotización
relativamente limitada para el ramo. Más adelante (a finales de

1991), negocia con el INPS (Instituto Nacional de Previsión So­

cial) un acuerdo por el cual, en lugar de entregar las cuotas al

Instituto, la FIAT las utilizaría para construir su propio centro de

salud, siempre que aportara una suma al menos equivalente. De

hecho, la empresa rebasó por mucho sus obligaciones: planes
de hospitalización, clínica móvil y cuidados dentales, preven­
ción y vacunación, indemnizaciones por enfermedad que ga­
rantizaban el salario, seguro de vida, guardería, distribución de

alimentos, préstamos, a 10 que se agregan las actividades recrea­

tivas, los deportes, los "clubes", que en algo nos recuerdan al do­

polaooro de la Italia fascista. La eficacia de ese sistema de control
de la mano de obra parece grande, como lo testimonia la fide-
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Iidad a menudo entusiasta de algunos trabajadores de la empn
sa a su sistema,'? pese a que los salarios monetarios son inferic
res a los de las empresas automotrices del ABe paulista.!"

A fin de cuentas, el sistema de seguridad social, tanto el

Brasil como en México, sólo se ha librado, con o sin neolibe

ralismo, de una parte de eso que lo fundaba y que se encuen

tra, en esencia, ligado al tipo de compromiso político entn

el "núcleo" asalariado estabilizado y el Estado. Lo que desa

pareció a principios de los años noventa se debe, sobre todc
el dos cosas: la primera es el "efecto de enganche", es decir
la irreversibilidad de la concesión de cualquier "beneficio'

que se convertía automáticamente en ventaja adquirida y qu
provocaba una espiral ascendente (debido no sólo a la impc
sibilidad de quitar derechos sociales a una categoría de asa

lariados cuando se otorgaban otros a nuevas categorías, sine

también a la obligación de mantener un diferencial entre la

'antiguas" categorías protegidas y las nuevas). La segunda e

la presión hacia la homogeneización tendencial no sólo de 1,
:lefinición de los "beneficios sociales", sino también de su ad
ministración. La pauperización de las categorías, la deseen
tralización de los convenios colectivos, el incremento de 1,

terciarización, el debilitamiento sindical, y el derrumbe d.

17 Dos extractos de las entrevistas realizadas por Solange Pimenta dar

muestra de ello: "Me siento honrado de pertenecer a la FlAT, aunque las ex

�encias sean duras para la clase obrera, pero ese es uno de sus derechos. L

'1AT nos da muchas prestaciones y 'beneficios' sociales. Es una maravilla: ser

licios médicos completos, préstamos, transporte, todo [ ... ] Simplemente e

'antástico": "en la FIAT tengo todo lo que necesito: empleo, servicios médico
le excelente calidad, un club para las actividades recreativas y las diversic

les, una atención constante [ ... ] Es casi todo para mí." Solange M. Pirnenta

'Le tournant de la FIAT mineira: travail, irnaginaire et citoyenneté dans l'ex
»érience des travailleurs", tesis de Doctorado en Sociología, IEDEs-París l

1996, pp. 293 Y 294. En esta tesis se examina con detalle estos aspectos y, el

oarticular; la forma en que, en el imaginario de los trabajadores, la empre
ra substituye al Estado como proveedora de "beneficios sociales".

IR De 31 a 75% -segLÍn la calificación-, en 1989.
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los regímenes de retiro por repartlción.!? todo ello concomi­

tan te a la apertura económica y a las severas crisis financieras,
fueron poderosos factores de fragmentación. Por el contrario,
la triple función positiva de la protección social -desde la

perspectiva patronal- no desapareció: por una parte, el vín­
culo positivo entre la productividad y una mano de obra salu­

dable, capacitada y sumisa; por la otra, la creación de un "tra­

bajador colectivo", o incluso de un "cuerpo colectivo", cuyo
efecto trasciende los conceptos de economía de escala o de si­

nergia. Prueba de ello es el retorno de las metáforas familiaris­
tas en las grandes empresas directamente insertadas en el mer­

cado mundial, y no parece que sea posible reducir la explica­
ción del compromiso con el trabajo al simple efecto de la
amenaza de despido. Por último, la protección social de em­

presa sigue siendo -como el paternalismo del siglo XIX- un

medio para limitar la movilidad de los trabajadores calificados

y capacitados, y de preservar los colectivos de trabajo, y las em­

presas la utilizan como arma estratégica en este sentido. Nos

encontramos, entonces, en una situación -mutatis mutandis­

análoga a la de los años de 1880 en Europa; pero esta referen­
cia histórica incita a decir que, con la subsecuente reubicación
masiva de los empleos, las restricciones a la movilidad de la
mano de obra calificada solo podrán ser remediadas median­
te mecanismos estatales de homogenización de las "prestacio­
nes sociales" y la garantía de éstas en caso de movilidad. La

competencia entre empleadores en busca de mano de obra
calificada existe ya en ciertos ramos (tecnologías de informa­

ción, finanzas, etc.). La incertidumbre se refiere en esencia al
momento en el que esos empleadores acudirán al Estado pa­
ra limitar los efectos negativos -para ellos- de dicha compe­
tencia, por medio de medidas costosas para el conjunto de los

19 Sería demasiado extenso desarrollar este terna en el presente traba­

jo. Al respecto, véase Monika Queisser, La réforme MS fonds de pension: lecons
d'Amérique latine, Cahiers de Politique Economique, Centre de Développe­
mcnt de I'OCDE, 1998.
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empleadores, y homogeneizar las prácticas empresariales. Sir

embargo, el recurso eventual al Estado para unificar las prác
ticas de las empresas y favorecer la movilidad no habrá de to

car, en un lapso previsible, sino a una parte muy pequeña de
los asalariados; sería utópico ver en ello el motor de una res

tauración --o instauración- del Estado providencia.

LAS POLÍTICAS DE ASISTENCIA SOCIAL:

HACIA LA "FOCALIZACIÓN"

Pese a las diferencias que hallamos en todos los niveles entre

Brasil y México (de las que hablamos en la introducción), la ló

gica que orientó la asistencia social durante medio siglo (más e

menos de 1940 a 1990) presenta grandes semejanzas. En térmi­
nos generales, podría calificarse como "lógica de asistencia po
pulista". Ésta no se constituye a partir de la identificación de ta
o cual categoría de la población que "merece" o tiene una "ne­
cesidad particular" de ser ayudada. La asistencia de tipo popu­
lista es un modo de relación global de "los de arriba" con "los
de abajo", del Estado con el pueblo, y (al menos en el periodc
inicial) del "líder" con su pueblo. Este tipo de relación desean
sa en una relación global de favor y sujeción, en la que la asis­
tencia constituye la contrapartida natural de la fidelidad no só
lo a un programa político, sino a un proyecto de sociedad. Mu­
chos autores, aunque admiten la pertinencia de los análisis
"clásicos" del populismo como el de Francisco Weffort20 sobre
los años cuarenta y cincuenta (Vargas, Perón, etc.), consideran

que ahora hemos pasado a un "neopopulismo", basado más
bien en una fidelidad emocional o comunitaria, que en una es­

trategia de integración de la clase obrera a un compromiso po

20 Francisco C. Weffort, "Le populisme dan s la poli tique brésilienne",
Les Temps Modemes, octubre de 1967, pp. 624-629, Y O populismo na politice
brasileira: Río ele Ianeiro. Ed. Paz e Terra. 197ft



lítico." I Esta visión es sin duda sesgada, pues presta poca aten­

ción a las formas de asistencia ligadas a ese "nuevo" populismo,
V demasiada a la emotividad, por no decir irracionalidad, del

"pueblo". Es cierto que "el carisma televisivo carece de sublimi­

dad", \!2 al menos desde el punto de vista del politólogo europeo
que no logra comprender las razones de la elección de Collor,
pero sería apresurado deducir de eso que la emoción es lo úni­
co que ha reemplazado a la que era --con el corporativismo-­
la otra base "real" de la adhesión de las clases populares a los re­

gímenes populistas, a saber, un conjunto de distribuciones he­
chas por la Nación, cuyo líder no es sino el representante. En el
marco ideológico del populismo, todo individuo es, paradójica­
mente, un beneficiario sin ser ciudadano: las distribuciones ali­
menticias -o las subvenciones-, las infraestructuras urbanas,
las escuelas etc., son favores que hace la nación y su jefe a sus

"hijos", a la vez que derechos de estos últimos, sobre los cuales
el "líder" se arroga la prerrogativa esencial, a saber, la de deter­
minar lo que puede distribuirse y cuándo ha de hacerse." Las

21 Véase el siguiente fragmento de Norberto Lechner: "Poco importa
la ausencia total de perspectivas a futuro, lo que cuenta es el presente: la

restauración, aquí y ahora, de un sentimiento de comunión. El populisrno,
que recurre a formas emocionales de cohesión e identidad, no tiene nada

que ver con el contenido de los programas. Es por ello que puede cornbi­
narse con programas de modernización económica" (Norberto Lechner
"Á la recherche de la communauté perdue. Les défis de la démocratie en

Amérique latine", Reoue internationale des sciences sociales, vol. XLIII, núm. 2,
agosto de 1991, p. 587.) Véase, también, P. A. Taguieff, "Le populisme el

la sc.ience politique; du mirage conceptuel aux vrais problernes", Vingtiém;
siécle, núm. 56, octubre-diciembre de 1997, pp. 4-33.

n Como lo menciona P. A. Taguieff, en el artículo citado (p. 31), a pro
pósito de Fujirnori, Menem y Collor, cuyas propuestas electorales califica
de "grado cero de mensaje programático". Sin embargo, para este auto!



políticas populistas son, entonces, políticas de lucha contra la

exclusión, dado que se presentan como el complemento siem­

pre centrípeto de los mecanismos centrifugas de la economía.
Las políticas asistenciales de tipo populista tienen, por supues­
to, caracteristicas clientelistas, pero se trata de un clientelismo

por delegación: la fidelidad a tal o cual cacique local, repartidor
del maná público, por ejemplo, deriva de un compromiso trans­

mitido directamente entre cada individuo y el Estado.
Como se mencionó antes, tanto en Brasil como en México la

asistencia social es, desde los años cuarenta, residual por cons­

trucción, y esta característica residual es intrínseca a la lógica
populista y a sus aspectos modernizadores y nacionalistas. El de­
bate en torno a la asistencia es una polémica entre dos visiones
sobre la legitimidad de la misma. La primera dominó hasta los
años cuarenta y vuelve a hacerlo desde 1990. En esta problema­
tica,24 la legitimidad está fundada en razones éticas; el funda­
mento moral (dado que ahora ya no es exclusivamente religio­
so) está Íntimamente ligado a un teoria -y a ciertas prácticas­
:le repartición entre "buenos pobres" y "malos pobres". Los bue-
1l0S pobres son aquellos que la adversidad o la edad han expul­
sado de la sociedad económica moderna, pese a lo cual dan
muestras de buena voluntad y de querer reinsertarse en ella.
Los malos pobres, simuladores, perezosos o contestatarios, no

sólo intentan indebidamente tomar una parte de la riqueza na­

cional, sino que, siendo más hábiles que los verdaderos pobres
en "crisis" y se lleva a cabo una selección entre los derechos -aunque to­

jos reafirmados como derechos-, el modelo asimétrico vuelve a prevale­
:er aquí también.

24 Heredada de las concepciones cristianas de la caridad, aunque rom­

Je con ellas, cuando menos en el nivel del discurso (de manera muy clara
en el caso mexicano, en virtud del carácter anticlerical de la Revolución, y
:Ie forma menos explícita en Brasil). Véase, al respecto, Moisés González

Navarro, La pobreza en México, México, El Colegio de México, 1985, p. 161 Y
iS.; Y Bruno Lautier, "Pauvreté et politiques de la pauvreté au Mexique", en

�ichard Poulin y Pierre Salama (comps.), L'insoutenable misére du monde. Eco-
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"avergonzados", quieren apoderarse de lo que les corresponde
a estos últimos. Lo sorprendente no es tanto la permanencia de
ese esquema." como la forma en que ha sabido adaptarse a si­
tuaciones sociales sumamente distintas, las cuales corresponden
no sólo a las fases iniciales de la industrialización -fases en las

que se descubre a los warning poor--, sino que caracterizan tam­

bién periodos tales como el actual, en los que la moral se impo­
ne sobre la economía y la política para el manejo de la cuestión
social.t" La asistencia no podría, entonces, tener como benefi­
ciarios sino a una pequeña porción de los pobres, pues una asis­
tencia generalizada ejercería efectos perversos masivos (incita­
ción a la pereza y al vicio o, simplemente, desestimulación del

trabajo}," y es esto lo que le da su carácter residual.
La otra perspectiva sobre la legitimidad del deber de la asis­

tencia no basa a esta última en características individuales (co­
mo en el caso de la limosna cristiana), sino en una visión de la
sociedad en su conjunto. Los regímenes populistas supieron
imponer tal visión alrededor de los años cuarenta, tanto en Mé­

xico como en Brasil, y ésta resistió casi medio siglo, aun des­

pués de que las características más claramente populistas del

régimen político hubieran sido relegadas a un segundo plano,
como durante el régimen militar brasileño o en el gobierno de

2� El cual, según Bronislaw Geremek (La potenee 01l la pitié, París, Galli­

mard, 1987), data de alrededor de 1530 en Europa occidental, y vuelve a

encontrarse particularmente vigente en los años 1830 y 1940, entre los "fi­

lántropos" franceses e ingleses.
26 En mi opinión, es lo que caracteriza la postura actual del Banco Mun­

dial con respecto a la lucha contra la pobreza, de la que ha hecho su man­

dato principal. Véase Bruno Lautier, "Pourquoi faut-il aider les pauvres? ou:

commcnt une banque (rnondiale) fut saisie par la morale", trabajo presen­
tado en el coloquio del EADI-GEMDE\', "L'Europe etle Sud a l'aube du 2H:me
siecle: Enjeux el renouvellement de la coopération" (por publicarse).

'27 Recordemos, como lo demostró Albert O. Hirschman (Deux siécles de

rhétorique réactionnaire, París, Fayard, 1991), que la tesis del "efecto perver­
so" es una constante en el pensamiento liberal para refutar la intervención
universalista del Estado en materia social, desde finales del siglo XYIII.
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De la Madrid, de 1982 a 1988 en México.P' Se considera que la
sociedad está construida en torno a un proceso de moderniza­
ción (que, a partir de los años cincuenta, se denominará "desa­

rrollo"), cuyas tres bases son la industrialización, la asalariza­
ción y la urbanización. La asistencia, entonces, se legitima por
la imposibilidad de coordinar esos tres procesos, imposibilidad
que tendrá consecuencias sumamente diversas y de las que só­
lo mencionaré tres. En primer lugar, la rapidez de la urbaniza­
ción es, en ciertas épocas, mucho mayor que la de la asalari­

zación, lo que dará lugar a todo el debate sobre la economía
informal (desde finales de los años setenta en Brasil, y sólo al­
rededor de diez años después en México). 29 Segundo, el desa­
rrollo del asalariado urbano tiene lugar en gran medida fuera
de la industria y, en términos más generales, del "núcleo" pro­
tegido que se mencionó antes, lo que revela la incapacidad del
sistema de seguridad social para resolver el problema de los

working poors. En tercer lugar, el dinamismo de la urbanización

y del éxodo rural, en lugar de beneficiar al campo (como lo hu­
bieran querido los modelos dualistas tomados de Lewis, dado

que se consideraba que el excedente de mano de obra tenía
una productividad marginal nula), lo empobreció (sobre todo,
debido al hecho de que quienes emigraron fueron básicamen­
te los adultos jóvenes y más productivos). Todos esos factores
son considerados residuales, es decir, que deben resolverse por
el solo hecho del crecimiento económico, que se supone será

2R La desaparición del populismo nunca es definitiva. corno lo mues­

tran, por ejemplo, los aspectos populistas del Pronasol, o el discurso de
Tancredo Neves, durante las semanas en las que, en 1985, aparecía como

el futuro presidente civil de Brasil.
29 No existe en México un equivalente a los estudios que encargó el SUDE­

NE al equipo dirigido por Clovis Cavalcanti, en el Centro de InvestigaciónJoa­
quim Nabucco, sobre el "sector informal" en las metrópolis del noreste (Sal-

I vador, Recífe, Fortaleza), y que aparecieron en 1978-1979. Hubo que esperar

.\ hasta 1988 para que se realizara en México una encuesta de amplio alcance
sobre la economía informal. Abordaré este tema en la siguiente sección.

I

/



ras armónico en el futuro, hasta la crisis de 1982-1983 en Me­

ico y, aún más tarde, en Brasil (se observa una fuerte influen­
ia de esta problemática en la Constitución de 1988),

Aun cuando la situación de los dos países es muy diferente
n cuanto a la reducción del gasto social entre 1982 y 1988,30 la
sistencia no se considera un problema en sí, que deba ser oh­
-to de una política autónoma vis-a-vis de la política económica .

.a reducción de los presupuestos sociales en México se presen-
1 como una medida ciertamente dura, pero temporal, y se

rantiene el mito de la integración de los beneficiarios de la asis
encía al conjunto nacional. Esto es aún más cierto en el caso de

-rasil, debido en gran parte a la exaltación de la idea de nación
n progreso que vivió ese país durante los años que separan la
lección (indirecta) de un presidente civil de la votación de la
.ueva Constitución (1985-1988). En ésta, como lo observa Sonia

)raibe, "los derechos sociales fueron incrementados, el accesc

e universalizó y la cobertura fue ampliada. El vínculo contribu

va, en tanto principio estructural del sistema, se desligó. La

oncepción de la seguridad social avanzó hacia una forma más
miversal de protección, hacia la definición de las prestaciones
ociales mínimas't.é' De hecho, es la noción misma de asistencia
1 que debería haber perdido su pertinencia, al eliminarse 101
necanismos de asistencia en favor de los derechos sociales. Sin

111 Sonia Draibe, Brasil: o sistema de protecáo social e suas transformacáes re

entes, Santiago de Chile, CEPAL-UNICAMP, 1992, pp. 62 Y 63.
:lO Por ejemplo, el total del gasto público en salud y seguridad social dis

rinuvó 40% en México durante el sexenio de Miguel de la Madrid (1982
988); en Brasil, se observan tentativas por reducir dicho gasto en los afio:

chenta (disminución de 4.5 a 2 consultas médicas gratuitas, supresión de
'es mil "tarjetas" que daban acceso a atención gratuita). Pero la presiór
e los empresarios privados de salud, aunada a las limitaciones tmpuesta
or el sistema político clientelista, redujeron en gran medida el impacte
e esas medidas; el gasto público federal en materia de salud (destinade
n c;:.11 nl�VOl'í� � IÍ\� nr{)(Tr�nl�c;:. np c;;.:;¡111,-l CTr:ltllit:l) :ll"TIPntó cipo 1 Rlo/r, rlp
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embargo, la práctica de la asistencia no desapareció en absolu­
to y la Constitución brasileña de 1988 aparece más como el en

tierro de una esperanza bajo la retórica, que el inicio de una

ruptura frente a las prácticas asistenciales.F
Pero, aunque la asistencia subsiste, su característica funda

mental cambia a principios de los noventa, tanto en México co

mo en Brasil. La asistencia social pierde su carácter "populista'
(dirigida a quienes no pueden transitoriamente participar en

la modernización) y se inserta en un campo de intervención

muy dilatado; a partir de entonces se enfocará hacia diversos

"blancos", a saber, el número creciente de incompetentes;
aquellos que -aunque aptos- quedan excluidos de la econo

mía moderna, por falta de lugar; aquellos que han sido expul
sados, e incluso, cada vez con más frecuencia, una parte de

quienes participan en esa economía moderna. El uso masivo e

indiferenciado del concepto de "pobreza" tiende a borrar las
diferencias entre esas categorías y a desvincular las condiciones
de existencia (la pobreza) del lugar en el sistema productivo.
Un corolario de esto es que el aspecto de la repartición de las

ganancias primarias se eclipsa aún más en favor del de la tec­

nología asistencial. El discurso que recalca la "globalización" y
sus efectos ubica cada vez más en el exterior de la nación no só­
lo los determinantes de la economía, sino también los de las

políticas sociales de todos tipos; tanto en materia de educación
como de salud, la intervención del Estado no puede ya legiti­
marse sino por la respuesta que ofrece a las exigencias de la

competitividad; en cuanto a las jubilaciones, su existencia mis­
ma está ahora supeditada a la evolución de los mercados finan­
cieros. La intervención de los Estados debe limitarse a los po-

32 Víctor Soria observa que "los resultados de la reforma de la protec­
;ión social de 1988 generaron, siete arios después, cierta frustración, da­
Ias las grandes expectativas que había despertado" ("La sécurité sociale au

Brésil et au Mexiquc: une analyse comparative", art. cit., p. 15). Es lo me­

lOS (lile OIrede decirse en el :H10 200f).
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bres "extremos", siempre que dicha intervención tenga un cos­

to sumamente módico, y la intervención social asistencial se ve

reducida a una tecnología "focalizada".
La lógica de la asistencia "focalizada" es ahora bien conocida,

dado que en 1990 se convirtió en el leitmotiv del Banco Mundial.
La lógica de esas políticas contempla dos objetivos diferentes:

• El primero es de carácter político, relacionado con la retóri­
ca del "buen gobierno". El Banco Mundial, lo mismo que el

FMI, nunca ha aceptado que el ajuste económico sea intrín­
secamente "productor de pobreza". Por una parte, se acusa

a aquellos gobiernos que por falta de "valor" político no apli­
caron de lleno los planes de ajuste;33 por la otra, se censura

todo tipo de asistencia "generalizan te", destinada a la totali­
dad de la población pobre, aduciendo que propicia desvíos

y corrupción y que en ellos impera el favoritismo." Por tan­

to, la "buena" asistencia debe tener dos características: ser en

especie, en la mayor medida posible, y ser también lo más
descentralizada posible, lo cual revela, por emplear un eufe-

3:\ El Banco Mundial utiliza con frecuencia el término "populisrno", en

una acepción que resulta, por decir lo menos, reduccionista, para explicar
la incapacidad de disminuir el gasto público, sobre todo, el social. Pero, co­

rno el modelo de "valor político" antipopulista que encarnó Chile desde
1973 y años después, ha dejado definitivamente de ser presentable, ahora se

dice que la pareja asistencia focalizada-"buen gobierno" ofrece la simetría
virtuosa del "populisrno" y de lo que va ligado a éste (corrupción, c1ientelis­
mo, etc.). Como es evidente, el hecho de que este razonamiento carezca de
un análisis en términos de falta de legitimidad lo despoja en esencia de per­
tinencia. Pero esto, al parecer, no es un problema para el Banco Mundial.

34 No sin razón, de hecho, como lo han mostrado cientos de ejemplos,
entre los cuales dos de los más célebres son, sin duda, los desvíos de fon­

dos en la Legión Brasileña de Asistencia, bajo el gobierno de Collor, y la
serie de escándalos relacionados con la Conasupo, organismo mexicano

encargado a la vez de garantizar los precios a los agricultores y de subven­
cionar los productos básicos, el cual llegó a "costar" 2.4% del presupuesto
en sus últimos años de operación (1979-1982).
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mismo, cierta ingenuidad, pues si la corrupción, los présta­
mos inducidos, etc., fueron confirmados sobre todo en el ca­

so de la ayuda humanitaria de emergencia, las ayudas en es­

pecie tampoco están exentas de ello. Nada impide que la dis­
tribución de materiales de construcción, vacunas y, sobre

todo, la construcción de infraestructuras urbanas se convier­
tan en sustento de la corrupción. En cuanto al postulado se­

gún el cual la descentralización habría de propiciar más

transparencia, por medio del "control ciudadano", su mate­

rialización supone condiciones políticas que rara vez se cum­

plen. Lo que observamos, en términos generales, es más
bien que el clientelismo se reabastece, aunque no haya co­

rrupción (el crédito del Banco Mundial se transforma pron­
to en favor del alcalde o del gobernador).

• El segundo objetivo de esta asistencia "focalizada" es ceñir la

ayuda a los "buenos blancos", que "realmente" la necesitan.
Tras el arsenal de técnicas destinadas a expulsar a los "falsos

pobres", lo que hay de hecho es unjaloneo constante entre

dos posturas. Por una parte, la que afirma que los verdadera­
mente necesitados son solo aquellos que no tendrán nunca

oportunidad de reintegrarse a los circuitos productivos ni de
acceder a las redistribuciones contractuales (jubilaciones,
etc.). Volvemos a caer, entonces, en una lógica restrictiva que
es particularmente evidente en la ley brasileña del 7 de di­
ciembre de 1993, que creó un "derecho social a la asisten­
cia".J15 Por otra parte, la postura que señala que los necesita­
dos son también aquellos a quienes les bastaría con algo (po­
co, de preferencia) para salir adelante por ellos mismos. Nos

enfrentamos, entonces, a una serie de problemas insolubles.
El primero es que con esto se excluyen de golpe algunas de
las "necesidades de los pobres" más evidentes (una reforma

agraria, por ejemplo). El segundo es que, para determinar

quiénes son dignos de recibir la ayuda, se mezclan inevitable-

35 Ley a la cual me referiré en la tercera parte.



mente datos objetivos (posesión de un capital: herramientas,
taller, tierra, habilidades, etc.) con los datos más subjetivos
("espíritu de empresa", "voluntad de salir adelante", etc.).
Caemos en una serie de procedimientos arbitrarios, y el

cliente1ismo, que creíamos haber lanzado por la ventana, en­

tra ahora por la puerta. El tercero es que se crea una catego­
ría de "excluidos de la asistencia", integrada por la gran ma­

yoría de la población "ayudable".

Estos "excluidos de la asistencia" constituyen una "tierra de
nadie", entre el núcleo de los asalariados que siguen estandc

protegidos y aquellos que tienen "derecho a la asistencia". Esta
"tierra de nadie" es muy variada y la categoría de "pobres" es in

suficiente para describirla. Está formada, primero, por los asa­

lariados no incluidos en el "núcleo" protegido: asalariados pre·
carios que perdieron sus derechos de seguridad social, cerca

nos al desempleo, con salarios precarios y que realizan

"chambitas''; segundo, por los no asalariados, incapaces de de­
mostrar un potencial productivo digno de ser estimulado (in
dependientes de los servicios y del comercio no estabilizado

etc.) y, tercero, por los miembros de una población calificada
como inactiva, pero que no se considera digna de formar par
te de los "blancos asistenciales", pues no son 10 suficientemente:

pobres ni 10 suficientemente viejos, y se sospecha que puedan
ser delincuentes o simuladores. Todos los mecanismos de la
"focalización" tienden a excluir a esas categorías de la asisten­

cia, sin que pueda hablarse, no obstante, de exclusión socia:

(dado que los mecanismos de "afiliación", basados en el traba­

jo, las relaciones familiares o de vecindad, no desaparecen).
Existe, pues, una gran paradoja, tanto en Brasil como en Mé­

xico, dado que las políticas de asistencia social se limitan a "blan­
cos" sumamente restringidos, pero dicen ser políticas de lucha
contra la pobreza, que evidentemente es un fenómeno de ma­

sas. El resultado de esto es una situación en la cual, en el case

mr-xir-a no. la tot;tlic);;¡d de bs transferencias de 1;1 seorrrirlarl so
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cial tiene un efecto contrarredistribuidor: "En el nivel del país
en su conjunto, las transferencias de la seguridad social se en­

cuentran más concentradas que las remuneraciones de los asa­

lariados, mostrando que la seguridad, lejos de desempeñar un

papel contra la pobreza, tiende a reproducir la desigualdad sa­

larial en el medio urbano, y a agravarla en el rural.":�f> Aunque
las cifras son menos precisas en el caso de Brasil (en particular,
porque sólo se cuenta con ese tipo de datos en relación con las

grandes ciudades, a través de las encuestas llamadas PNAD) , pue­
de hacerse la misma observación, La paradoja es, por tanto, muy
violenta: si bien los gobiernos no dejan de afirmar que la lucha
contra la pobreza es su objetivo prioritario, las políticas sociales

que aplican contribuyen a perpetuarla, e incluso la engendran,
Esta paradoja implica que, lejos de tomar al pie de la letra

los discursos de los Estados sobre la "erradicación de la po­
breza", debemos plantear la hipótesis de que, tanto en Brasil
como en México -y quizá en toda América Latina-, las po­
líticas sociales, en particular aquéllas relativas a la pobreza,
no están destinadas a erradicarla.F Es cierto que tratan de

contenerla, de evitar que aumente demasiado, pero al mis-

36 Julio Boltvinik, "Perfil sociodemográfico de los pobres", en Julio
Boltvinik y Enrique Hernández Laos, Pobreza)' distribución del ingreso en Mé­

xico, México, Siglo XXI, 1999, cap. 6, p. 291. Precisamente en el medio ru­

ral, los hogares pobres (55.5% del total) sólo reciben 24.7% de las trans­

ferencias sociales, debido en gran parte al bajo nivel de afiliación ele los
más pobres a la seguridad social. En el medio urbano, las transferencias

son muy similares a la distribución de los ingresos primarios. Aunque esta

obra apareció en 1999, analiza los datos de la encuesta sohre ingresos de
1989. Es, por mucho, el estudio más preciso sobre la pobreza que se haya
realizado hasta ahora en América Latina, incluido lo relativo al debate so­

bre la definición y la medición de la pobreza.
37 Esta hipótesis se desarrolla en Bruno Lautier, "Les malheureux sont

les puissants de la terreo Représentations et régulations étatiques de la

pauvreté en Amérique latine", Reoue Tiers-Monde; PUF, núm. 142, 1995. Una

traducción del artículo se publicó en Sociedade e Estado, Universidad de

Brasilia, vol. XIIl, núm. 1, enero-julio de 1998.



mo tiempo procuran mantenerla, regulándola. Claro está, la
retórica de la "erradicación de la pobreza" abunda en el dis­
curso de los gobernantes (y de las instituciones internaciona­

les); claro está, las ONG y las organizaciones caritativas inten­
tan -a menudo sinceramente- reducir la pobreza; pero,
¿por qué habríamos de ver en ello un discurso más "veraz"

que el de los patrones que explican su demanda de reducir
las cargas sociales en nombre de la lucha que promueven
contra el desempleo? El punto aquí no es la buena o mala fe
de los políticos, sino la viabilidad política de la pobreza.

Ésta opera en varios niveles. En primer lugar, el de la inti­
midación: los pobres, como amenaza para el orden público y
los bienes de los propietarios, son necesarios a toda política
que se oculta tras el supuesto mantenimiento del orden, sobre
todo en una situación que se dice "democrática" (piénsese en

las prácticas de las policías militar y federal en Brasil); en se­

gundo lugar, la conmiseración hacia los pobres permite legiti­
mar políticas que se presentan como políticas de lucha contra

la pobreza, pero que no parecen tener sino una lejana rela­
ción con ellas (como lo muestra un examen detenido de las
medidas aplicadas por el Pronasol mexicano, entre 1989 y
1995); en tercer lugar, la preservación de la pobreza es necesa­

ria para perpetuar el clientelismo (y las prácticas corruptas
que le son inherentes), uno de cuyos soportes indiscutibles
son los fondos destinados a la lucha contra la pobreza, los cua­

les son poco controlados en su distribución; en cuarto lugar,
el hecho de dar prioridad a la pobreza apuntala la idea de que
los otros aspectos de la política social (en particular, la protec­
ción de los asalariados estatutarios, a los que se califica de pri­
vilegiados) son secundarios, cuando no innecesarios. Por últi­

mo, la pobreza (y sus imágenes) desempeña(n) un papel pa­
radójicamcnte importante para legitimar la fuerza del poder
público, tanto en el interior como en el exterior, dado que lo

importante no son los resultados obtenidos, sino la magnitud
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citan para tal fin, pues la pobreza es sin duda más "redituable"

que la necesidad de renovar una flotilla de aviones de caza).
La regulación de la pobreza depende, entonces, de las

aguas en las que se navegue y sus efectos legitiman tes son frá­

giles; las acciones para "aliviar la pobreza" no buscan necesaria­
mente el apoyo político de los propios miserables (los cuales,
por ingratitud, lucidez o cinismo, toman lo que les interesa y se

olvidan cada vez más de esa gratitud perdida o de aquella deu­
da simbólica, características del antiguo paternalismo cliente­

lista), sino, antes que nada, de las clases medias que sienten cul­

pabilidad y de los gobiernos e instituciones del "primer mun­

do". Pero, no hay que hacer demasiado ruido ni nunca cantar

victoria, se debe ser modesto y manejar hábilmente la zanaho­
ria y el palo (deplorando formalmente los palos demasiado ru­

dos y las masacres de campesinos en el Para o de niños en las
calles de Río). Así, la lucha contra la pobreza se convierte en la

prueba mayor del arte de gobernar y este arte supera por mu­

cho la panoplia de las técnicas de asistencia. Gobernar se ha
vuelto un "arte" en los dos sentidos de la palabra: en el sentido

antiguo, noble, del arte político del siglo XVIII, y en el sentido
más contemporáneo del artista de circo, del ilusionista.

ENTRE SEGURIDAD SOCIAL y ASISTENCIA:

¿POBRES Y/O CIUDADANOS?

Hasta ahora, el análisis de la comparación de las políticas socia­
les en México y Brasil ha seguido un trayecto clásico: seguridad
social, después asistencia. Esta forma de proceder deriva de un

presupuesto que siempre aparece en las discusiones sobre pro­
tección social y que viene en gran medida de ciertas situaciones

europeas (Alemania, Escandinavia, Francia), a saber, que el sis­
tema de seguridad social tiene, en efecto, una vocación univer­

salista. No se trata tan solo de dar prestaciones sociales a toda la

población (asalariada, en un primer momento; no asalariada,
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después), sino de otorgarle derechos sociales (y, por tanto, pro­
ducir un nuevo tipo de ciudadanía: la ciudadanía social). Es cier­

to, la asistencia es entonces residual, pero está construida sobre
el mismo esquema político: su vocación no es sólo ofrecer pres­
taciones, sino integrar en un modelo de ciudadanía que es, des­
de ese momento, único." Dicho modelo de análisis supone, por
lo general de manera implícita, que no existe nada entre la se­

guridad social y la asistencia, o bien, que la visión de la sociedad
a la que se refiere parte de una segmentación: integrados-exclui­
dos. El debate sobre las implicaciones políticas de las políticas
sociales remite, entonces, a la antigua polémica en torno a la si­
tuación de dependencia (generadora, en mayor o menor grado,
de prácticas clientelistas) en la que se coloca a los receptores de
la asistencia, mientras que, por el contrario, se afirma que los be­
neficiarios de la seguridad social gozan de la "ciudadanía plena".

Ahora bien, tanto en Brasil como en México, la falta de per­
tinencia de dicha división es evidente desde los orígenes del sis­
tema de seguridad social. Uno de los efectos principales de la

implantación del sistema de seguridad social es que se crea una

considerable "tierra de nadie" entre seguridad social y asisten­

cia, que no está, de hecho, "en espera" de ser integrada a ese

tipo de protección, pero tampoco condenada a caer en la asis­
tencia. Ella abarca pobres y no pobres. En un principio, com­

prendía sobre todo a los no asalariados (pequeños agricultores
y trabajadores urbanos autónomos) ya los servidores domésti­

cos, pero a partir de los alias sesenta se sumaron a ella los asa­

lariados precarios, agrícolas y de microernpresas, y más tarde,
en los ochenta, los asalariados empobrecidos de las grandes
empresas (pues la pérdida de estabilidad a menudo es sinóni-

:\H El ejemplo más reciente de esta problemática fue la implementación
de la "Cobertura Universal para Enfermedad ("CMU", por su nombre en

francés), en enero de 2000 en Francia, por la cual el Estado no sólo tomó

a su cargo el seguro médico de base, sino también el seguro complemen­
taría de toda la población que todavía no tenía derecho a él (desemplea­
dos durante mucho tiempo, indigentes, etc.).



·

de nadie", en apariencia tan heterogénea, se rehomogeneizó a

acelerarse la rotación de los mismos individuos entre los dife
rentes segmentos que la componen.P La naturaleza a la vez he
teróclita (en lo que concierne a las categorías profesionales) )
relativamente homogénea (en cuanto a la trayectorias de 101
individuos y a sus condiciones de vida) de este conjunto impi
de hacer una separación entre los buenos pobres, dignos de
asistencia, y los malos pobres, que deben reprenderse, divisiór

que siempre ha sido central en las políticas contra la pobreza.
La gestión política de este conjunto carece de todo funda

mente teórico; es meramente pragmática. Al examinar ciertos

aspectos de esa gestión pragmática, pronto se descubre qm
sus determinantes son, en esencia, de carácter nacional. Ni la

presión económica externa ni incluso la situación de los recur­

sos fiscales es lo importante, sino más bien el peso de las con

cepciones que imperan a nivel nacional en materia de ciuda

danía, de relación entre la nación y los ciudadanos, de perte
nencia al conjunto nacional o de exclusión del mismo, etc.

La historia mexicana reciente ofrece varios ejemplos de esa

administración pragmática de la "tierra de nadie" entre seguri
dad social y asistencia. Las políticas que le conciernen se volvie·
ron aún más confusas con el uso reiterado del concepto de

"pobres", supuestos destinatarios de la intervención social del

Estado, que reagrupa a la vez a los "blancos" de la asistencia)
a la enorme mayoría de la "tierra de nadie". En efecto, muchos

39 Esta forma de movilidad es, básicamente, una movilidad "trifásica'
(informal-formal-informal) a lo largo del ciclo de vida, como lo demostró
Pierre Huyette en el caso colombiano, el único en el que ha sido posible
medir con precisión el fenómeno ("Mobilité et informalité: des nouvelles
formes aux régulations modernes de l'emploi en Colornbie", Reoue Tiers

Monde, núm. 152, octubre-diciembre de 1997). Puede plantearse la hipó­
tesis de que este tipo de movilidad adquirió mucha fuerza en México a par·



iobres son excluidos activos del sistema de seguridad social,
'ero están completamente integrados a la actividad económi
a. La situación de México da muestra de ello: a partir de una

lefinición de la pobreza basada en una línea de pobreza.t" en­

ontramos una muy considerable proporción de pobres no só
o en el medio rural (74% entre los trabajadores agropecuarios
lirectos, por ejemplo), sino también en el medio urbano: 66%
.ntre los peones industriales, 55% entre los trabajadores indus
riales directos y "sólo" 33% entre los comerciantes, dependien
es y vendedores ambulantes."! Durante decenios, los planes de:
ucha contra la pobreza en México estuvieron centrados en 1<
iobreza en el medio mral, lo cual resulta lógico si se conside
a el porcentaje de la población rural que es pobre, pero rnu

:ho menos si se toma en cuenta la proporción de los rurales �
irbanos que viven en pobreza.t" Esto hace, entonces, que se va

:ile constantemente entre dos "sesgos": un "sesgo rural", que:
:onsiste en privilegiar a los "blancos" de la ayuda en estado de
.xtrema pobreza, claramente identificables y sobre los cualel

40 El debate sobre la medición de la pobreza en México es demasiadc

omplejo para resumirlo en este trabajo. Un examen detallado de éste se

ncuentra en la obra citada de Boltvinik y Hernández Laos, quienes cons

ruyeron un "método de medición integrado de la pobreza" (MMlr), qlH
ombina las mediciones de la pobreza por los ingresos y por las "necesida
les básicas insatisfechas", que en su opinión ofrece la definición más per
inente. Esta definición "amplia" permite determinar una proporción de
iobres ele 70.6% ele la población (29.4% de indigentes, 15.3% de "muy po
.rcs" y 25.9% ele "pobres moderados") (ibid., p. 193). Si nos limitamos ¡

ma definición de los pobres a partir de la "línea de pobreza" (línea de po
ireza-tiempo, LIT), la proporción de pobres es de 58.9%, de los cuale:

:9.2% son indigentes, 12.1% muy pobres, y 17.6% pobres moderado:
ihi,L rr. 227) F"" p.s,,, '" rle-firrir-ióri 011" S" 1I,ilizó -nor no rsorle-r "mnl"",



pueoe nernostrarse con raciuuau que su situacion na meJoraoo
y un "sesgo urbano", que prefiere dirigir la ayuda a categorías
más visibles para el observador extranjero y los proveedores de

fondos, pero sin que se tenga garantía alguna de que dicha ayu'
:la sea "redituable", en términos electorales o sociales, pues los
efectos de la ayuda a los pobres urbanos son sumamente dilui
:los y poco mensurables.

El problema consiste entonces en hallar un camino interme.
:lio entre la tendencia (impulsada por el Banco Mundial) a limi
:ar la ayuda a "quienes verdaderamente la necesitan" (los "blan
.os" de la asistencia en sentido estricto) y las categorías muchc
nás amplias, a saber, los pobres en sentido estadístico, pero qu<:
están excluidos del sistema de seguridad social, sin estarlo de la
actividad económica. El Pronasol (1989-1995) fue una tentativa

para encontrar en forma empírica ese camino intermedio, El
:lebate al respecto ha sido largo y minucioso, y sobre el Progra
na todo se ha dicho." La única conclusión que puede extraer

ie de esa discusión, a propósito de la lógica aplicada, es que es

nixta, lo cual reconocen tanto los asesores del Banco Mundial
.omo Denise Dresser, quien afirma que: "el Pronasol rompe con

�l sistema de subsidios a gran escala y los altos niveles de gasto
:le los años setenta, en favor de una práctica más selectiva, en

orincipic para ser más eficaz en la ayuda a los pobres, y en la
oráctica para adaptar el papel social tradicional del Estado a las
oresiones de eficiencia de una economía reestructurada" y, por
otra parte, "oficialmente, el Pronasol no representa una ruptu­
'a con los compromisos revolucionarios del Estado, sino el úni­
:0 programa capaz de restablecer el auténtico papel del Estado,
lebilitado por el dispendio de los gobiernos anteriores't.r'

43 Una sin tesis de este debate se encuentra en mi texto (1999) citado en

a nota 4, pp. 196-203.
44 Denise Dresser, "PRONASOL y política: combate a la pobreza como fór­

nula de gobernabilidad", en F. Vélez (comp.), La pobreza en México. Causa!
, políticas para combatirla, ITAM/El Trimestre Económico, Fondo de Cultura
'r .... nllmir::. Mp"ir.... 1 QQ4 nn 91>7_91>Q



La panoplIa arguIueIllauva Gel r'ronasor es JIIUCnO merios

ibvia y transparente en sus miras neoliberales de lo que afirma
on sus detractores más virulentos. Se encuentra en él una amo

ilia gama de objetivos: lucha contra la burocratización, la co­

rupción y el clientelismo; con mucha justeza, el populismo se

aracteriza por el hecho de que determina "desde arriba" la!'
iecesidades populares, mientras que el Pronasol partía "desde

ibajo" y era, entonces, "popular" y no "populista't.t" Pero, al
nismo tiempo, y contrariamente a esta negación, se rechaza

¡ue la ayuda se "focal ice" solamente a las categorías vulnera:
Ileso La asistencia debe ofrecerse a los conjuntos (comunidad
nieblos, barrios); los recordatorios de la ideología de la Revo
ución son constantes; no se trata tampoco de ayudar solamen

e, sino de reinsertar en un conjunto nacional, a través de la!'
:omunicaciones (carreteras, teléfonos), el deporte, la escuela
o mismo que en el acceso a las condiciones de la producción
nercantil. Lo que el gobierno de Salinas llamaba "liberalismo
ocial" (retomando aquí también un término de finales del si­

�lo anterior) era, de hecho, un híbrido de las dos lógicas asis
enciales -la "focalizada" y la "populista"- que el Banco Mun
lial parece haber aceptado (concesión a la incomprensible sin

�ularidad mexicana, al menos para el Banco), sin comprender
o esencial. El Pronasol era, sin duda, el prototipo de las nue

'as políticas asistenciales "híbridas" de América Latina, qm
ompían en parte con el viejo populismo, pero que ya extraían
as lecciones del fracaso de la "focalización" a ultranza. Que e:

exenio de Carlos Salinas de Cortari haya terminado con ases¡'

latos, colusión con narcotraficantes y, finalmente, la crisis eco

iómica, no cambia en nada la capacidad de invención de lar

'políticas asistenciales híbridas" de las que dio muestra.

Pero, una vez que el presidente Zedillo guardó en el baúl a

>ronasol -al percatarse de lo que había sido más un fracaso po

4:' Véase la entrevista a OIga Elena Peña Martínez,jefa de la Unidad de
�tpnriAtl �1 1-:. (�illf'-:lrl._,tll,_, Fl 7\Jnr1n1'Jfll s;t el". f",hrprn. rlp 1QQ1



nuco y econorrnco ue la presloenCla ne oaunas, que ne la renta

tiva semifrustrada de búsqueda de nuevas políticas sociales-, la
intervención social del Estado mexicano regresó a una ortodo
xia asistencial mucho más clásica, volviendo a honrar la parado
ja mexicana según la cual mientras más crece la pobreza y pan­
perización urbana, más atención se presta a la pobreza rural. El

programa Progresa es significativo en este sentido. Basado en los
análisis de Santiago Levy, que denunciaba un "sesgo urbano" en

los planes de lucha contra la pobreza.í" el programa se propone
luchar exclusivamente contra la pobreza extrema en el medio

rural,"? afinando las técnicas de la focalización (en particular, al

otorgar las ayudas de manera directa a las familias pobres y, den­
tro de éstas, a las mujeres). Llegamos, entonces, a la doble para·
doja de que, por una parte, en virtud de la censura de un "ses­

go urbano", se produce un verdadero "sesgo rural", y por la otra,
lo que se reivindica como un triunfo en términos de eficacia de
la "focalización" es, al mismo tiempo, la admisión de un fracaso
en lo que concierne a la lucha contra la pobreza en general.t"

Sara Gordon ofrece un resumen muy acertado de la situa-
ción mexicana:

El modelo [mexicano] de la política social contempla la atención

de sólo dos franjas de la población. Por un lado, la que cuenta con

empleo asalariado y que está afiliada al IMSS o al ISSSTE,4Y al servi­

cio de salud de algún organismo paraestatal (como Pemex) o que
recibe la prestación de una institución privada de salud. Por otro,
la población considerada en pobreza y extrema pobreza, que reci­

biría subsidios focalizados, y a la cual se pretende atender con una

46 Véase Santiago Levy, "La pobreza en México", en Velez, op. cit., p. 96.
47 Véase Poder Ejecutivo Federal, Progresa: Programa de Educación, Salud

y Alimentación, México, 1997.
4R Al respecto, véase Agustín Escobar Latapí, Progresa y cambio social en

el campo de México, Guadalajara, CIESAS Occidente (en prensa).
49 Tnditlltn.1i:. cipo fi:PCTllri"¡':ul t:nri".:ll rtPI li:.prfnr nri"':ull1" ,..11"'1 fi:prtnr rUlhlirn



.reciente pODlaClon que carece ne empleo asaianano y cuyos 10-

\Tesos se hallan apenas por encima del límite de la pobreza.t"

)e esta manera, en alrededor de quince años, México lle­
l cabo una revolución, a saber, romper con la idea, here­
la de la Constitución de )917, de un modelo de ciudada­
definida como la integración al conjunto nacional, y don­
la homogeneización de la ciudadanía se hace "desde
ba", es decir, por una acción de toda la nación para inte­
r a quienes todavía no lo están. Pero, a la inversa, el curo

actual de las políticas sociales no ha llegado a producir
l ciudadanía "desde abajo", por la vía de la generalización
os derechos sociales individuales. Como vemos, el asunto

; importante es, entonces, la gestión política de la no ciu­
lanía de una mayoría de la población, cuestión tan para­
íca que sólo puede responderse a ella por la negación del
ácter político del problema social.
La historia reciente de Brasil ha sido muy distinta de la de

xico, al menos durante algunos años, pues, a finales de los
's ochenta, la cuestión social se planteó netamente en tér­
lOS políticos. Esta visión política de la cuestión social apa·
e con toda claridad en la Constitución de 1988, la cual:

[ ... ] iba en el sentido -por primera vez en la historia brasileña­

k una especie de Estado de bienestar; no es casualidad que, en

el texto constitucional -y por vez primera- se hayan consagra
:10, además de los derechos civiles y políticos, los derechos socia
les (coronación, como lo sabemos, de la ciudadanía moderna)
Así se estableció el armazónjurídico-política que permitió instau

,u Sara Gordon, "Del universalismo estratificado a los programas foca

los. Una aproximación a la política social en México", en Martha Sch
rrart (coord.I. Politicns soriales bam Los bohres en América Latina.. México.
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rar, en la sociedad brasileña, una política social compatible con

las exigencias de justicia social, equidad y universalidad.P!

A doce años de distancia de que se votara esa Constitución,
debemos reconocer que el proyecto nacional de generalización
de la "ciudadanía salarial" fracasó rotundamente: los progra­
mas de educación básica (elemento central de la búsqueda de

ciudadanía) disminuyeron 15% de 1991 a 1998, y los de "educa­
ción media", 32 por ciento. Los programas de salud se reduje­
ron ligeramente (4%) durante el mismo periodo y, sobre todo,
el gobierno de Cardoso volvió a caer en los viejos errores del ré­

gimen militar, al no utilizar sino 43% de los presupuestos socia­
les aprobados para la Assistincia e preoidéncia en 1995, 40% en

1996 y 1997, 39% en 1998,52 y al emplear las sumas desviadas de
ese rubro para completar el déficit presupuestal.

El abandono de los objetivos de 1988 puede interpretarse de
manera similar a como lo hace José Paulo Netto, quien explica
que Fernando Henrique Cardoso fue precisamente elegido por
una alianza de "las antiguas y las nuevas oligarquías [ ... ] para ga­
rantizar que el proyecto social de la Constitución de 1988 no

fuera llevado a término'U'" para "flexibilizar" los derechos socia­
les y vaciarlos así de toda sustancia, y en definitiva, para supedi­
tar la política social a la política macroeconómica, privatizar y
mercantilizar los servicios sociales." y lanzarse definitivamente

51 José Paulo Netto, "FHe e a politica social: um desastre para as massas

trabalhadoras", en Ivo Lesbaupin (comp.), O desmonte da Nacao. Balance do

governo me, Petropolis, Editora Vozes, 1999, p. 77.
52 tu«. pp. 81-84.
53 nu, pp. 79 y 87.
54 En otro trabajo incluido en esa misma compilación ("As armas secre­

tas que abateram a seguridade social"), Maria Lucia Teixeira Werneck

Vianna cita un artículo de Waldeck Ornélas, ministro de la Previdéncia e

Assisténcia Social, en el que escribe: "Es indispensable empezar a ver la

previsión social como una cuenta corriente", que el trabajador tendría que
administrar como cualquier otra cuenta bancaria (O Globo, 12 de noviem­
bre de 1988).



.n la vía de la "des-responsabilización del Estado frente a la se

iedad". Pero esta interpretación no agota el asunto. Tambié
lebe explicarse por qué la Constitución de 1988 tuvo tan pocc
fectos prácticos antes de 1994 y por qué el discurso sobre la pn
ión económica externa tuvo tal fuerza para despolitizar y tecn

icar el tema de la seguridad social."
La paradoja de la situación brasileña es que el abandono d

os objetivos universalistas fue en parte el resultado de lo que, e

u momento, se consideraron conquistas sociales y avances he
ia la "ciudadanía social" consagrada en la Constitución. Es el ce

o, en particular, de la creación de un "derecho social a la así

encía", por la ley del 7 de diciembre de 1993, la cual no modif
ó en nada la enorme -y creciente- dimensión de la "tierra d
radie" entre seguridad social y asistencia, sino que precisó un

le sus límites. En efecto, el derecho a la asistencia concierne
ma población muy reducida/" que tiene derecho a prestacic
les igualmente reducidas (un salario mínimo en Brasil). Es del
o -y fue uno de los argumentos más fuertes en favor de la ley­
lue el peso del clientelismo filantrópico puede disminuirse co

él afirmación de dicho derecho. Pero, además de la paradoj
lue implica la creación de una categoría de "pobres privilegie
los", puede observarse lo cuestionable que resulta la afirmació

55 Werneck Vianna comenta: "El concepto de seguridad social, dep­
itario de las demandas de justicia social, cargado de un simbolismo redi

ributivo, y connotado de la idea de ciudadanía, sigue estando inscrito e

a Constitución. Pero es letra muerta, vacío de contenido y privado de P'
ibilidades de ser puesto en práctica. La Seguridad se ha convertido e

previsión" y ésta se convierte en seguro social, como lo indica la págin
le Internet del Ministerio da Previdéncia e Assisténcia Social, intitulada

.eguradora das Traba/hadares" (ibid., pp. 109-110).
56 "Las personas incapacitadas y las mayores de setenta años, que con

mieben que no tienen los medios para garantizar su propia subsistenci
ri pueden recurrir a sus familiares, de acuerdo con el artículo 20 de est

�v" VP�c:.P �I rp_li:.nprtn Tv�nptp ��lptp Rnc:.rhptti_'Fprrpir� "T.� _li:.prl1ritp _Ci:.'
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de que la instauración del derecho a la asistencia rehomogenei­
za a la ciudadanía, o al menos la amplía al crear la categoría "con
derecho". Tal vez se llegue a una forma de ciudadanía, en una

situación de diversificación creciente de las formas de ciudada­

nía, pero reducir ésta al hecho de tener "derechos", sin mencio­
nar su diversidad y la desigualdad de su nivel de garantía, aun­

que no sea despreciable en términos simbólicos, cambia com­

pletamente el sentido político del concepto de ciudadanía. Nos
vemos cada vez más limitados a una alternativa en la que desa­

parece la utopía misma de la ciudadanía generalizada: o bien se

acepta una ciudadanía restringida a un grupo social, el cual es,

sin embargo, relativamente homogéneo (no se trata ya de la fi­

gura del ciudadano -hombre, libre y propietario-- de las repú­
blicas griegas antiguas, sino de asalariados "privilegiados" del
"núcleo" protegido, que son los únicos que gozan de la ciudada­
nía "plena", misma que entraña los derechos sociales); o bien
nos dirigimos hacia una ciudadanía aparentemente generaliza­
da, pero fragmentada en numerosas categorías (la de "con dere­
cho" es la más reciente), entre las cuales la más importante es la
"no categoría" (la "tierra de nadie" antes mencionada).

La única manera (políticamente) coherente de resolver ese

problema lacerante de la contradicción entre una aspiración
masiva (consagrada en la Constitución) a la "ciudadanía social"

y un modelo económico cada vez más liberal, era tomar el cami­
no de un salario mínimo generalizado, que respondería a la rei­
vindicación en términos de los derechos sociales de toda la "tie­
rra de nadie" excluida de la asistencia, a la vez que autorizaría
una administración puramente técnica y financiera de los otros

ámbitos de la protección social. No es de sorprender, entonces,

que el Senado brasileño haya aprobado el Programa de Garanlia

de Renda Minima en diciembre de 1991. La Cámara de Diputa­
dos lo bloqueó, pero lo retomaron varias municipalidades,"? al-

5768, en agosto de 1996, según Eduardo Suplicy, el senador que pro­
movió la propuesta de ley de 1991 (A uotacdo da Renda Mínima, Folha de
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dos campos), aunque mantuvieron niveles sumamente bajos
una atribución muy selectiva y condicionada que es contrar

a la definición misma del salario mínimo (y, más aún, del su

sidio universal).
Sin duda, ese nuevo fracaso de una medida social te

diente a una ciudadanía generalizada se debió en gran par
al costo previsible que tendría en una situación en la que, c

mo hemos visto, los presupuestos de la seguridad social se

más bien las "vacas lecheras" del presupuesto general, que
contrario. Pero también hubo otras razones. En particular,
hecho de que el salario mínimo representara una ruptu�
real con las prácticas clientelistas tradicionales, que sigue
estando dominadas por el concepto de favor personal/"
sobre todo, el salario mínimo apareció como "paracaídas"
muy desfasado en relación con las reivindicaciones en térrr
nos de ciudadanía, que no hacían referencia al salario mír

mo, sino a la posibilidad de vivir "dignamente", lo que en .

medio rural significaba el acceso a la tierra y, en el urbano,
los servicios colectivos (incluidos la educación y la salud).

'

mismo tipo de observaciones pueden hacerse respecto de

gran mayoría de los programas brasileños de ayuda a los p
bres. Así, luego de analizar las políticas sociales destinadas
los estratos pobres (un programa de distribución de alime
tos en Belo Horizonte y un programa de "apoyo a la famili
la infancia y la adolescencia" en Río deJaneiro), Licia Val]
dares concluye que:

Sao Paulo, 6 de agosto de 1996). Sobre el tema del salario mínimo en BI

sil, véase Rosa Maria Marques, A Protecdo Social e o Mundo do Trabalho, S:

Paulo, Ed. Bienal, 1997, cap. 4.
5� Algunas experiencias relacionadas con el salario mínimo, como

que introdujo Cristovam Buarque, gobernador por el PT del Distrito Fec
ral (complemento del salario para las familias con hijos en edad escolai
nllPílpl1 íntPrnrpt�r'<:.p rínnn IIn ":;:¡rrn�" n:;:¡r:;:¡ rnntr:;:¡�t:;¡r:;:¡r pi rlipntpli",n
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dar origen a una demanda (ex post Jacto) y de crear concienc

entre la gente pobre de sus derechos sociales, en Río de jane
ro la nueva propuesta comenzó generando expectativas, per

parece haber llevado a la frustración ya la falta de confianza e

el papel del Estado.P

Este ejemplo muestra claramente que un alto grado de me

vilización política, como el que supo desarrollar el PT en Bel

Horizonte, es la condición, si no de una iniciativa "desde" ah

io, al menos de una reapropiación popular de esas políticas se

ciales. Fuera de esos casos que siguen siendo excepción, lo ún
::0 que puede prevalecer es la "frustración", puesto que se "ofn
ce" a los pobres lo que no piden (se les convierte en recepten
de la asistencia, pese a ellos) y no se les otorga lo que piden.

CONCLUSIÓN

La comparación entre las políticas sociales de México y Br:
sil lleva, es cierto, a identificar semejanzas y diferencias. Per

no es esto lo que la hace "productiva". El hecho de que est

comparación tenga un interés científico deriva de que pe
mite identificar el lugar de la sociedad en donde los dos E

tados, el mexicano y el brasileño, se muestran incapaces d
dar una respuesta política a un asunto que es, antes que n.

da, de orden político. En efecto, la evolución de las politice
iociales en ambos países, a partir de una historia muy dif
.ente y a través de rutas contrastadas, tiene al menos un pUl
D en común: la despolitización de la cuestión social.

Esto puede parecer muy paradójico cuando se considera, pe
ma parte, la masificación de la pobreza y, por la otra, el surg

59 Licia Valladares, "Programas sociales para los pobres en Brasil: 1<
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miento de movimientos como el de los "sin tierra" en Brasil, o el
de Chiapas en México. Claro está, los políticos, en el poder (Car­
doso) o en la oposición (Cárdenas), se valen de la retórica social

para conseguir su (re)elección, pero ningún político proclama
la preservación del antiguo sistema de protección, y sus reforma
sucesivas no se hacen sino en nombre de los imperativos "técni­
cos" de su gestión financiera. El incumplimiento de las prome­
sas electorales pasadas en materia de lucha contra la pobreza, de
educación o salud apenas es evocada en el debate político, co­

mo si imperara un consenso resignado respecto de la función

puramente decorativa de tales promesas (que se repiten, casi sin

cambio, de una campaña a la otra, como en Brasil en 1994 y
1998). La denuncia de la corrupción y de los privilegios corpora­
tivistas refuerza esta tendencia, al volver incongmente y política­
men te suicida todo discurso sobre la preservación de la protec­
ción social. La política social depende ahora de las técnicas

(muy diversas, que van desde la "focalización" de los asistidos a

la sumisión a elegir un sistema de pensiones acorde a los estados

financieros) y de los buenos sentimientos. Parecería que las
fuentes de legitimidad están en otra parte: en la estabilización

monetaria, en la aceptación y respeto de las reglas del juego de­
mocrático y en la capacidad de evitar catástrofes económicas (o
al menos impedir que lleven al caos, como en México, después
de 1994). Ya no se trata de la legitimidad de un proyecto que ar­

ticule lo político, lo económico y lo social, sino de una suerte de

legitimidad "por omisión", a la vez causa y consecuencia de la
falta de alternativa política (como lo muestra la derrota y retira­
da de Lula, en octubre de 1998). Sin embargo, aunque la políti­
ca social ya no esté en el centro de los procesos de legitimación,
sí puede tener --o más bien, la falta de ella- efectos terribles
de deslegitimación, cuando el "hartazgo" de los miserables de­
semboca en torrentes de violencia, armados o no.

No obstante, los asuntos políticos siguen existiendo y será
necesario que, de alguna forma, los poderes del Estado les
den respuesta. Para terminar citaré cinco de ellos:
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.<:1 primer asunto es saber cuál es la parte del "núcleo"

.rabajadores protegidos que el Estado puede "dejar e

oar" de las políticas sociales puestas bajo su control, ya
lacia sistemas privados de seguridad social o hacia la F
oerización, ligada al desempleo, la maquila o a la "recla
:ación" en pequeñas empresas. En ambos casos, los efe«
le la deslegitimación son graves, por una parte frente a

oropios trabajadores; por la otra, frente a una amplia
ilación relacionada con los trabajadores que fueron ex]
ados del núcleo (ése es uno de los traspiés del discursi

ieral, el cual, a fuerza de denunciar los "privilegios" de

rabajadores protegidos, termina por olvidar que tales

rilegios son en gran medida redistribuidos) .

.<:1 segundo asunto es el de la eficacia de las políticas asisi

:iales "focalizadas", en materia de legitimación. El efectc
muncio de los planes de asistencia focalizados funciona
ire todo entre los propios proveedores de fondos (se u

le reproducir las posturas de los funcionarios y experto.
.n materia de legitimación internacional de los diriger
racionales. Por el contrario, el efecto de legitimación er

a población pobre -incluida la fracción de ésta que m

iene relaciones clientelistas- es sumamente incierto. Al
lOS de que se tome a aquellos a quienes se ayuda como

íos grandes" o imbéciles, debe partirse del punto de vista

¡ue los planes de asistencia "focalizados", por una parte,
len un efecto muy restringido en relación con la poblac
ayudable" y, por la otra, no tocan a aquellos que tienen
iecesidades más urgentes (dado que es necesario ayudar
nero a quienes podrán "arreglárselas por sí solos").
�l tercer asunto es el de los límites a la naturaleza "centr

;a" de las políticas sociales actuales. La descentralización, (

s una de sus características principales, interviene en un

iooo rle- irrterisa rr-novar-ión dr-l dientelismo_ ;:! rnr-m u-lo <1
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claman no sólo el derecho a administrar su protección social,
sino también el control político de un territorio que domi­
nan económicamente, mientras que áreas enteras son aban­
donadas tanto por las empresas como por el Estado. La dife­
renciación y focalización crecientes de las políticas sociales
tienen efectos cada vez más diferenciados, en términos tanto

de las categorías sociales como de las fracciones del territorio,
• El cuarto asunto es el de la capacidad del Estado para admi­

nistrar no sólo un espacio social muy definido, sino también
un espacio territorial muy diversificado. Las reestructuracio­

nes económicas de los años noventa acentuaron las diferen­
ciaciones entre regiones y subregiones en materia de dina­
mismo económico y de relaciones con la economía mundial,
pero también las diferenciaciones dentro de una misma zona

metropolitana. La metáfora, usual entre los geógrafos, de la

"piel de leopardo" no describe solamente las oposiciones en­

tre el norte y el sur de México, el noreste y el sudeste de Bra­

sil, sino entre uno y otro barrios de Río o de Monterrey. Y las

"manchas" del leopardo (las fracciones del territorio que
mantienen relaciones con la economía mundial y han entra­

do en la "posmodernidad") apenas ocupan una pequeña por­
ción de su "piel". Lo importante es saber si la diferenciación
de las políticas sociales según las categorías sociales se super­
pone a una diferenciación topográfica de la intervención so­

cial. Es obvio que la tentación de postular la superposición de
los dos tipos de segmentación es grande, por la simple razón
de que la tecnología asistencial empuja en esa dirección. Pe­

ro el peligro político es inmediato: peligro de autonomiza­
ción de ciertas regiones o barrios, de que caigan bajo el con­

trol de mafias diversas, etc. Puede pensarse que el papel del
Estado debe ser el de evitar la superposición de los dos tipos
de segmentación (misma que tendría como consecuencia
adicional la desintegración definitiva de las formas de ciuda­

danía). Puede también constatarse que todas las reformas de
las políticas sociales, desde inicio de los años noventa, van en
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el sentido de tal superposición, cuyas consecuencias poli
son imprevisibles, pero que, de cualquier forma, tienen I
que ver con el desarrollo de la democracia,
El quinto asunto es el de la responsabilidad de implei
tar políticas económicas liberales con respecto a ese COl

to de procesos. Cuando se examinan una por una, la

ponsabilidad parece total. Si tal régimen de jubilacione
só de la repartición a la capitalización, si tal sist
asistencial "generalizante" se volvió "focalizado", etc., P'
en cada caso demostrarse una relación causal entre

efectos y causas derivadas de decisiones en materia de
tica económica. Por el contrario, si se considera a dichr
nómenos como un conjunto articulado, el análisis se de
za. Lo que los años noventa mostraron tanto en Brasil c

en México es la imposibilidad de construir un proyect(
lítico coherente, en el que la retórica de la "ciudadaní
revela como un sustituto muy imperfecto. Las política
ciales que surgieron en los años cuarenta fueron uno d
elementos de un proyecto político; el otro elemento er

lipa de política económica. Luego de los años seter

ochenta, el proyecto político se derrumbó. Sólo qued:
los dos elementos del proyecto global, uno de los cuak

económico, se transformó muy rápidamente y prete
sustituir al proyecto político total. Tal pretensión im]
durante quince años y permitió que el proyecto social f
arrasado. Pero, ahora, el vació es aún más evidente.

Podría concluirse, por supuesto, que la victoria del n

alismo es total, pero también podría verse lo contrarí.

:ir, su fracaso histórico, su incapacidad para engendra
'yecto político y, por tanto, para proponer un proveen

:11 OIlP rn ir-rla :1rtirllbn;p T.:1 ronst:1t:1rión rlr-l fr:1r:1sc
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